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La extradición en la legislación ecuatoriana y sus efectos en la 
comunidad internacional 
En los últimos años hemos evidenciado la concurrencia de casos de extradición solicitados por 
los países agraviados, que requieren la entrega de personas que han cometido uno o varios 
delitos de carácter político o delitos comunes; siendo la extradición una institución jurídica que 
fomenta la seguridad de los Estados, esta investigación plantea promover con carácter 
prioritario al precepto jurídico de la extradición como recurso eficaz para que los delitos de 
cualquier índole no queden impunes, y se cumpla el ordenamiento jurídico de cada Estado, 
logrando establecer parámetros en el cumplimiento de la justicia interna, que fracturada por el 
modus operandi del delito y su evasión, intenta reorganizar su esquema judicial, con el apoyo de 
los demás Estados; la presente investigación pretende observar y analizar casos puntuales que 
han ocurrido en el País, logrando focalizar un análisis comparado con legislaciones 
internacionales, que también son sujetos procesales de la institución Jurídica de la Extradición. 
Por ejemplo Jamil Mahuad, Hermanos Isaías, entre otros solicitados por la justicia Ecuatoriana 
por cometer delitos de índole político social o delitos comunes, Cabanellas define a la 
Extradición como “entrega que un país hace a otro, cuando éste lo reclama, del acusado de ciertos 
delitos, para ser juzgado donde se suponen cometidos”. La legislación Ecuatoriana contempla 
muchos tratados en materia de extradición y basa su aprobación en la reciprocidad, esencia de 
este precepto. Este trabajo propone a la extradición como Sujeto Principal de Apoyo Estado con 























































El ordenamiento jurídico de los Estados, promueve el respeto a los derechos y el cumplimiento 
de las obligaciones de cada persona, las legislaciones internacionales también conjugan el 
principio de la soberanía y el apoyo mutuo entre Estados, que ha sido el sujeto principal de 
relaciones internacionales. 
 
La extradición como principio jurídico y como institución que promueve el cumplimiento de las 
penas judiciales, se centra en la relación Estado con Estado, que opera dentro de las relaciones 
internacionales como generador de justicia y la forma de impartir a cada quien lo que se merece. 
 
En virtud del adelanto científico y tecnológico que sufre la sociedad hoy en día, las leyes se han 
transformado y se han hecho más duras, a consecuencia de que los delitos tienen mayor 
concurrencia y cabida; la globalización ha permitido que los delitos se hagan más factibles, por 
cuanto la informática está en todos los campos y todas y cada una de las facultades del internet 
facilita las infracciones, como por ejemplo,  las transferencias electrónicas ilegales, el espionaje, 
la invasión de páginas web, los delitos políticos; un conglomerado de cuestiones han incurrido 
en la existencia del delito por la factibilidad que produce la sociedad corrompida en muchos de 
los casos.    
 
La extradición propone el alto a la impunidad en delitos y crímenes de carácter internacional y 
nacional, promoviendo la justicia de forma que repele actos antijurídicos, que desde su inicio ya 
tienen impuesta la pena, la cual no puede ser ejecutada sin los efectos de la extradición, como 
institución de Justicia. 
 
La comunidad internacional tiene por objetivo la lucha contra el delito impune, que produce 
efectos desastrosos en la misma, la extradición nace de la necesidad de erradicar la impunidad 
del delito intencional y doloso; los tratados internacionales de extradición manifiestan leyes 
claras que norman de manera racional y necesaria para cumplir con el ordenamiento jurídico de 
los Estados relacionados, la política se manifiesta en apoyo incondicional a este tratado como 
institución jurídica, con procesos de juzgamiento y endurecimiento de las penas por crímenes y 




El efecto que produce la extradición concedida, facilita la administración y ejecución de justicia, 
logrando ejecutar y efectivizar la pena relacionada con el delito cometido, los criminales no 
logran omitir la responsabilidad y evitar la consecuencia de sus propios hechos, aunque es 
contradictorio en mucho de los casos que la forma de romper este principio jurídico es con otro 
principio jurídico como el asilo, que se califica en muchos casos de manera deliberada y rápida, 
dejando impunes delitos políticos que son considerados persecuciones políticas y no se juzga el 
hecho o acto sino solamente el vínculo de la persona con el estado afectado. 
 
Finalmente este trabajo investigativo se centra en el hecho principal de evitar que los delitos 
queden impunes y juzgarlos de manera rigurosa, adentrándose en el Derecho Penal como base 
fundamental para proponer la extradición como principio jurídico de erradicar los delitos 
causados en otras fronteras, aplicando las diversas leyes, tratados, reglamentos y convenios 
internacionales, y sobre todo la legislación ecuatoriana, a través de la Constitución del Ecuador 






1. EL PROBLEMA 
1.1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
El eje central de la extradición consiste en que un Estado solicite a otro, a una persona prófuga, 
y el acto que antecede a la misma es la existencia ejecutoriada de un auto firme de prisión o de 
una sentencia condenatoria impuesta por cometer un delito castigado con pena privativa de la 
libertad.  
Los Tratados y Convenios Internacionales, la Constitución del Ecuador y otras leyes conexas, 
han aprobado la extradición como instrumento de seguridad de Estados agraviados que recurren 
a este precepto legal para hacer valer su soberanía sobre individuos que han fracturado el 
esquema judicial. 
Sin embargo el problema se centra en que la extradición como principio jurídico sustenta su 
condición en el proceso judicial en sí y en la aprobación de los demás Estados a su petición, sin 
contar que la extradición rompe su esencia con la aparición e intervención del asilo por parte de 
los Estados residentes. 
Es decir existe conflicto entre un principio jurídico y el otro, por cuestiones políticas?, o es una 
mera situación de perspectivas jurídicas que van encaminadas hacia la relación de Estado con 
Estado, o a la conveniencia de una política antijurídica que propone el encubrir delitos e 
infracciones que han quebrantado el sistema judicial del Estado Solicitante. 
1.2. FORMULACION DEL PROBLEMA 
¿Cómo opera la extradición en el derecho internacional y como se fundamenta esta institución 




1.3. DELIMITACION DEL PROBLEMA 
 
Las razones y argumentos que se tienen para realizar la presente investigación del tema que se 
ha planteado tienen relación con aspectos como, la justicia social, la seguridad social, la 
impunidad del delito y del delincuente, pero sobre todo la seguridad jurídica de la estructura de 
un Estado. 
 
La propuesta que refiere a la aplicación de la norma estrictamente estructurada, para cumplir los 
efectos jurídicos que demanda la extradición como Institución jurídica, este tema tiene el 
carácter de urgente, y debe ser atendida en su totalidad, ya que este estudio  fundamenta su 
planteamiento en la actual sociedad sedienta de justicia y equidad, que ha sido mil veces 
quebrantada por el delitos y sus actores. 
 
Campo.- Es la ciencia jurídica, el derecho y específicamente la relacionada con la Ley de 
Extradición, Código Penal y Procedimiento Penal, la Constitución del Ecuador, Tratados y 
Convenios Internacionales.-  
 
Área.- Derecho Penal Internacional. 
 
Aspecto.- hace relación al tema escogido que requiere la imperiosa necesidad de implementar 
un procedimiento simplificado y justo para los delitos impunes, y sancionar al delincuente de 
acuerdo a la gravedad de su delito sea cual fuere su domicilio.-  
 
Espacial.- Estudio cuantitativo en cuanto al número de procesos que se solicitan extradición por 
delitos comunes e internacionales, justificados favorablemente o negativamente.  
 
Territorio.- la presente investigación jurídica consiste en encuestas y entrevistas que se 





1.4. PREGUNTAS DIRECTRICES  
 
1. ¿Cuáles son los efectos de conceder la extradición? 
2. ¿Cuáles son las consecuencias de rechazar la extradición a un Estado agraviado? 
3. ¿Cuál es el origen de la institución jurídica de la extradición? 
4. ¿Cuál es el proceso para remitir una petición de extradición en la comunidad 
internacional? 
5. ¿En que se fundamenta la extradición, para erradicar la impunidad a los delitos? 
6. ¿la extradición prevalece sobre el asilo? 
7. ¿En qué casos se puede rechazar la petición de extradición y fundamentados en que 
norma? 
 
1.5. JUSTIFICACION  
 
El tema de esta investigación sobre la extradición como medio eficaz para evitar que los delitos 
comunes, políticos y generales es planteado por su relevante interés a conocer, promover, 
precautelar y juzgar los delitos que han sido cometidos en un Estado, y que para la evasión de 
estas infracciones los imputados han recurrido a migrar hacia otros Estados con el fin de que no 
se juzgue el delito cometido, y que la acción como tal en el Estado Agraviado quede impune, sin 
sometimiento a la justicia , y de esta manera quedando fracturado el esquema judicial del 
Estado. 
  
Esta garantía judicial propone que el Estado que acoja al imputado, al aceptar el pedido de 
extradición del Estado Agraviado, tome detenido al sujeto infractor y lo devuelva al Estado 
inicial para que sea Juzgado con las normas y leyes del país en donde sucedieron los hechos o 
infracciones; aunque este principio no solo depende de una decisión tomada por el país 
requirente sino el otro estado que acogió al imputado; que muchas veces el otorga al imputado 
el carácter de asilado, ahí es donde nace el conflicto de legislaciones, que se enmarcan dentro 
del derecho internacional, y recae la justicia por cuanto no prevalece el principio de apoyo, sino 
solamente, la alcahuetería de individuos que usufructuaron e irrumpieron el esquema judicial y 




Esta investigación contiene el carácter de fundamental porque centra su estudio en los efectos 
que produce la extradición aprobada o rechazada en la legislación nacional en internacional, e 
impulsa a la extradición como método eficaz coercitivo para evitar que la delincuencia y la 
injusticia hagan caso omiso del sistema jurídico de los Estados y promueve el apoyo mutuo 
entre Legislaciones, para facilitar que la institución de la extradición como tal se imponga a 




1.6.1. OBJETIVO GENERAL  
 
 Promover una reforma en materia internacional, en la cual la extradición se convierta en 
sujeto institucional jurídico primordial de protección de los Estados contra la impunidad 
en los delitos comunes o políticos,  prevaleciendo sobre el asilo y demás preceptos 
jurídicos que fomentan la ilegalidad. 
 
1.6.2. OBJETIVOS ESPECIFICOS  
 
 Conocer el concepto, características de la extradición como medio eficaz para erradicar 
la impunidad.  
 Determinar  las causas que intervienen para que este principio surta efecto. 
 Estudiar los efectos que producen la extradición dentro y fuera de la legislación.- 
 Establecer parámetros en la necesidad de requerimiento de un imputado. 
 Relacionar preceptos jurídicos para evitar la ruptura del esquema judicial  por causa del 
asilo, en base a la necesidad del país requirente. 
 Analizar el esquema legislativo del Ecuador sobre la extradición en relación con el 
derecho internacional. 
 Proponer reforma que fomente la prioridad de la extradición sobre otras instituciones 










2. RESEÑA HISTORICA DE LA EXTRADICION Y SUS 
GENERALIDADES 
 
INTRODUCCION A LA EXTRADICION 
 
Las telecomunicaciones y el aporte del avance científico y tecnológico aportan de manera eficaz 
en la aplicación de la extradición y sus efectos; y aunque en la edad antigua no se contaba con 
los métodos y facilidades del tiempo actual,  ya se conocía y aplicaba la extradición  como 
hecho, mas no como institución jurídica; en las antiguas civilizaciones se promovía la entrega 
del infractor como un procedimiento formal y una acción de apoyo mutuo entre sujetos 
soberanos, que implicaba la amistad y la cooperación entre los mismos, sin ninguna semejanza 
al ejercicio actual del derecho en materia internacional, ya que implicaban como elementos para 
su cumplimiento la violencia y la fuerza y otras veces la corrupción; como ejemplos podemos 
citar algunos como la civilización egipcia y los hititas, la tribu de Israel o Civilización Hebrea; 
debemos entender que la extradición cumple el con el principio fundamental de un Estado para 
ser soberano y que su ordenamiento jurídico no se quebrante, y aunque en el pasado se aplicaba 
la extradición no como institución jurídica, ni con los elementos que necesita para que surta 
todos los efectos, era el mismo precepto disfrazado de un mero hecho de cooperación, aunque 
su esencia es la misma desde el pasado hasta la actualidad. 
 
Históricamente, la extradición ha sido un mecanismo aplicado a delitos comunes realizados por 
personas en un Estado, pero que por diversas circunstancias no se encuentran en su territorio. 
¿Desde qué época existe la extradición? Para algunos autores, desde tiempos remotos.  
 
Quintano Ripollés da a conocer que existió la idea de la cooperación entre los pueblos en la 
persecución de criminales prófugos de la justicia, con la idea de evitar la no sanción de delitos 
comunes y graves que conllevaban conmoción entre los habitantes de un lugar determinado.  
 
Jiménez de Asúa indica que el origen de esta institución se fundamenta “en un acto de 
asistencia jurídica entre los Estados” por lo que es posible concluir que el concepto en estudio, 
se desarrolla hacia el siglo XVIII, época asociada a los nacimientos de los Estados modernos, lo 
que implica el desarrollo de un Poder Ejecutivo (que involucra a su vez un Poder 
Administrativo y Judicial) y un Poder Legislativo. Esta situación se ve influenciada por los 
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principios de la Revolución Francesa que consagra el racionalismo, y la eliminación gradual en 
los tratados de extradición de la época, de los delitos políticos como causa de extradición. 
 
Cualquiera que sea el punto de vista, la institución de la extradición es fundamental para la 
aplicación de la ley punitiva del Estado requirente para efectos de conocer, juzgar, castigar y 
ejecutar la pena al extraditirus por el delito cometido. 
 
Mario Fuentes Melo, critica la tesis de que la extradición existió desde tiempos remotos. Señala 
a este respecto, las siguientes razones: 
 
1. La ausencia de relaciones internacionales constantes y regulares. Es decir, la falta de un 
derecho internacional desarrollado. 
 
2. La importancia del derecho de asilo, que era un obstáculo a la extradición. 
 
3. En la antigüedad, la entrega de malhechores constituía un hecho aislado y excepcional. 
 
La extradición es un concepto, a mi parecer, moderno. Éste se asocia al concepto de Estado y a 
un elemento esencial que lo constituye, el principio de la soberanía, que la doctrina define como 
el poder que cada Estado, pueblo o nación posee para determinarse a sí mismo. Factores 
culturales, de raza, de tradición, de religión o el sentimiento común, determinan el tipo de 
Estado, unitario o federal, parlamentario o presidencial, y sus regímenes políticos, democrático, 
autoritario, dictatorial, patriarcal. 
 
Se debe considerar además, que toda ley posee un efecto territorial, es decir, sólo rige dentro de 
los límites de cada Estado, pueblo o nación, y solo respecto de sus habitantes, sean nacionales o 
extranjeros, y en consecuencia, regirá de un modo excepcional la ley de un país fuera de su 
territorio respecto de sus nacionales en los casos que la ley lo establece.  
 








2.1. BREVE RESEÑA HISTORICA DE LA EXTRADICION 
 
LA EXTRADICION EN LA EDAD ANTIGUA 
 
El desarrollo de las sociedades humanas tanto las antiguas como las actuales se han simplificado 
en el resultado de un sistema jurídico y justo según su tiempo, del cual parte el derecho y la 
obligación para con los demás, y crea el principio jurídico de la extradición, para evitar la 
impunidad de los delitos de carácter general y político, que agreden la estructura judicial de una 
sociedad conformada, y fomentar la armonía en la relaciones individuales y colectivas, para 
citar ejemplos de este precepto jurídico en la edad antigua, constan varios de ellos, de los cuales 
excelentes juristas e historiadores citan en sus obras. 
 
La extradición ha estado presente desde tiempos donde aún no se conocía la existencia del 
mundo completo, y se centraba en escenarios más pequeños, pero con igual importancia, que 
gracias a las investigaciones podemos conocerlos en la actualidad y partir desde ese punto 
donde ya se promovía a el derecho como sustento principal de un Estado o Civilización 
existente: y para conocerlos más detalladamente podemos referir los siguientes:  
 
En la civilización hebrea (antiguo pueblo israelí), hace referencia en el libro de jueces 
capitulo XIX y XX, a una lucha encarnizada entre tribus, en la cual se da un hecho:  
 
“libro de Jueces capitulo 19:25 Mas aquellos hombres no le quisieron oír; por lo que 
tomando aquel hombre a su concubina, la sacó; y entraron a ella, y abusaron de ella toda 
la noche hasta la mañana, y la dejaron cuando apuntaba el alba.- 19:26 Y cuando ya 
amanecía, vino la mujer, y cayó delante de la puerta de la casa de aquel hombre donde su 
señor estaba, hasta que fue de día.- 19:27 Y se levantó por la mañana su señor, y abrió las 
puertas de la casa, y salió para seguir su camino; y he aquí la mujer su concubina estaba 
tendida muerta delante de la puerta de la casa, con las manos sobre el umbral.- 19:28 Él le 
dijo: Levántate, y vámonos; pero ella no respondió. Entonces la levantó el varón, y 
echándola sobre su asno, se levantó y se fue a su lugar.- 19:29 Y llegando a su casa, tomó 
un cuchillo, y echó mano de su concubina, y la partió por sus huesos en doce partes, y la 
envió por todo el territorio de Israel.- 19:30 Y todo el que veía aquello, decía: Jamás se ha 
hecho ni visto tal cosa, desde el tiempo en que los hijos de Israel subieron de la tierra de 
Egipto hasta hoy. Considerad esto, tomad consejo, y hablad. 
 
Capítulo 20:1 Entonces salieron todos los hijos de Israel, y se reunió la congregación 
como un solo hombre, desde Dan hasta Beerseba y la tierra de Galaad, a Jehová en 
Mizpa.- 20:2 Y los jefes de todo el pueblo, de todas las tribus de Israel, se hallaron 
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presentes en la reunión del pueblo de Dios, cuatrocientos mil hombres de a pie que 
sacaban espada.- 20:3 Y los hijos de Benjamín oyeron que los hijos de Israel habían subido 
a Mizpa. Y dijeron los hijos de Israel: 20:4 Entonces el varón levita, marido de la mujer 
muerta, respondió y dijo: Yo llegué a Gabaa de Benjamín con mi concubina, para pasar 
allí la noche.- 20:5 Y levantándose contra mí los de Gabaa, rodearon contra mí la casa por 
la noche, con idea de matarme, y a mi concubina la humillaron de tal manera que murió.-
 20:6 Entonces tomando yo mi concubina, la corté en pedazos, y la envié por todo el 
territorio de la posesión de Israel, por cuanto han hecho maldad y crimen en Israel.- 20:7 
He aquí todos vosotros sois hijos de Israel; dad aquí vuestro parecer y consejo.- 20:8 
Entonces todo el pueblo, como un solo hombre, se levantó, y dijeron: Ninguno de nosotros 
irá a su tienda, ni volverá ninguno de nosotros a su casa.- 20:9 Mas esto es ahora lo que 
haremos a Gabaa: contra ella subiremos por sorteo.- 20:10 Tomaremos diez hombres de 
cada ciento por todas las tribus de Israel, y ciento de cada mil, y mil de cada diez mil, que 
lleven víveres para el pueblo, para que yendo a Gabaa de Benjamín le hagan conforme a 
toda la abominación que ha cometido en Israel.- 20:11 Y se juntaron todos los hombres de 
Israel contra la ciudad, ligados como un solo hombre.- 20:12 Y las tribus de Israel 
enviaron varones por toda la tribu de Benjamín, diciendo: ¿Qué maldad es esta que ha 
sido hecha entre vosotros? -20:13 Entregad, pues, ahora a aquellos hombres perversos 
que están en Gabaa, para que los matemos, y quitemos el mal de Israel. Más los de 
Benjamín no quisieron oír la voz de sus hermanos los hijos de Israel,- 20:14 sino que los de 
Benjamín se juntaron de las ciudades en Gabaa, para salir a pelear contra los hijos de 
Israel”. (La Biblia libro de jueces 19 y 20, reina Valera 1960 ) 
 
Para una mejor comprensión, En estos capítulos se refiere a un levita que fue a buscar a su 
concubina y al retornar con ella debió detenerse y hospedarse en Guibea. Es invitado por un 
anciano quien le ofrece su hospitalidad. Luego de esto vecinos de Guibea le piden que lo haga 
salir de su casa para matarlo. El anciano para salvar su hospitalidad se vio obligado a entregar a 
la concubina del levita, mujer a la que violan y le causan la muerte El levita partió a la mujer en 
doce trozos y los mandó por todo el territorio de Israel. Cuando todos los israelitas se reunieron 
el levita tomó la palabra y les pidió que tomaran una resolución. Las tribus de Israel pidieron la 
entrega: 
 
No se trata de  delincuentes del derecho común, sino de trasgresores a las normas fundamentales 
de convivencia cotidiana, que eran reclamados por su comunidad de origen para no dejar 
impune la violación que habían cometido y cuyo requerimiento por lo general, implicaba una 
amenaza de guerra en el caso de que la comunidad diera refugio o negara la entrega. 
 
El hecho generador de la petición de extradición se suscita en la infracción impune, que supone 
ya la necesidad del principio jurídico, con fines de estructura judicial. 
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La biblia también refiere a otra historia donde interviene la extradición como tal el matrimonio 
de Sansón, hijo de Manoa, de la tribu de Dan de Israel, con una mujer Filistea que lo traicionó a 
propósito de una adivinanza que Sansón había hecho a los filisteos. Así, Sansón se vio obligado 
a pagar una apuesta que la adivinanza conllevaba. Luego, Sansón sufre la traición de su suegro, 
quien entrega su hija, esposa de Sansón, a uno de los amigos de Sansón, motivando su venganza 
traducida en la quema de la cosecha de los Filisteos. Después de esto, los Filisteos fueron en su 
búsqueda y reclamaron su entrega. La tribu de Judá acudió ante Sansón, le comunicó lo 
sucedido y ambos pactaron su entrega a los Filisteos a fin de evitar una guerra. 
 
En Egipto antiguo, (Colín Sánchez, pág. 902), en su obra “Procedimientos para la extradición”, 
refiere como antecedente de extradición en esta forma: 
 
 “se advierte que como resultado de la guerra entre hititas y egipcios (1271 a.C.), se 
firmó un tratado de paz donde quedo establecida la extradición, tanto de egipcios como 
hititas, ya que durante la guerra entre uno y otro país por traición u otros motivos, 
muchos ciudadanos habían huido de su lugar de origen para ampararse en uno u otro de 
estos territorios, en consecuencia dicho tratado afectaba a todos, incluso a personas 
importantes por su linaje, cargo u otra situación. Se señaló entre otros temas que serían 
extraditados de Egipto: gentes del pueblo hitita de Hatti; igualmente los nobles de Hatti, 
las gentes del pueblo egipcio a Egipto; así mismo quedo establecida la obligación de uno 
y otro soberano de ordenar, en su caso la aprehensión de quien habiendo huido de su 
lugar de origen, se refugiara en Egipto o Hatti y adoptara, además las medidas 
necesarias para que el detenido disfrutara de garantías, referentes a su integridad 
corporal, familia y bienes” 
  
En su obra (Vilariño Pintos, pág. 107), “la extradición, Régimen Jurídico, y Practica Internacional”, 
parte del siempre citado tratado de paz entre Ramses II de Egipto, y Hatusili III de los Hititas en 1278 
a.C., que es el primer tratado conocido que se recoge la extradición”  
 
Más detalladamente el tratado comprometía lo siguiente, “Si alguien desertara de Egipto y llegara 
al país de los Hititas, el Rey de los Hititas no deberá detenerlo en su país, sino devolverlo al país de 
Ramses. Con los fugitivos se devolverán todos sus bienes y hombres. Si del país egipcio huyere uno, dos o 
tres, etc. hombres del país de los Hititas, deberán ser devueltos al país de Ramses. Tanto ellos como sus 
bienes, mujeres hijos y sirvientes deberán ser devueltos completamente intactos. No Hay que 
ajusticiarlos, ni dañar su ojos, sus bocas o sus pies (Monroy Cabra, 1987, pág. 16) 
 
Todos estos tratadistas convienen en que en el antiguo Egipto, por siglo XII a.c. 
aproximadamente se efectuó un tratado postguerra entre Egipto Ramsés y los Hititas, en el cual 
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manifestaban el deseo de la Paz, en términos de obligaciones para las partes, en el cual se 
promovían acuerdo de extradición que comprometían la entrega de fugitivos, que habían 
incurrido en delitos como traición, asesinato, entre otros delitos, en el país de origen y se habían 
refugiado en el otro; queda claro de desde aquellos tiempos la extradición estaba labrando su 
camino hasta lo que hoy llegamos a entender. Este tratado se consolidaría como el primer 
acuerdo de extradición conocido, aunque también conlleva el título del primer tratado de 
derecho internacional conocido hasta la actualidad. 
 
En la antigua Grecia, pocos refieren casos en esta etapa sino solamente a los “lacedemonios, 
que iniciaron una guerra en contra de los mesenianos ya que estos se negaron a entregar un asesino” y 
entre los aqueos contra los esparciatas, en la que tuvieron igual trascendencia. En Grecia los 
convenios sobre extradición, más que de carácter jurídico, eran de tipo político, de modo que la 
existencia de toda alianza se sujetaba a la aprobación de la extradición, contemplando los delitos 
de lesa majestad (delitos de orden público) e instituyendo lo que se conoce como crímenes de 
guerra y de lesa humanidad. Se puede considerar reaccionar estos delitos en relación con 
esclavos fugitivos, traidores, paganos, homicidas, adúlteros y cómplices, quienes, no hubieran 
pagado impuestos y empleados de impuestos que hubieran cometido malversación, los cuales 
eran entregados a las autoridades respectivas. (Matos, pág. 602) 
 
En la civilización Romana, el derecho romano es considerado el derecho base de muchas 
legislaciones ya que por él existen instituciones jurídicas que no han sufrido cambios a través de 
los tiempos; existen varios juristas que hacen referencia a esta etapa de la extradición en la 
civilización romana, según Ferrini en el texto de Jiménez de Asua Luis, dice que: 
 
“ en Roma, la extradición fue conocida con mayor formalidad, ya que esta se la existía a 
través de la suprema autoridad del estado, la misma que era una verdadera imposición que 
se la realizaba en los estados dependientes de Roma; y con relación a aquellos estados, 
que no eran dependientes, la solicitud de extradición iba acompañada con una amenaza de 
guerra en caso de que esta sea negada. Es decir no existía una cooperación internacional, 
sino una imposición del imperio dominante. Ferrini sostenía que la Extradición en el 
imperio Romano comenzó a sujetarse a cierta normatividad, donde el culpable era 
trasladado hacia el Tribunal de los recuperadores, en el primitivo derecho romano, 
árbitros a quienes se les confiaba la resolución de litigios entre los ciudadanos de Roma y 
algún pueblo aliado de ella. De manera especial las causas versaban sobre la restitución 
de los bienes del demandante que se encontraba en poder de un súbdito de otro Estado”. 
 
Otro pensamiento jurídico la tenemos expresada por la enciclopedia jurídica Omeba, quien 
señala “No fue Roma con su organización imperial campo propicio para su desarrollo. La extradición 
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en esta época era más el producto de la imposición de un pueblo dominante que de la convivencia  de los 
mismos”. 
 
Ferrini también decía que Roma conoció los tratados de extradición y tuvo algunas normas de 
legalidad interna como la que decidía la entrega del agresor de un embajador al Estado que el 
mismo representase, sin excusarse siquiera la condición de ciudadanía romana del culpable.  
 
En la Época de la República los tres o cinco miembros del tribunal, además de tener jurisdicción 
en los delitos pretorios, estos decidían a su vez si era o no procedente la extradición de la 
persona solicitada. Incluso manifiesta que en el año 188 fue concedida la extradición de dos 
ciudadanos romanos a los cartagineses. 
 
(Mascareñas, 1975, pág. 384), afirma: 
 
 “Roma conoció la institución, pero en relación a los delincuentes que se encontraban en 
los estados vinculados a ella, o dependientes de la misma. Era sencillamente una 
exteriorización de poder, y aunque existieron tratados que regularon la materia, es 
bastante dudoso que no fueran otra cosa que compromisos unilaterales desde el punto de 
vista de la obligación, ya que en la práctica es posible que Roma no cumpliese este deber 
recíprocamente”  
 
Estos ejemplos marcados demuestran que en realidad no eran casos de  extradición, tal como la 
conocemos, sino más bien, denota características de imposición por medio de la fuerza, y que 
las relaciones internacionales dependían de la necesidad del más capaz militarmente, estos 
casos, no demuestran más que imposiciones de estados poderosos contra pueblos débiles, que 
no podían resistir el empuje de la fuerza o la amenaza inminente de la guerra, si no se acataban 
favorablemente las solicitudes de los gobiernos grandes. 
 
Finalmente podemos decir, que estos tratados originarios eran una manifestación de supremacía 
del poder hegemónico del  momento que actuaba por conveniencia del Estado Peticionario. 
 
La extradición tuvo su origen en la costumbre y en la reciprocidad, perfeccionándola luego en 







LA EXTRADICION EN LA EDAD MEDIA 
 
 
Se llama edad media al periodo de la Historia que abarca desde la caída del imperio Romano de 
occidente en poder de los Barbaros en el siglo V d. C. hasta el descubrimiento de América siglo 
XV, en que ejerció gran influencia el Cristianismo entre los pueblos de Europa. 
 
Se crearon institutos, Universidades, y en muchas naciones se organizaron parlamentos, 
consejos y tribunales. De manera particular el ámbito del Derecho recibió influencia de la 
religión católica, ejerciendo mucha gravitación en la vida social, inspirando los usos y las 
costumbres. 
 
Durante este extenso periodo, los pueblos Europeos iban consolidándose en sus estructuras 
sobre la base de algunas tradiciones locales. 
 
Se comienza a realizar tratados que establecen las condiciones y formas de extradición. 
 
Los germanos no la conocieron como Institución Jurídica, ya que no se desarrolló por la 
dependencia o la autoridad imperial o Papal. Hubo dificultades también por el derecho de Asilo 
como lo reconoce (Mascareñas, 1975, pág. 386): 
 
 “En el Medievo la Extradición encontró todas la dificultades inherentes al derecho de 
asilo, consecuencia del respeto debido a los templos y en general a la independencia de la 
iglesia en relación a la potestad civil, por otra parte aquella garantía de la paz de que ya 
habla Tácito, tenía en el derecho germánico tal importancia que los lugares de asilo se 
multiplicaron en esta época. Paz en la ciudad se desprende de algunos fueros. Paz en las 
rutas de peregrinación (Santiago y Santa María de Salas), paz en la asambleas y mercados 
(fueros de León y Oviedo), paz especial que se extendía hasta sus caballos, y paz sobre 
todo en los templos, todo lo que daba lugar a un complicado derecho de asilo que 
dificultaba la extradición. 
 
Originalmente, la extradición era considerada una restricción al derecho de asilo, “denominada 
deditio, remissio o intercum, constituia excepciones al derecho de asilo, por impulso del Cristianismo y 
de la patrictica a partir del siglo IV, se había impuesto con plenitud  en la edad media constituyendo un 
factor moderado al derecho feudal, que ocupa un papel prevalente en un mundo dividido por la rivalidad 
de los señores y por el aislamiento. Los autores coinciden en afirmar que el asilo determino el retraso 
con que aparece la extradición. El debilitamiento del feudalismo en los siglos XII y XIV y el 
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recrudecimiento de los estudios del derecho romano van desde entonces posibilitando la extradición con 
los caracteres modernos”. (Enciclopedia Jurídica Omeba, Tomo XI, págs. 684,685) 
 
Como antecedentes de tratados en materia de extradición en esta época podemos citar los 
siguientes:  
 
“El derecho de asilo dificulto la extradición durante muchos siglos”. Aunque Kohler encuentra en el 
derecho Longobardo una institución análoga por al que se perseguía al ciervo fugitivo, que 
donde quiera que fuera detenido fuera entregado al juez competente, se afirma que en el siglo 
IX aparecen ya tratados de extradición, y se citan, en el año 836, el de Ricardo Príncipe de 
Benevento, con lo Magistrados de Nápoles, el celebrado en el año 840 entre Venecia y el 
emperador Lotario, y el de 1220 entre la misma república y Federico II. Las restantes repúblicas 
italianas proveyeron a esta necesidad aunque en tiempos menos remotos, los escritores de la 
época fueron generalmente favorables a la extradición.  
 
Los demás países, convencidos de que la impunidad obtenida al refugiarse en territorio 
extranjero era un poderoso estímulo para el crimen, comprendieron también la necesidad de los 
tratados de extradición. Más los primeros convenios internacionales fueron de interés exclusivo 
de los gobiernos. Otros que podemos citar son en Italia, el celebrado en 1174 entre el Rey de 
Inglaterra Enrique II y Guillermo de Escocia en el que se estipulaba la entrega de los individuos 
culpables de la felonía que fuesen a refugiarse en uno u otro país. 
 
El 4 de marzo de 1376, se celebró un verdadero tratado internacional de extradición entre el Rey 
de Francia Carlos V y el Conde de Saboya, que tenía por objeto impedir que los acusados de 
delito común fuesen desde Francia a refugiarse en el Delfinado o en Saboya, y recíprocamente. 
Otros tratados celebrados entre soberanos tuvieron como causa intereses particulares y por ello 
no poseen verdadero carácter de extradición en general puesto que los individuos se reclamaban 
como enemigos personales del soberano. Así acontece con los que se celebraron entre Francia e 
Inglaterra, en 1303, en que se decía que ninguno de los dos soberanos concedían protección a 
los enemigos del otro; entre el rey de Inglaterra Enrique II y el país de Flandes, en 1497, con el 
fin de obligarse a entregar recíprocamente los súbditos rebeldes, calificado de intercums 
Magnus y llamado más exactamente por Bacon Intercums Malus; entre Inglaterra y Dinamarca 
el 26 de enero de 1661 por lo cual este último Estado se obliga a entregar al Rey Carlos II las 
personas complicadas en la muerte de su padre; entre Inglaterra y Estados Unidos y los Estados 




Lucien Colson afirma, los primero casos de extradición se originan con motivo de 
envenenamiento y falsificación de moneda, y relata estos tres ejemplos que él considera 
“históricos”: la entrega del Marqués de Brinvilliers, acusado de envenenamiento, cuya 
extradición fue reclamada; en cambio Mazarino no consiguió que el Papa Urbano VII le 
entregase al Conde de Beaupuis; y tampoco tuvo éxito otro pedido de extradición, en el siglo 
XVI, que se presentó entre Francia y los Países Bajos. 
 
Podemos saber que España ofrece excelente historia en materia de extradición. Ya que en el 
siglo XIII la regularon las Partidas en el título  XXIX de la partida Séptima, que especialmente 
en su Ley I, ordena al juez del lugar donde se cometió un delito que envíe cartas al colega del 
lugar donde se refugió el delincuente, debiendo este capturarlo y mandárselo. “El primer Tratado 
de extradición conocido con verdadero carácter de tal, es el celebrado en 1360 por el Rey de Castilla 
Pedro I con el Rey de Portugal para la reciproca entrega de varios condenados a muerte y refugiados en 
ambos Reinos. Los Reyes Católicos, por pragmática de 20 de mayo de 1499, convinieron también con 
Portugal un acuerdo relativo a la entrega de los delincuentes que matasen con ballesta o con el fin de 
robo, de los salteadores de caminos y autores de delitos análogos. Felipe II, por pragmática de 29 de 
junio de 1569, pacto otro convenio con Portugal relativo a los delitos de lesa majestad, robo y hurto, 
homicidio ejecutado con ballesta, arcabuz y escopeta y quebrantamiento de cárcel” (Jiménez de Asua, 
págs. 903-904) 
 
En la últimas épocas descritas van consolidándose la extradición como valido mecanismo de 
justicia y de las pacificas relaciones internacionales, así lo establecen los testimonios de carácter 
histórico y legal que han servido de fuente para esta conclusión. 
 
De forma irregular la extradición en esta época va tomando forma jurídica, y consolidándose 
como recurso de justicia, que provoca relaciones internacionales positivas, así se demuestra el 
carácter histórico de la extradición dentro de la edad media, con altos y bajos pero dando sus 
pasos hacia la estructura definida que hoy en día tenemos. Verificando que con el paso del 
tiempo este mecanismo ha ido evolucionando de manera progresiva y proponiéndose como 
instrumento obligatorio de un Estado, que busca una sociedad ordenada, bajo el régimen de la 
justicia. 
 
LA EXTRADICION EN LA EDAD MODERNA 
 
Esta etapa de la historia comprende del siglo XV hasta el siglo  XVIII. La cual fue de inmenso 
desarrollo, caracterizado por formidables descubrimientos e inventos, formación de naciones y 
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el aparecimiento de significativas revoluciones como la industrial y la francesa. Dentro del 
campo de la extradición, se suscribieron tratados para enfrentar delitos políticos, especialmente. 
 
Con la Aparición de las monarquías absolutas en los siglos XVI, XVII, y XVIII, con sus 
soberanías potencialmente limitadas y su aislamiento jurisdiccional, dilataron también el 
proceso de la extradición. En materia de extradición, se suscribieron tratados para enfrentar 
especialmente delitos políticos. El capricho del Príncipe Feudal es sustituido por el argumento 
de la “razón de Estado” o “el deber Internacional” con que se disfrazan los propósitos 
oportunistas de los gobiernos por la influencia de los juristas Jus Naturalistas que visten así de 
especial ropaje los reclamos y conquistas de los Estados en el Derecho Internacional 
propugnando la extradición de los reos políticos.  
 
Es en el “siglo XVIII, cuando podemos encontrar el comienzo de los verdaderos tratados 
de extradición con carácter jurídico y fundados en un sistema de reciprocidad 
internacional. En Esta época la extradición tuvo como objeto principal  los delitos 
políticos. Eran tiempos de absolutismo y los gobiernos consideraban a los reos políticos 
más peligrosos que los delincuentes comunes”. (Fiore, “Tratado de Derecho Penal 
Internacional y de la Extradición”, pág. 223) 
 
Más tarde durante la primera parte del siglo XVIII el delito común no había sido parte 
considerativa para la extradición, hasta que a mediados de dicho siglo, con la subscripción del 
convenio del 29 de septiembre de 1965 entre Carlos III DE España y Luis XV de España marcó 
un paso decisivo en la materia persiguiendo la entrega de la delincuencia común en sus formas 
más graves, ampliando de esta manera en tema de la delincuencia política, única extraditable 
hasta entonces.  
 
Es necesario señalar que en esta época, “primó fundamentalmente el interés de los regímenes 
absolutistas por asegurar el imperio, estando todo el derecho organizado en su defensa, por ello, en los 
tratados militares, la extradición fue  un arma para evitar deserciones e impedir rebeldías. En esta línea 
constan los tratados de 1749 y 1804 celebrados entre Austria, Prusia y Rusia. Se vuelve preciso reiterar 
que la extradición se la utilizaba para impedir deserciones y levantamientos rebeldes” (Enciclopedia 
Jurídica Omeba, Tomo XI, pág. 685) 
 
Constan otros tratados que los mencionamos de manera objetiva y son entre: Suecia y Rusia en 
el año 1721, y entre Francia y Suiza en el año1777.  
 
En conclusión, en esta etapa se entiende que las primeras formas de extradición fueron contra 
los delincuentes políticos, situación que a mediados del siglo fueron suprimidos y reconocida la 
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norma en virtud de la cual los delitos de esta naturaleza no pueden dar lugar a la extradición, 
Ley que desde ese entonces se ira robusteciendo hasta la actualidad y consolidarse de forma 
definitiva como la Institución Jurídica de la Extradición. 
 
 
LA EXTRADICION EN LA EDAD CONTEMPORANEA 
 
Dentro de la Época Contemporánea, que va comprendida desde la Revolución Francesa (1789) 
hasta nuestros días, la extradición, a partir del siglo XIX presenta su mayor desenvolvimiento 
mediante la multiplicación y difusión de tratados en la materia.  
 
Etapa también influenciada ideológicamente por el Iluminismo, y de la Revolución Francesa, 
como ejemplo del mismo el tratado de paz de Amiens de 1802, entre Francia, España e 
Inglaterra, donde el vencedor asegura la extradición de la delincuencia común, excluyendo a la 
política. 
 
Se trata de un logro considerable en la lucha y represión a la delincuencia común, dentro del 
contexto de los “Estados de Derecho”, pues, el derecho de asilo se reduce exclusivamente a la 
materia política, distanciándose del delito común. Como datos importantes, cabe la pena resaltar 
la creación de la Ley de Extradición Belga, el 1 de octubre de 1833, en la que se establece un 
doble supuesto en el sentido de que el hecho ha de ser delictivo en ambos países y que debe 
tener el carácter de delito común, es decir, no político.  
 
En los actuales momentos, prácticamente no existe un Estado que no haya firmado tratados de 
extradición, siendo la misma difundida en el mundo entero. Los tratados o convenios existentes 
son de orden bilateral o multilateral.  
 
En América se han seguido los lineamientos generales del sistema belga. Entre los principales 
instrumentos internacionales en torno a la extradición suscritos por los países iberoamericanos, 
constan los siguientes:  
 
Código Sánchez de Bustamante, suscrito el 20 de febrero de 1928 en La Habana- CUBA, 
mismo que ha sido ratificado por Bolivia, Brasil, Costa Rica, Cuba, Chile, Ecuador, Haití, 
Guatemala, Honduras, Nicaragua, Panamá, Perú, República Dominicana y Venezuela. 
 
Convención sobre Extradición  Montevideo suscrito el 26 de diciembre de 1933, durante la 
séptima Conferencia Internacional Americana, ratificado por Argentina, Colombia, Chile, 
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Ecuador, El Salvador, Estados Unidos, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, 
República Dominicana y Uruguay. 
 
Posteriormente da la luz el tratado de extradición entre México y Colombia en 1937; entre 
México y Panamá en 1938; entre México y España 1980; entre Chile y Bélgica 1989; y, entre 
Colombia y Estados Unidos de América en 1979. 
 
El Ecuador ha celebrado tratados de extradición con los siguientes países y en los siguientes 
años: Suiza en 1888; Bélgica en 1987; Chile el 03 de abril de 1987; Colombia en 1904; Bolivia 
el 21 de julio de 1913; Brasil y Francia suscrito en Río de Janeiro el 4 de marzo de 1937; Gran 
Bretaña en 1938; EEUU suscrito en Quito el 28 de junio de 1872 y en 1940 un Tratado 
complementario; España el 28 de junio de 1989; Australia en 1990. 
 
Se han realizado varias convenciones al respecto: Convención Europea sobre Extradición 
firmada en París el 13 de diciembre de 1957; la firmaron Austria, Chipre, Dinamarca, España, 
Grecia, Irlanda, Italia, Liechtenstein, Luxemburgo, Noruega, Países Bajos, Portugal, República 
Federal de Alemania, Suecia, Suiza, Turquía;  
 
Aparece la Convención única de 1961 sobre estupefacientes, aprobada por las naciones Unidas 
el 30 de marzo de 1961 en New York, 134 estados la suscribieron; en 1972, Protocolo de 
Modificación de la Convención única de 1961 sobre estupefacientes, aprobado por las Naciones 
Unidas el 25 de marzo de 1972, 71 Estados la ratificaron;  
 
Convención para prevenir y sancionar los actos de terrorismo conferidos en delitos contras las 
personas y la extradición conexa cuando éstos tengan trascendencia internacional, aprobado por 
la Asamblea General de la OEA el 2 de febrero de 1971.  
 
Señalaremos también la existencia de la convención interamericana sobre la extradición, 
realizada en caracas en 1981, así como la Convención de las Naciones Unidas contra el tráfico 
de ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, suscrita en Viena el 20 de diciembre de 
1988. Donde la República del Ecuador es parte de dichas convenciones, como Estado Miembro. 
 
Cabe una necesidad dentro de la extradición, y que conlleva a la unidad de los Estados al 
unísono, para lucha contra el delito y sus posibles consecuencias, esto radica en la defensa 
interestatal contra la delincuencia en beneficio de los pueblos del mundo. Sería catastrófico que 
los individuos que comentan delitos contra la sociedad, disfruten de la impunidad que les da el 
no reconocimiento de la extradición en otro Estado, por la seguridad del Estado donde se refugia 
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el delincuente, le conviene a este Estado devolver al prófugo de la justicia al lugar donde se 
cometió el delito o la infracción, para que sea sometido a un juicio justo. 
 
Como verificamos, varios son los convenios internacionales sobre extradición que han surgido a 
través del tiempo. Y de los cuales muchos de ellos está el Ecuador ratificando su compromiso,  
Lo importante es que los Estados adopten una postura de seriedad en su cumplimento, es decir, 
una actitud de convicción acerca de impedir que la  comisión de delitos comunes quede en la 
impunidad y la justicia se vea burlada por individuos de conducta execrable. Solo así podremos 
llegar a un avance efectivo del Derecho Internacional Público y Privado, dentro de un mundo 
cada vez más globalizado, dentro del cual las fronteras territoriales existentes ya no pueden ni 
deben ser un obstáculo para el castigo y en lo posible la erradicación del delito común que azota 
cada vez más a las sociedades contemporáneas.  
 
La lucha contra el delito es un objetivo vital de las naciones y constituye un elemento de la 
política exterior de los Estados. Este objetivo basa su realidad en la Institución de la extradición 
como organismo que garantiza la represión a la delincuencia a pesar de que sobrepase las 
fronteras del estado agraviado. En la actualidad el Derecho Internacional Penal exige perseguir 
o extraditar, a lo que constituye la red delincuencial, con  mayor frecuencia son los delitos de 
Narcotráfico, corrupción, genocidio, terrorismo, piratería aérea, crímenes internacionales, entre 
otros. Para esto la extradición está consolidándose como institución eficaz en contra de la 
impunidad de los delitos, esta eficacia es gracias a la mayor colaboración de la Comunidad 
Internacional, dentro del ámbito penal, apoyando de forma recíproca el control de justicia dentro 
y fuera de los Estados. 
 
2.2. DEFINICION DE EXTRADICION 
 
Es innegable que en materias sociales, jurídicas, políticas, pueden darse un sin número de 
conceptos o enunciaciones con respecto a un mismo tema; es por ello que nace la importancia 
de realizar una exhaustiva investigación, con la intención de resaltar lo mejor de cada escritor y 
así obtener un conocimiento más amplio y comprensible que nos ayudara a entender claramente 
la base de la extradición.  
 
Con este argumento, se puede ultimar que la extradición comprende una institución jurídica del 
Derecho Internacional Público, mediante la cual un Estado entrega a una persona que está en su 
territorio, a otro que la solicita con la finalidad de juzgarla, procesarla o para que cumpla una 
pena impuesta debido a la comisión de un delito. 
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Etimológicamente, proviene de los vocablos latinos "Ex" que significa "fuera" y "Traditio", 
que significa "entrega"; es decir la entrega que se hace de una persona para ser juzgada y 
cumpla la pena en el país en el que ha delinquido. 
 
Desde el punto de vista lexicográfico, la palabra “extradición” significa “entregar fuera de las 
fronteras”, lo cual corrobora el criterio de colaboración mutua entre los diversos Estados a nivel 
de la Comunidad Internacional como un elemento imprescindible para evitar que quienes 
cometen infracciones evadan la acción de las autoridades del país que los requiere y pueda de 
esta manera operar la justicia a nivel de todo el Planeta. 
 
La extradición es un proceso muy antiguo  que ha estado presente en nuestro país en las arcas 
del conocimiento jurídico, el mismo que ha sido desarrollado y evolucionado con el fin de 
precautelar los derechos humanos, contando en la actualidad con una amplia gama de 
instrumentos jurídicos aplicables en este ámbito.    “Acto por el cual un Estado entrega un individuo 
acusado o condenado por una infracción cometida fuera de su territorio, a otro Estado que lo reclama y 
que es competente para juzgarlo y castigarlo”. (Larrea Holguín, 1962) 
 
De forma general y como prius nocional, se puede puntualizar a la extradición como aquella 
Institución jurídica por la cual un Estado requirente puede solicitar a otro (requerido) la entrega 
de una persona acusada, procesada o condenada por delitos de los que tribunales del primer 
Estado tienen competencia para conocer. O si se quiere como decía MERCIER, la entrega de un 
individuo desde un Estado a otro para “fines penales”  (Vid. L` Extradition Recueil des. Cours 
de la Academia de Derecho Internacional de la Haya , pág. 172) 
 
La extradición es así, ante todo una institución jurídico internacional, toda vez que debe su 
existencia al ser un instrumento de la cooperación internacional entre los Estados; 
específicamente en el ámbito del denominado derecho internacional penal, en tanto que la 
extradición como observa GIULIANO constituye la “manifestación más importante de la existencia 
judicial en materia penal en las relaciones entre Estados” (L’Assitenza giuridica internazionale, La 
Comunita Internazionale, vol. XXXVIII - 3 , 1983, pág. 455) 
 
Pero la extradición es, además, por su contenido una figura jurídica procesal - del derecho 
procesal penal-  en tanto que se trata de un procedimiento incidental, o especial. 
 
Los tratadistas distinguen entre la extradición activa, que tiene lugar cuando un Estado requiere 
la entrega de un delincuente a otro Estado donde reside; y pasiva, aquella en que el 
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Estado requerido que lo tiene en su poder lo entrega para su juzgamiento o el cumplimiento de 
una condena. 
 
Como norma general, puede decirse que para que proceda la extradición, es indispensable: que 
el hecho calificado como delito se encuentre previsto en la ley o en el tratado, que el hecho 
constituya un delito común, quedando así excluidos los delitos políticos y los comunes conexos. 
El problema está en determinar que se entiende por delitos políticos, tema sobre el cual los 
autores han discrepado fundamentalmente y sin que en los Congresos Internacionales se haya 
podido llegar a un acuerdo sobre esta materia. 
 
Para la procedencia de la extradición, es también necesario que la acción o la pena no estén 
prescritas según la ley del país requirente. Precisa, además, que no se trate de reos ya penados 
por el país requerido o que en él hayan sido juzgados. Asimismo no procede la extradición 
respecto a delitos amnistiados o indultados. Según algunas legislaciones se requiere que la 
sanción aplicable sea una pena, y no una medida de seguridad. 
 
Con base en los contenidos idiomáticos del vocablo, se puede entonces afirmar que la 
extradición es un mecanismo jurídico político, de naturaleza interna y externa, mediante el cual 
la comunidad internacional se compromete a entregar a los delincuentes procesados o 
condenados a los países que los requieran por haber cometido delitos en su territorio o por haber 
afectado intereses de ese país o de sus nacionales, para procurar de esta manera su 
procesamiento o el cumplimiento de las condenas impuestas. 
 
Un ejemplo de extradición tuvo lugar con el ex Presidente peruano Alberto Fujimori en el año 
2005, quien fue detenido en Chile, tras un pedido de la embajada peruana, bajo la acusación de 
corrupción y violación de los derechos humanos (delitos de suelo) En septiembre de 2007 la 
Corte Suprema de Chile aceptó el pedido de extradición realizado por el Perú y extraditó a 
Fujimori.  
 
Según el Diccionario Jurídico Espasa la extradición se define de la siguiente forma: 
 
"Es un procedimiento judicial en que los tribunales de un país deciden la entrega o no de un delincuente 
que es reclamado por los tribunales de otro estado”. 
 
Principalmente se trata de una figura judicial, pero debe de tenerse en cuenta que dentro de todo 
el procedimiento se efectúan actividades extrajudiciales en cierto modo, así las intervenciones 
de los ministerios de Asuntos Exteriores. 
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Según se vea desde el punto de vista del país que reclama o del país que es reclamado, se tratará 
de una "extradición activa" o de una "extradición pasiva", como se lo explicó anteriormente. 
Para que se conceda la extradición, el hecho imputado al delincuente ha de ser delito tanto en el 
país que lo reclama como en el país reclamado, también es necesario que la causa por la que se 
concede esté especificada en Ley o Convenio entre los dos países. 
 
No cabe el que se conceda la extradición por delitos políticos (el terrorismo no se considera 
delito político) ni por delitos militares, como tampoco por simples faltas penales o infracciones 
administrativas (que no sean delito). 
 
Una vez que se concede la extradición de una persona, ésta sólo podrá ser juzgada por los 
delitos por los que se pidió la extradición, nunca por otros; ni tampoco cabe el que sea 
condenada a pena de muerte ni sometida a un tribunal especial (estos extremos debe de 
comprometerse el estado requirente). 
 
Solari Tudela define la extradición como "el acto por el cual un Estado entrega a un inculpado 
judicial a otro Estado, reclamado por los Tribunales de Justicia de este último". 
 
Según señala este autor esta institución de derecho internacional tiene doble fundamento:  
 
 La necesidad de que la sanción del delito no se vea frustrada en razón del simple hecho 
de que el delincuente traspase, las fronteras de su país. 
 Que el delincuente sea juzgado en el foro más apropiado (fórum conveniens) o sea 
aquel en el que el delito fue cometido, pues allí será, donde con mayor facilidad se 
puedan actuar las pruebas del proceso penal. 
 
El Estado que solicita la extradición puede invocar un tratado sobre la materia, que se encuentre 
vigente con el Estado requerido o en su defecto el Estado reclamante solicitará la entrega del 
inculpado en base a la reciprocidad. 
 
Cabanellas define la extradición de la siguiente forma: "Entrega que un país hace a otro, cuando 
éste lo reclama, del acusado de ciertos delitos, para ser juzgado donde se suponen cometidos”. Esta 
entrega, dentro del Derecho Internacional, se funda en la reciprocidad, siempre que se trate de 
delincuentes comunes, refugiados en otro Estado. El que lo reclama tiene la obligación de 
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presentar las pruebas de los hechos con los cuales se acusa, y someterse a 
las normas de carácter internacional establecidas. La extradición implica la obligación de juzgar 
al entregado de acuerdo con las leyes del país que lo requiere; y suele entrañar la reserva de que 
no se aplique la pena de muerte, aun estando prevista para el caso. 
 
La Academia Española, modificando una antigua definición, que había sido censurada, ha 
aceptado la del tratadista Calvo, y dice así: "Entrega del reo refugiado en un país, hecha por 
el gobierno de éste a las autoridades de otro país, que lo reclaman para juzgarlo y, en su caso, 
castigarlo". 
 
“La extradición es un acto de colaboración punitiva internacional, para que un reo, 
refugiado en el extranjero, sea entregado al Estado en que se cometió el delito, y sufra las 
penas merecidas”. (Maggiore, 1985) 
 
“Acto destinado a asegurar el respeto de los principios jurídicos fundamentales y 
universales que reconoce el mundo occidental. En virtud del cual se transfiere aún 
individuo perseguido o condenado criminalmente por un hecho que hubiese atentado 
contra esos principios, al Estado que tiene probada competencia para juzgarlo, ofreciendo 
seguridades de un debido proceso”. (Montaño Prado, 1997) 
 
“Procedimiento mediante el cual un Estado entrega a otro que obtiene o acepta dicha 
entrega un individuo, que se encuentra en su territorio y está acusado de un determinado 
delito o fue por el ya condenado, a fin de juzgarlo o hacerle cumplir una pena ya 
pronunciada contra el mismo.  (Diena, 1948, pág. 685) 
 
“Consiste en la entrega que un Estado hace a otro Estado de un individuo acusado o 
condenado, que se encuentra en su territorio, para que en ese país se le enjuicie 
penalmente o se ejecute la pena”. (Jiménez de Asúa) 
 
Otra definición de gran trascendencia es el que se bosquejó en el (Naciones Unidas), Noveno 
Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del delincuente, 
uno de cuyos documentos señala: 
 
 “Puede definirse a la extradición como la cesión oficial de un fugitivo de la justicia, 
independientemente de que esté o no de acuerdo, por las autoridades del Estado de 
residencia a las autoridades de otro Estado para que puedan enjuiciarle por lo penal o 




Del sin número de definiciones de extradición, esta viene a constituirse en el acto legal para 
garantizar y disponer la entrega por parte de las autoridades de un Estado donde se encuentra un 
individuo reclamado por otro Estado para su juzgamiento jurisdiccional o el cumplimiento de 
una pena. 
 
Con las definiciones señaladas se obtiene las siguientes síntesis constitutivas sobre la 
extradición. 
 
 Preexistencia de relaciones entre Estados independientes y soberanos. 
 Existencia de uno o varios individuos que son requeridos por uno o varios Estados 
para ser so metidos a juicio o la imposición de una pena, consistiendo esa entrega en 
un acto jurídico de carácter principalmente procesal gobernado por convenios y leyes 
internas sobre la materia.    
 
Es de vital importancia que todos los países, enmarcados en la normativa internacional con 
respecto a la extradición, tengan un mismo sentir y se comprometan dando la facilidad para que 
la misma se aplique efectivamente, contrarrestando  la comisión de delitos comunes, como los 
de lesa humanidad, y delitos políticos que por su naturaleza requieren de  otro tratamiento a 
través del asilo. 
 
2.3. CLASIFICACION DE LA EXTRADICION 
 
Los autores clasifican la extradición indicando varias modalidades para hacerla convincente, 
tomando en cuenta la preeminencia de cada una de ellas proporcionándonos de esta manera una 
idea más recóndita del contenido de la extradición.  
 
Antes de analizar una clasificación del concepto en estudio, se destaca que el  fenómeno de la 
extradición considerado como tal es uno solo. 
 
 
Según la posición del Estado con respecto a la solicitud: 
 
 Extradición Activa La institución de la extradición se produce por lo menos entre dos 
Estados, sujetos  de derecho internacional público por excelencia, mediante la cual un 
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Estado solicita la entrega de otro Estado, a una persona requerida por sus propios 
tribunales de justicia. El Estado que solicita dicha entrega se denomina Estado 
requirente, o demandante, lo que da lugar a la extradición activa, dado el rol activo del 
Estado que pide que una persona natural procesada o imputada le sea entregada a fin de 
que cumpla una pena ya impuesta o a fin de establecer su responsabilidad penal por un 
hecho delictual. Se aplica según los casos previstos en los Tratados vigentes con el 
Estado en cuyo territorio se encuentre la persona reclamada y conforme a la aplicación 
de la legislación del lugar en el que se encuentre la persona cuya extradición se solicita. 
Si no se da ninguno de los dos casos anteriores, la extradición dependerá de la 
aplicación del principio de reciprocidad y colaboración que establezcan los países 
implicados. 
 
 Extradición Pasiva Como contrapartida, en el Estado requerido, se produce la 
extradición pasiva donde un Estado solicitado por otro Estado entrega a una 
determinada persona a fin de establecer la respectiva responsabilidad penal, siempre 
conservando las garantías, la dignidad y la integridad del extraditirus. El carácter pasivo 
se traduce en la observancia por el Estado requerido del procedimiento necesario para 
determinar si da lugar a la entrega del sujeto, o a la petición que hizo el Estado 
requiriente.  La entrega de los sujetos es un acto obligatorio, siempre y cuando estén 
debidamente cumplidas las exigencias legales establecidas para esos casos en el tratado. 
 
 Extradición de Hecho y Extradición de Derecho 
 
 Extradición de hecho a la mera entrega arbitraria (entendida tal expresión como 
la no sujeta a normas jurídicas preexistentes) de un individuo por un Estado a 
otro al margen del derecho. 
 
 Extradición de derecho se entiende aquélla que se realiza conforme a una 
normativa local o internacional previamente establecida. 
 
 Extradición por imperativo internacional y Extradición por imperativo 
interno La extradición tendrá un carácter de internacional si su fuente son los 
tratados internacionales, acuerdos colectivos, la voluntad de la comunidad 
internacional; y, es de carácter interno si su fuente es una Ley nacional o 
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interna, ya una Ley de extradición, ya un Código Penal, ya un Código de 
Procedimiento Penal, etc. 
 
Según el contenido de las demandas: 
 
 Extradición en Tránsito Lo normal es que esta institución opere directamente entre 
dos Estados a fin de que el Estado requerido entregue al Estado requirente, el 
extraditirus reclamado. Si ambos Estados son fronterizos la extradición opera en toda su 
plenitud, en caso contrario, la extradición puede requerir la intervención de un tercer 
país que permita que el extraditirus atraviese su territorio manteniendo su integridad 
para ser entregado al Estado requirente. Ello sucede si se transporta al extraditirus en el 
tercer Estado por su territorio en calidad de detenido o en buques o aeronaves de 
nacionalidad distinta de los Estados involucrados, y que para efectos de una correcta y 
concreta aplicación requiere leyes, acuerdos o convenios entre el tercer Estado y los 
Estados interesados.  
 
 Reextradición y concurso de demandas de extradición. Una vez que el extraditirus es 
efectivamente entregado al Estado requirente, se entiende que existe reextradición si, 
“éste es reclamado por un tercer Estado (al Estado requirente), a causa de un delito anterior a 
aquél por el que fue entregado” En algunos países se regula por medio de leyes especiales, 
en otros se resuelve por la costumbre internacional y en general se mantiene la tesis de 
que el Estado requerido tiene el derecho y la obligación de examinar si la reextradición 
es admisible según las propias leyes internas o los convenios con el Estado que produjo 
la demanda últimamente.  
 
En lo que se refiere al concurso de demandas de extradición, existe si el extraditirus ha 
sido “reclamado por varios Estados a la nación en que se halla, ora por haber cometido 
distintos delitos en diferentes países, o en uno solo de carácter colectivo, continuado, etc. o bien 
porque sea más de uno el Estado que, invocando ciertos motivos (comisión del delito, principio 









Según el procedimiento: 
 
 Judicial: Cuando el poder judicial es el competente para decidir, como por ejemplo en 
Chile donde es la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia) la 
encargada de realizar la petición. 
 Administrativa: Donde únicamente los organismos administrativos del Estado llevan a 
cabo los trámites de solicitud o concesión de extradición, sin intervención de los 
organismos judiciales. La decisión está en manos del ejecutivo. 
 Mixta: Esla intervención de los organismos judiciales, como los administrativos de un 
Estado, para poder solicitar o conceder la extradición, conforme las circunstancias 
prevalecientes. 
 
Por el origen de la acción: 
 
 Acción Interna: El Estado interesado en que se le entregue al individuo formula la 
petición. 
 Acción Externa: El Estado donde el individuo reside ofrece la entrega. 
 
Así como señala el tratadista Ernesto Albán, toda la extradición será en el mismo tiempo activa 
para el Estado requirente y pasiva para el Estado requerido. 
 
En el caso del Ecuador, la extradición activa se halla prevista en el artículo 22 de la Ley de 
Extradición; y, el procedimiento para conferirla se encuentra a nivel de los artículos 23 y 24 
ibídem, determinándose que corresponde al Presidente de la Corte Suprema de Justicia (hoy 
Corte Nacional de Justicia), determinar la procedencia de la extradición de conformidad con los 
tratados celebrados por el Ecuador y el Estado que será requerido, o en su defecto, sobre la base 
de principios de Derecho Internacional, siempre y cuando exista orden de prisión preventiva o 
sentencia ejecutoriada sobre la persona cuya extradición se requiere. Obtenida la resolución del 
Presidente de la Corte Nacional de Justicia de solicitar la extradición concluye la fase judicial, y 
comienza la fase diplomática con la solicitud de esta propia autoridad como el Ministro de 
Relaciones Exteriores Comercio e Integración, quien concreta el pedido de extradición al Estado 
donde se encuentra el prófugo (disposiciones contenidas además en los artículos 25 y 26 de la 
Ley de Extradición).  
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2.4. FUENTES DE LA EXTRADICION 
 
La lógica convencional y la lógica jurídica nos indican que toda institución jurídica se origina 
en virtud de una realidad y de una necesidad social. Evidentemente que, tanto las realidades 
como las necesidades de cada sociedad suelen ser distintas, sin embargo, existen hechos y 
circunstancias que determinan requerimientos comunes dentro del contexto universal. 
 
La extradición es justamente una de esas instituciones que por su trascendencia y aplicación 
objetiva en todos los Estados del mundo, se consagra como una necesidad internacional. Esto 
implica que, indudablemente, deba estructurarse y nacer a la vida jurídica en base de tratados, 
convenios e instrumentos internacionales. De otra parte es obvia que la normativa jurídica 
interna de cada Estado no puede ser ignorada para efectos de la extradición, tornándose 
necesaria la armonización de las normas internas con las externas en todo en cuanto fuere 
posible. 
 
Diversas son las consideraciones encaminadas a establecer las fuentes de la extradición, sin 
embargo, la mayoría de ellas coinciden en clasificarlas por su origen en dos clases, fuentes 
internas (nacionales) y fuentes externas (internacionales): dichas fuentes por la naturaleza 
normativa de la extradición se encuentran contenidas tanto en el ordenamiento jurídico interno 
como internacional. A más de estas fuentes normativas formales, existen autores que consideran 
a la costumbre como fuente esencial de la extradición por lo cual también estudiaremos este 
tema. 
 
Fuentes Internas: Una buena parte del ordenamiento jurídico extradicional, se sustenta en las 
leyes internas de cada Estado, integradas generalmente por la Constitución, el Código Penal, en 
los países en que dicho cuerpo legal ha establecido preceptos relacionados con esta materia; así 
como los códigos de Procedimiento Penal en que se contienen reglas de procedimiento 
extradicional y finalmente las leyes de extradición propiamente dichas, en aquellos países en 
que se han publicado. Estas normas internas de extradición, aprobadas y ratificadas conforme a 
la legislación de cada país, deberían guardar armonía con los convenios internacionales, que 
también pasan a ser ley para el país o los países suscriptores. 
 
Cabe señalar que a partir del año 2000 contamos con la Ley de Extradición, ya que 
anteriormente solo se contaba con el Reglamento y la Ley de Extranjería. 
 
La Constitución: Nuestra carta magna ha establecido ciertas disposiciones con respecto a la 
extradición; y citaremos como antecedente 3 referencias en Constituciones anteriores: 
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(Constitución de 1944 – 1945), establecía en su Art. 156 “no se concederá ni pedirá extradición por 
delitos políticos. Solo en virtud de una ley o en cumplimiento de tratados se podrá ordenar la extradición 
de extranjeros por delitos comunes.”, esta disposición limitaba la facultad del Estado a la 
existencia de una normativa predeterminada sin la cual la extradición no era viable. 
 
(Constitución de 1967), al referirse al asilo y extradición dice en su Art. 80 “el Estado con arreglo 
a la ley, y a los convenios internacionales, garantiza a los ecuatorianos el derecho a buscar asilo en caso 
de persecución no motivada por delitos comunes.”, dicha disposición permite la extradición de 
nacionales en el caso de delitos no comunes, calificación que resulta ambigua, si tomamos en 
cuenta que en muchos casos existen delitos políticos, militares o religiosos que se adentran en el 
delito común. 
 
(Constitución 1978), en la sección VI “de los derechos políticos” en su Art.43 dice “en ningún 
caso se considera la extradición de un ecuatoriano. Su juzgamiento se sujetara a las leyes del 
Ecuador. 
 
(Constitución de la República del Ecuador, 2008), en su Art.79 manifiesta de igual manera la 
misma disposición que la referida en el año 1978 con respecto a la extradición. Nuestra 
legislación recoge un principio consagrado en un elevado número de países que conforman la 
comunidad internacional, en base al cual un Estado no concede la extradición de sus nacionales, 
generalmente dicho principio es completado en base al cual si bien no se concede la extradición, 
se juzgará al reo de acuerdo a las leyes nacionales. 
 
(Código Penal, 2013).- Dentro del Código Penal Ecuatoriano en el título I, en su Art. 6 
establece: La extradición se realizará en los casos y en la forma determinados por la 
Constitución, la Ley de la materia y el Código de Procedimiento Penal. Dada la naturaleza 
eminentemente penal de la extradición contrariamente nuestro Código Penal no constituye una 
fuente abundante para dicha institución, en virtud de que se limita a señalar la competencia de 
otras disposiciones legales. 
 
En el Art. 5 habla de la territorialidad del régimen penal, “toda infracción cometida dentro del 
territorio de la república, por ecuatorianos o extranjeros, será juzgada y reprimida conforme a las leyes 
ecuatorianas, salvo disposición contraria de ley”. 
 




Las ejecutadas a bordo de naves o aerostatos ecuatorianos de guerra o mercantes, salvo los casos 
en los que los mercantes estén sujetos a una ley penal extranjera, conforme al Derecho 
Internacional; y las cometidas en el recinto de una legislación ecuatoriana en país extranjero. 
 
La infracción se entiende cometida en el territorio del Estado cuando los efectos de la acción u 
omisión que la constituyen deban  producirse en el Ecuador o en los lugares sometidos a su 
jurisdicción. 
 
Será reprimido conforme a la Ley ecuatoriana el nacional o extranjero que cometa fuera del 
territorio nacional alguno de estas infracciones: 
 
1. Delitos contra la personalidad del Estado; 
2. Delitos de falsificación de sellos del Estado, o uso de sellos falsificados; 
3. Delitos de falsificación de moneda o billetes de banco de curso legal en el Estado, o de 
valores sellados, o de títulos de crédito público ecuatorianos; 
4. Delitos cometidos por funcionarios públicos a servicio del Estado, abusando de sus 
poderes o violando los deberes inherentes a sus funciones; 
5. Los atentados contra el derecho internacional; y, 
6. Cualquier otra infracción para la que disposiciones especiales de la Ley o convenciones 
internacionales establezcan el imperio de la ley ecuatoriana. 
 
Los extranjeros que incurran en una de las infracciones detalladas anteriormente, serán juzgados 
y reprimidos conforme a las leyes ecuatorianas siempre que sean aprehendidos en el Ecuador o 
que se obtenga su extradición”. 
 
Este artículo considera que la ley penal es territorial, porque es la expresión de un pueblo, es 
decir funciona y se concentra en el territorio de un Estado, a los cuales se desprende 
fundamentos como: 
 
 La soberanía del Estado exige validez en sus normas; 
 La capacidad de hacer que la ley se cumpla; 
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 No interesa castigar hechos cometidos fuera del territorio, (salvo excepciones) 
Excepción: extraterritorialidad basada en principios:  
 Real o de defensa (derechos vitales del Estado).- normalmente a un Estado solo le 
interesa defender mediante el juzgamiento la sanción de los delitos cometidos al interior 
de su territorio. 
 Personalidad (ley sigue a nacional).- esto es que la ley penal debe seguir a los 
nacionales a cualquier parte donde se encuentren. 
 Universalidad (competencia universal o justicia mundial).-  genocidio, tráfico de niños, 
órganos, esclavos, drogas etc.   
 
Como complemento a la disposición del Art. 79 de nuestra Carta Magna que niega la 
posibilidad de la extradición de nacionales, el Art. 7 del Código Penal Ecuatoriano vigente al 
2013, contiene la presente norma: “el ecuatoriano que, fuera de los casos contemplados en el 
artículo anterior cometiere en país extranjero un delito para el que la ley ecuatoriana tenga 
establecida pena privativa de libertad mayor de un año, será reprimido según la ley penal del 
Ecuador, siempre que se encuentre en territorio ecuatoriano. Este Art. se encuentra reformado 
por disposición final primera de ley número 24 publicada en el registro oficial suplemento 144 
de 18 de agosto de 2000, en la cual consta ya tipificada la ley de extradición propiamente dicha. 
 
(Código de Procedimiento Penal): Este análisis iniciara corroborando que el C.P.P. es la norma 
adjetiva penal ecuatoriana que expresa que es obligación del juez que conozca la causa solicitar 
al Presidente de la Corte Nacional se inicie el trámite de extradición. 
 
“Art. 7 Extradición: es obligación del juez solicitar en la forma prevista por la Ley y los 
convenios internacionales, la extradición del prófugo en los casos de prisión preventiva o 
de sentencia condenatoria ejecutoriada. 
 
Así la primera condición que surge para iniciar el trámite de extradición  activa es que 
sobre el individuo recaiga una orden de prisión preventiva y que reúna los requisitos del 
“Art. 167 Prisión preventiva.- Cuando el juez o tribunal lo crea necesario para garantizar 
la comparecencia del procesado al proceso o para asegurar el cumplimiento de la pena, 
puede ordenar la prisión preventiva, siempre que medien los siguientes requisitos: 
 
1. Indicios suficientes sobre la existencia de un delito de acción pública; 
2. Indicios claros y precisos de que el procesado es autor o cómplice del delito; y,  
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3. Que se trate de un delito sancionado con pena privativa de libertad superior a un año; 
4. Indicios suficientes de que es necesario privar de la libertad al procesado para asegurar su 
comparecencia al juicio; 
5. Indicios suficientes de que las medidas no privativas de libertad son insuficientes para 
garantizar la presencia del procesado a juicio”. 
Como también sentencia condenatoria ejecutoriada. 
 
Art. 304-A.- Reglas Generales.- La sentencia debe ser motivada y concluirá declarando la 
culpabilidad o confirmando la inocencia del procesado: en el primer caso, cuando el 
tribunal de garantías penales tenga la certeza de que está comprobada la existencia del 
delito y de que el procesado es responsable del mismo; y en el segundo caso sino se 
hubiere comprobado la existencia del delito o la responsabilidad, o cuando existiere duda 
sobre tales hechos”. 
 
Ley de Extradición.- La ley de extradición en el Ecuador se la publicó en el registro oficial 
número 144 del 18 de agosto del 2000 entrando en vigencia; la misma que fue aclarada el 30 de 
agosto del 2000 por errores de digitación. 
 
De esta manera la ley de extradición es la que dirige la materia, siempre y cuando no haya 
tratado o convenio internacional sobre extradición, pues si hay tratado o convención hay que 
tener en cuenta que este tiene mayor rango jurídico en atención a lo señalado en el Art. 425 de la 
Constitución de la República. 
 
En el procedimiento de extradición se trata de comprobar que estén satisfechos los requisitos 
señalados en el Tratado o Convenio Internacional respectivos o en la Ley de Extradición: y que 
se oiga en defensa del reclamado ante un juez, para que con estos elementos el Poder Ejecutivo 
pueda resolver si concede o rehúsa la extradición. 
 
Finalmente recordando  que la extradición tiene 3 sistemas: judicial, administrativo y mixto. En 
el Ecuador, el sistema que se da es el mixto, ya que intervienen la Corte Nacional de Justicia, el 






2.5. FUNDAMENTO DE LA EXTRADICION 
 
Disparejos son los criterios sustentados por los autores en torno al fundamento y naturaleza de 
Extradición. Mientras para unos se basa la institución en estudio en el derecho de castigar que 
tiene el Estado sobre sus nacionales, otros los fundan en “los Tratados y Convenciones 
Internacionales”, mientras que un tercer grupo la señala como un “acto de asistencia jurídica 
internacional”. 
 
Considerando por último que no faltan escritores que hayan negado el derecho de extradición. 
“Pinheiro – Ferreira, creía que ningún gobierno ni ningún pueblo tienen el derecho de prohibir a 
un extranjero el libre acceso a su territorio, lo mismo que el goce de todos los derechos civiles 
que se hallan beneficiados los nacionales, y por ello la remisión de los extranjeros a los 
Tribunales de su propio país constituiría un atentado al derecho de habitar dondequiera que le 
agrade, siempre que no se produzca perturbación alguna en los derechos del otro. De aquí 
deduce este autor que jamás debería concederse la extradición del reo a no ser el caso de que 
éste hubiera contraído voluntariamente una obligación de servidumbre personal de que no 
pudiera desligarse. En cualquier otra circunstancia, la parte lesionada tendría únicamente el 
derecho de pedir una reparación, que habría de concederse por las autoridades del país en cuyo 
territorio se hubiera refugiado el sujeto.  
 
“Desde luego estas autoridades deberían juzgarle y castigarle, pero no podrán estar 
autorizas ni a expulsarle ni a entregarle a otra jurisdicción… del mismo modo combaten su 
legitimidad Cauchy y Guyet, afirmando que cuando el fugitivo no viole las leyes del país 
donde se acoge, entregarle es un atentado a la libertad personal”. (Jiménez de Asúa, pág. 
773) 
 
“Estos criterios no han prevalecido en la moderna doctrina internacional. Si bien algunos 
la basan en criterios diferentes a otros el hecho cierto es que hoy se acepta y,  decir de 
algunos, ella se asienta fundamentalmente en los convenios internacionales de los 
Estados”. (Soler, pág. 193) 
 
“Se ha discutido mucho sobre el fundamento jurídico de la extradición; según la teoría más 
reciente y avanzada, hay que considerar que todo Estado tiene el deber de entregar a los 
delincuentes fugitivos al Estado que tenga más competencia para juzgarlos y castigarlos, 
en virtud de los lazos de solidaridad que existen entren los miembros de la llamada 
sociedad de los Estados, aunque en la situación actual del derecho internacional, es este 
un deber que no tiene jurídicamente verdadero y propio carácter positivo si no ha sido 
sancionado por un tratado, aun sin las precisas cláusulas de un tratado tienen sin embargo 
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los Estados internacionalmente la facultad de conceder la extradición de un delincuente 
(Diena, 1948, pág. 309) 
 
De acuerdo con ello, el deber de asistencia recíproca que tienen entre si los Estados es factor 
determinante para la existencia y legitimación del derecho de Extradición. De acuerdo a 
(Jiménez de Asúa, pág. 774)  
 
“la naturaleza de la extradición es un acto de asistencia jurídica internacional” y cita al 
respecto a varios otros autores: Florián, Kohler, Mendoza y otros. Asimismo el código 
Bustamante se encuentra de acuerdo a esta posición doctrinaria en su artículo 344 señala: 
“Para hacer efectiva la competencia judicial internacional, en materias penales, cada uno 
de los Estados contratantes accederá a la solicitud de cualquiera de los otros para la 
entrega de individuos condenados o procesados por delitos que se ajusten a las 
disposiciones de este título, sujetos a las provisiones de los tratados o convenciones 
internacionales que contengan listas de infracciones penales que autoricen la extradición”. 
(El Código Bustamante expresa igual opinión, el Art. 344)  
 
Un tercer grupo de autores busca los fundamentos de extradición en el derecho que poseen los 
Estados para castigar a los reos culpables del delito. Entre estos podemos citar: 
 
(Concha, pág. 52): “La conveniencia general de las naciones las interesa en que se 
cumpla con los malhechores las leyes penales, y los inconvenientes que resultarían para 
cada una de ellas de que su territorio se convirtiera en asilo de criminales de otros países 
la obligan a entregarlos a sus jueces naturales, es decir, a los del territorio en que se ha 
cometido un delito. La extradición no es pues otra cosa que una forma del derecho de 
castigar, que no se puede discutir en sí misma, sino am lo sumo en sus formas y en las 
reglas que respecto de ella adopte cada Nación. 
 
(Ramírez R., pág. 59): “Creemos con Fiore que su verdadero fundamento jurídico (de la 
Extradición) se encuentra “en los principios mismos que sirven de base al derecho de 
castigar” ya que aquel Estado cuyo orden legal ha sido alterado por la infracción que 
motiva el pedimento de extradición conserva siempre el derecho de castigar al culpable”  
 
(Jiménez A., pág. 284): “El fundamento racional y jurídico del derecho extradicional es 
el mismo que del derecho a castigar; ejercitar la necesidad práctica de la defensa social, si 
ésta se estima como el fundamento de aquel primario derecho humano, y será el de la 
realización de la justicia pura o el imperativo categórico del derecho a penar, si se acoge 
éste. De cualquier modo la extradición tiene como fin el de asegurar dicha represión, y así, 
es legítima porque es necesaria para dicho fin”  
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El deber de extradición surge de la solidaridad universal para el cumplimiento de la justicia, 
dice Bluntschli, doctrina que, por otra parte, no impide el que un Estado para pretender 
legalmente la extradición, tenga necesidad de un Tratado sobre el que fundar su pretensión legal 
no pudiendo ejercer presión alguna sobre otro Estado, independientemente, y no impide 
tampoco que aun sin tratados se pueda pedir y obtener la extradición cuando la Nación que la 
pide, responde afirmativamente a la cual pide, de las garantías exigidas, ya que en la petición de 
la una y la concesión de la otra, respectivamente, encuentra su realización un principio racional 
de justicia en defecto de su tratado respectivo (Haus y Helie). 
 
“Este ultimo autor añade que la extradición ha reemplazado al asilo, resto bárbaro de los 
siglos antiguos, que confundían la santa hospitalidad con la impunidad y creían honrar la 
divinidad extendiendo su protección sobre el delito. Desenvuelta con la civilización. Ha 
llegado a ser una institución común a los tiempos modernos, más vigorosa, en cuanto a las 
relaciones de los pueblos modernos han llegado a ser más íntimas y según que la cultura se 
ha difundido, por lo que ha ido progresando en las costumbres. La extradición está 
destinada a tomar parte cada vez mayor en las relaciones internacionales…”  
 
“Prácticamente puede ser considerado el problema desde el doble punto de vista que lo 
hace Vidal. El fundamento para el Estado que reclama la delincuente es asegurar, de un 
parte, la represión del delito cometido y apaciguar el anhelo social de justicia, evitando 
que pueda permitirse la impunidad por la huida. La represión del Estado de refugio sería 
insuficiente y el juicio difícil o imposible y siempre inútil. Desde el lado contrario, del 
Estado que libra, es evitar en convertirse en un asilo inviolable de malhechores extranjeros 
y contribuir a la defensa social común, y como las tendencias criminales persisten, tal asilo 
es peligroso para él mismo. He aquí la razón de la excepción de los delincuentes políticos, 
que solo son peligrosos en el medio ambiente en que viven”. 
 
Grocio señalaba que “el Estado en el cual un delincuente se ha refugiado tiene solamente dos 
alternativas: juzgarlo o extraditarlo, aun cuando esto último sea difícil por el problema de conseguir 
pruebas de cargo al juzgar en un país un delito ocurrido en otro país; o sea que al final la utilidad es que 
sirve a las países a fin de que los delitos comunes no queden impunes”. 
 
Manzini dice al respecto “que el reconocimiento del deber reciproco de los estados no importa la 
disminución de su soberanía por la misma razón que el deber es reciproco”. 
 
Así se fundamenta la extradición en el interés recíproco de los países de unirse para prevenir o 
reprimir los delitos. 
 
Penalmente, se considera que el fundamento de la extradición es: 
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 Luchar contra el delito en escala internacional, porque esta afianza el valor supremo de 
la justicia en las relaciones jurídico – penales. 
 Evitar la impunidad de los delitos. 
 Simplificar formalidades, pero siempre con respecto a los Derechos Humanos y a las 
reglas del Debido Proceso. 
 Pero para que todo esto suceda en la realidad es necesario el auxilio internacional; y 
motivos de índole práctica, requiere de ser posible un Tratado de Extradición a nivel y 
con jurisdicción mundial. (García Falconí, pág. 12) 
 
Fundamento Jurídico: Teorías 
 
Hay autores que proponen diferentes cimientos, e incluso llegan a negar la legitimidad de la 
extradición y su naturaleza en los ordenamientos jurídicos. Es así que se ha asociado diferentes 
opiniones en varias clases, según la base donde se sustentan sus ideologías. 
 
 Utilidad de los Estados que participan en el proceso de extradición.- Entre los 
autores que sostienen éste como fundamento de la extradición está Pudendorf, quien afirma que 
la extradición re realiza por conveniencia del Estado requerido, en ciertas ocasiones puede 
convenir el requiriente y en otras ambos. Con la extradición se trata de frenar a los 
malhechores y de prevenir la comisión de nuevas infracciones. Según José María Rude se logra 
un doble objetivo: El Estado requiriente evita que una acción ilícita quede impune y el 
requerido al entregar al sospechoso tiene la seguridad de no tener un delincuente más en su 
territorio. Además ningún Estado tiene derecho de interponerse en la administración de justicia 
de otro. (Rude, 1970) 
 
 Cumplimiento de principio de reciprocidad entre Estados.- (Manzini) y otros, profesan 
que la correspondencia de acciones entre Estados es el cimiento de la institución de la 
extradición, es más opinan que la extradición es un acto que se hace en cumplimiento de esta 
reciprocidad que se deben las naciones. 
 
Este deber no implica que los Estados se despojen de su soberanía, sino que por el 
contrario que en ejercicio de la misma decidan colaborar con la administración de 
justicia de otros países, esta es una obligación que por ser tal es recíproca, es decir, si un 
38 
 
Estado está obligado a la devolución de un delincuente al Estado que lo requiere, éste a  
su vez estará obligado a otra entrega al mismo u otro Estado que lo requiere. Los 
autores llevan más allá su argumentación estableciendo que esta obligación no tienen 
escapatoria, es decir, que el hecho de poder escoger en realizar o no la extradición no 
tiene sentido de ser y no debería existir en tratados ni leyes internas.  
En el (Acuerdo Bolivariano de 1912, Arts. 1 y 2), en el Art. 1, los países partes del 
mismo expresan su inclinación por esta teoría: 
 
“Los Estados contratantes convienen en entregarse mutuamente, de conformidad con lo que se 
estipula en este acuerdo, los individuos que procesados o condenados por las autoridades 
judiciales de cualquiera de los Estados contratantes como autores, cómplices o encubridores de 
alguno de los delitos especificados en el Art. 2, dentro de la jurisdicción de una de las partes 
contratantes que busquen asilo o se encuentren dentro del territorio de uno de ellos”  
 
Este principio está también consagrado también en la Carta de las Naciones Unidas.   
 
 Acto de asistencia y cooperación judicial internacional.- Franz Von Lizst, Dohler, 
Diego Covarrubias, entre otros sostienen esta tesis.  (Cuello Calón, pág. 248) 
 
El Marqués de Beccaria expresó: 
 
 “la seguridad de no encontrar ningún lugar en la tierra donde el delito pueda permanecer 
impune sería el medio más eficaz de la tierra donde el delito pueda permanecer impune seria el 
medio más eficaz de prevenirlo”. Se trata de evitar la impunidad y una de las maneras de 
lograrlo es con la colaboración entre los Estados en la captura del delincuente. (Fiore P. , pág. 
210) 
 
En realidad esta idea de la asistencia y cooperación internacional va muy de la mano 
con el principio de reciprocidad. 
 
 
Wharton considera que los Estados son libres de prestar asilo a quien ellos piensen 
conveniente, sin embargo, este asilo debe tener limitaciones que no contraríen la moral 
y la integridad de la sociedad, sino que contribuyan a que los delincuentes no gocen de 




 Negación de la legitimidad y procedencia de la extradición.- dentro de estas 
opiniones existen varias razones para no admitir la extradición. 
 
Hay algunos autores que piensan que el delincuente debe ser juzgado donde se refugió 
porque al estar en cierto país está dentro de su soberanía y jurisdicción y será este el que 
tenga el deber y derecho de juzgarlo. 
 
“Otros más extremistas como Schmalz consideran que la extradición sirve para perseguir 
inocentes. Lemaire y Guyet piensan que es una violación del derecho de libertad personal y 
Pinhiero – Ferreira que es una violación al libre acceso a un territorio y que los Estados no 
están ni moral ni jurídicamente obligados a concederla”. 
 
Muchas de las instituciones legales sobre las que se asienta la humanidad deben su raíz a un 
progreso de la sociedad, es por ello que es primordial formarse en las normas tradicionales, 
tratados internacionales, y casos prácticos con los que se pueda razonar cual es la base sobre la 
que se reconocen los pueblos para conservar la extradición dentro de sus ordenamientos 
jurídicos. 
 
Como indique anteriormente esta institución es el resultado del ascenso de la humanidad, la 
misma que se desenvuelve y a la vez se refuerza cuando cada uno de los Estados concientiza 
sobre la jerarquía de no dejar impunes los delitos donde se hayan cometido. 
Esto ha causado entre los Estados un alerta para apoyarse  recíprocamente, es aquí donde radica 
la importancia de correlación para este proceso y cooperación judicial internacional que se 
afinara cuando la humanidad llegue a agudos horizontes de progreso. 
 
“Hoy la cooperación internacional no solo va desde el solitario ámbito de la entrega de 
delincuentes refugiados en determinado país, sino que, de un lado en el plano Ejecutivo o 
gubernamental comprende una política activa de canje de información en materia penal 
y la ejecución de tareas de investigación contiguas, coordinadas entre dos o más Estados. 
Por otro lado en el plano judicial, la cooperación comprende una serie de actos 
judiciales, tales como:  
 
 Prestación de asistencia judicial internacional (exhortos, embargos, incautaciones, etc.) 
 El traslado de personas condenadas 
 Transmisión de la ejecución de sentencias penales 
 Transmisión de procesos penales y denuncias para la instrucción de un proceso 
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 La vigilancia de personas condenadas o en libertad condicional, y, 
 La entrega vigilada”.  (Bassiouni, págs. 159-161) 
 
Esta forma de cooperación judicial internacional está ajustada a delitos de determinada entidad 
y de ciertas particularidades. Su avance se inició con la extradición, concebida, primero, para los 
delitos políticos, y luego para los delitos graves que no pueden considerarse político – sociales.  
 
También existen delitos graves como crímenes de guerra, genocidio etc., que no pueden quedar 
impunes, y es aquí donde la cooperación internacional juega un papel muy importante en la 
consecución de juzgar al delincuente y así alcanzar justicia. 
 
2.6. OBJETO QUE PERSIGUE LA EXTRADICION 
 
Un grupo de publicistas encabezados por Cuello Calón reducen el tema del objeto de la 
extradición a la necesidad de que los delincuentes no escapen a la acción de la Justicia; similar 
criterio comparten los que opinan que le interés general exige que los criminales sean castigados 
y que no obtengan la impunidad por el solo hecho de traspasar las fronteras, sobre todo en la 
actualidad, dadas las facilidades que existen debido al avance y masificación de los medios de 
transporte; de igual forma, este desplazamiento de elementos nocivos, pondría en eminente 
peligro a los países miembros de la comunidad internacional en los que se refugien. 
 
Los primeros convenios internacionales sobre extradición tuvieron como único objetivo, 
satisfacer el interés propio de los gobiernos, un ejemplo de esto, constituye el tratado celebrado 
en el año 1174 entre el rey de Inglaterra Felipe II y Guillermo de Escocia en el cual se 
estipulaba la obligación reciproca de entregarse los individuos culpables de felonía que fuesen a 
refugiarse en uno y otro país; en esta misma línea podemos citar el tratado celebrado entre el 
Rey de Inglaterra Enrique II y el país de Flandes en 1497, con el objeto de entregarse 
recíprocamente los súbditos rebeldes, el mismo que de denominó “intercums magnus”, llamado 
con acierto por Bacon “Intercumus malus”. 
 
Hoy por hoy la extradición tiene por objeto la aplicación justa de las leyes penales; adquiriendo 
con ello el  sosiego y dicha del hombre, es donde el papel de cada Estado cada vez es más 
importante tratando de fijar por medio de una ley las pautas con respecto a la solicitud y 
aprobación de la extradición, considerando el crecimiento y evolución del hombre que ha 
logrado en la actualidad es inconcebible la impunidad de delitos que causen serios problemas en 
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la sociedad. Es así que los Estados han optado en la cooperación mutua por medio de Tratados y 
Convenciones Internacionales, predestinados a evitar la infracción de delitos graves, poniendo 
barreras a aquellos delincuentes que han escapado del país donde cometieron  la infracción y 
creen que han salido librados de ser condenados por su infracción.      
 
Varios de los criterios difundidos nos permiten tener una idea de cuál ha sido el objeto de la 
extradición. Existen autores como el profesor Mendoza, (Venezolano), quien considera que la 
extradición tiene por objeto hacer efectiva la competencia judicial internacional en materia 
penal. En resumen, podemos manifestar que el objeto de la extradición consiste en hacer 
prevalecer a la justicia por sobre cualquier limitación territorial que pretenda truncarla. 
 
2.7. EFECTOS DE LA EXTRADICION 
 
Concediendo la extradición se facilita la administración de justicia para juzgar y hacer efectiva 
la condena de delitos que no deben quedar en la impunidad, en especial aquellos que afectan a 
toda la humanidad, con funestas consecuencias, como el narcotráfico y el terrorismo. Al 
aplicarse una verdadera justicia entre los Estados no existirán fronteras para que se aplique la 
ley a estos malhechores, batallando decisivamente con crímenes mundiales y no simples delitos 
comunes. 
 
Esta institución del Derecho Internacional posibilita proteger la sana convivencia de todos 
los seres humanos, ayudada en especial por tratados internacionales y la garantía que nos 
ofrecen grandes potencias para que los “peces gordos” no escapen, en algunos casos por 
las frágiles leyes que tienen ciertos países donde reina la impunidad. (Barriga Bedoya, 
pág. 16) 
 
Al hablar sobre los efectos de la extradición como un tema o capítulo específico, es difícil 
encontrar el pronunciamiento del mismo por varios autores consultados,  sin embargo se tratará 
de extraer por deducción los efectos de la extradición. 
 
 
 Los efectos de la extradición tiene un suceso directo en la administración de justicia 
penal, ya que permiten juzgar y hacer positiva la condena de delitos que por su peligro 
no pueden quedar en la impunidad, en especial los atentados a la humanidad tales como 
el genocidio, el terrorismo y el narcotráfico. 
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 La extradición comprende una institución jurídica, que en la práctica elimina las límites 
del mundo para la aplicación de la ley penal a los delincuentes que habiendo cometido 
un delito en un Estado migran hacia el territorio de otro Estado. 
 La extradición empleada al amparo del Derecho Internacional Público, protege la sana 
armonía de todos los seres humanos, dimensionados en el contexto de la Comunidad 
Internacional. Es un mecanismo de hacer justicia sin relación a las fronteras de cada 
Estado y de su improcedente concepto de soberanía absolutista. 
 Es indudable que una vez conferida y perfeccionada la extradición, el sujeto de la 
misma queda irrefutablemente sometido a la jurisdicción y normativa del Estado 
requirente, tomando en cuenta que sólo puede ser juzgado por el delito acusado y, a la 
vez, ser sancionado únicamente por la comisión de dicho delito. 
 La extradición llega a cumplirse en su totalidad cuando obedece al cumplimiento 
absoluto de los tratados y convenios internacionales que obligan a los Estados Parte. 
 La extradición cumple un papel importante en materia de Derechos Humanos, en razón 
de que estampa respeto a la sociedad en general sin importar su origen o nacionalidad, 
pues, el propósito es vigilar por la seguridad de las personas, impidiendo que los 
crímenes queden sin sanción, convirtiéndose así en un sistema garantista de los 
derechos fundamentales y constituciones del ser humano. 
 
Con lo citado en renglones preliminares se define a la extradición como una institución jurídica 
del derecho Internacional Público, que a más de ser un elemento de garantía social, permite 
juzgar y sancionar al delincuente persiguiendo en contra de ellos reclamos materiales y también 
civiles, y consecutivamente la paz del ser humano al ver a una sociedad libre de menos 
delincuentes e infracciones con una institución y un sistema jurídico que lidie los más arduos 
delitos a nivel internacional. 
 
La extradición cumple un papel propio en materia de Derechos Humanos, sin importar su origen 
o nacionalidad, su principal propósito es vigilar por la seguridad de cada ser humano, 
impidiendo que los crímenes queden sin sanción, convirtiéndose en un sistema que de garantía a 






3. EXTRADICION EN LA LEGISLACION INTERNACIONAL 
 
3.1. CAUSAS QUE CONLLEVAN AL PROCESO DE EXTRADICION 
 
Los Estados Miembros de OEA, ratificando y vinculándose en el propósito de perfeccionar la 
colaboración internacional en materia jurídico-penal, que inspiró los convenios celebrados en 
Lima el 27 de marzo de 1879, en Montevideo el 23 de enero de 1889, en la ciudad de México 
el 28 de enero de 1902, en Caracas el 18 de julio de 1911, en Washington el 7 de febrero de 
1923, en La Habana el 20 de febrero de 1928, en Montevideo el 26 de diciembre de 1933, en 
la ciudad de Guatemala el 12 de abril de 1934 y en Montevideo el 19 de marzo de 1940. 
 
Considerando las resoluciones CVII de la Décima Conferencia Interamericana (Caracas, 1954), 
VII de la Tercera Reunión del Consejo Interamericano de Jurisconsultos (México 1956), IV de 
la Cuarta Reunión del mismo Consejo (Santiago de Chile 1959), AG/RES. 91 (II-O/72),183 
(V-0/75) y 310 (VII-0/77) de la Asamblea General de la Organización de los Estados 
Americanos, así como los Proyectos de Convención del Comité Jurídico Interamericano 
elaborados en 1954, 1957, 1973 y 1977. 
 
Los estrechos lazos y la cooperación existente en el Continente Americano imponen extender la 
extradición a fin de evitar la impunidad de los delitos y simplificar las formalidades y permitir 
la ayuda mutua en materia penal en un ámbito más amplio que el previsto por los tratados en 
vigor, con el debido respeto de los derechos humanos consagrados en la Declaración Americana 
de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos; y estando conscientes de que la lucha contra el delito en escala internacional 
importará el afianzamiento del valor supremo de la justicia en las relaciones jurídico-penales, se 
adopta la Convención Interamericana sobre extradición. 
 
Artículo 1 
Obligación de Extraditar 
Los Estados Partes se obligan, en los términos de la presente Convención, a entregar a otros 
Estados Partes que lo soliciten, a las personas requeridas judicialmente para procesarlas, así 
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como a las procesadas, las declaradas culpables o las condenadas a cumplir una pena de 
privación de libertad. 
 
Artículo 2 
1. Para que proceda la extradición, se requiere que el delito que la motiva, haya sido cometido 
en el territorio del Estado requirente. 
2. Cuando el delito por el cual se solicita la extradición ha sido cometido fuera del territorio del 
Estado requirente se concederá la extradición siempre que el Estado requirente tenga 
jurisdicción para conocer del delito que motiva la solicitud de extradición, y dictar el fallo 
consiguiente. 
3. El Estado requerido podrá denegar la extradición cuando sea competente, según su propia 
legislación, para juzgar a la persona caya extradición se solicitó por el delito en que se funda el 
requerimiento. Si por este motivo la extradición es denegada por el Estado requerido, éste 
someterá el caso a sus autoridades competentes y comunicará la decisión al Estado requirente. 
 
Artículo 3 
Delitos que dan lugar a la Extradición 
1. Para determinar la procedencia de la extradición es necesario que el delito que motivó la 
solicitud por sus hechos constitutivos, prescindiendo de circunstancias modificativas y de la 
denominación del delito; esté sancionado en el momento de la infracción, con la pena de 
privación de libertad por dos años como mínimo, tanto en la legislación del Estado requirente 
como en la del Estado requerido, salvo el principio de la retroactividad favorable de la ley penal. 
 
2. Si se ejercita entre Estados cuyas legislaciones establecen penas mínimas y máximas, será 
necesario que el delito materia del proceso, de acuerdo con la legislación del Estado requirente y 
del Estado requerido, sea pasible de una pena intermedia mínima de dos años de pena privativa 
de libertad. Se considera pena intermedia la semisuma de los extremos de cada una de las penas 
privativas de la libertad. 
 
3. Si la extradición se solicita para el cumplimiento de una sentencia de privación de libertad, se 




4. Al determinar si procede la extradición a un Estado que tenga una forma federal 
de gobierno y legislaciones penales federales y estatales distintas, el Estado requerido tomará en 
cuenta únicamente los elementos esenciales del delito y prescindirá de elementos tales como el 
uso de servicio de correos u otros servicios de comercio interestatal, ya que el único objetivo de 
dichos elementos es el de establecer la jurisdicción de los tribunales federales del Estado 
requirente. 
 
En la extradición se cumplen con todos los parámetros del debido proceso de la Constitución, 
ley penal; y, la ley de extradición. C. Sánchez de Bustamante. La primera fuente de la 
extradición es el tratado internacional. Así la extradición es una institución que da la potestad, a 
cada estado desde que se ratifica los acuerdos de los estados firmantes; y, se encumbra en 
nuestra Constitución. 
 
3.2. PRINCIPIOS QUE PROMUEVEN AL PROCESO DE EXTRADICION 
 
Antes de iniciar el estudio de este tema es necesario y fundamental definir primero lo que 
significa principio. 
 
Así, según el Diccionario (Océano, 1982), establece: “Base fundamento, origen, razón fundamental 
sobre la cual se procese discurriendo en cualquier materia. Causa primitiva o primera de una cosa, o 
aquello que de otra cosa procede.” 
 
La extradición solo puede efectuarse si un Estado listo a concederla encuentra su contrapeso en 
otro Estado dispuesto a solicitarla. Todo Estado dispuesto a ejercer este derecho y obligación 
jurídica de solicitar la extradición, solo podrá hacerlo si ha sido anticipadamente informado de 
los hechos pertinentes, como la detención del delincuente, su identidad y nacionalidad, la 
situación en que se encuentra el proceso penal. En la práctica internacional, es costumbre que el 
Estado que detuvo al delincuente incite oficialmente al Estado o, en su caso, los Estados con 
jurisdicción, cuando se trate de solicitar la respectiva extradición. 
 
La experiencia ha mostrado que esa oferta especial de conceder la extradición puede servir para 
aclarar si la persona detenida será procesada en el Estado en que fue detenida o se concederá su 
extradición a otro Estado en que estaría en mejor situación para instruir el procedimiento penal. 
Esta costumbre se da en base a la colaboración internacional que tienen todos los Estados con el 




El conjunto de principios da como resultado la distribución de un prototipo, esto es un modelo a 
seguir, el cual se sustenta en un método o modo de percibir y pensar especifico. 
 
Entre los principales principios tenemos: 
 
 Principio de Doble Punibilidad.- es cuando un Estado solicitante, como el solicitado, 
contiene en su legislación el hecho declarado como delito, por el cual se extradita al 
implicado. En caso de que en uno de los organigramas jurídicos de los Estados 
involucrados, no está tipificado el hecho por el que se pretende requerir la entrega del 
delincuente, esta no procederá en virtud de este principio. Se puede dar el caso que la 
conducta se despenalice cuando la extradición se encuentra en trámite; no existirá 
extradición para varios tratadistas debido al principio de favorabilidad. Otros, en 
cambio, expresan que la legislación del Estado solicitado posterior al delito, no podrá 
impedir la extradición, lo cual varios jurisconsultos no comparten en razón de que debe 
aplicarse el principio de legalidad.  
Este principio viene a ser una garantía para la aplicación de la pena correspondiente a 
una falta, ya que no es suficiente que dicha acción sea considerada unilateralmente 
como delito por uno de los Estados, sino que debe serlo a criterio y previsión de los dos 
Estados involucrados, Estado solicitante y Estado solicitado. 
 
 Principio de la Competencia del Estado Requirente.-Se debe aplicar la extradición a 
delitos sucedidos en el territorio del Estado solicitante.  
 
 Principio de Especialidad.- es cuando el imputado puede ser juzgado o procesado por 
uno de los delitos que se encuentran descritos en el tratado de extradición, ante lo cual 
ninguna persona extraditada podrá ser detenida, procesada o sentenciada en el Estado 
solicitante por un delito cometido con anterioridad a la fecha de la solicitud de su 
extradición y que sea distinto del propio delito por el cual se ha concedido la 
extradición. No se puede enjuiciar, ni condenar por hechos distintos de los que 
específicamente motivaron la extradición. El procedimiento de la extradición no solo 
debe gravitar la entrega física del extraditable sino en el futuro procesal que éste tendrá 
como sujeto de imputación, juzgamiento y sanción. 
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El juicio en el Estado Ecuatoriano que obtuvo la extradición debe sujetarse al hecho que 
fue objeto de la demanda de extradición, es decir no puede procederse por otros hechos 
aunque estos sean ligados con el primero; al respecto el Art. 20 de la Ley de Extradición 
lo señala.   
 
 Nacionalidad del Reo.- este principio prohíbe la extradición de nacionales de un 
Estado, para ser entregado a otro Estado para su juzgamiento o condena. Este principio 
de evidencia en virtud de la soberanía que tiene cada Estado, el deber de protección que 
tiene con sus nacionales. El nacional tiene derecho a ser juzgado por sus jueces 
naturales, tiene derecho a vivir en el territorio de su patria, la justicia extranjera carece 
de imparcialidad, la defensa en juicio ante tribunales extranjeros ofrece serias 
dificultades.  
La prohibición de extraditar a los nacionales no define que el delito quede en la 
impunidad, por cuanto el Estado solicitante se compromete a juzgar a dicho nacional de 
conformidad con sus leyes. Mas cuando una ley suprema como la Constitución que 
expresamente lo prohíbe en su artículo 75. Al juzgarlos en su Estado Nacional, se está 
haciendo pleno uso de su soberanía, ya que sus habitantes están sometidos a su poder.  
Este es un principio que enriquecido en la soberanía interna del Estado, guarda esencial 
relación con el carácter nacionalista de cada sociedad. Esto implica una conjunción 
tanto de los preceptos constitucionales y legales como de los valores intrínsecos, en 
términos de nación. Todo Estado, al amparo del vínculo jurídico-político que genera 
con sus connacionales, ampara un deber de protección a los mismos, incluso bajo 
circunstancias en las cuales éstos hubiesen cometido delitos. 
Muchos Estados del mundo encierran en sus respectivas Constituciones disposiciones 
similares, con lo cual nace una interrogante ya que, de ser así, sería imposible aplicar el 
principio de la nacionalidad del reo. Por tanto, es evidente que la aglomeración de este 
principio y por tanto, de la extradición, se consagra en el ámbito del Derecho 
Internacional Público, mediante la suscripción de convenios o tratados internacionales, 
únicamente mediante el sistema de flexibilización y hasta cierto punto de una suerte de 
cesión de la soberanía estatal, bajo el argumento irrefutable de que el Estado afectado 
(lugar donde se cometió el delito) sancione la comisión de delitos graves o inhumanos, 




 Subsistencia de la Pretensión Punitiva.- Al momento de solicitarse la extradición 
debe estar en el curso del proceso o ya existir una condena para el implicado. No 
procede cuando la persona se halle amparado por cualquier otra causa de extinción de la 
acción penal o de la pena como lo es en los casos de indulto, amnistía. 
La prescripción será conforme, a la ley de cualquiera de los dos países, aun cuando se 
dice que esto procede si se deduce claramente de los hechos señalados, así lo establece 
los Arts.: 358 y 359 del Código Sánchez de Bustamante. 
Hay que recalcar que en el caso de la prescripción del delito o de la pena no se concede 
la extradición, y esta situación es también aplicable en el caso de la amnistía y/o el 
indulto al inculpado, o que en virtud de las leyes del Estado requirente se ha operado 
antes de la detención del individuo la prescripción de la acción penal o de la pena; en 
estos casos la petición de extradición debe ser desestimada por encontrarse el delito 
prescrito; así la prescripción de la acción y de la pena es defecto insubsanable y por tal 
no procede la extradición. En cuanto como saber si la acción penal o la pena por el 
delito imputado esta prescrita hay que remitirse a la legislación de los dos países, pero 
también hay que tener en cuenta la Convención sobre Imprescriptibilidad de los 
Crímenes de Guerra y los Crímenes de Lesa Humanidad aprobada el 26 de noviembre 
de 1968.    
Hay que acentuar que este principio tiene como finalidad principal impedir que se 
produzca la extradición cuando ha operado la prescripción de las acciones para 
sancionar el delito. Es por ello, que en este principio, es procedente la extradición 
únicamente cuando los procesos en contra de los imputados se hallan vigentes, o cuando 
existe ya una sentencia condenatoria en firme. 
 Entidad mínima del delito.- No se concede la extradición por delitos menores o 
contravenciones. Se justifica porque conductas que realmente o hayan producido una 
alarma social y que tengan una menor gravedad, riesgo y peligrosidad, no ameritan la 
extradición que es un procedimiento costoso debido a las diversas diligencias, como la 
participación de Estados, que tienen que realizarse, para hacer efectiva esta institución. 
Sobre este principio se refiere el Art. 2 de la Ley de Extradición. De la misma manera 
hay concordancia con el Código Sánchez de Bustamante y el Tratado de Montevideo 
que exigen para los delitos una pena de un año de privación de la libertad, en nuestro 
caso se ha adecuado a la gravedad de las penas impuestas en vez de enunciar a las 
infracciones aclarando que por su escasa gravedad queda eliminados las 
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contravenciones de los Tratados de Extradición y tampoco figuran los delitos culposos. 
Art. 354 C.S.B. 
Este principio tiene como fin, otorgar a la extradición un espacio que implica 
robustecerla como una institución jurídica para combatir solamente los delitos graves, 
ya que no cabe su aplicación frente a la comisión de simples contravenciones o actos de 
menor gravedad. 
 Carácter común del delito.- No se concede la extradición por delitos políticos y/o 
militares. 
En lo referente a los delitos políticos tenemos que “la naturaleza jurídica 
del delito político es meramente formal y no material, su antijuricidad depende 
de la estructura política de una nación en determinado momento, y su 
configuración depende del triunfo o derrota del delincuente político; por otra 
parte esta clase de delincuentes solo son peligrosos dentro del contexto socio – 
político del régimen que pretenden cambiar, fuera de éste en otro Estado, éstos 
no representan amenaza alguna”. (Perdomo Bonnells, 1989, pág. 57) 
El bien jurídico lesionado es la Constitución y la soberanía del Estado. Corresponde al 
Estado requerido, calificar si el hecho por el cual el sujeto es solicitado constituye o no 
delito político. Este tipo de acciones responden a motivaciones políticas, al cambio de 
estructuras político - administrativas de un Estado, si se dirigen contra el ente moral que 
ejerce el poder supremo, búsqueda de apoderarse del poder, estas acciones no 
demuestran una perversidad que amerite una sanción drástica como lo fuera un delito 
común. No amerita la extradición porque afecta a régimen político en contra del cual se 
dirige, sin tener mayores riesgos para el resto de Estados debido a que los delincuentes 
puramente políticos no son peligrosos para el orden y la tranquilidad social. 
El derecho internacional excluye de delito político el atentado contra la vida de un jefe 
de Estado o de gobierno extranjero, o de miembros de su familia. Igualmente no se 
pueden considerar delitos políticos los actos de terrorismo, el genocidio, el secuestro de 
personas cualesquiera sean sus móviles, crímenes de guerra y crímenes contra la 
humanidad, debido a que estos hechos tienen las características de delito común, o sea 
de hechos antijurídicos, punibles y típicos dentro de la ley penal; generan 
responsabilidad a pesar de que se les quiera dar el fondo de político. Serán 
contemplados como hechos sujetos a extradición, obviamente estipulados tanto en 
tratados bilaterales como multilaterales. El robo de armamentos con el objetivo de 
preparar una rebelión armada, y el robo de bancos con el fin de proveer fondos para 
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actividades políticas subversivas, son ejemplos que se tipifican como delitos conexos. 
Los tribunales determinarán si es ilícito, político o no. 
Los delitos militares se los concibe como infracciones penales que involucren actos o 
hechos extraños al Derecho Penal común y que deriven únicamente de una legislación 
especial aplicable a los militares y tendientes al orden y la disciplina de las Fuerzas 
Armadas, como por ejemplo la deserción, insulto al superior. Pero la doctrina exceptúa 
determinadas conductas que, por su naturaleza de delito común y que afectan a civiles, 
darían lugar a la extradición.     
En este principio hay que destacar su acierto, toda vez que la extradición tiene como 
propósito sancionar los delitos comunes y graves, por lo tanto, no es lucrativo dejar 
abierta la posibilidad de que vaya a ser mal utilizada frente a la comisión de delitos de 
orden político o de carácter militar, pues, para esta clase de delitos la propia legislación 
internacional ha previsto otras figuras legales como el asilo y el juzgamiento de cortes o 
tribunales militares internas de cada Estado, competentes para el efecto, en el orden 
señalado. 
 Principio de la Conmutación de la Pena de Muerte.- Cuando el delito sea susceptible 
de ser castigado con pena de muerte y se solicita la extradición, esta se condiciona a la 
conmutación de dicha pena por otra de menor gravedad. Sobre todo se debe proteger el 
derecho a la vida, que es un derecho fundamental para todos los seres humanos. Los 
Estados analizan las sanciones que generan el delito, conociendo las sanciones 
pertinentes ya que algunos Estados requirentes hay sanciones radicales, como la pena 
capital. Al existir la pena de muerte muchos de los Estados ven a ésta como atentatoria 
a los derechos humanos, y por ende, la negativa de conceder la extradición por esta 
causa. Se ha tratado de dar soluciones a este problema, tal como lo expresa un estudio 
de las Naciones Unidas “En cuanto a la concesión de la extradición por delitos sancionables 
con la pena de muerte en el Estado requirente, en los instrumentos existentes se pueden apreciar 
diferentes métodos. Por ejemplo se puede conceder la extradición únicamente a condición de 
que no se imponga esa pena o con la garantía que no se ejecutará. Sin embargo sino pueden 
darse garantías suficientes para satisfacer las exigencias del Estado requerido, esta no podrá 
concederse. 
 “Cuando el delito por el que se solicite la extradición sea sancionable con la muerte en virtud 
de la legislación del Estado requirente, y las leyes del Estado requerido no permitan tal sanción 
por ese delito, se podrá denegar la extradición a menos que el Estado requirente ofrezca las 
garantías que el Estado requerido considere suficientes de que no se impondrá la pena de 
muerte o de que, si se impone no se ejecutará   
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Con respecto a los delitos de drogas, no quiere decir que los delincuentes no sean castigados, el 
denegar la extradición determinaría una jurisdicción del Estado que denegara la extradición 
sobre la base del principio aut dedere aut judicare. No obstante, podría ser difícil en algunos 
casos probar la culpabilidad del delincuente sin su extradición, cuando la mayoría de las 
pruebas se encontraren en el Estado requirente”. (Naciones Unidas, 1986, pág. 57) 
 
La Convención Interamericana para prevenir y sancionar la tortura, suscrita en 
Cartagena de Indias, Colombia, el 9 de diciembre de 1985, en el décimo quinto periodo 
ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA, condena estas penas 
degradantes: (Convención Interamericana para prevenir y sancionar la tortura, 1985) 
 
Art. 2.- Para los efectos de la presente Convención se entenderá por tortura todo acto 
realizado intencionalmente por el cual se infrinja a una persona penas o sufrimientos 
físicos o mentales, con fines de investigación criminal, como medio intimidatorio, como 
castigo personal, como medida preventiva, como pena, o con cualquier otro fin. Se 
entenderá también como tortura la aplicación sobre una persona de métodos tendientes a 
anular la personalidad de la víctima o disminuir su capacidad física o mental, aunque no 
causen dolor físico o angustia psíquica. 
 
Art. 13, numeral 4.- No se concederá la extradición ni se procederá a la devolución de 
la persona requerida cuando haya presunción fundad que corre peligro su vida, de que 
será sometido a tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes de que será juzgada por 
tribunales de excepción o ad hoc en el Estado requirente. 
 
At. 14.- Cuando un Estado parte no conceda la extradición, someterá el caso a las 
autoridades competentes como si el delito se hubiera cometido en el ámbito de su 
jurisdicción, para efectos de investigación y, cuando corresponda, de proceso penal, de 
conformidad con su legislación nacional. La decisión que adopten dichas autoridades 
será comunicada al Estado que haya solicitado la extradición. 
 
Estas disposiciones ofrecen una base jurídica para que no se den tratos inhumanos y 
crueles y así los Estados que las amparen no puedan valerse de la extradición y hacer 
efectivas condenas despreciables.           
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 Debido proceso legal.- No se da la extradición a quienes han sido juzgados en rebeldía 
o por tribunales ad hoc. Esto se debe a que la competencia del tribunal del Estado 
requirente debe ser establecida con anterioridad al hecho y tratarse de un juez natural y 
no a través de tribunales de excepción. Se debe evitar que este principio sea mal 
aplicado, el extraditado tiene derecho a un juicio justo es decir el proceso con todas las 
garantías. Igualmente, el Estado requerido debe verificar que la pretensión extradicional 
posea legitimidad, es decir, conforme a las normas, que establece el tratado 
extradicional o la ley interna, que ayudan a su tramitación. 
Hoy en día es la plataforma de la garantía en la defensa de los derechos primordiales y 
constitucionales de todos los seres humanos. Este principio, está previsto en el artículo 
76 de la Constitución de la República del Ecuador, al plasmarse a su vez en las demás 
Cartas Fundamentales y en los Convenios Internacionales, se convierte también en un 
derecho, cuya finalidad futura es que toda persona sea juzgada por jueces calificados, 
tenga la oportunidad de comparecer a juicio, ser escuchado, presentar su prueba de 
descargo y ejercer su defensa. 
 “Non bis in idem” (doble incriminación).- Consiste en que ninguna persona puede ser 
juzgada dos veces ante los tribunales por un mismo delito. La doctrina menciona que si 
el hecho por el que se pretende extraditar ya ha sido objeto, en el Estado requerido, de 
un proceso penal finalizado (sentencia ejecutoriada), no será concedida la extradición. 
Si el proceso contra el extraditurus se ha iniciado en el Estado requerido y se encuentra 
en trámite por el mismo delito, igualmente no se concederá la extradición para que 
culmine por éste de forma normal que fue el primer interesado. Este principio se 
extiende al individuo que ha sido amnistiado o indultado por el delito que  se pretende 
extraditar.  
Es preciso indicar que dentro de la estructura del debido proceso y de un enfoque justo 
y neoconstitucionalista, todos los Estados modernos o contemporáneos advierte que 
ningún ser humano puede ser juzgado a nivel de un juez, corte o tribunal, más de una 
vez por la misma causa. En el caso ecuatoriano dicho principio forma parte constitutiva 
de su ordenamiento jurídico constitucional, como una garantía básica del debido 
proceso, contemplada en el artículo 76, numeral 7, literal i) de la Constitución de la 
República. 
 Principio de la Jurisdicción Universal (Extraterritorialidad Absoluta).- A la 
jurisdicción universal se la conoce como el principio de la extraterritorialidad ya que 
consiste “en que los Estados tienen jurisdicción penal por la comisión de delitos 
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internacionales, sin importar el lugar de su comisión, la nacionalidad del sujeto activo, 
la nacionalidad de la víctima o si se han lesionado bienes jurídicos de la comunidad 
internacional por parte de sus miembros. 
Dentro de este principio se distinguen varias clases:   
a) Jurisdicción Universal Obligatoria.- Los Estados tienen el deber de hacer 
comparecer ante sus tribunales a los presuntos responsables de estos crímenes. 
b) Jurisdicción  Universal Facultativa.- Los Estados aplicaran este principio si 
así lo desean, no están obligados a ejercer su jurisdicción.  
c) Jurisdicción Universal de Custodia.- La aplicación del principio universal, 
dependiendo de la circunstancia de que el sujeto activo dl crimen se encuentre 
en el territorio del Estado que pretenda ejercer su jurisdicción penal y, 
d) Jurisdicción Universal Incondicionada o pura.- Para llevar a cabo este 
principio, no necesita que el sujeto activo del crimen se encuentre en el 
territorio del Estado que pretende ejercer su jurisdicción penal.   
 
La extradición se da cuando los intereses del Estado determinado se ven afectados por 
la conducta ilícita del individuo que ha delinquido y que no se encuentra bajo la 
jurisdicción de ese Estado. Es importante la jurisdicción del Estado requirente, ya que 
basándose en ésta se procede a calificar los pedidos de extradición, de no haberla, se 
detiene el trámite en los tribunales.   
 
Existen principios específicos con respecto a la jurisdicción que rigen a cada Estado, la 
doctrina la clasifica en jurisdicción territorial y extraterritorial: 
 
a) Jurisdicción Territorial: Se fundamenta en el principio territorial de la ley, en el locus 
delicti comisi, en que la ley penal se aplica tanto a nacionales como a extranjeros, y que 
al momento del cometimiento de un determinado delito se encuentre en territorio 
nacional. La jurisdicción territorial procede si el cometimiento de la infracción se lleva 




“Se comete un delito totalmente dentro del territorio cuando todos sus elementos 
constituyentes esenciales se consuman dentro de él; se comete parcialmente dentro 
del territorio cuando cualquiera de sus elementos constituyentes esenciales se 
consuman allí. Si se comete en todo o en parte dentro del territorio, existe jurisdicción 
territorial  (O’ Malley Planells) 
 
b) Jurisdicción Extraterritorial: Juega papel importante la nacionalidad, por cuanto por 
medio de ella se fija la jurisdicción sobre delitos cometidos por nacionales de un 
determinado Estado, en cualquier sitio que se den estas conductas ilícitas. Se le conoce 
con el nombre de personalidad activa o estatuto personal. 
“El principio de personalidad activa, o principio de nacionalidad, que determina la 
jurisdicción sobre todos los delitos cometidos por nacionales cualquiera que sea el 
lugar en que se perpetren, no es universalmente aceptado. Su importancia ha 
disminuido con la creciente aceptación de la prioridad del principio territorial. Esta 
prioridad afecta también a la jurisdicción, ya que a menudo se establece que el 
delito solo podrá perseguirse si es también sancionable en virtud de la legislación 
del Estado en que se cometió, y que la penalidad no deberá exceder de la prevista 
en el lugar de la comisión, a menos que exista una obligación internacional de 
perseguir el delito. 
El principio de nacionalidad debe examinarse también en relación con la 
denegación de la extradición de los nacionales, practicada en particular en los 
países civil law. Estos dos principios se complementan mutuamente, que los 
delincuentes no queden sin sanción. (Ambos Kai, 1997) 
El problema de la ejecución extraterritorial de leyes penales sobre la base de la 
nacionalidad del supuesto transgresor origina conflicto de leyes, tenemos por ejemplo 
leyes en relación con una doble pretensión deberes y obligaciones nacionales surgidas 
del vínculo de la nacionalidad, el individuo puede tener doble nacionalidad y en algunos 
casos por querer cumplir alguna obligación de un país puede cometer delito en el otro. 
En casos de doble nacionalidad la doctrina en este caso considera que el Estado 
requerido puede negar o conceder la extradición en virtud del principio de nacionalidad 
del reo. 
En casos de apatridia tenemos las siguientes consideraciones:  
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“dado el caso de encontrarnos con un apátrida que comete un delito, será 
competente de conocer de sus actos el juez del lugar donde se llevó a cabo; luego, 
será entre Estado quien tenga mayor derecho a solicitar la extradición y a que se le 
concedan, si huye luego de su fechoría; el lugar del delito prima para la 
competencia de su juzgamiento. Si el delito cometido va en contra de la seguridad o 
integridad de otro Estado, será entonces el Estado agredido o afectado quien tiene 
el mayor derecho a solicitar la extradición al Estado donde se encuentre el agresor 
aunque allí se hubiere perpetrado. Sin embargo, habrá que acudir al texto de los 
tratados sí disponen acerca de ello”  (O’ Malley Planells, págs. 132-133) 
En esa jurisdicción se encuentran interrelacionados principios como el de “protección” 
y el de “universalidad” 
 
1. “Principio de Protección: por medio de este principio, un Estado puede adquirir 
jurisdicción para reprimir actos que atenten contra su seguridad, incluso 
aunque hayan sido cometidos por extranjeros y en el extranjero. 
 
2. Principio de Universalidad: en la medida en que se diferencia de los principios 
judiciales mencionados hasta ahora, no requiere una relación determinada con 
un estado determinado, de forma que la jurisdicción puede ejercerse por 
cualquier país. Son muy pocos los delitos universalmente reconocidos como 
delitos para los que se acepta una jurisdicción universal basada en acuerdos 
internacionale. (Monroy Cabra, 1987, pág. 11) 
 
Para el juez español Baltasar Garzón la jurisdicción universal es un principio básico de 
cooperación entre países y de acción contra la impunidad, en aquellos casos en los que 
los crímenes son de tal gravedad que exigen esa cooperación, esa acción conjunta de la 
comunidad internacional.   
“Estos entre los principales principios de la extradición, en general la extradición se dan 
para delitos graves, comunes, no políticos, existiendo normas por las cuales se puede 
regular hasta los conflictos de competencia que se puedan generar”.  (Barriga Bedoya, 
págs. 15-16) 
 
El tratadista ecuatoriano Franklin Barriga Bedoya manifiesta en su obra intitulada 
“Importancia de la Extradición en el Derecho Internacional” “Al aplicarse una verdadera 
justicia entre los estados no existirán fronteras entre los estados para que se aplique la ley 
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(extradición) a estos delincuentes, combatiendo decididamente a estos cánceres que tiene 
el orbe, ya que por su naturaleza son crímenes mundiales y no simples delitos comunes”. 
 
3.3. LEGISLACION COMPARADA 
 
La legislación comparada establece un aspecto básico y útil, puesto que cada uno de los Estados 
puede impregnar la experiencia normativa, estructura jurídica y la aplicación objetiva de los 
sistemas de administración de justicia que se produce en cada uno de ellos. 
 
Es indudable que cada Estado y por ende cada sociedad, posee una realidad particular y en 
ocasiones totalmente distinta, se forman bloques o regiones de Estados que participan más o 
menos de las mismas características, tal vez por el hecho de compartir costumbres y una cultura 
parecidos. Esto hace que a nivel de las superestructuras, incluido el Derecho, se generen 
organizaciones y procedimientos comunes, tal el caso, por ejemplo, de los países sudamericanos 
y los europeos. Tal es así por ejemplo el caso de los países Bolivarianos, legislativamente, se ha 
creado la expresión “Países de la Región”. 
 
Extrañamente, la legislación de otros países ubicados en esferas distintas a las de nuestro país, 
pueden servir como referentes para rescatar, incluir y ajustar a nuestra realidad hechos y sucesos 
que propendan a un mejoramiento de nuestro sistema, o, para enmendar errores cometidos desde 
el pasado hasta nuestro presente. Considerando que para alcanzar una purificación de los 
sistemas e instituciones jurídicas, la victoria permanecerá siempre que cada uno de ellos se 
estructure en atención tanto a la realidad de cada sociedad y a sus propias necesidades. 
 
Tomando en consideración la presente introducción procederemos al análisis de 3 países, 
cumpliendo con el propósito de evidenciar semejanzas y diferencias entre las legislaciones de 
cada Estado con la normativa Ecuatoriana.  
 
Extradición en Argentina: en Argentina existe la extradición como instituto y se  reconocen 
tratados de extradición con muchísimos países, basándose en el principio de reciprocidad. Se 
han documentado casos de varias extradiciones en los últimos tiempos, que no han sido 
renombrados o muy llamativos para la prensa.  
 
Recordemos que siendo Argentina un país  que reconoce y colabora con la INTERPOL, él 
número de casos es considerable. Sumado a  esto Argentina siempre fue un lugar "atractivo" 
para gente del exterior con algunos "problemas",  dada su gran red de bancos, siendo un país 
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moderno, con gran facilidad para adquisición de  inmuebles que en otros lugares es arduo o casi 
imposible siendo extranjero; y teniendo todos  los elementos de confort que se consiguen en el 
primer mundo. 
 
Extradición en Brasil: Esta nación tropical no reconoce tratados de extradición multilaterales 
con otras naciones desde tiempos inmemoriales, aunque si posee algunos tratados en especial 
con algunos países. 
 
Comenzando por el Derecho sustantivo consideremos que no es parte de Tratados multilaterales 
con nación alguna y ha realizado poquísimas en toda su historia constitucional.  Aunque es parte 
en tratados de cooperación para combatir el narcotráfico y colabora con INTERPOL.  
 
Un elemento interesante es que mantiene Tratados bilaterales con diversos Estados básicamente 
para colaborar o mantener una postura a la hora de decidir sobre temas como el narcotráfico o 
Terrorismo; pero en la práctica no realiza extradiciones puesto que para que procedan es 
necesario un acto del Poder Ejecutivo, acto que nunca ocurre. Es decir se compromete a 
colaborar pero no se obliga realizar extradiciones.  
 
En el caso de esta nación tropical el leit motiv de mantener ese status de país "atractivo" es la 
posibilidad de obtener ingresos cuantiosos al atraer inversores con dinero fresco de dudosa 
procedencia. Lo que sí se evidencia en este caso ante la eventual pregunta de algún país es la 
celosa defensa de su instituto de parte de las autoridades nacionales. Sin insinuaciones realizan 
la defensa de un artilugio que les permite ingresar dinero a territorio nacional. Famoso es el caso 
de los autores del robo del siglo, el asalto al Tren postal Ingles; quienes ingresaron con 
cuantiosas sumas de dinero en cash sin sufrir ninguna traba con las autoridades de Aduana de 
Brasil, uno de ellos vivió muchos años en este país siendo que las autoridades británicas 
solicitaban diplomáticamente su entrega. 
 
Otro caso renombrado es el del científico nazi Joseph  Menguele, quien vivió hasta sus últimos 
días en estas tierras luego de una breve estancia en Argentina.  
 
Extradición en México: México es un Estado parte en la Convención Interamericana sobre 
Extradición firmada en Montevideo el 26 de diciembre de 1933, en ocasión de la Séptima 




Además cuenta con una muy completa Ley de Extradición llamada Ley de Extradición 
Internacional, que contiene dos capítulos el primero trata sobre el Objeto y Principios, el 
segundo trata sobre el procedimiento, de la cual resaltaremos aspectos importantes de la misma. 
 
Es una ley de orden público, de carácter federal y tiene por objeto determinar los   casos y las 
condiciones para entregar a los Estados que lo soliciten, cuando no existe tratado internacional. 
Cuando sea México quien solicita la extradición, esta se tramitara ante la secretaría de 
Relaciones Exteriores por conducto de la Procuraduría General de la República.  
 
Los delitos en la misma que darán lugar a la extradición son los delitos dolosos, que  sean 
punibles conforme a la ley penal mexicana y a la del Estado solicitante condena de prisión cuya 
pena mínima sea de un año; y culposos, considerados como graves por la ley que sean punibles.  
 
Si la extradición de una misma persona fuere pedida por dos o más Estados y respecto de todos 
o varios de ellos fuere procedente, se entregará de conformidad a lo siguiente: 
 
1. Al Estado que lo reclame en virtud de un tratado.  
2. A aquel en cuyo territorio se hubiere cometido el delito.  
3. Al Estado en el cual la pena sea más grave.  
4. Al primero que haya solicitado la extradición. 
 
En los casos anteriores el Estado que haya obtenido la preferencia de extradición, podrá 
declinarla a favor de un tercero que no la hubiere obtenido.  
 
Ningún mexicano podrá ser entregado a un Estado extranjero sino en casos excepcionales a 
juicio del Ejecutivo.  
 
Conoceremos algunos rasgos importantes del procedimiento en sí.  
La petición de extradición de una determinada persona, deberá contener la expresión del delito 
por el cual se solicitará la extradición y la orden de aprehensión dictada por autoridad 
competente.  
 
Esta se hará por la vía de la Secretaría de Relaciones Exteriores, quien tramitará la petición al 





En dos meses contados que se hayan cumplimentado las medidas precautorias pertinentes, no 
fuere presentada la petición formal de extradición se levantarán de inmediato dichas medidas.  
En quince días posteriores la Secretaría de Relaciones Exteriores, deberá resolver e definitiva la 
procedente de la Extradición.  
 
Si es procedente la extradición, el extraditable puede interponer el juicio de amparo indirecto, en 
un plazo de 15 días, mismo derecho le corresponde al Agente del Ministerio Público si se 
negare la misma, su se niega el ampara procede el recurso de revisión, el cual promoverá el 
afectado.  
 
Negado el amparo y ratificada la extradición, se procederá a la entrega del extraditado, la 
Secretaría de Relaciones Exteriores pondrá a disposición de la  Procuraduría General de la 
República, para que elementos de la Oficina Central Nacional de INTERPOL, lo entregue a las 
autoridades que designe el país requirente.  
 
Esta nación del Caribe está a medio camino entre ser un país con y sin extradición. Primero y 
principal es el destino elegido por mucha gente principalmente americanos debido a su cercanía 
y al idioma al cual están muy familiarizados; el problema que presenta es la debilidad de su 
sistema bancario y la carencia de elementos financieros. Aquí tenemos el caso de un país que 
tiene una postura intermedia, puesto que no es parte de Tratados de extradición con algunas 
naciones pero si con otras, precisamente basados en el principio de reciprocidad.  
 
Extradición en Colombia.- Al igual que Ecuador, en materia de extradición, Colombia, en 
términos generales sigue los lineamientos previstos en el Derecho Internacional. 
 
Igualmente, aplica tanto los tratados expresamente suscritos y ratificados como lo previsto en su 
propia Ley. 
 
Dentro de la línea de coincidencias con la legislación ecuatoriana, Colombia excluye de la 
extradición a los delitos políticos y aquellos que si bien tienen un origen penal no revisten 
gravedad. 
 
Así mismo, prevé la aplicación de una extradición activa y una pasiva, las dos previstas en sus 






Los requisitos para la procedencia de la Extradición Activa son: 
 
a) Que se haya dictado “acto de proceder” ejecutoriado contra un sindicado que estuviere 
en el exterior; 
b) Que se trate en un caso previsto en los convenios internacionales o en su defecto, de un 
delito común sancionado con pena de libertad no menor de 4 años. 
 
Es pertinente expresar que en Colombia el “acto de proceder” vine a ser equivalente a lo que en 
la legislación ecuatoriana es el “auto de llamamiento a juicio”. 
 
La legislación colombiana resulta ser menos rigurosa que la ecuatoriana, en razón de que, para 
solicitar la extradición prevé la comisión de un delito sancionado con mínimo de 4 años pena 
privativa de libertad, en tanto que para nosotros, basta que el delito sea sancionado con un año 
mínimo de dicha pena. 
 
Los requisitos para la Extradición Pasiva son: 
 
a) Que se haya dictado en el exterior “acto de proceder” o su equivalente; 
b) Que el delito que motiva la extradición se halle también tipificado en la legislación 
colombiana y, que, merezca una pena privativa de libertad de mínimo 4 años; 
c) Que el delincuente cuya extradición se solicita no deba ser juzgado en Colombia por el 
mismo delito, o si estuviese siendo procesado allí, o hubiese ya recibido sentencia 
condenatoria. La excepción a este requisito es si hubiese cometido en el extranjero 
contra la seguridad del Estado o delitos de orden público; y, 
d) Que exista un criterio negativo previo de la Corte Nacional de Justicia, el cual impide al 
gobierno a no conceder la extradición. Pero, si dicho criterio es favorable, deja al 
gobierno en libertad de obrar según las conveniencias nacionales. 
 
Por casualidad con la legislación ecuatoriana, en la colombiana consta como requisito sine qua 
non para conceder la extradición que el acto o inconducta por la cual se solicita la extradición, 
constituya necesariamente un delito tipificado y sancionado tanto en la normativa del país 
requirente como en la de Colombia. 
 
De la misma manera existe coincidencia entre Ecuador y Colombia al constituir como requisito 
para conceder la extradición que el delincuente no éste siendo ya procesado por el mismo delito 
en dichos países, haya recibido sentencia condenatoria o se halle cumpliendo la pena, salvo el 
caso de delitos cometidos en el exterior contra la seguridad pública del Estado extranjero. 
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En Colombia existe un sistema mixto en materia de extradición, en la medida en que tanto en la 
extradición activa como en la pasiva intervienen en su trámite el órgano jurisdiccional y el 
gobierno. El Ministerio de Justicia es el que concede la extradición de un procesado en el 
exterior, pero, la solicitud para concederla le corresponde hacerla al gobierno a través del 
Ministerio de Relaciones Exteriores. La solicitud se la tramita por lo general por vía diplomática 
y sólo en casos excepcionales por vía consular. 
 
Es importante resaltar  la coincidencia entre la legislación ecuatoriana y colombiana, en cuanto 
tiene que ver con el hecho de que toda solicitud de extradición es conocida y regularizada 
previamente por vía diplomática ante la Cancillería y, posteriormente, sólo si dicha solicitud 
califica como procedente es remitida al órgano o función judicial para su concreción. 
 
Al igual que en Ecuador, la Constitución Política de la República de Colombia, prohíbe la 
extradición de colombianos por nacimiento, la de extranjeros por delitos políticos o de opinión 
y, la de nacionales que hayan cometido delitos en el exterior, tipificados como tales en la 
legislación nacional, en cuyo caso serán juzgados y procesados en Colombia. La extradición de 
los colombianos por nacimiento se concederá por delitos cometidos en el exterior, considerados 
como tales en la legislación penal colombiana. 
 
La Ley reglamentará la materia. 
 
La extradición no se concederá por delitos políticos. 
 
“No procederá la extradición cuando se trate de hechos cometidos con anterioridad a la promulgación 
de la presente norma”  (Gaviria, 1998, pág. 58) 
 
Obsérvesela expresión “la ley reglamentará la materia”, vertida en la legislación colombiana, 
para nosotros, resulta extraña, por decir lo menos, en razón de que en la legislación ecuatoriana 
lo lógico es que los reglamentos regulen las normas de derecho positivo contenidas en la ley y 
más nunca que sea ésta la que opere con efectos reglamentarios. 
 
Colombia es un país que ha sufrido con mayor impacto la aplicación de la extradición, pues, en 
1997 protagonizó una verdadera lucha jurídica contra los narcotraficantes, para aprobar 
nuevamente la extradición, con la reforma del artículo 35 de su Constitución Política. Es así que 
implementó a la extradición como un arma eficaz para aplicar en contra de esos delincuentes, a 




En Colombia, aparece un período de guerra conocida como la época del narco terrorismo, 
impulsada entre otras personas, por el ya fallecido Pablo Emilio Escobar Gavidia, jefe del 
desarticulado cartel de Medellín, quien presionó a la función legislativa para que no apruebe la 
extradición en 1991. 
 
Para Colombia el camino  no ha sido fácil, ya que muchos de los administradores de justicia de 
la función judicial que apoyan y aplican la extradición han sido amenazados de muerte, al igual 
que las autoridades gubernamentales, han resultado chantajeadas por los extraditables; en todo 
caso, se puede afirmar que desde 1997 Colombia logra consolidar la extradición de nacionales 
para combatir el narcotráfico y todos los crímenes que del mismo se derivan pero, únicamente 
desde aquel año hacia adelante, es decir, no con efectos retroactivos. 
 
Hoy en día no existe evasiva para que Colombia conceda la extradición de los mafiosos 
narcotraficantes colombianos; sin embargo, éstos han cobrado, y lamentablemente continuarán 
cobrando vidas de autoridades gubernamentales y de jueces probos en su intento de continuar 
amedrentando al Estado y lo que es más, de seguir procurando reformas constitucionales y 
legales tendientes a la revocación de la extradición, como un mecanismo de permisividad para 
continuar con sus fines delictivos. 
 
Tal como lo establece el tratadista colombiano Enrique Gavidia Liévano en su obra Derecho 
Internacional Público “en Colombia se produjo una reforma a la Constitución, determinándose que la 
extradición se podrá solicitar, conceder u ofrecer de acuerdo a los tratados públicos y, en su defecto, con 
la Ley. 
 
Extradición en los Estados Unidos: Sudamérica y países latinoamericanos cuentan con 
ideólogos que han calificado a los Estados Unidos de América como un país poseedor de una 
política capitalista, expansionista e incluso imperialista, de conquista y dominio sobre otros 
estados más pequeños que hoy por hoy han llegado a tener una economía dependiente de ese 
gran país industrializado. 
 
EE.UU. constituye un Estado muy organizado en todos los sentidos y con una economía 
sumamente sólida, es por ello que comprende a la vez una nación pionera en múltiples aspectos, 
de tal manera que no es de extrañarse que su estructura jurídica de naturaleza anglosajona, haya 
tomado la iniciativa y sea influyente y hasta determinante, fundamentalmente en materia de 
Derecho Internacional, tanto en la formación de organismos a ese nivel, como de normas 




Una característica principalísima de los EE.UU. es su vocación democrática y la presencia de 
una Constitución de la República (Estado Federal) muy concreta y sin embargo suficiente para 
garantizar la formación de un país libre y disciplinado. 
 
Visto ese cuerpo de leyes, sorprende encontrar que se haya integrado por tan sólo 7 artículos 
que, con los artículos adicionales y enmiendas producidas desde 1798 hasta 1971, comprenden 
27 artículos en total. 
 
La forma jurídico-constitucional en que opera la extradición en EE.UU, es mediante la 
suscripción de convenios internacionales, pues, asilo prevé su artículo III, sección 2, que, al 
hablar del poder jurisdiccional, dispone que el mismo se ejerza y se extenderá en base de la 
Constitución, las leyes y los convenios y tratados legalmente celebrados. 
 
EE.UU. es líder en la implementación y suscripción  de tratados internacionales en general y, de 
extradición en particular. Su bandera de lucha la ha erigido contra los crímenes de lesa 
humanidad y en defensa de   los derechos humanos. Su rigurosidad en la aplicación de las 
normas obedece a la vez a una administración de justicia implacable, garantizando así seriedad 
en el funcionamiento y sanción de las normas, tanto en el campo interno como en externo. Su 
rigurosidad en la aplicación de las normas obedece a la vez a una administración de justicia 
implacable, garantizando así seriedad en el funcionamiento y sanción de las normas, tanto en el 
campo interno como en externo.  
 
Seguramente es por esta razón y por el temor a la seriedad en la ejecución de las penas es que 
los delincuentes comunes, sobre todo narcotraficantes y terroristas, temen profundamente a la 
posibilidad de ser extraditados a ese país. Un aspecto positivo que sirve de ejemplo, es que 
EE.UU. acepta la extradición de sus propios connacionales, mediante la suscripción de tratados 
que así lo contemplan, bajo régimen de reciprocidad, por ejemplo con Italia. 
 
El primer tratado de los EE.UU. que incluyó una norma sobre extradición fue el tratado de Jay 
1794, el cual se aplicaba a todas las personas sin consideración de nacionalidad. Este principio 
ha sido aplicado por las cortes y fue expuesto por la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte 
Nacional de Justicia) en 1936, en el caso Neely contra Henrle, en el cual dicha corte expidió 
providencia aprobatoria de extradición de un ciudadano estadounidense a Cuba, es decir, que 
estos antecedentes demuestran la convicción de los EE.UU. sobre la extradición y su intención 




Por lo general, EE.UU. suele pedir la extradición de narcotraficantes y de terroristas por igual, 
la concede en los mismos términos así por ejemplo en agosto de 1998 extraditó a implicados 
que conmocionaron la conciencia mundial “un juez federal neoyorquino acusó a un yemenita 
que se presentó como seguidor de Osama Ben Laden por el atentado a la embajada de Estados 
Unidos en Nairobi. De esta forma quedaron establecidas las acusaciones de Washington contra 
el multimillonario saudita. 
 
Procedimiento de la Extradición De Los Estados Unidos (Pasiva).- La extradición en ese 
país sólo podrá concederse en virtud de un tratado; sin embargo, en base de enmiendas 
efectuadas a su constitución, se permite la extradición a favor de EEUU, sin tener en cuenta la 
existencia de un tratado de las personas que sin ser ciudadanos, nacionales o residentes 
permanentes en los Estados Unidos hubieren cometido delitos de violencia contra los nacionales 
de EEUU en el extranjero. 
 
El trámite en sí mismo establece que todos los tratados de extradición vigentes requieren 
solicitudes extranjeras de extradición a través de la vía diplomática, por lo general de la 
embajada del país en Washington al Departamento de Estado. 
 
La solicitud se la presenta por vía diplomática. El Departamento de Estado de Extradición y 
Opiniones, procede a identificar los posibles problemas de la política exterior y si existe o no en 
vigor un tratado entre los EEUU y el país que hace la solicitud, que el delito sea extraditable y, 
que, los documentos justificativos estén debidamente certificados. 
 
Si la solicitud está debidamente formulada, un abogado de la oficina del Departamento de 
Estado, asesor de la Comisión Jurídica, prepara un certificado que acredite la existencia del 
tratado y lo enviara con la solicitud original a la oficina del Departamento de Justicia, de 
Relaciones Internacionales. 
 
Una vez recibida la solicitud de extradición de extranjeros por parte de la Oficina de Auditoría 
Interna, será enviada a la Oficina del Fiscal General del Distrito Judicial que se encuentra el 
fugitivo. 
La oficina del Fiscal de EEUU., obteniendo una orden judicial, procede arrestar al fugitivo, el 
mismo que es llevado ante el juez de instrucción o juez de distrito. En estos casos de extradición 
el gobierno se opone a fijar y aceptar fianza. Salvo que el fugitivo renuncie a su derecho de 
audiencia, el tribunal celebrará una audiencia para determinar si es o no extraditable. Si 
determina que es extraditable, emitirá una orden o certificación en ese sentido a la Secretaria de 
Estado, la cual decide si se debe entregar al gobierno solicitante al fugitivo. 
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Si la decisión es de entrega, la oficina de Auditoría Interna informa al gobierno extranjero y se 
encarga de la trasferencia del fugitivo a manos de los agentes designados por el país solicitante 
para el efecto. 
 
Se debe señalar que, aunque la orden después de la audiencia de extradición no es apelable, el 
fugitivo puede pedir un recurso de habeas corpus en cuanto se emita tal orden. El tribunal de 
distrito decidirá sobre el recurso que está sujeto a apelación y la extradición podrá suspenderse 
si así lo considera dicho tribunal. 
 
Otra circunstancia es el de la extradición a los Estados Unidos de América (activa).- En 
idéntico sentido y por deducción lógica, la solicitud de extradición que efectúa Estados Unidos a 
otro país debe regirse por un convenio bilateral expreso, de tal manera que no cabe hablar de un 
procedimiento predeterminado para el paso de la extradición activa, pues, la circunstancias, 
requisitos y procedimientos serán aquellos establecidos en los respectivos tratados 
internacionales, con observancia de ciertos elementos contemplados en cada uno de los países 
suscriptores de esos instrumentos internacionales con los Estados Unidos. Por la naturaleza o 
tipo de Estado de orden federal que posee los EEUU, se generan diversos problemas para 
materializar o concretar las solicitudes de extradición. 
 
En la especie, conocemos que a más de una Constitución Federal y de leyes federales, cada 
Estado posee leyes específicas y en ocasiones únicas para cada uno de ellos, así por ejemplo, 
hay estados que aplican la pena capital o pena de muerte, en tanto que otros no. 
 
Otra dificultad es el hecho de que los estados individualmente o por si mismos no tienen la 
capacidad constitucional ni legal para solicitar a otro país la extradición, puesto que dicha 
facultad es de competencia exclusiva del gobierno central federal (Washington D.C.) a nombre 
de los Estados Unidos de América. 
 
De esta forma resulta que si un fugitivo o delincuente es requerido por un determinado estado 
federado, éste debe imperativamente canalizar dicho requerimiento a través del gobierno central 
federal (Washington D.C.),que es el único competente para definir si procede o no el pedido de 
extradición. 
 
Por otro lado se origina el problema de la drasticidad de la pena anteriormente referida (pena de 
muerte), toda vez que, aún en el evento de que el pedido de extradición provenga del gobierno 
central federal, éste no puede garantizar que no se le vaya a aplicar dicha pena al extraditable. 
Por consiguiente debe existir un acuerdo y compromiso previo entre el representante del estado 
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federado en el que se aplica la pena capital y el gobierno central federal en el sentido de que no 
se aplicará tal pena, ofreciendo las garantías suficientes para el efecto, el mismo que tiene que 
ver con el inevitable cumplimiento y respeto de los Derechos Humanos, previstos y consagrados 
en el seno de la Organización de las Naciones Unidas. 
 
En razón de esto tenemos como ejemplo el caso de Soering contra el Reino Unido, en donde el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos dictaminó que no se le permitía al Reino Unido 
extraditar a una persona a los Estados Unidos de América, porque el gobierno de este país 
federal era constitucionalmente incapaz de ofrecer garantías de que la pena de muerte no se 
aplicaría en el Estado de Virgínea. 
 
En la práctica, el propio estado de Virgínea, por medio del gobierno federal tuvo que 
comprometerse y ofrecer las garantías suficientes de no aplicación de la pena de muerte del 
individuo que bajo este compromiso fue a la final extraditado a los EEUU. 
 
Es evidente la problemática secundaria que se genera en un régimen federal a diferencia del 
Estado unitario, en donde la normativa es única y aplicable en todo el territorio nacional. Por 
ello es que en los Estados Unidos se torna insuficiente que cada estado federal, en materia de 
extradición, al margen de sus propias leyes, deba someterse al compromiso del gobierno central 
federal. 
 
3.4. CLASES DE EXTRADICION 
 
Cabe señalar que en el caso del Ecuador, la extradición activa se halla prevista en el artículo 22 
de la Ley de Extradición; y, el procedimiento para conferirla se encuentra a nivel de los 
artículos 23 y 24 ibídem, determinándose que corresponde al Presidente de la Corte Suprema de 
Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia), determinar la procedencia de la extradición de 
conformidad con los tratados celebrados por el Ecuador y el Estado que será requerido, o en su 
defecto, sobre la base de principios de Derecho Internacional, siempre y cuando exista orden de 
prisión preventiva o sentencia ejecutoriada sobre la persona cuya extradición se requiere.  
 
Obtenida la resolución del Presidente de la Corte Nacional de Justicia de solicitar la extradición 
concluye la fase judicial, y comienza la fase diplomática con la solicitud de esta propia 
autoridad como el Ministro de Relaciones Exteriores Comercio e Integración, quien concreta el 
pedido de extradición al Estado donde se encuentra el prófugo (disposiciones contenidas además 
en los artículos 25 y 26 de la Ley de Extradición). 
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Los autores encasillan a la extradición señalando varias particularidades para hacerla efectiva, 
tomando en consideración la preeminencia de cada una de ellas y que a la vez nos dan una idea 
más profunda del contenido de la extradición.  
  
La Extradición es de dos clases: activa y pasiva. 
 
“La extradición es activa cuando es nuestro gobierno el que la solicita de un extranjero 
que le sea entregado un delincuente para juzgarle o hacerle cumplir la condena que ha 
recaído en su contra, y pasiva, cuando es un gobierno extranjero el que hace a nuestro país 
la solicitud”. (López L., pág. 255) 
 
La institución de la extradición se produce a lo menos entre dos Estados, sujetos  de derecho 
internacional público por excelencia, mediante la cual un Estado solicita la entrega de otro 
Estado, a una persona requerida por sus propios tribunales de justicia. 
 
El Estado que solicita dicha entrega se denomina Estado requirente, o demandante, lo que da 
lugar a la extradición activa, dado el rol activo del Estado que pide que una persona natural 
procesada o imputada le sea entregada a fin de que cumpla una pena ya impuesta o a fin de 
establecer su responsabilidad penal por un hecho delictual.  
 
Como contrapartida, en el Estado requerido, se produce la extradición pasiva donde un Estado 
solicitado por otro Estado entrega a una determinada persona a fin de establecer la respectiva 
responsabilidad penal, siempre conservando las garantías, la dignidad y la integridad del 
extraditirus. 
 
La extradición activa es realizada a petición expresa del Estado que desea juzgar al delincuente 
o hacerle cumplir una pena, a otro Estado donde reside. Es decir, que se da cuando existe el 
pedimento de un Estado, por conducto de su representante al de otro Estado, para que le haga 
entrega de un sujeto para ser sometido a un proceso, aplicarle una pena o una medida de 
seguridad.  
 
Se aplica según los casos previstos en los tratados vigentes con el Estado en cuyo territorio se 
encuentre la persona reclamada y también conforme ola aplicación de la legislación del lugar en 
que se encuentre la persona cuya extradición se solicita. Si no se da ninguno de los dos casos 
anteriores, la extradición dependerá de la aplicación del principio de reciprocidad y 




La extradición pasiva es aquella en que el Estado requerido, que tiene el delincuente en su 
poder, lo entrega para su juzgamiento o para el cumplimiento de una condena una vez haya sido 
juzgado, al Estado requirente.  
 
El carácter pasivo, se traduce en la observancia por el Estado requerido del procedimiento 
necesario para determinar si da lugar la entrega del sujeto, o la petición que hizo el Estado 
requirente. La entrega de los sujetos es un acto obligatorio, siempre y cuando estén debidamente 
cumplidas las exigencias legales, establecidas para esos casos en el  tratado.  
 
3.5. NATURALEZA DE LA EXTRADICION COMO INSTITUCION JURIDICA 
 
Los tratadistas del derecho no mantienen un criterio unánime respecto a la naturaleza  jurídica 
de la extradición, algunos de ellos como Franz Von Lizst, Dohler y Diego Covarrubias, 
consideran a la extradición como un acto de asistencia y cooperación judicial internacional; 
diferente opinión merece para otros autores como Garraud quienes consideran a la extradición 
como el mero cumplimiento del principio internacional de reciprocidad jurídica; por ultimo un 
tercer grupo de autores encabezados por Pufendorf encuentra su razón de ser en una razón 
meramente utilitaria, es decir por conveniencia del Estado requerido, del Estado requirente o 
ambos. 
 
La diversidad de criterios vertidos en torno al tema de la naturaleza jurídica de la extradición 
hace necesario que se analicen algunos de ellos y se incluyan alguno otros de menor 
trascendencia, entre los cuales no faltan aquellos que han negado todo  fundamento jurídico a la 
extradición, alegando sobre todo que el delincuente debe ser juzgado en el país en el que se 
refugió. Schmalz rechaza la extradición argumentando que la misma puede servir para perseguir 
injustamente a un inocente; del mismo modo, cuestionan su legitimidad, los tratadistas Lemaire 
y Guyet, afirmando que cuando el fugitivo no viole las leyes del país donde se acoge, entregarlo 
sería un atentado a la libertad personal. 
 
Quienes se consideran partidarios a la extraterritorialidad absoluta del derecho penal, consideran 
a la extradición como un mecanismo inocuo y superfluo. A pesar de lo dicho, la corriente 
mayoritaria admite que la entrega reciproca de malhechores esta de conformidad con el interés d 
la Comunidad Internacional. 
 
Algunos autores cuestionan el hecho de que la extradición sea parte de la legislación del Estado 
en cuyo territorio se ha refugiado el reo, en la mayoría de países cuyas legislaciones tienen 
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origen latino, de hecho un tratado de extradición pasa a formar parte del ordenamiento jurídico 
una vez aprobado y publicado en el órgano correspondiente, independientemente de aquello, 
debemos manifestar que el principio de reciprocidad es de naturaleza universal y está recogido 
en la Carta Fundamental de las Naciones Unidas, de la cual nuestro país es miembro. 
 
Algunos autores han negado la obligatoriedad jurídica de la extradición, ya que estiman que un 
Estado no tendría fundamento para privar de la libertad a una persona que no ha transgredido las 
leyes  de dicho Estado; en contraposición a este criterio, Le Clercq manifiesta que el Estado en 
cuyo territorio se ha cometido un delito, esta asistido del derecho suficiente para demandar la 
devolución del reo. 
 
Los tratadistas que siguen la corriente de Pufendorf, como se manifestó, encuentran en la 
extradición un fundamento utilitario, que de hecho los tiene, manifiestan que todo país gana 
cuando obtiene una extradición, ya que de esa manera se evita que queden en la impunidad 
hechos delictivos, de otro lado, el país que otorga la extradición también gana, ya que su 
sociedad tendrá un criminal menos. 
 
En las relaciones internacionales es beneficioso que unos Estados no se interpongan en la 
aplicación de justicia de otros, sino que al contrario todo coadyuven a tutelar adecuadamente los 
bienes jurídicos de sus ciudadanos. Estos argumentos de Pufendorf son cuestionados por 
Antonio Sánchez quien dice que aquellos razonamientos pueden ser reales, sin embargo, no son 
el fundamento de la institución que nos ocupa, ya que de toda regla del derecho se pueden 
obtener ventajas, pero eso no significa que su fundamento sea el utilitarismo. 
 
Una doctrina más reciente ampara que todo Estado tiene el deber de entregar a los delincuentes 
fugitivos al Estado que tenga la competencia para juzgarlos y castigarlos en función de los lazos 
de solidaridad y reciprocidad que existe entre la comunidad internacional, aunque la normativa 
internacional no forma parte dela legislación interna de un Estado,  a no ser que dichas normas 
sean asimiladas y ratificadas, a pesar de esto, un país no puede denegar la extradición requerida 
con la simple invocación de la falta de leyes expresas que lo autoricen. 
 
Clara muestra de esta corriente de solidaridad internacional constituye el Art. 1 del acuerdo 
Bolivariano de 1912 cuyo texto dice: “los Estados contratantes convienen en entregarse mutuamente, 
de conformidad con lo que estipula este acuerdo los individuos que procesados o condenados por las 
autoridades judiciales de cualquiera de  los Estados contratantes como autores, cómplices o 
encubridores de algunos delitos o crímenes especificados en el Art. 2, dentro de la jurisdicción de una de 
las partes contratantes que busquen asilo o se encuentren dentro del territorio de ellos”.   
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Pasquel Fiore manifiesta que en virtud de deber de mutua asistencia, el magistrado competente 
para la institución de un proceso penal, podrá requerir del magistrado extranjero la ejecución, 
dentro de los límites de su jurisdicción, de actos instructores en interés de la justicia y el 
magistrado requerido podrá hacerlo siempre que no se trate de un proceso por delito político o 
que tenga conexión con este, incumbe, por tanto, a los Estados en virtud del deber de mutua 
asistencia, que un acusado de delito común no goce de la impunidad y no se sustraiga al juicio 
del tribunal competente y a la “expiación” de la pena a la que haya sido condenado. 
 
El tratadista Venezolano Mendoza, manifiesta que la naturaleza jurídica de la extradición está 
dada por la necesidad d extender la competencia internacional en el campo penal, en contraste 
con este criterio, Mancini dice que la extradición no depende de un criterio jurídico 
internacionalista, sino más bien de la soberanía de cada Estado; Burlamaqui se explica la 
necesidad de la extradición en la necesidad de que los Estados no se conviertan en encubridores 
de quienes han cometido delitos. 
 
Uno de los criterios prevalecientes en la actualidad es el de Grocio, que manifiesta que siendo 
un principio de justicia penal de entregar al culpable a su juez natural, la extradición debería ser 
obligatoria entre Estados, independientemente de los tratados, como el mecanismo más idóneo 
para efectivizar la justicia dentro de la comunidad internacional; por ello, se estima  que el 
marco legal es un mero instrumento, pero de ninguna manera se lo debe considerar como un 
principio del derecho extradicional. Algunos autores consideran que la extradición debe ser 
obligatoria entre los estados ya que tiene por finalidad proteger los intereses del género humano, 
intereses para cuya protección es necesario que los delitos contra las personas y los bienes sean 
reprimidos con la aplicación de una pena, que aparte a los individuos de la idea de cometer otros 
delitos. Otro criterio fundamental es el de Diego Covarrubias quien manifiesta que es 
conveniente castigar los crímenes en el mismo lugar de su comisión, ya que la sociedad que 
habita el mismo, fue la directamente injuriada. En conclusión uno de los mayores ideales de la 
comunidad internacional moderna es hacer reinar en todas partes la ley y la justicia, 
coadyuvando de manera general a la eficacia del derecho penal más allá de las fronteras de cada 
Estado; el juzgamiento del delincuente en el país en que se ha capturado no es una solución muy 
aceptable ya que las pruebas del delito o de la inocencia se aprecian mejor donde se haya 
realizado los hechos motivo de la acusación, esa universalidad represiva se traduce en un 
peligro para la acción de poder público en cuanto a la demostración de la culpabilidad y en otro 
peligro para el interesado en cuanto a las pruebas de su posible inocencia; en bien de la 





El fundamento de la extradición es, en resumen, la cooperación judicial internacional para 
impedir que una persona burle la acción de la justicia si se refugia en un país distinto de aquel 
en el cometió el hecho punible. Carlos Zarate refuerza este criterio al manifestar: que la 
extradición se fundamenta en el principio que todos los Estados deben contribuir 
recíprocamente para el cumplimiento de la justicia, de esta manera la justicia internacional 
reconoce l necesidad de la ayuda alternativa de los Estados en el castigo de los delincuentes. 
Doble interés  jurídico motiva al Estado en que el reo se halla, para entregarlo al Estado donde 
se cometió el delito: el interés de que no se despoje al castigo quien cometió un delito en su 
territorio y paso luego a territorio extranjero y de igual manera el contribuir con la seguridad 
jurídica de un Estado, librando al territorio propio de la presencia de un reo no castigado. 
 
Para finalizar el siguiente tema podemos citar al Márquez de Beccaria quien manifestó: “la 
seguridad de no encontrar ningún lugar en la tierra donde el delito pueda permanecer impune, sería el 
medio más eficaz de prevenirlo”  
  
3.6. CASOS PUNTUALES 
 
El objetivo de este capítulo es el análisis de la parte objetiva de la extradición, traducida en el 
estudio procesal que en orden tiene lugar acorde a las normas adjetivas de la legislación 
ecuatoriana. 
 
Señalaremos unos pocos ejemplos bien pormenorizados, y más adelante no centraremos en los 
casos en que el Ecuador ha sido sujeto procesal de extradición: 
 
“José Alejandro Peñafiel Salgado” El 27 de agosto de 1998 la Superintendencia de Bancos da 
a conocer al Ministerio Fiscal General que los ex administradores del Banco de Préstamos S.A. 
se encontrarían incursos en la presunción de la comisión de actos fraudulentos relacionados al 
manejo de los dineros de los depositantes, infringiendo expresas disposiciones de la Ley 
General de Instituciones del Sistema Financiero. Concretamente, incurrió en causal expresa para 
aplicar la liquidación forzosa del Banco y no pagar u honrar sus obligaciones adquiridas, 
especialmente con los depositantes y o en la Cámara de Compensación. 
 
El problema fundamental se centró en la concesión en exceso de créditos sobre los límites 




Adicionalmente, se detectó en el giro de los negocios bancarios presunción de la comisión de 
actos dolosos, graves, precisos y concordantes con la realización de delitos tipificados como 
infracciones en el Código Penal, todo lo cual desembocó en que la Junta Bancaria, mediante 
resolución JB98-074 del 24 de agosto de 1998 disponga la liquidación forzosa de los negocios, 
propiedades y activos del Banco de Préstamos S.A. 
 
Posteriormente, los informes de auditoría determinaron la inexistencia de títulos valores 
representativos que respalden la cuantía de inversiones del balance del banco. Se determinó que 
la entidad bancaria vendió activos de riesgo sin recursos por un monto superior a los treinta y 
seis millones trescientos diez mil sucres, ocultando la real situación financiera de la entidad. Se 
determinó la existencia de préstamos a accionistas y a empresas vinculadas, así como, el hecho 
de que el Banco de Préstamos obtuvo la concesión de créditos con la garantía de los depósitos 
de los clientes del banco. 
 
De la misma forma hubo irregularidades por cuanto el banco pagó obligaciones con el dinero de 
sus clientes y ocultó una ilícita compra de activos. 
 
Se produjo incluso una alteración de los estados financieros que no permitía reflejar los 
verdaderos montos de cartera vencida y la falta de construcción de provisiones para proteger los 
activos del banco, sobre estimándose los resultados, llegándose a la conclusión inequívoca de 
graves indicios de la comisión de un peculado bancario. 
 
Varias de las “inversiones” se habían efectuado con título de inversiones en el banco aliado que 
a saber fue el propio Banco de Préstamos Caymán, con domicilio en Panamá. Igualmente, se 
detectaron inversiones en otros bancos extranjeros. En síntesis, se demostró la concentración de 
préstamos otorgados por el Banco de Préstamos S.A. a empresas vinculadas por el Grupo 
Peñafiel que se refleja en la cartera de esta entidad. 
 
La Superintendencia de Bancos y Seguros, según el Ministro Fiscal General, demostró el abuso 
de fondos monetarios de parte de quienes han manejado el Banco de Préstamos S.A., toda vez 
que de los hechos denunciados se evidenció que hubo distracción, disposición y apropiación del 
dinero de los depositantes que confiaron en la mencionada entidad bancaria. 
 
La presunción de los actos fraudulentos y consecuentemente del peculado bancario se estableció 
en contra de los principales directivos del Banco de Préstamos S.A., a saber, del Presidente del 
Directorio Oswaldo Dávila Andrade; del Vicepresidente del Directorio José Martínez Cobo; del 
Presidente Ejecutivo Economista José Alejandro Peñafiel Salgado; del Vicepresidente de 
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Contraloría Wilson Herrera; del Gerente General Dr. Mario Larrea Vasco; del Auditor Interno 
Fernando Ramírez; y de varios vocales principales, entre los que se hallaba la hermana del 
extraditado, Paulina Peñafiel Salgado. 
 
En consecuencia, el Juez Primero de lo Penal de Pichincha Dr. Jorge W. Germán Ramírez, por 
considerar que los hechos relatados pueden constituir infracción punible y pesquisable de oficio, 
dictó auto cabeza de proceso a efectos de establecer las responsabilidades penales respectivas, 
previa citación al Agente Fiscal Primero de lo Penal de Pichincha, del Defensor de Oficio y del 
autor, autores, cómplices y encubridores de la infracción, sindicando como tales a todos los 
prenombrados, entre los que se encuentra José Alejandro Peñafiel Salgado, ordenando su 
prisión preventiva en los centros de rehabilitación pertinentes y disponiendo que se libren para 
el efecto las correspondientes boletas constitucionales de encarcelamiento. 
 
El referido juez, en dicho auto cabeza de proceso ordenó a la vez que se practiquen las 
diligencias del caso, tales como la recepción de los testimonios instructivo, indagatorio y 
propios; que, se oficie al Jefe de la Oficina de Investigación del Delito de Pichincha, OID, para 
que por medio de los agentes a su mando proceda a la inmediata captura y envío de los 
sindicados a los centros de rehabilitación social respectivos. Igualmente, dispuso la prohibición 
de enajenar los bienes de los sindicados oficiándose a todos los registradores de la propiedad, 
mercantiles y especiales de la República. 
 
Adicionalmente, el juez ordenó la inmovilización de las cuentas y acciones bancarias, 
monetarias, corrientes y de ahorros de los sindicados, oficiándose para ello al Superintendente 
de Bancos y Seguros. También ordenó, se oficie al Director General de Migración haciéndole 
conocer el auto cabeza de proceso y consecuentemente que contra los sindicados existe orden de 
prisión preventiva. 
 
No obstante que ya existía orden de prisión en contra de Peñafiel, éste logra mantenerse prófugo 
de la justicia, en enero del año 2000 logró huir fuera de país con dirección a Beirut-Líbano, país 
que recibió la solicitud o pedido de extradición por parte del Ecuador. Líbano concedió el 
pedido de extradición de Ecuador enviando a Peñafiel en un avión que hizo escala en Francia, 
lamentablemente, en razón de una norma comunitaria que obligaba a este país a entregar al 
extraditable a España, esa figura se aplicó por expreso pedido de Peñafiel, a quien le asistió 
derecho para acogerse a tal beneficio. 
 
Una vez en España, concretamente en Madrid, Peñafiel asesorado por sus abogados, efectuó a 
ese país una solicitud de asilo, como si se tratase de un perseguido político, bajo el argumento 
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de que no había colaborado con la campaña política del entonces presidente Jamil Mahuad y de 
que corría peligro su vida y su integridad física. El Tribunal Supremo en España luego de un 
exhaustivo análisis determinó que los argumentos de Peñafiel no tenían el menor asidero, razón 
por la cual en el año 2001 fue extraditado finalmente al Ecuador, en donde ingresó a cumplir su 
condena en el Centro de Rehabilitación Nº 1 de Varones de Quito. 
 
“El 5 de julio del 2004 salió en libertad el ex presidente del Banco de Préstamos, Alejandro 
Peñafiel, tras permanecer detenido en el ex Penal García Moreno desde el 9 de marzo del 2001. 
El permaneció encarcelado en Quito, un total de tres años, nueve meses y 26 días, bajo una 
acusación de peculado sancionada con ocho años de reclusión. 
 
Peñafiel se acogió al beneficio del dos por uno para los presos sin sentencia y, el día en que 
recuperó la libertad, recién llegó la condena de la Corte Suprema de Justicia. (Hoy Corte 
Nacional de Justicia) Tiempo después, volvió dos meses a prisión, porque, al ordenar su salida, 
la Dirección de Rehabilitación no había contabilizado el tiempo que estuvo preso en España” 
(Blanco y Negro es una publicación del grupo Hoy, 2007). Cabe acotar que, incluso, la 
sentencia de Peñafiel se rebajó a razón de 5 días por año, independientemente de la mitad de la 
pena, gracias a ley del dos por uno. 
 
Evidentemente el procedimiento en cuestión, tratándose de una extradición activa se ciñó a lo 
previsto en el capítulo único, artículos del 22 al 31 de la Ley de Extranjería, sin perjuicio de la 
aplicación de las disposiciones pertinentes que además tienen aplicación en el capítulo segundo. 
 
El expediente de extradición parte jurídicamente con un auto de prisión preventiva contenido en 
el auto cabeza de proceso dictado el 10 de septiembre de 1998 por el Juez Primero de lo Penal 
de Pichincha, en razón de existir graves indicios de responsabilidad penal por la presunta 
comisión del delito de peculado bancario, con soporte en excitativa fiscal formulada por el 
Ministro Fiscal del Estado, quien a su vez, se fundamentó en los exámenes de auditoría 
realizados en el Banco de Préstamos S.A. por parte de la Superintendencia de Bancos y 
Seguros. 
 
El propio Juez Primero de lo Penal de Pichincha, con fecha 10 se septiembre de 1998 emite 
atento oficio al Jefe de la Oficina de Investigación del Delito de Pichincha, OID, solicitándole 
se sirva disponer que los agentes procedan con la inmediata captura de Alejandro Peñafiel 
Salgado, destacando la orden de prisión preventiva respectiva, en razón de cumplirse los 
presupuestos procesales previstos en el artículo 177 del Código de Procedimiento Penal, dentro 
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del juicio penal que se le seguía por fraude por la liquidación forzosa del Banco de Préstamos 
S.A. 
 
Posteriormente, el 3 de agosto del 2000, el Juez Décimo Cuarto de lo Penal de Pichincha (Juez 
que prosiguió la causa iniciada en el juzgado Primero de lo Penal de Pichincha) emite 
providencia dando a conocer que el Jefe de la Oficina Central de Interpol a través de su similar 
en Beirut, ha procedido a la detención de José Alejandro Peñafiel Salgado, ordenando por tanto 
que se   eleven los antecedentes al Presidente de la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte 
Nacional de Justicia), conforme lo establece el artículo 12 del Reglamento a la Ley de 
Extranjería, esto es, denotando la existencia de la orden de prisión preventiva y la detención que 
con anterioridad fue señalada. 
 
Con fecha 4 de agosto del 2000, el Presidente de Corte Suprema de Justica del Ecuador (hoy 
Corte Nacional de Justicia) declara procedente pedir la extradición de José Alejandro Peñafiel 
Salgado y dispone su trámite por vía diplomática ante las autoridades   correspondientes de la 
República de Líbano amparándose en el principio de reciprocidad internacional, en razón de que 
no existe convenio bilateral entre Líbano y Ecuador. 
 
En esta misma providencia, disponiéndose se adjunte toda la documentación respectiva, solicita 
al Ministro de Relaciones Exteriores del Ecuador la práctica de todas las gestiones diplomáticas 
que considere necesarias para obtener la extradición de José Alejandro Peñafiel Salgado. 
 
El propio 4 de agosto de 2000, el Presidente de Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional 
de Justicia) solicita al Canciller de la República proceder a trámite. 
El Comandante General de la Policía se dirige al Presidente de Corte Suprema de Justicia (hoy 
Corte Nacional de Justicia), dándole a conocer que el Gobierno Libanés frente al pedido de 
extradición formulado, solicita varios documentos que, acorde a la legislación específica de ese 
Estado deben remitirse por vía diplomática en un periodo no mayor a 10 días, aspecto éste que 
es atendido por el Presidente de Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia) con 
providencia y oficio de la misma fecha anteriormente señalada. 
 
Cabe resaltar que dentro de la documentación determinante para el establecimiento de 
responsabilidades en contra de Peñafiel se encuentran varios informes e incluso resoluciones de 
la Superintendencia de Bancos y Seguros que, a través del Presidente de la Junta Bancaria 
disponen la liquidación forzosa del Banco de Préstamos, en razón del uso indebido de los 
fondos de los depositantes y que demuestran con sustento que sus administradores cometieron 
además flagrantes violaciones a la Ley de Control de Entidades del Sistema Financiero. 
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Con fecha 15 de agosto del 2000, el Presidente de Corte Suprema (hoy Corte Nacional de 
Justicia) de Justicia emite providencia mediante la cual, previo pedido del gobierno libanés, 
confirma que la documentación enviada por el Ecuador para sustentar su pedido de extradición 
cumple con los requisitos establecidos exigidos por la legislación interna y por los instrumentos 
internacionales, insistiendo en su pedido de extradición. Dentro del expediente de extradición 
“el abogado defensor” de Peñafiel, de manera impertinente y sin poder demostrar sus 
argumentos con fecha 16 de agosto del 2000, solicita que el presidente de la Corte Suprema de 
Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia) declare la nulidad del expediente alegando violación de 
derechos constitucionales, situación que le fue negada por improcedente y fuera de lugar, 
mediante providencia de 25 de los mismos mes y año. 
 
Dentro de las dilatorias que sufrió el expediente de Alejandro Peñafiel, consta la comunicación 
de la Cancillería de la República del Ecuador, dirigida el 12 de septiembre de 2000 al Presidente 
de la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia), dándole a conocer que el 
Cónsul Ad-Honoren del Ecuador en Beirut informó que el Ministro de Justicia Libanés dispuso 
la devolución del mismo a la fiscalía, por cuanto la abogada de Peñafiel en ese país declaraba 
que no existía sentencia condenatoria, situación que fue inmediatamente refutada por el 
Ministerio de Relaciones Exteriores del Ecuador, demostrando a Beirut que tanto de 
conformidad con la Ley ecuatoriana como con los diversos tratados internacionales, es 
suficiente el auto de prisión preventiva en firme o una resolución análoga. Más adelante, existió 
incluso otro auto cabeza de proceso, de fecha 19 de septiembre del 2000 dictado por el Juez 
Décimo Tercero de lo Penal del Guayas, ordenando así mismo el auto de prisión en contra de 
Peñafiel y otros, por el delito de peculado bancario. 
 
Si bien la extradición originariamente concedida provino del gobierno de Líbano y que éste 
envió a José Alejandro Peñafiel en un vuelo con escala en Francia, desde donde el extraditable 
se acogió al beneficio de ir a España debido a una Ley Comunitaria, no obstante, el gobierno 
español, mediante auto de 5 de febrero de 2001 acordó por órgano regular entregarlo a la 
República del Ecuador. Es así que el 8 de marzo de 2001, la INTERPOL Madrid efectúa y 
suscribe el Acta de Entrega de José Alejandro Peñafiel Salgado a los agentes de policía de su 
homóloga ecuatoriana, emitiéndose el correspondiente salvoconducto por parte del Cónsul 
General del Ecuador en Madrid. Para el siguiente día 9 de marzo del 2001 el extraditado ingresó 
al Centro de Rehabilitación de Varones Nº 1 de Quito, al Pabellón A), cumpliéndose de esta 
manera con la orden emanada en su oportunidad por la Corte Suprema de Justicia del Ecuador 




Finalmente, mediante providencia del 10 de marzo de 2001, el Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia), conocedor del ingreso de Peñafiel al Centro de 
Rehabilitación de Varones Nº 1 de Quito, al Pabellón A), ordena que sea puesto a disposición 
del juez de la causa, para la prosecución del juicio respectivo. 
 
Interpretando el expediente, se puede llegar a las siguientes conclusiones: 
 
 Que, tuvo lugar la extradición por vía diplomática (artículo 7), de la Ley de 
            Extradición; 
 Que, se cumplió con el requisito previsto en el artículo 27 de la Ley de Extradición, que 
determina que para la solicitud de extradición deberá existir sentencia condenatoria 
ejecutoriada o auto de prisión preventiva; 
 Que, el delito acusado merecía una pena privativa de libertad mayor a un año (artículo 2 
de la Ley); 
 Que, el Ministerio de Relaciones Exteriores examinó detenidamente el expediente, 
verificando que se han acompañado todos los documentos del caso para la extradición; 
 Que, el Presidente de la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia), 
considerando procedente la extradición de José Alejandro Peñafiel Salgado, solicitó al 
Ministerio de Relaciones Exteriores que formalice la misma, adjuntando para el efecto 
toda la documentación pertinente; y, 
 Que, se cumplió también lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley, toda vez que el 
Presidente de la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia) ordenó que 
el extraditado sea puesto a orden del juez de la causa, a fin de que el juicio siga su 
tramitación. 
 
Desde el punto de vista estrictamente real e imparcial, se evidencia que a nivel del expediente 
de extradición de Alejandro Peñafiel existen resoluciones que jurídicamente son las que dan 
como consecuencia la legitimación del mismo. 
 
Como primer punto, tenemos la actuación del órgano de control financiero y bancario del país 
que es la Superintendencia de Bancos y Seguros, la cual mediante exámenes y auditorías llegó a 
evidenciar la existencia de un manejo irregular del Banco de Préstamos S.A., al margen de la 
ley y con clara afectación al uso indebido de los dineros de los depositantes. 
 
Como segundo punto, tenemos la excitativa fiscal por parte del Ministro Fiscal de la Nación, 
quien luego de una absoluta investigación llegó a determinar la existencia de graves 
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presunciones de responsabilidad por parte de los administradores del referido banco, entre ellos 
de Alejandro Peñafiel, acerca de  la presunta comisión de los delitos de peculado bancario, 
fraude, falsificación de documentos y liquidación forzosa. 
 
Posteriormente, tenemos, como una pieza procesal fundamental, el auto cabeza de proceso 
dictado por el Juez Primero de lo Penal de Pichincha, quien   sustentándose en la antedicha 
excitativa fiscal dictó el correspondiente auto de prisión preventiva en firme, documento sine 
qua non para la solicitud de extradición de José Alejandro Peñafiel Salgado, de conformidad 
con la Ley. 
 
Más adelante, aparece la decisión del Presidente de Corte Suprema de Justica (hoy Corte 
Nacional de Justicia) contenida en providencia de 4 de agosto de 2000, en el sentido de pedir la   
extradición de Peñafiel por vía diplomática a la República de Líbano. Para efecto, solicitó al 
Ministro de Relaciones Exteriores del Ecuador la práctica de todas las gestiones diplomáticas 
que considere necesarias. 
 
En atención al pedido de extradición formulado por el Gobierno del Ecuador al 
Líbano, consta la concesión de la misma por parte del Gobierno de dicha 
República, mediante Nota Nº 92/2000.  
 
Recordando nuevamente que en el trayecto al Ecuador, el vuelo salido desde 
Líbano hizo escala en Paris-Francia y desde allí, acogiéndose a una Norma Comunitaria Social 
que le favorecía, Alejandro Peñafiel se refugió momentáneamente en Madrid-España, se efectuó 
una suerte de re tramitación de la extradición con este último país. 
 
Respecto ya a España, luego de los trámites correspondientes y de que este  país le negara a 
Alejandro Peñafiel una solicitud de asilo, el Gobierno Español emite al fin el Auto de 5 de 
febrero de 2001, mediante el cual resolvió conceder la extradición del referido ex banquero al 
Gobierno Ecuatoriano. 
 
Dada la referida concesión, se formalizó la entrega física del extraditable mediante acta de 
entrega-recepción de 8 de marzo de 2001, mediante la cual INTERPOL de Madrid entregó a 
Peñafiel a los agentes de policía de INTERPOL en Ecuador. 
 
Sin duda, reviste importancia, además, el salvoconducto para trasladar al extraditable al 




Para cerrar el círculo de importancia sucesiva aparece la providencia del 10 de marzo de 2001, 
dictada por el Presidente de la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia), 
quien conocedor del ingreso de Peñafiel al Centro de Rehabilitación de Varones Nº 1 de Quito, 
al Pabellón A, ordenó que sea puesto a disposición del juez de la causa para la continuación del 
proceso penal instaurado en su contra. 
 
Evidentemente, la extradición, por su naturaleza, cuya responsabilidad se distribuye de gobierno 
a gobierno, es más concreta y rápida aunque no menos engorrosa por las eventuales dificultades 
que podrían presentarse, pues, en el presente caso, hubo vicisitudes como aquella por la cual 
pasó de manos del gobierno Libanés al Español; igualmente, el pedido de asilo que formuló 
Alejandro Peñafiel, mismo que le fue negado. 
 
Se debe resaltar la exclusiva responsabilidad de la administración de justicia interna del Estado 
ecuatoriano, la cual, lamentablemente, en este caso, al igual que en otros, dejó mucho que 
desear, a tal punto de permitir que el extraditado se acoja a la ley del dos por uno por no existir 
sentencia condenatoria, la cual fue emitida extemporáneamente, cuando Peñafiel había ya 
obtenido su libertad. 
 
Pienso que aun la pena de 8 años de reclusión era poca para sancionar la audaz comisión de tan 
grave delito de peculado bancario, que, más allá de la disposición fraudulenta e indebida de los 
dineros de miles de depositantes, lo que ocasionó fue un grave perjuicio en sus limitadas 
economías, lo cual a su vez, dio como consecuencia una afectación en la salud física y mental 
de las personas que habiendo confiado en una entidad bancaria se vio en la miseria de un día 
para otro; recordemos que incluso hubo suicidios por efectos de lo acontecido. 
 
La realidad procesal en torno al caso Peñafiel se puede resumir en el hecho de que al fin y al 
cabo la extradición se tramitó en debida forma y las resoluciones que caracterizaron al 
expediente que la contiene son absolutamente legítimas y procedentes, en tanto que el proceso 
penal incoado en contra del ex banquero por la comisión de los graves delitos acusados, sin ser 
ilegítimo, arrojó un resultado deplorable en cuanto a administración de justicia se refiere, 
básicamente en cuanto al elemento oportunidad respecta. 
 
Por lo tanto, podemos concluir sin duda en que José Alejandro Peñafiel Salgado, no obstante 
haber sido extraditado, logró evadir el peso de la ley y la sanción de la justicia que debió 
haberse aplicado en toda su extensión, puesto que en la práctica purgó una pena de tan solo 3 




En definitiva, la lucha y logro obtenido con la extradición, extrañamente se vio prácticamente, 
burlado por efectos de una justicia lisiada, irresponsable y asfixiada dentro de un mecanismo 
sobre cargado de procesos, en donde la falta de oportunidad para la tramitación y sanción fue su 
denominador común durante muchos años en la historia de la Función Judicial ecuatoriana. 
 
Los efectos jurídicos en el caso de la extradición del ex banquero, infaliblemente ligados a los 
del proceso penal condenatorio (existieron 17 procesos adicionales de los cuales resultó ileso), 
si bien se enmarcaron en la ley, no satisficieron en absoluto los parámetros de una verdadera 
justicia. 
 
En la actualidad el caso Peñafiel, al igual que otros, a la postre, se ha beneficiado con la actitud 
olvidadiza propia de la idiosincrasia del pueblo ecuatoriano, en donde “todo es posible en el país 
de Manuelito” (obra literaria del ex canciller Alfonso Barrera Valverde). 
 
Con esto se pretende resaltar las graves falencias, que nos han conllevado muchas veces incluso 
a reelegir como dignatarios políticos a personas que han cometido graves faltas de orden ético y 
legal en quebranto de los intereses del pueblo y la nación, situación ésta que podría ser 
abundantemente ejemplificada con muchos casos suscitados a lo largo de nuestra historia 
republicana. 
 
Prueba de lo dicho es que hoy en día, según investigaciones informativas y declaraciones del 
propio José Alejandro Peñafiel Salgado, contenidas en la página web http: www.hoy.com.ec., 
entra y sale del país por las fronteras terrestres principalmente por Colombia Y Perú. 
 
Actualmente dice no ser dueño de la empresa petrolera Tripetrol y tampoco sus parientes; 
confirma que actualmente la mayoría accionaria la tiene la compañía Centauro, por lo que solo 
es un empleado y sólo recibe sueldo de la misma, al igual que sus familiares. 
 
La información añade que José Alejandro Peñafiel Salgado, es socio del elegante club de polo 
El Metejón, de Buenos Aires, que, incluso, es poseedor de 7 caballos y una hermosa casa con 
vistas a la cancha. 
 
El periódico el Clarín de Buenos Aires, en una reseña crónica narra que Peñafiel refiriéndose a 
la oferta inmobiliaria del club manifestó: “De El Metejónme atrajeron la seguridad, el acceso rápido, 
la urbanización en sí, hecha con buen gusto, y porque tiene buenas canchas”. La noticia agrega que 
allí se ofertan lotes desde 60 mil dólares y el valor de las casas promedia los 500 mil dólares. 
Otro aspecto controversial de José Alejandro Peñafiel Salgado fue el de su matrimonio con la 
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estadounidense Lisa Ann Minton, con quien se casó en el año 1981 en los EE.UU., Peñafiel 
presentó 5 demandas para conseguir el divorcio en Ecuador y finalmente lo consiguió en enero 
de 2004. Posteriormente su ex cónyuge le planteó un juicio civil en Houston–Texas cuya 
pretensión medular es la repartición de bienes. 
 
La ex cónyuge, asegura que Alejandro Peñafiel posee una inmensa fortuna en   bienes y 
empresas repartidas en varios lugares del mundo, además, considera que fue perjudicada en las 
capitulaciones matrimoniales porque según ella, su ex marido le obligó a firmar documentos en 
blanco. 
 
En medio de todo este enredo la ex mujer de Peñafiel, entregó información al FBI sobre 
presuntas relaciones de negocios del ex banquero con el petrolero Oscar Wyatt, quien resultó 
acusado de la realización de negocios ilegales con Iraq, cuando los EE.UU. habían dispuesto un 
embargo comercial en contra del mencionado país. 
 
Aunque Peñafiel se empeña en negar tales acusaciones, es evidente que en  efecto, goza de una 
inmensa fortuna que le permite vivir con un nivel muy por encima de varios empresarios 
exitosos y honrados a nivel mundial  
 
Hoy por hoy, se conoce que su vida trascurre entre España, Rusia y Argentina, ingresando y 
saliendo ocasionalmente al Ecuador, sin ningún tipo de problema. La sola narrativa de los 
hechos sobre la situación actual de Alejandro Peñafiel, permite demostrar con indignación como 
la justicia ecuatoriana resultó insuficiente para castigar a un hombre que hizo tanto perjuicio al 
país. En cuanto a la extradición, como al proceso condenatorio, vale resaltar que han quedado 
como registro en las frías estadísticas que sobre la materia cuenta la República del Ecuador. 
 
Desde mi punto de vista considero que, con esta y otras experiencias semejantes que ha vivido 
el Ecuador, es momento de rectificar errores a futuro para no volver a permitir que hechos de 
esta naturaleza queden semi impunes y lo que es peor que, audaces delincuentes de cuello 
blanco logren evadir la ley y el orden, haciendo gala de la desvergüenza y el cinismo a vista y 
paciencia de la sociedad Ecuatoriana y del mundo entero. 
 
Por ello, es irrefutable que se necesita expandir el radio de acción de la extradición y con 
concomitantemente fortalecer a la administración de justicia, hasta alcanzar un mecanismo 




Roberto y Wiliam Isaías Dassum: Filanbanco al igual que otras instituciones financieras eran 
los bancos más poderosos de nuestro país hasta inicios de 1998. 
 
A mediados de 1998 se produjo una crisis de liquidez, por lo que luego de varios análisis por 
parte del Banco Central, previo los informes del Directorio del Banco Central, de la 
Superintendencia de Bancos y del Banco Central, dentro de su respectiva competencia, 
autorizaron un programa de estabilización y entre el 14 de setiembre de 1998 y el 27 de octubre 
del mismo año, el Banco Central desembolso 972.000 millones de sucres, de conformidad con 
el Art. 24 de la ley de Régimen Monetario y Banco del Estado, y entre el 28 de octubre de 
octubre y 3 de diciembre del mismo año efectuó desembolsos por un monto de 1800.000 
millones de sucres, en consecuencia los créditos de liquidez concedidos a Filanbanco 
ascendieron a 2.772.000 millones de sucres aproximadamente a esa fecha. 
 
Luego en forma sorprendente Filanbanco incumplió las condiciones de crédito de liquidez, así: 
desembolso operaciones de crédito nuevas, incremento los saldos de cartera en sucres y dólares, 
incremento la cuenta de activos fijos, y realizo inversiones en Filanbanco Trust & Banking 
Corp, no proporcionando la documentación solicitada por el Intendente de Bancos y por la 
Comisión de Auditoria de la Superintendencia de Bancos, lo que inmediatamente se realizaron 
las investigaciones en contra de sus directivos siendo los señores Roberto Isaías Dassum y 
William Isaías Dassum en sus calidades de Presidente y Vicepresidente ejecutivos de 
Filanbanco respectivamente. 
 
El 15 de junio de 2000, la Ministra Fiscal emite la excitativa fiscal, en contra de Roberto, 
William Isaías Dassum y otros, luego de 18 meses de investigaciones la Corte Suprema de 
Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia), a través de su Presidente en su condición de juez de 
fuero, compete para conocer este caso de acuerdo con el Art. 13 de la Ley Orgánica de la 
Función Judicial y basado en la excitación Fiscal, con fecha 22 de junio de 2000, emite el auto 
de prisión preventiva, por hallarse reunidos los requisitos establecidos en el Art. 177 del C.P.P. 
(CODIGO DE 1983) en contra de Roberto y William Isaías Dassum por los siguientes delitos: 
peculado bancario, falsedad, abuso de confianza y estafa, determinados en los artículos 257, 
363, 560 y 563 del Código Penal, así como de varios delitos financieros que están contemplados 
en el Art. 131 de la Ley de Instituciones del Sistema Financiero.  
 
Con esta orden de prisión se envía varios oficios al Comandante General de la Policía Nacional, 
al Director Nacional de la Policía Judicial y al Director Nacional de Migración, para que 




Con fecha 17 de agosto de 2000 el superintendente de Bancos en ese entonces Dr., Juan Falconí 
Puig informa a la Presidencia de Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia) que 
la presencia de los señores Dassum, ha sido advertida por varios medios de comunicación en la 
ciudad de Miami, estado de la Florida de los Estados Unidos de América. 
 
El 22 de septiembre del año 2000 el Presidente de la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte 
Nacional de Justicia) de conformidad con el Art. 24 de la Ley de Extradición y de la 
Convención de Extradición de 28 de junio de 1872 y el Tratado complementario de Extradición 
de 22 de septiembre de 1939 celebrado ente Ecuador y Estados Unidos dictamina la procedencia 
de la extradición de los señores Dassum, para lo cual conforme el Art. 25 de la Ley de 
Extradición oficia al Ministro de Relaciones Exteriores par que practique las gestiones 
diplomáticas necesarias para la extradición, indicando que va entregar los documentos 
certificados y debidamente traducidos al idioma inglés, conforme el Art. 7 de la Ley de 
Extradición, siendo estos documentos 1) Excitación Fiscal, 2) Auto cabeza de proceso dictado 
por la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia) el 22 de junio de 2000, con 
sindicación y prisión preventiva de los señores Dassum, 3) órdenes de prisión de los sindicados, 
4) disposiciones legales vigentes a esa época; Arts.: 97,101,257,363,560,563 del Código Penal. 
Arts.: 127,128, 129,130 y 131 de la Ley del Sistema Financiero, Art. 7 del código de 
procedimiento Penal, Arts. 22,23,24,25,26,30 y 31 de la Ley de Extradición, 5) escrito del señor 
Superintendente de Bancos de17 de agosto de 2000, que solicita la extradición, 6) documentos 
de identificación expedido por la Dirección Nacional de Identificación y Cedulación, 7) 
certificación del nombramiento y posesión del secretario general de la Corte Suprema de 
Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia) Dr. Fernando Ortiz. También solicita la entrega a las 
autoridades de la Policía del Ecuador para que de conformidad con la ley sean puestos a órdenes 
de la Presidencia. 
 
El 15 de marzo de 2001, el Ministerio de Relaciones Exteriores mediante oficio al Presidente de 
la Corte Suprema (hoy Corte Nacional de Justicia) manifiesta que han realizado la revisión del 
juicio No. 57-2000 y otros con el objeto de recopilar el objeto de prueba para ser enviado a las 
autoridades pertinentes junto con otros documentos  anexos. 
 
El 8de agosto del 2001, el Ministerio de relaciones Exteriores envía a la Embajada del Ecuador 
en Washington la documentación sustentada del proceso de extradición v con fecha 16 de 
agosto del2001 presentan la solicitud de extradición. 
 
Con fecha 22 de marzo del 2002, el señor Tom Kelly, Consejero de Asuntos Económicos en 
Quito, presenta una serie de interrogantes para que sea contestado por la Corte Suprema de 
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Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia), y manifestó que podrían disponer su archivo en virtud 
de que los abogados de los señores Isaías, han manifestado a las autoridades norteamericanas 
que están pendientes ante la Función Judicial del Ecuador varios de sus reclamos. 
 
Con fecha 18 de octubre del 2002, la Embajada de tos Estados Unidos de América a través del 
señor Tom Kelly, informa que necesitan los siguientes documentos del gobierno del Ecuador 
para completar su carpeta así: l.- Una nota diplomática del Ministerio de Relaciones Exteriores 
que declara que los documentos adjuntos, se proporcionan como documentación 
complementaria para apoyar la solicitud de extradición. 2.- La nota debe transmitir los 
originales de la carta de Torres Guzmán, en español con traducción al inglés en todos los 
documentos. 3.- Este paquete debe ser certificado adecuadamente por el Ministerio de 
Relaciones Exteriores y luego remitida a la Embajada de los Estados Unidos en Quito, para su 
correspondiente transmisión en Washington.  
 
El 13 de noviembre del 2002, el Ministerio de Relaciones Exteriores envía un oficio al señor 
Presidente de la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia), quienes indican que 
luego de la revisión existen errores y algunas imprecisiones en la mencionada traducción por 
cuanto no se emplean de manera apropiada los términos jurídicos adecuados. Solicita, la 
rectificación de la traducción de las contestaciones del Dr. Torres Guzmán de fecha 4 de jumo 
del 2002.  
 
El 23 de julio del 2003, el Ministerio de Relaciones Exteriores envía un oficio al Presidente de 
la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia), indicando que los Estados Unidos 
solicitan al Gobierno del Ecuador documentos para ser incluidos en los paquetes de extradición 
de los señores ROBERTO Y WILLIAM ISAIAS DASSUM, Nicolás Landes, y Leónidas 
Ortega, siendo para todos los siguientes: 1.-Explicación de los hechos y antecedentes procesales 
del caso, incluyendo su estado actual. 2.- Texto de las leyes aplicables: a) Disposiciones que 
tipifican el delito y las sanciones potenciales, b) Prescripción. 3.- Información de identificación, 
incluyendo descripción física, fecha de nacimiento, ciudadanía, fotografías y huellas digitales. 
4- Copia del documento formal de acusación aplicable (Autocabeza o su equivalente) 5.- Copia 
de la Orden de prisión preventiva o su equivalente. 6.- Evidencia de culpabilidad (Se deben 
proporcionar los documentos fuentes primarios sobre los que se basan las conclusiones 
contenidas en los informes o documentos acusatorios. 
 




Para ROBERTO ISAIAS DASSUM: a) Toda la correspondencia /documentos firmados por R. 
Isaías que demuestren su implicación y su conocimiento acerca de transacciones indebidas, 
incluyendo aquellos documentos que evidencien contactos entre R. Isaías y funcionarios del 
Banco Central del Ecuador y de la AGD u otros reguladores o examinadores del banco nacional, 
b) Copia del acuerdo entre e1 Banco Central del Ecuador y Filanbanco relacionado con la 
inyección de fondos del Banco Central a Filanbanco. c) Nombres de las personas entrevistadas 
en el curso de la investigación y copias de cualquier declaración o deposición efectuada por 
dichas personas o resúmenes y/o informes de dichas entrevistas o declaraciones, d) Cualquier 
respuesta por escrito efectuado por R. Isaías o sus abogados con respecto de las acusaciones, e) 
Copia del informe de los auditores/expertos independientes contratados por la Corte Suprema, 
(hoy Corte Nacional de Justicia) f) Copias de las resoluciones del Banco Central del ecuador con 
respecto de Filanbanco. g) Cualquier otro elemento citado por la Corte al final del autocabeza. 
 
Para WILLIAM ISAIAS DASSUM: a) Toda la correspondencia /documentos firmados por W. 
Isaías que demuestren su implicación y su conocimiento acerca de transacciones indebidas, 
incluyendo aquellos documentos que evidencien contactos entre W. Isaías y funcionarios del 
Banco Central del Ecuador y de la AGD u otros reguladores o examinadores del Banco 
Nacional, b) Copia del acuerdo entre el Banco Central del Ecuador y Filanbanco relacionado 
con la inyección de fondos del Banco Central a Filanbanco. c) Nombres de las personas 
entrevistadas en el curso de la investigación y copias de cualquier declaración o deposición 
efectuada por dichas personas o resúmenes y/o informes de dichas entrevistas o declaraciones, 
d) Cualquier respuesta por escrito efectuado por W. Isaías o sus abogados con respecto de las 
acusaciones, e) Copia del informe de los auditores/expertos independientes contratados por la 
Corte Suprema, (hoy Corte Nacional de Justicia) f) Copias de las resoluciones del Banco Central 
del ecuador con respecto de Filanbanco. g) Cualquier otro elemento citado por la Corte al final 
del autocabeza. 
 
Con fecha 7 de enero del 2004 se posesiona el nuevo Presidente de la Corte Suprema de Justicia 
(hoy Corte Nacional de Justicia)Dr. Hugo Quintana y el 16 de Enero del 2004, mediante nota 
reservada, el Embajador de Ecuador manifiesta al Ministerio de Relaciones Exteriores que 
varios funcionarios de la Embajada se han reunido con el señor HALEY D COLLUMS 
Abogado de la Asesoría del Departamento de estado quien indica “sería recomendable que el 
Gobierno del Ecuador realice una revisión completa y presente nuevas  solicitudes de extradición,  ha 
existido deficiencia de los méritos de los casos de extradición así como errores y omisiones significativas 




Ante esta declaración solicitan que lo antedicho se transmita mediante comunicación escrita a la 
Embajada dado que se trata de un elemento nuevo. La Embajada tomó contacto con el 
departamento de justicia quienes establecieron que el departamento de estado no ha cursado en 
forma oficial al Departamento de Justicia el expediente de los hermanos Isaías por cuanto no se 
ha podido establecerlo en términos jurídicos lo que se denomina "'causa probable” Fatalmente 
con fecha 3 de septiembre, después de 6 meses del requerimiento, le indica el Abogado Haley D  
Colums, que deben presentar los documentos solicitados al Gobierno del Ecuador para ser 
incluidos en los paquetes de extradición, Documento que fue remitido por el Ministerio de 
Relaciones Exteriores a la Corte Suprema de Justicia(hoy Corte Nacional de Justicia) con fecha 
23 de julio del 2003. Consta del proceso analizado que el Presidente de la Corte Suprema de 
Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia) recopiló todos los documentos en base a los requisitos 
del Art.7 contemplados en nuestra ley de extradición, y los envió para solicitar la extradición los 
cuales se demoraron casi 1 año (16 de agosto del 2001) en solicitar la extradición, considero que 
era necesario que en este tiempo tenía la Embajada del Ecuador la obligación  de conversar 
directamente y sin rodeos, con el Abogado del Departamento de Estado y el Departamento de 
Justicia de los Estados Unidos, para que indique todos los requisitos que ellos necesitan, para 
que proceda la extradición. 
 
Como podemos ver esta situación no sucedió, pues, es verdaderamente asombroso que tenía que 
pasar otro año” (18 de octubre del 2002), para que la Embajada de los Estados Unidos 
manifiesten que necesitan unos pocos documentos para completar la carpeta y vemos que se 
trata de 3 requisitos, que posteriormente fueron entregados. Es decir, con estos requisitos estaba 
ya todo cumplido y se supone que estaba admitida la extradición. Situación que no fue así ya 
que manifestaban reiteradamente que estaba en estudio. Se tuvo que esperar otro año (23 de 
julio del 2003), para que nuevamente nos den una serie de requisitos para que proceda la 
extradición, lo que considero inaudito, pues, han sido prácticamente desperdiciados 2 años de 
trabajo y esfuerzos, pues, debió decir el Abogado del Departamento de Estado, Haley 
D.Collums, en un primer momento, es decir el 18 de octubre del 2002. Todos los requisitos y no 
solo los 3 que había indicado el señor Agregado Económico Tom Kelly. Ahora bien, no 
podemos comprender, si la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia) en el mes 
de Julio del 2003, ya sabía que tenía que cumplir con estos requisitos, razón por la cual ya 
empezó a oficiar a los señores de la Superintendencia de Compañías, Superintendente de 
Bancos, Gerente del Banco Central, para que le entreguen la información de los bancos 
Filanbanco, Continental, por qué razón, seguía insistiendo en conocer que requisitos necesitaba, 
como si no sabía, cuando del proceso consta, que conocía perfectamente. Realmente vemos que 
perdió un año para que el Abogado Haley D. Colums, le confirmara (3 de septiembre del 2004), 
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que solo requiere de los documentos recibidos por la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte 
Nacional de Justicia) el 23 de julio del 2003. No se puede entender porque hasta la fecha no han 
completado la documentación, existiendo por tanto retardo, dejadez, lentitud, de quienes están al 
frente, olvidándose que todo un pueblo clama por una justicia verdadera. 
 
Por tanto, los países deben tomar en cuenta que la extradición a través de los tratados 
internacionales facilita la administración de justicia, por lo que no deberían poner tantos 
obstáculos como el presente caso analizado, al contrario deben tener presente el principio de 
reciprocidad para poder juzgar y hacer efectiva la condena de delitos que no deben quedar en la 
impunidad. Los estados que desean la devolución de fugitivos deben lograrlo mediante tratados, 
la mayoría de los cuales son bilaterales. Es interesante observar que diversas convenciones 
multilaterales sobre delitos internacionales requieren que los países procesen o extraditen a los 
delincuentes buscados, de conformidad con la máxima aut dedere aut judicare, y si bien estas 
convenciones brindan un fundamento para el cumplimiento de esta obligación, la regularidad 
con la se impone esta condición cuando se trata de delitos comunes, convierte esta obligación en 
parte del derecho consuetudinario internacional. No hay que olvidar que la extradición va a 
posibilitar la sana convivencia de todos los seres humanos, ayudada por los convenios y tratados 
internacionales y la garantía que deben dar las grandes potencias como los Estados Unidos de 
América para que los acusados, no escapen de la justicia de sus países.  
 
En definitiva, con la extradición se busca una mejor aplicación de la justicia, facilitando su 
administración para no dejar delito impune, ya que se trata de una Institución jurídica, que 
garantiza la represión a la delincuencia, para que los países puedan juzgar a individuos que 
hayan cometido serias infracciones punibles en sus territorios, sin apartarse del Derecho 
Internacional, de la Constitución, del Derecho Penal y del Procesal Penal. La Extradición 
constituye un eficaz y eficiente medio de realización de justicia, por la que se le debe defender e 
impulsar en los constructivos y transparentes caminos del derecho, ya que actualmente los 
países, especialmente, los Estados Unidos de América, donde se encuentran la mayoría de 
imputados, no colabora suficientemente, para hacer efectiva la extradición, quizás existen 
intereses económicos, de por medio, por lo que la sociedad civil, debemos estar atentos y 
presionar a nuestras autoridades, para que se respete el principio de reciprocidad y hacer 










4. CATEGORZACION DEL DELITO Y LA APLICACIÓN DEL 
PROCESO EN BASE A SU CALIFICACION 
 
4.1. DELITOS Y SU CATEGORIA  
 
El hombre en su propio mundo, tiene voluntad libre que le permite desarrollar sus facultades 
naturales, obstaculizado con la única limitante, a esa libertad, por su propia naturaleza; pero, en 
sociedad, esta libertad está inevitablemente limitada por el respeto a la libertad de los demás o a 
la sociedad; de aquí procede la necesidad de normas o leyes que garanticen a cada miembro de 
la sociedad, equitativamente, el ejercicio de su actividad y desarrollo personal. 
 
La presencia de este principio concluye en el Derecho propiamente dicho. Por tanto, el derecho 
como un conjunto de normas reguladoras para todos los miembros de la sociedad, que han sido 
establecidas por el Estado de acuerdo a procedimientos  establecidos de manera sucesoria, 
permiten la convivencia de todos los miembros de la sociedad entre sí, de las instituciones del 
Estado y la interrelación de éstas y la sociedad. Desde luego, la manifestación del derecho, en su 
aspecto más profundo, es por medio o a través de la ley. Ella y a los intereses de la sociedad, 
para una correcta y legal convivencia entre los miembros de la sociedad y su relación con las 
instituciones del Estado, que la misma ley denomina delito. 
 
La causa de la infracción o de la no observación de las disposiciones de la  ley, el DELITO, en 
perjuicio de la sociedad y de la obligatoriedad de la misma ley por los hombres, obedece a 
muchos y muy diversos factores,  sin embargo, por lo pronto,  se adelanta que esos factores 
tienen origen en la propia naturaleza del hombre y la convivencia  estrecha a la que, hoy en día, 
se ve sometido. Pues, el hombre siempre pretenderá tener  un mayor número de satisfactores 
que otros, incluso más de los que necesita, por el sólo hecho de acumular riquezas y el poder, 
que en la sociedad actual, representan una posición admirada y envidiada por algunos de sus 
miembros, aun cuando no  las puede conseguir de manera honesta y  legal.       
 
En este sentido, es que el delito es una consecuencia de la relación social, que infringe  normas 
legales, en el afán de llegar a obtener la aprobación- social, desde el punto de vista económico, y 
la dirigencia de la misma, como patrón de admiración.     
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  En este orden de ideas, es que se desarrolla el tema “DELITO", desde el punto de vista del 
Derecho Penal internacional, analizándose la  definición de éste y la ubicación del delito dentro 
de él.  
 
(Jiménez de Asua, pág. 251), define al delito como: “ es un acto típicamente antijurídico, imputable 
al culpable, sometido a veces a condiciones objetivas de penalidad y que se haya conminado con una 
pena o en ciertos casos con determinada medida de seguridad en reemplazo de ella”  
 
(Cuello Calón, pág. 280), define al delito como: “El delito es una acción humana antijurídica, 
típica, culpable y sancionada por la Ley”.  
 
En cambio (Rodríguez Deversa, 1973, pág. 27), define al delito como: “que es una acción 
típicamente antijurídica y culpable a la que está señalada una pena”. 
 
Así podríamos citar muchas definiciones de excelentísimos tratadistas, que prosiguen la misma 
línea de estudio, aunque todas y cada una de las definiciones que verificamos nos lleva al 
mismo caso de que la causa para el proceso de extradición es el acto antijurídico y punible, 
impune, y no otra. 
 
El Código Penal ecuatoriano  clasifica al delito por títulos, los cuales no estudiaremos en su 
totalidad, sino solamente el que nos implica el tema central de este estudio como es la 
extradición, como son los delitos comunes, delitos políticos, delitos militares, delitos 
internacionales, etc. 
 
4.2.  DELITOS COMUNES  
 
Conducta irracional de un individuo que afecta a su entorno, que se comete deliberadamente en 
contra de las normas establecidas por el marco jurídico de un Estado. Los delitos implican un 
daño o ponen en peligro la vida, la integridad corporal o las posesiones de los individuos o de la 
sociedad. 
 
Los delitos con carácter de comunes son aquéllos que afecta, en un nivel local, directamente a 
las personas; es decir, aquellos en los cuales el efecto del delito recae sólo en la persona que es 
agredida por la conducta del delincuente; como por ejemplo, las amenazas, los daños en 
propiedad ajena, los delito sexuales, fraudes y abusos de confianza, homicidio, lesiones, robo en 
cualquiera de sus modalidades: a casa habitación, a negocio, a transeúnte, de vehículos, etc. 
Estos ilícitos son perseguidos por las entidades Públicas del fuero común, investigados por las 
90 
 
procuradurías de justicia y juzgados por el Poder Judicial de cada una de las entidades 
provinciales.  Por otra parte, los delitos con carácter de estatales son aquellos que afectan, entre 
otras, la salud, la economía y en general la seguridad del país o los intereses del Estado; como 
puede ser su estructura, organización, funcionamiento y patrimonio. Entre estos delitos se 
encuentran los ataques a las vías generales de comunicación, el contrabando, defraudación 
fiscal, delitos ecológicos, narcotráfico y otros delitos contra la salud, portación ilegal de armas 
de fuego, robo de bienes de la nación, lavado de dinero, tráfico de personas, delitos electorales, 
daños o robos al patrimonio arqueológico, artístico e histórico; etc. Acciones que son 
perseguidas por el Estado, y sus instituciones de justicia.  
 
Con una proyección más técnica se define el delito como acción u omisión típica, antijurídica, 
culpable y penada por la ley. La acción es un hecho previsto en la ley penal y dependiente de la 
voluntad humana. La acción u omisión delictiva debe depender de la voluntad de una persona, 
por lo que se excluyen de las tipificaciones delictivas supuestos tales como los movimientos 
reflejos, los estados de inconsciencia como el sueño, la narcosis, el sonambulismo, la 
embriaguez letárgica o los estados hipnóticos, o cuando hay una violencia irresistible que 
impulsa al actor a ejecutar actos donde la voluntad se halla sometida, anulada o dirigida. 
 
El legislador se debe valer del pensamiento y del lenguaje para definir el tipo. De entre los 
elementos del tipo se pueden distinguir: los descriptivos, integrados por los de carácter objetivo 
(procedentes de la realidad perceptible, como por ejemplo matar) y los subjetivos (integrantes 
del mundo psíquico, como tener la finalidad de algo o actuar contra la voluntad de alguien); los 
elementos normativos que exigen valoraciones, como los calificativos: ajeno, inmoral, 
peligroso... y los elementos negativos del tipo que lo excluyen por implicar la ausencia de los 
fundamentos de la antijuridicidad. Las causas de exclusión de la antijuridicidad son la legítima 
defensa, el estado de necesidad justificante, el cumplimiento de un deber o el ejercicio legítimo 
de un derecho, el oficio o el cargo, y la obediencia debida. 
 
La culpabilidad es otro elemento del delito, de tal forma que se puede afirmar que no hay pena 
sin culpa. Existe culpabilidad cuando existía la opción de haber actuado de forma diferente a 
como se hizo. Cabe recalcar que los delitos comunes dan lugar a la extradición, siempre que 






4.3. DELITOS POLITICOS Y MILITARES 
 
Manzini refiere en este tema lo siguiente: “A efectos de la Ley penal es delito político todo delito que 
ofende un interés político del Estado o bien un delito político del ciudadano. Es además considerado 
delito político, el delito común determinado en todo o en parte por motivos políticos”. Se refiere a que 
un delito puede ser calificado como político según el punto de vista del cometimiento y por la 
razones sean esta objetivas y subjetivas. Por razones objetivas refiere Manzini, “todos los 
delitos contra la personalidad del Estado  cualquiera que sea el motivo que los ha determinado, porque 
en todos estos delitos existe una ofensa a un interés político del Estado”. Por razones subjetivas son 
los delitos comunes determinados en todo o en parte por motivos políticos y este es el problema 
para la extradición activa, así como refiere Manzini, “Basta el concurso de un motivo que en sí 
mismo es común”, por esto generalmente se niega la extradición activa que propone nuestro país.  
 
Los elementos del delito político no tiene, en esencia, una carga de “malicia o dolo”, más bien 
su carácter delictivo tiene su referente, en el hecho de haberse realizado de tal o cual forma y 
dentro de un determinado régimen político. Cada estado ha propuesto su propia concepción de 
delito político, de acuerdo a los intereses propios y no fundamentados en principios de ninguna 
especie, más bien refiere su conducta, a la realidad política del momento y a intereses 
inmediatos. 
 
La Administración de Justicia debe estar alerta, frente a las falsedades usadas por algunos 
delincuentes de cuello blanco, que tratan de confundir la esencia humanitaria del delito político 
con la función pública que desempeña el sujeto activo del delito común. Es frecuente escuchar 
el argumento de que, es delito político, toda infracción cometida por altos funcionarios de un 
país. La esencia del delito político no hace relación a quién lo ejecuta, sino a las características 
que dirigen la conducta del infractor. 
 
Con frecuencia, los gobiernos están apremiados, por determinar si una persona es o no un 
delincuente político, a fin de concederle el derecho de asilo que demanda; es en estas 
circunstancias que se necesita acudir a las reflexiones de los pensadores del derecho que son las 
que nos conducirán, por el adecuado camino de la tipificación del delito político. 
 
Desde la concepción del Estado, existen delitos políticos, es relativo y depende de la voluntad 
del gobernante, de quien ejerce la titularidad en un Estado. El Estado por el solo hecho de serlo, 
tiene la absoluta necesidad de garantizar su existencia y seguridad frente a conductas que 
tienden a destruirlo o desconocer su soberanía, interna e internacional. Por esa razón el Estado 
92 
 
dicta normas que lo protegen del delito cometido contra todos estos principios o sea los delitos 
políticos. 
 
Los delitos políticos se clasifican en: 
 
Los delitos políticos puros: propiamente dichos son aquellos que atentan contra la forma de 
organización política del Estado, los que atentan contra el Orden Jurídico o constitucional, el 
cual está excluido de la extradición. Por ejemplo la rebelión. 
 
Delitos políticos relativos: son los que se cometen con una finalidad exactamente política, pero 
que atentan un bien jurídico no político, un ejemplo de este delito es el hurto de armas para una 
rebelión. Estos delitos se sub clasifican en: delitos complejos y conexos: 
 
 Los delitos complejos, son los delitos comunes realizados por móviles políticos y 
sociales. 
 Los delitos conexos, son delitos comunes que basan su modus operandi en un medio 
para la realización de un fin político. 
Ejemplos: 
Delitos complejos (asesinato de un Jefe de Estado). 
Delitos conexos (asesinato, robo o secuestro de un guardia presidencial para llegar al 
Jefe de Estado con intención de derrocarlo). 
 
Llegando a la distinción entre delitos políticos puros y relativos, “el Instituto de Derecho 
Internacional, que ya había reglamentado la extradición conforme al patrón más laxo y liberal, en su 
sesión de Oxford de 1880, añadió algunas excepciones a esta materia en su sesión de Ginebra de 1892, 
en este sentido acordó:  
 
 La extradición no debe de ser concedida en los casos de crímenes o delitos puramente políticos; 
 Tampoco se concederá para las infracciones mixtas o conexas a los crímenes o delitos 
denominados políticos relativos, a no ser que se trate de los más graves desde el punto de vista 
de la moral y el Derecho Común, tales como el asesinato, homicidio, envenenamiento, 
mutilaciones, y lesiones graves premeditadas, sus tentativas y los atentados contra la propiedad 
mediante incendio, explosión, inundación, o robos a mano armada, y con violencia; 
 En lo que refiere a los aspectos perpetrados durante una subversión o guerra civil, por una u 
otra de las partes en pugna por el interés de su respectivas causas, no podrán dar lugar a 
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extradición más que en el caso de constituir actos de barbarie y vandalismo prohibidos por las 
leyes de guerra, y solamente cuando las hostilidades hubieren terminado” (Quintano, pág. 612) 
 
El delito político, “A partir de 1815 Inglaterra rechaza la extradición de culpables de atentados 
políticos, hoy casi todos los países acuerdan en este punto. Los más arduos defensores son Klutt, Calvo, 
Lewin, Philimore, pues se ha dicho que juzgar como legitimo e ilegitimo al gobierno que pide la 
extradición es imposible, además se aduce la falta de peligrosidad a los delincuentes políticos; de tal 
modo que esta clase de delitos no son susceptibles de extradición desde el primer tercio del siglo XIX, 
por la costumbre, por los tratados internacionales y por la doctrina, y eso tiene su razón de ser ya que 
tienen relevancia social y política especial y son de diverso carácter del delito común, todo lo cual nos 
lleva a establecer que los efectos del delito político en el campo del derecho penal internacional se 
aprecia como dice Carlos Reyes, en su exclusión a la extradición, esto es no son extraditables los delitos 
políticos, lo cual suscita el privilegio del asilo político” (García Falconí, pág. 63) 
 
A esta política de la no procedencia de extradición por delitos políticos, se unieron Francia, a 
partir de la revolución de 1789, y Bélgica. 
 
“La consideración de la delincuencia política como forma de delincuencia privilegiada 
encontró su edad de oro en el periodo iniciado por la Revolución Francesa de 1789. En 
dicho espacio de tiempo el delincuente político, considerado como un personaje abnegad, 
altruista, heroico incluso, concito todo tipo de comprensión, simpatía y protección. Para el 
pensamiento liberal el delincuente político no era un verdadero criminal sino un ser 
totalmente inocuo desde el punto de vista de la peligrosidad social, y su conducta (el delito 
político) fue valorada como un comportamiento perfectamente licito y honroso en virtud de 
los ideales a los que servía” (Jiménez de Asua, El asesinato de Matteotti y el Delito 
Político, pág. 242 y 245) 
 
Situaciones y etapas claves en el tratamiento de favor dispensado por el pensamiento y la 
política liberales a la delincuencia política fueron la propuesta en vigor de la cláusula de no 
extradición de delincuentes políticos (ley belga 1833), que encontró una amplia acogida por 
otros países, y la abolición de la pena de muerte para los delitos políticos (Francia 1848). Con 
esta cláusula se cambió la función de la institución jurídica como tal, nacida para perseguí, 
reprimir y erradicar, mediante la cooperación internacional los crímenes de carácter político. 
Según afirma Jiménez de Asua, “el punto culminante de la benignidad y del rigor técnico en el 
tratamiento del delito político se encuentra en el proyecto de Código Penal italiano de Enrico ferri de 
1921, más explícitamente  en su artículo 13-, en este texto define los delitos políticos sancionándolos con 
penas más leves que la empleadas en el castigo de los delitos comunes como los cometidos 
exclusivamente por motivos políticos o de interés colectivo. (Jiménez de Asua, El asesinato de Matteotti y 
el Delito Político, pág. 243 y 245) 
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Es considerable que la vigencia y extensión de la expresión de no extradición por delitos de 
carácter político dependió en todo momento del índole social. El debilitamiento menos 
prolongado del movimientos liberal trajo como consecuencia la abolición de la cláusula de no 
extradición por delitos políticos y el consiguiente agravamiento de las penas para tal tipo de 
infracciones. Eso fue lo que sucedió con el advenimiento de los regímenes autoritarios y 
totalitarios. 
 
Hace referencia al Estado totalitario (Radbruch, pág. 88 y 89), quien afirma que “El Estado 
totalitario no solo agravo las penas en la represión de los delitos políticos sino también amplio 
artificialmente los tipos de conductas delictivas de carácter político. Llego incluso a la perversión de 
utilizar una doble moral y un doble derecho: la excusa y la cobertura legal para los crímenes cometidos 
por los servidores del Estado; las penas más duras para las actuaciones del disidente político, convertido 
ahora en el enemigo del pueblo y del Estado”  
 
En resumen los autores al referir sobre el delito político, no discuten, ya que es parte de una 
concepción objetiva y subjetiva, aunque de todos modos en la conferencia de Copenhague de 
1935 se discutía ya el tema. El art. 355 del Código Sánchez de Bustamante prohíbe la existencia 
de extradición por esta clase de delitos políticos y comunes conexos con los delitos políticos, 
debiendo hacer la calificación el Estado requerido, también esto señala la convención 
Interamericana de 1933 en el art. 23. 
 
Es menester señalar que al inicio se consideró el motivo del hecho, luego cuando tiene por 
objeto alterar la instituciones del Estado; esto es el delito político se presenta como un atentado 
contra un Estado en su carácter de entidad político jurídico, pero anotado que aquí no existe 
ofensa jurídica de ninguna naturaleza ya que ellos se dirigen con pronunciamientos en contra del 
orden jurídico existente en ese momento.  
 
Teorías Jurídicas sobre el delito político  
 
Dentro de este plano deberemos analizar en primero lugar, su definición. Este problema obedece 
fundamentalmente a una doble causa: de un lado la dificultad de definir, y concretar; que sea lo 
político; de otro lado a la posición política también, tanto del legislador que lo tipifica como, en 
determinados casos el tratadista Que lo estudia, esto hace que, de hecho exista una clara 
conexión entre ideología y régimen político (liberal o autoritario),   por una parte y el delito 
político por otra. En virtud de ello el delito político, en su caracterización más primaria y simple 
ha consistido siempre en una actividad contraria a la ideología y al régimen jurídico-político 
vigente. No obstante esta dificultad inicial para una caracterización del delito político la doctrina 
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ha desplegado un notable esfuerzo en el estudio y fijación conceptual del mismo. La 
complejidad de la materia ha hecho que dichos trabajos cristalicen en una pluridad de teorías 
que, básicamente, pueden articularse en 3 grupos: teoría, objetivas, subjetivas y mixtas. 
 
Teoría objetiva: las teorías objetivas aducen que los delitos políticos lo que Ihering denomino 
delitos contra el Estado (el estado es aquí el bien jurídicamente protegido). (Ihering, pág. 341), 
afirma que: “todo acto que pueda constituir una amenaza contra las condiciones de vida del Estado; el 
carácter del delito político dice atacar las condiciones de vida del Estado”  
 
Estas teorías objetivas continuadas, por Lombroso y Laschi, en Italia y por Binding y Von Liszt 
en Alemania, se adentraron en una genérica formulación doctrinal en la tesis que considera 
delitos políticos, aquellos que atentan contra la organización política o Constitucional del 
Estado y sus funciones; así como contra los derechos que de ella se derivan para el ciudadano. 
 
En este punto diré que las razones objetivas, constituyen todos los delitos contra la personalidad 
del Estado cualquiera que sea el motivo que lo ha determinado, porque en todos estos delitos 
existe una ofensa a un interés político del Estado. 
 
Teoría subjetiva: se entiende por estas teorías, los delitos políticos, aquellos que, con 
independencia del bien jurídico contra el que atenten (vida e integridad de las personas, 
propiedad, seguridad en general...), son cometidos exclusivamente por un motivo o finalidad 
políticos. 
 
Esta línea de pensamiento fue la seguida por la escuela positiva italiana, con Carmignani, ferri y 
Paoli. Por razones criminológicas referidas a la plural tipología de delincuentes, Lombroso y 
Laschi abandonaron en este punto la dirección marcada por la escuela positiva italiana. En 
Alemania fueron defensores de las teorías subjetivas  Holtzendorf y Radbruch. Este último 
elaboro la teoría del “delito por convicción” que recogió en su proyecto de Código Penal de 
1922, y más tarde, en el proyecto oficial de mil novecientos veinte y cinco. Por su parte ferri, 
como ya hemos visto, trato también de imponer el criterio  subjetivo en su proyecto de Código 
Penal de 1921, cuyo art. 13 tipificaba como delitos políticos, “los cometidos exclusivamente por 
motivos políticos  o de interés colectivo”. (Radbruch, Delito por convicción, bearbeitet von A. Mulle, 
págs. 126-133) 
 
En España la teoría subjetiva fue seguida inicialmente por Jiménez de Asua refiere “de cuantos 
puntos de vista se ha ensayado para definir el delito político, me certero el criterio subjetivo del 
móvil, que tiene rancio abolengo en los escritos franceses. La infracción política no se 
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caracteriza por su objetividad, sino por el motivo que anima al transgresor de la norma y así un 
regicidio perpetrado por venganzas personales es un delito común y un homicidio o un incendio 
cometidos con el designio de cambiar un régimen o anular una dictadura, es un delito político”. 
 
Después de que elpretectos, pudiese servir de cobertura a los crímenes de Estado para su 
consideración como delitos políticos en este caso concreto los asesinos de Matteotti y de 
Amendola por fascistas italianos, Jiménez de Asua, en su pretensión de fijar de modo claro la 
idea de delito político, se vio en la necesidad de integrar la teoría subjetiva del móvil político 
con la idea de delincuencia evolutiva. Desde este planteamiento menciono: “No debe bastar, para 
definir las características de un delito político, el móvil de naturaleza política o social que preside los 
actos del infractor de la norma; es preciso que sus finalidades sean las de construir regímenes políticos o 
sociales de catadura avanzada orientados al provenir”. (Jiménez de Asua, El asesinato de Matteotti y el 
Delito Político, pág. 242) 
 
Teoría mixta: frente a los preceptos de las teorías objetivas y subjetivas ha encontrado gran 
aceptación en la doctrina jurídico-penal la denominada teoría mixta que combina los criterios 
objetivo y subjetivo.  
 
(Quintano) afirma que:  
 
“la delincuencia política en efecto, no es perfectamente definible, sobre un patrón 
objetivo referente al bien jurídico lesionado, siendo precisa la concurrencia de otro 
elemento subjetivo, el del móvil, según la doctrina más comúnmente admitida, por 
resultar las extrañas de objetivismo o subjetivismo escuetos, demasiado unilaterales y 
arriesgadas. Sin profundizar en tan compleja materia del delito político, mucho más 
todavía en el mundo de hoy, es de recomendar en términos generales esa técnica doble, 
que es la adoptada en la Conferencia Internacional para la Unificación del Derecho 
Penal de Copenhague en 1935”.  
 
La tesis de teoría mixta fue iniciada por Manzani y encontró su más brillante defensor en 
Massari.  
 
Las teorías mixtas encontraron su consagración legal en el Código Penal italiano de 1930 
(Código Rocco), en el cual se fusionaron la perspectiva objetiva del código Zanardelli y la 





Hay que tener en cuenta que no es el Estado requirente, sino el requerido el que califique o no 
como político el delito cuya naturaleza se discute. El artículo 355 del código Sánchez de 
Bustamante prohíbe la existencia de extradición por esta clase de delitos políticos y comunes 
conexos con delitos políticos, debiendo hacer la calificación el Estado requerido, también estos 
señala la convención Interamericana de 1933 en el art. 23. 
 
Vale la pena señalar que al comienzo se consideró el ortivo del hecho, luego cuando tiene por 
objeto alterar las Instituciones del Estado; esto es el delito político se presenta como un atentado 
contra un Estado en su carácter de entidad político jurídico, pero anotando que aquí no existe 
ofensa jurídica de ninguna naturaleza ya que ellos se dirigen con pronunciamientos en contra del 
orden jurídico existente en ese momento. 
 
Diferencias entre delitos políticos y comunes: (Pérez, 1975): refiere en este tema: “el delito 
común tiene como precedente forzoso la sociedad; el delito político tiene como factor previo la nación. 
Su grandeza procede, pues, del carácter nacional de sus móviles”. Se diferencial en que el delito 
común ofende intencionalmente a la tutela jurídica de la sociedad con móvil dañino; en cambio, 
el delito político, a pesar de ir en contra de manera indirecta de la tutela jurídica de la sociedad, 
trata de modificarla por medios violentos e ilegales. Se dice que el delito común puede existir en 
cualquier sociedad; en cambio, el delito político presupone la sociedad nacional para su 
realización, pues trata de alterar su estructura política. 
 
Otro tratadista como Gabriel Napodamo sostiene la siguiente idea: el delito político difiere del 
común: “le falta inmoralidad y es diverso y variable en el tiempo y en el espacio, en estos caso no 
debería ser punible”. La justificación de su punibilidad es un problema diverso, en el régimen 
penitenciario y la intensidad de la pena es muy diferente en el síntoma aplacable a los 
delincuentes políticos y comunes. 
 
Chauveau y Helie dicen que los delitos políticos entran en la categoría de los crímenes públicos, 
y a continuación los separan de los comunes, en base a los siguientes criterios: “la naturaleza de 
las infracciones”, atacan diversos tipos penales; “la inmoralidad”, en los delitos políticos es 
mitigada; en los comunes manifiesta. El “carácter incierto en ocasiones del delito político”, 
frente al carácter definido y precioso de la infracción común. “el interés público”, traslucido 
siempre en el delito político, frente al interés particular   y egoísta del crimen común. Y por fin, 






En efecto: la historia demuestra que esta clase de delitos políticos no está formada por hombres 
perversos sino por hombres de buena fe. No sería equitativo tratarlos como vulgares y negarles 
la triste quietud del exilio de su patria. Algunos autores han querido identificar a los criminales 
políticos, con los comunes. Constancio Bernaldo de Quiroz, afirma que “los criminales 
políticos son como los criminales ordinarios, anormales”, esto indica una falta de sentido 
científico y común.  Por otro lado, toda la ciencia penal moderna está de acuerdo en diversificar 
ambas especies de criminales, con el fin de obtener un tratamiento penal diferenciado. Con esta 
idea en la exposición de motivos del Código Penal Italiano, de 1906, se los diferencia con estos 
conceptos: “los motivos que imponen esta diferencia, todos los conocen: se trata de delitos que 
no deshonran y de delincuentes que no necesitan reforma desde el punto de vista moral”. Efecto 
de esta idea arraigada, son la leyes de amnistía que en todas las legislaciones se ha dictado. 
 
Se ha indicado la plena oposición que existe entre ambas especies de infracciones. Son dos 
mundos opuestos y contradictorios en donde nacen y actúan estas dos clases de sujetos 
delictivos. El abismo que los separa es infranqueable por lo cual hasta las legislaciones de 
fundamento autoritario los ha diversificado, aunque sea con el fin anticientífico e injusto, de 
penar más severamente los crímenes políticos que tanto pavor inspira a los regímenes tiránicos 
y despóticos. 
 
Por tanto concluiremos además definiendo el delito político desde su punto de vista analítico, el 
cual consideramos que es un hecho fallido de sublevación o un delito formal o de tentativa 
dirigido contra la autoridad constituido. Ataca la seguridad interior y la organización y 
funcionamiento de las Instituciones del Estado en  se perpetra, las cuales se quiere modificar y 
alterar de acuerdo a un plan político normativo nuevo. Acto de criminalidad relativa e hipotética 
en el tiempo y el espacio; realizado por causas políticas, motivos altruistas y patrióticos e 
intencionalidad teleológica política. Su peligrosidad y antijuricidad son atenuadas y mutables. 
En su represión no se despliega no una defensa social, sino tan solo una defensa de casta o de 
clase. Su penalidad traduce la autodefensa del gobierno, no siempre justa, porque el Estado que 
la impone es a la vez: sujeto pasivo del delito, parte en el proceso y juez inapelable en el fallo.  
 
Como hemos estudiado el delito político dentro del Ecuador carece de un proceso, ni está 
tipificado en alguna norma, y es de carácter urgente establecer parámetros para la verificación y 
tipificación de esta norma, ya que al no estar regulado, recae en una mera forma de dirigir la 
política que muchas veces puede definirse como deliberada, abusiva y beligerante, que propone 




Manzini refiere en este tema lo siguiente: “son los impulsos psíquicos tendientes a favorecer, a 
realizar o a combatir ideas o empresas de partido, en el considerado interés del estado o de la sociedad 
en general”.  
 
Es de carácter supremo dentro del tema que estudiamos, deducir, que quien califica si el delito 
tiene o no el carácter de político es el Estado requerido. La mayoría de legislaciones, tratados y 
convenios apoyan al principio de que no exista extradición sobre delitos políticos, aunque 
algunas legislaciones excluyen los delitos conexos a los políticos de extradición. 
  
Y para concluir el tema sobre el delito político diremos, que, los esquemas judiciales, no son 
perfectos, y por lógica carecen de reguladores, donde podemos verificar que recae la norma y no 
aplica castigo a muchas causas que realmente no deben quedar impunes, como en nuestro país, 
se ha verificado con el paso de los tiempos, en las políticas y gobiernos pasados, se ha cometido 
violación sobre la organización jurídico político del Estado, y en muchas ocasiones no se ha 
hecho nada, sino solamente nos hemos limitado a ver pasar los actos ilícitos, la norma 
Ecuatoriana tiene la necesidad de regular este campo ya que ya hay muchos antecedentes de 
personas sean o no políticas que han quebrantado la norma, sujetados a su plan y justificados en 
la política como elemento principal para cometer delitos y gozar de inmunidad que lo único que 
conlleva es impunidad.   
 
Justificando este tipo de delito que tiende a quebrantar, por actos y hechos ilícitos, el orden 
jurídico, político y social establecido, atentando en contra de la seguridad interna del Estado; 
contra los poderes y autoridades del mismo o contra la Constitución o principios del régimen 
imperante. Pues el desarrollo del sistema jurídico penal, sustantivo y procesal ha tenido como 
base hasta el año 2008 la concepción liberal del Estado, en todos los códigos que han regulado 
la justicia penal en el Ecuador, de ahí en delante de conformidad con el artículo 1 de la 
Constitución de la República, se define como “Estado constitucional de derechos y justicia” al 
que en doctrina se le conoce como estado neo constitucional, que no es otra que el 
“garantismo” constitucional que se rige por el sistema “acusatorio “ de “derecho penal 
mínimo” lo que implica que cualquier ciudadano que adecue su conducta al tipo penal de 
“atentar a la seguridad del Estado”  por motivos de índole política, esto es de no convenir con 
los intereses de los grupos de poder, en especial en la ideología política, esto genera que en 
muchos casos haya persecución a líderes políticos que representan a una organización o 
simplemente a nivel personal, realizan acciones que generan el malestar a las autoridades del 
sistema central de un estado, en el que al instaurarse como delito se persigue con el proceso 
penal denominado acusatorio en nuestro País, ante el cual en muchos casos se han visto 
obligados a abandonar el País para solicitar “asilo político” a otros países por medio de sus 
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embajadas en especial cuando hay consternación o conspiración de ámbito político con el fin de 
arrebatar el poder por parte de grupos sublevados o conspiradores; delitos que se han convertido 
en abuso, en especial por los gobernantes, por eso hoy esas conductas son juzgadas a nivel 
internacional, por la Corte Penal Internacional. 
 
En este tema, de los delitos políticos debemos estudiar de manera rápida el asilo que es el 




EL ASILO  
 
El asilo tiene una trayectoria histórica marcada. Surgió con el carácter de religioso, que 
amparaba a los delincuentes. Al principio correspondía  a favorecer a los delincuentes comunes 
y no a los políticos, porque que se consideraban los más graves, ante los cuales no reconocía 
obstáculo la ira del gobierno agredido. Con la Reforma se produjo una alteración: 
desapareciendo el asilo para los delincuentes comunes y en su lugar, subsistió el asilo para los 
políticos que son perseguidos por sus ideas. En la antigüedad, la Edad Media y más adelante, los 
templos y las iglesias eran los lugares de asilo, pero en la época moderna, solamente se 
considera como asilo el territorio del Estado que no es el natal. 
 
El Derecho Internacional de los Derechos Humanos consagra el derecho de asilo y refugio del 
cual puede disfrutar toda persona fuera de su país en caso de persecución. 
 
Es menester entender al asilo como un instrumento de carácter político, por lo tanto se otorga a 
las personas que alegan persecución por razones políticas solamente. En cambio, el refugio es 
de orden humanitario y por lo tanto se le reconoce a las personas que tengan un temor o 
aflicción fundamentada en una persecución por motivos no sólo políticos sino también por raza, 
religión, o condición social. 
 
El asilo es una autoridad exclusiva del Estado, prevaleciendo el carácter unilateral del Estado 
receptor, como enunciado del ejercicio de su Soberanía, la decisión de concederlo o no. 
 
Los Estados del mundo tienen el derecho, en ejercicio de su Soberanía, de aceptar dentro de su 
jurisdicción territorial a las personas que juzgue conveniente; sin que por ello ningún otro 
Estado pueda hacer reclamo alguno. Ciertos Estados califican de terroristas y delincuentes a sus 
opositores sin medir sus juicios sobre ellos; por lo tanto, la valoración de la delincuencia 
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política corresponde al Estado que presta el asilo. En consecuencia, la extradición de un asilado 
es improcedente mientras no sea calificado como criminal por el Estado receptor. 
 
Si se lo atribuye en el territorio de un Estado, se llama asilo territorial; y si se lo otorga en las 
sedes diplomáticas o en los campamentos o las naves y aeronaves militares, se llama asilo 
diplomático. 
 
CARACTERÍSTICAS DEL ASILO 
 
Se reclama de los países que se reciba en algún lugar a las personas que huyen de la situación 
perseguidora. El principio de no devolución, incluido en el artículo 33 de la Convención sobre 
el Estatuto de los Refugiados de 1951, que niega situar al refugiado, ya sea por expulsión o 
devolución, en las fronteras de territorios donde su vida o libertad corre peligro por causas de 
raza, religión, nacionalidad, etc. 
 
Involucra que cada uno de los demandantes tenga acceso a procedimientos justos y efectivos 
para la evaluación de las solicitudes. Mientras se tramita una solicitud de asilo y se toma una 




EXTRADICION Y ASILO 
 
“Como garantía del asilo tenemos como contra la extradición que el país de origen puede requerir, o sea 
que son diferentes; asilo que se refiere a perseguidos políticos mientras que la extradición se refiere a 
delincuentes comunes, por eso es fundamental establecer esta distinción.” 
 
TRATADOS SOBRE ASILO EN EL ECUADOR 
 
Los principales son: 
  
 Habana 1928 
 Asilo Político Montevideo 1933 
 Asilo Diplomático Caracas 1954. 
 Asilo Territorial Caracas. 1954 





DELITOS MILITARES  
 
Cabanellas refiere que se concederá la extradición en los siguientes casos:  
 
“Por delitos de carácter político, naturaleza que apreciará libremente el gobierno; por 
infracciones de naturaleza militar; por delitos de prensa; por infracción de las leyes 
fiscales y monetarias que no constituyan delito común; por delito sólo perseguible a 
instancia de parte excepto la violación, el estupro y el rapto; por infracciones en que se 
haya extinguido, por cualquier causa, la responsabilidad criminal; cuando por cualquier 
motivo no pueda lograrse la detención de la persona cuya extradición se solicita; cuando 
la persona reclamada haya sido condenada, absuelta o sobreseído por los mismos hechos 
en territorio nacional; por infracciones calificadas como faltas o contravenciones 
administrativas por la legislación nacional”. 
 
El afirmar que ciertos hechos constituyen estrictamente un delito militar en los instrumentos 
legales, sigue siendo la materia pendiente en los países latinoamericanos, ésta omisión ha 
permito que a la hora de juzgar exista confusión, sancionándose actos tipificados en los Códigos 
Penales Comunes, como actos militares.  
 
Un hecho militar considerado como culposo debe necesariamente obligar el bien jurídico 
elegido, que nace de la función destinada a cumplir los miembros de las fuerzas armadas, como 
es velar por la seguridad externa de los países. En la opinión de (Mera, pág. 202) “la esencia del 
Derecho Penal Militar está referida a la guerra y por lo tanto es cuestionable que los delitos cometidos 
en tiempos de paz afecten esencialmente a la eficacia del bien jurídico protegido, más cuando son de 
naturaleza disciplinaria y de obediencia, las que podrían ser abordadas por los reglamentos respectivos, 
así como por la propia justicia penal civil”  
 
(Rodríguez Barillas, pág. 40), indica:  
 
“En un estado democrático de derecho, no se puede aceptar que la simple infracción a un 
deber o la disciplina, conforman bienes jurídicos, sin hacer referencia necesaria a la 
misión de proveer seguridad que tienen asignadas las fuerzas armadas” además considera 
que: “Si la única función legítima del Ejército en un Estado democrático es la de 
resguardar la soberanía nacional de un estado frente a amenazas o agresiones externas, el 
único bien jurídico estrictamente militar que merece tutela jurídico penal es la defensa de 
la comunidad o seguridad externa del Estado”.  
 
Únicamente con jurisdicción para conocer y resolver sobre los delitos militares existen los 
tribunales especiales al estar protegidos por el fuero militar, dejando que los delitos comunes 
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cometidos por militares sean sancionados por la justicia ordinaria como se encuentra enunciado 
en algunas de las Constituciones nacionales, dicha disposición entra en contradicción con los 
instrumentos  penales militares, que en algunos casos sancionan delitos comunes como el robo, 
el hurto, el asesinato y demás, por el hecho de ser cometidos por militares.  
 
La Definición de Delito Militar en la normativa penal militar de la región tiene como 
característica la formalidad, esto es de un acto que la ley tipifica y sanciona con una pena 
determinada, lo que no tiene posibilidad de penetrar en el fondo mismo del hecho delictivo y de 
revelar su naturaleza. La tipificación y sanción a los delitos militares en su mayoría están 
comprendidas en los Códigos Penales Militares y las faltas consideradas como disciplinarias se 
halla en los reglamentos internos de las fuerzas, en otros casos se encuentran dentro de los 
Códigos Militares que agrupan toda la legislación penal militar. 
 
La Ley de extradición en su artículo 5 numeral 3 establece la casuística: por la cual no se 
concederá la extradición, de la siguiente manera: Y hace referencia “Cuando se trate de delios 
militares, tipificados por la ley Penal Militar ecuatoriana”. 
 
Concluyo comentando, que la extradición no surte los efectos jurídicos de su aplicación en 





Este tema lo definiré como, un “delito que quebranta bienes jurídicos que son innatos al género 
humano, en los cuales están interesados todos los Estados del Mundo, porque afectan a la humanidad 
misma, conmueve sus cimientos”. Sobre los delitos internacionales la jurisdicción es universal, es 
decir, los presuntos responsables de la comisión de uno de dichos delitos pueden ser juzgados 
independientemente de su nacionalidad y del lugar donde se cometió el delito por cualquiera de 
los estados que hacen parte de la comunidad internacional. 
 
Por ejemplo la ONU, promulgo la Resolución N3074 (XXVIII), conocida como principios de 
Cooperación Internacional en la identificación, detención, extradición y castigo de los culpables 
de crímenes contra la humanidad.  
 
La extradición es parte fundamental del derecho penal internacional cuyo fin es perseguir y 
extraditar y erradicar el delito impune, que desgarra el esquema judicial y natural de la sociedad, 
definir los crímenes internacionales ( principalmente, genocidio, crimen de guerra, crímenes 
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contra la humanidad y crimen de agresión ) conlleva un minucioso estudio, y es regulado por el 
derecho internacional penal, cuyo funcionamiento consta en los tribunales competentes para 
conocer de los casos en los que los individuos incurran en responsabilidad penal internacional, 
imponiendo las sanciones que correspondan. El surgimiento de esta rama supone una importante 
evolución respecto del Derecho internacional clásico, que era esencialmente interestatal y no 
consideraba a la persona como sujeto de Derecho internacional. La responsabilidad individual 
es independiente de la responsabilidad internacional del estado. 
 
El principal órgano del Derecho Penal Internacional es la Corte Penal Internacional, el primer 
tribunal de justicia penal internacional permanente, creado en 1998 a través del Estatuto de 
Roma. La Corte tiene sede en La Haya, que posteriormente estaremos estudiando. 
 
La nueva Corte Penal Internacional, cuyo estatuto fue aprobado por los plenipotenciarios de 120 
naciones, el pasado 17 de julio en Roma, y la reciente polémica sobre el caso Pinochet, quien es 
solicitado por la justicia de algunos países, para ser juzgado por crímenes contra la humanidad 
que no han sido todavía juzgados por la justicia de su propio país, pone sobre el tapete el tema 
de los llamados delitos internacionales. 
 
Un delito internacional es aquel definido como tal por el Derecho Internacional Público. Sobre 
los delitos internacionales, la jurisdicción es universal, es decir, los presuntos responsables de la 
comisión de uno de dichos delitos pueden ser juzgados -independientemente de su nacionalidad 
y del lugar donde se cometió el delito- por cualquiera de los Estados que hacen parte de la 
comunidad internacional. Por ejemplo, de acuerdo con el Derecho Internacional del Mar, son 
típicos delitos internacionales la piratería y la destrucción de cables submarinos. 
 
No deben confundirse con éstos los llamados delitos transnacionales, que son aquellos que se 
cometen en el territorio de dos o más Estados. Y están definidos en el Derecho Penal interno de 
cada uno de los Estados y no por el Derecho Internacional. La competencia para su juzgamiento 
viene de la nacionalidad de los presuntos delincuentes y del lugar donde se cometió el delito 
tipificado. Como ejemplo, el más notorio de los delitos transnacionales es el narcotráfico. 
 
Los delitos internacionales constan ya categorizados gracias al (Estatuto de Roma, de la Corte 
Penal Internacional, aprobada el 17 de julio de mil 1998) y son  
 
 EL GENOCIDIO. “Es la acción perpetrada con la intención de destruir (total o 
parcialmente) a un grupo nacional, étnico, racial o religioso. Comprende las matanzas; 
las lesiones graves a la integridad física o mental de los miembros de un grupo; el 
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sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia que hayan de acarrear 
su destrucción física, total o parcial; las medidas destinadas a impedir nacimientos en 
el seno del grupo y el traslado por la fuerza de niños del grupo a otro grupo” Art. 6 
  
 CRIMENES DE LESA HUMANIDAD. “Son los actos cometidos como parte de 
un ataque generalizado o sistemático contra una población civil. Por ejemplo, el 
asesinato, el exterminio, la esclavitud, la tortura, la violación, la prostitución o el 
embarazo forzado, el secuestro y la desaparición forzada de personas, el apartheid y 
otros “actos inhumanos de carácter similar que causen intencionalmente grandes 
sufrimientos o atenten gravemente contra la integridad física o la salud mental o física” 
Art. 7 
 
 CRIMENES DE GUERRA. Son las violaciones graves al Derecho Internacional 
Humanitario. En conflictos internacionales, están tipificados en los cuatro Convenios de 
Ginebra de 1949. Y en conflictos internos, son crímenes de guerra las violaciones 
graves al artículo 3, común a los cuatro Convenios de Ginebra y a las leyes y usos 
internacionales aplicables en estos conflictos no internacionales. Por ejemplo, el 
homicidio, las mutilaciones, los tratos crueles, la tortura y la toma de rehenes de 
personas que no participen directamente en las hostilidades, incluidos los miembros de 
las fuerzas armadas que se hayan rendido o hayan quedado fuera de combate por 
enfermedad, herida o detención. Son también violaciones graves al DIH cualquier 
forma de ataque intencional contra la población civil (como un todo) o contra las 
personas civiles (individualmente consideradas); el reclutamiento de menores de quince 
años o su utilización para participar activamente en las hostilidades; el desplazamiento 
forzado de poblaciones por razones relacionadas con el conflicto, a menos que así lo 
exija la seguridad de los civiles o razones militares imperiosas. 
 
 CRIMENES DE AGRESION. En el estatuto de la Corte son los crímenes contra la 
paz. No están definidos en el estatuto, pero lo serán en el futuro. Son los actos de 
dirección, apoyo, colaboración y encubrimiento de una guerra de agresión. Las 
excepciones al principio de prohibición del uso de la fuerza en las relaciones 
internacionales son : a) la legítima defensa; b) las medidas de seguridad colectivas 
ordenadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, de acuerdo con el 
capítulo VII de la Carta; y c) la empleada, si no hubiere otra opción, por los 
movimientos de liberación nacional. Pero éstos no son tales sino cuando representan a 




Algunos tratadistas también han categorizado estos delitos y han sido tomadas en consideración 
uno de estos por la Comunidad Penal Internacional, como es del caso, el tratadista Yoram 
Dinstein, de la Universidad de Tel – Aviv:  
 
 “Piratería: la piratería ha sido reconocida largamente como un delito contra el derecho 
de Gentes, el pirata es el enemigo de la humanidad, a quien todos los estados buscan 
aprehender y juzgar, articulo 14 a 19 de la Convención de Ginebra, sobre Alta mar de 
1962. 
 Crímenes de Guerra: los crímenes de guerra fueron definidos en el Estatuto del 
Tribunal Militar de Nuremberg en el artículo 6, desde la segunda guerra mundial debido 
a la existencia de este Tribunal, no existe duda de que todo estado beligerante tiene el 
derecho y deber de Juzgar a los que comenten crímenes de guerra. Pero el concepto en 
sí y la existencia del estatuto, han iniciado la tendencia en doctrina que mayoritaria, que 
los crímenes de guerra, pueden ser juzgados inclusive por Estados neutrales, es decir, 
por todos los Estados. 
 Crímenes contra la paz: también definidos en el estatuto del tribunal Militar de 
Nuremberg, en el artículo 6, constituyen no solo crímenes internacionales, sino 
crímenes contra la comunidad internacional, la idea de crímenes contra la paz ha ido 
perdiendo individualidad en los últimos tiempos porque se asimila a la de crímenes de 
guerra, esta asimilación debe sus características semejantes, por eso también son de 
jurisdicción universal. 
 Genocidio: el genocidio está definido en la convención para la prevención y la sanción 
del Delito de Genocidio de 1948 en el artículo II. Esta Convención en el artículo 6, 
concede una victoria al principio de jurisdicción territorial sobre el universal, al 
estipular: “las personas acusadas de genocidio o de uno cualquiera de los actos enumerados en 
el artículo III, serán juzgados por un tribunal competente del Estado en cuyo territorio el acto 
fue cometido o ante la Corte Penal Internacional que sea competente respecto a aquellas de las 
parte contratantes que hayan reconocido su jurisdicción”. Sin embargo pese a que la 
convención no determino jurisdicción universal, hay quienes opinan que el genocidio es 
un delito de Derecho Internacional Consuetudinario sobre el cual todos los Estados 
tienen jurisdicción, pues muchas veces el derecho internacional no se atiene a las 
convenciones, sino a las prácticas de los estados. Esta opinión fue ratificada en la 
jurisprudencia obtenida en el caso Eichman. En este delito está reconocida la 
Jurisdicción Universal en legislaciones internas, como ejemplo coto el Código Penal 
español de 1995 en el artículo 607. 
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 Esclavitud y tráfico de esclavos: las Convenciones vigentes sobre la esclavitud 
pretenden prevenir el delito y sancionarlo de la manera más fuerte, por esto este delito 
fue reconocido como naturalmente universal y tiene la misma naturaleza que la 
piratería, por lo tanto, donde quiera que se encuentre el criminal debe ser aprehendido y 
juzgado.  
 Tráfico de personas con el fin de prostituirlas: de igual manera las Convenciones al 
respecto imponen la obligación de los estados de perseguir y castigar este delito, sin 
importar nacionalidades. 
 Sustancias estupefacientes: la producción, extradición, distribución, tráfico y a veces 
hasta el consumo de sustancias estupefacientes son delitos internacionales sobre los 
cuales existen las mismas obligaciones de persecución y sanción. 
 Secuestro de naves aéreas: se trata de un delito grave en el ámbito internacional, sin 
embargo la jurisdicción universal sobre este delito no está establecida con claridad en 
los Convenios respectivos. Hay legislaciones nacionales que si la reconocen, por 
ejemplo la española en la Ley 29/1964 de 24 de diciembre sobre el derecho penal y 
procesal de la navegación aérea.  (Brownlie, 1990),” opina que este delito y los delitos 
relacionados con estupefacientes son probablemente de jurisdicción universal porque 
doctrinalmente son considerados de Derecho Consuetudinario”  
 Terrorismo: la jurisdicción Universal ha sido reconocida sobre este delito en las 
Convenciones antiterrorismo. 
 Crímenes contra la humanidad: los crímenes contra la humanidad definidos en el 
artículo 6 del estatuto del Tribunal de Nuremberg, son delitos internacionales, que 
fueron muy vinculados en los juicios de la Segunda Guerra Mundial a los crímenes de 
guerra. Sin embargo, son más amplios que estos, sobre ellos también se ha reconocido 
jurisdicción universal” (Dinstein, 1975) 
 
Como comentario a este tema diré que hoy por hoy hay conductas que se adecuan a tipos 
penales, establecidos en el denominado Estatuto de Roma, esto por el principio de la 
responsabilidad penal individual que fue reconocido en el ámbito internacional, por primera vez 
en los juicios de Nuremberg y Tokio tras la Segunda Guerra Mundial y como consecuencia de 
esas experiencias adquiridas, en esos juicios y los graves crímenes cometidos durante la guerra, 
se inició un trabajo para establecer un tribunal penal internacional, en este contexto los 
representantes de diversos estados se reunieron en Roma el 15 de junio de 1998 para la 
Conferencia Internacional de Plenipotenciarios, en la que se aprobó los crímenes que se podrá 
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juzgar a nivel internacional como delitos internacionales por la Corte Penal Internacional, 
siendo los mismos los ya descritos, la competencia  se la tiene en base de criterios en razón de la 
materia, del territorio, de las personas y del tiempo; por ende estos delitos internacionales con 
competencia para  la Corte Penal Internacional como un Tribunal que juzga estos delitos no es 
ni automática ni universal, sino que se encuentra supeditada a determinados criterios  que deben 
ser observados para que esta institución jurisdiccional pueda conocer alguno de los delitos o 
crímenes mencionados en especial en el artículo 5 del Estatuto de Roma; los delitos 
internacionales descritos tienen criterios de admisibilidad, procedimiento y juzgamiento, de 
acuerdo al principio de legalidad procesal penal internacional. 
 
NATURALEZA DE ESTOS DELITOS 
 
Estos crímenes son violaciones gravísimas a normas del Derecho Internacional imperativo (ius 
cogens en latín); no son, por lo mismo, prescriptibles, y no admiten amnistía ni indulto; y 
pueden ser juzgados por cualquier Estado, sin importar de qué nacionalidad son o dónde se 
cometieron. “Los crímenes de guerra y los crímenes de lesa humanidad, dondequiera y cualquiera que 
sea la fecha en que se hayan cometido, serán objeto de una investigación y las personas contra las que 
existan pruebas de su culpabilidad en la comisión de tales crímenes serán buscadas, detenidas, 
enjuiciadas y, en caso de ser declaradas culpables, castigadas “(art. 27 del estatuto de la Corte, en 
conformidad con la resolución 3074 del XXIV período de sesiones de la ONU y el Protocolo I de 1977 
adicional a los cuatros Convenios de Ginebra). 
 
 
EL ESTATUTO DE ROMA 
 
El Estatuto de Roma es el instrumento constitutivo de la Corte Penal Internacional. Fue 
adoptado en la ciudad de Roma, Italia, el 17 de julio de 1998, durante la "Conferencia 
Diplomática de plenipotenciarios de las Naciones Unidas sobre el establecimiento de una Corte Penal 
Internacional". 
 
Durante la Conferencia, los Estados Unidos, Israel y China hicieron causa común en contra de 
éste. Pese a esto tanto Israel como los Estados Unidos firmaron pero no ratificaron el Tratado. 
De hecho, la firma por la parte estadounidense la realizó el ex presidente Bill Clinton sólo un 
día antes de dejar el poder a George W. Bush. 
 
Pese a la experiencia internacional en suscripción de tratados multilaterales, el mismo estatuto 
fijó un alto quórum para su entrada en vigencia (60 países). Sin embargo, el proceso fue 
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sumamente rápido, partiendo por Senegal hasta que diez países en conjunto depositaron ante la 
Secretaría General de las Naciones Unidas el instrumento de ratificación el 11 de abril de 2002. 
El Estatuto entró en vigor el 1 de julio del 2002. 
 
El Perú es Estado Parte del Estatuto desde el 10 de noviembre de 2001. 
 
El 28 de octubre de 2005 México fue el centésimo país en ratificar el Estatuto. 
 
Este estatuto se dio en roma donde se dieron cita los representante plenipotenciarios de los 
distintos gobiernos, y se apresaron (luego de semanas de arduo debate a aprobar el tratado con 
el cual se creó la Corte Penal Internacional, que es el ente regulador de los delitos 
internacionales en primera instancia la votación conto en esa oportunidad con 120 votos a favor 
y 7 en contra y 21 abstenciones. Esta corte de carácter permanente podrá llevar ante sus estrados 
a quienes cometan crímenes contra la comunidad internacional, incluyendo, genocidio, crímenes 
de guerra, crímenes de lesa humanidad y el crimen de agresión. 
 
El Estatuto de Roma se conforma por 128 artículos, inicialmente contiene un preámbulo y 
partes donde constan el establecimiento de la Corte, la competencia que ejercerá, el derecho 
aplicable, los principios de derecho aplicable, la composición de la Corte, las etapas del juicio 
desde la investigación hasta la sentencia, las penas aplicables la cooperación internacional para 
su funcionamiento. 
 
Como en todos los tratados suscritos por sus miembros, este Estatuto requería el depósito ante la 
Secretaria General de las Naciones Unidas, del Instrumento de ratificación que cada país debe 
realizar. La Corte entraría en vigencia cuando 60 Estados ratificaran el estatuto, habiendo 
alcanzado esta cantidad el 11 de abril del 2002, disponiéndose que el Estatuto entrara en vigor el 
1 de julio del 2002.  
 
Este Estatuto se canaliza dentro de tres principios. “Primero: el principio de complementación y 
subsidianidad; Segundo se ocupa de los crímenes que se consideran más serios y que afectan a 
la comunidad internacional entera; tercero el marco que rodea al estatuto es el derecho 
internacional consuetudinario. 
 
La Corte Penal Internacional se ocupa de los crímenes más graves para la comunidad 
internacional. El Estatuto comienza a tener 2 funciones bien marcadas, por un lado recoge los 
principios y los tipos penales internacionales que se hallan antes dispersos en varios pactos o 
tratados internacionales. También regulando las funciones de la Corte, entre otras. 
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La Corte Penal Internacional es el primer organismo jurisdiccional internacional con 
competencia penal, cabe recalcar este tema ya que también existe años atrás ya la Corte 
Internacional de Justicia de la Haya, aunque con finalidades distintas a la Corte Penal 
Internacional, ya que es un órgano regulador, destinado a resolver conflictos y diferencias entre 
estados, ante la presentación voluntaria de esto, y como tal solo puede sancionar a los Estados, 
por lo contrario la Corte Penal Internacional puede juzgar individuos. La Corte resarcirá a las 
víctimas y sobrevivientes de crímenes graves, con el tiempo, demostrara tener un efecto 
disuasivo contra la comisión de estos crímenes. Extenderá la aplicación de la Ley a nivel 
internacional, urgiendo a los sistemas judiciales nacionales a que investiguen y proceden dichos 
crímenes fortaleciendo así dichos sistemas y garantizando a la misma vez que una Corte 
Internacional esté lista para actuar cuando ellos fallen. 
 
El objetivo de esta Corte, es la protección de todos los individuos de la especie humana, 
concretamente respecto a los grandes crímenes que se hayan cometido contra los hombres, 
mujeres o niños en años anteriores a su aprobación, los cuales han conmovido al conciencia de 
la comunidad Internacional con lo que se pretende poner fin a la impunidad, evitar las amenazas 
y la perpetración de nuevos crímenes, y al mismo tiempo unir a todos los pueblos bajo estrechos 
lazos de solidaridad. 
 
Así refiere el tratadista (Borrego, 2006): 
 
 “la Corte Penal Internacional asume el ideal de amparo los derechos humanos como 
idea universalmente reconocida y de integrarse al sistema de acciones unidas “, también 
señala “por lo que ello opera como norma fundamental, la que inspira el sentido del 
Estatuto y la realización de las actividades tanto de los estados, como de la propia CPI, 
para facilitar los cometidos del Estatuto y por ende las actividades jurisdiccionales en 
procura de potenciar la prevención general en la realización de actos contrarios a la paz, 
el bienestar de la humanidad, es decir, evitar su proliferación e impedir la impunidad de 
los autores de los delitos que constituyen el núcleo material del Estatuto de la Corte 
Penal Internacional” 
 
El Ecuador en posición frente a este Estatuto, ha sido siempre del lado apoyador, desde el inicio, 
por el cual ha sido uno de los países firmantes y suscriptores, que por medio del Ministerio de 
Relaciones exteriores, en representación del presidente de la República, el 7 de octubre de 1998 
y lo ratifico el 5 de febrero del 2002, siendo el país el cuadragésimo octavo en ratificarlo, con lo 
cual según el derecho de tratados, el Ecuador es parte originaria de este tratado y su función 
como organismo regulador, posteriormente también hemos firmado el Acuerdo de privilegio e 
inmunidad el 26 de septiembre del 2002, aunque este todavía no se encuentra ratificado. 
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La Corte y su normativa son pilares fundamentales del derecho,  la justicia y la protección de la 
humanidad. El Ecuador ha estado en contra de del intento de algunos de los países miembros de 
la aplicación del artículo 98 del Estatuto encaminada a evitar el enjuiciamiento en dicha Corte 
de los individuos de su nacionalidad, que incluyan actuales  e antiguos funcionarios de sus 
gobiernos, empleados, personal militar. El Ecuador considera que el artículo 98 del Estatuto fue 
creado para resolver de manera deliberada y negociada situaciones preexistentes entre países 
miembros de la Corte y no para castigar de manera justa la ilegalidad internacional. Es así como 
el Ecuador coloca su posición en la justicia y equidad de este tratado solamente. 
 
El plan nacional de derechos humanos y la propia Constitución de la República vigente son 
instrumentos que recogen, consideran y sancionan los delitos contemplados en el Estatuto de la 
Corte. De igual forma la Constitución del Ecuador dispone la imprescriptibilidad de las acciones 
y las penas por tales delitos, disposición que constituye una avance positivo en la prevención y 
sanción de los indicados crímenes. Así el Tribunal Constitucional  emitió la resolución No. 038-
2001-TP dictaminando favorablemente sobre, la conformidad con la Constitución de la 
República del Ecuador el Estatuto de Roma que instituye la Corte Penal Internacional. El 
Ecuador considera que la puesta en vigencia el 7 de noviembre del 2002 del Estatuto de Roma y 
de la Corte Penal Internacional es uno de los mayores avances de la comunidad internacional, 
luego de la adopción de la Declaración Universal de Derechos Humanos, por lo que uno de los 
objetivos fundamentales del servicio exterior es propiciar una mayor cooperación con la Corte 
Penal, para el cumplimiento de los principios de Justicia Universal, consagrados en el Estatuto y 
ratificados por el Ecuador. 
 
Análisis del Estatuto de Roma. 
 
Leonardo Aravena Arredondo refiere un artículo al análisis del Estatuto de Roma. Y lo describe 
así:  
 
“Es posible que el imperio de la justicia entre los hombres, entendida como una realidad y 
no como un valor o un deseo teórico, sea el mayor anhelo de las sociedades. Con su 
establecimiento real se garantiza el derecho a la vida, a la no discriminación y a lograr un 
desarrollo adecuado en todos los campos del quehacer, sin excepciones. Frente a tales 
aspiraciones, desgraciadamente aún lejos de lograrse, vivimos en el siglo XX guerras y 
conflictos armados que fueron una constante, en las que comprobamos y luego vimos, 
cómo los más horrendos crímenes terminaron con la vida de miles de personas y, lo que es 
más grave, siguen ocurriendo en el primer lustro del nuevo siglo, en estos mismos 
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momentos, frente a nuestras narices, al alcance de nuestra mano en la pantalla del 
televisor, moderno reflejo "en vivo y en directo" del acontecer mundial. 
 
De acuerdo a antecedentes entregados por Naciones Unidas, en la última mitad del siglo pasado 
tuvieron lugar cerca de 300 conflictos en el planeta; perdieron la vida unos 90 millones de 
civiles, principalmente mujeres y niños y unos 180 millones de personas vieron violados 
gravemente sus derechos, su dignidad y su propiedad. La mayor parte de las víctimas quedaron 
en el olvido y muy pocos responsables han respondido ante la justicia. Como señala el 
"Preámbulo" del "Estatuto de Roma", "en este siglo, millones de niños, mujeres y hombres han sido 
víctimas de atrocidades que desafían la imaginación y conmueven profundamente la conciencia de la 
humanidad". 
 
Tanto o más grave que la ocurrencia de estos hechos negativos, es que la mayor parte de las 
veces las violaciones han quedado en la impunidad pese a la existencia de normas que prohíben 
conductas reñidas con la integridad física, moral y espiritual de todos, tanto en los niveles 
nacionales como en el plano internacional, estando establecida también la facultad y la 
obligación de juzgar, enfrentada a la falta de voluntad o a la imposibilidad de perseguir, 
enjuiciar y castigar. Reiteradamente se han negado o se han visto burlados el derecho a saber; el 
derecho a la justicia; y el derecho a la reparación. No es casual que en todos los lugares en que 
se han producido genocidios y violaciones graves, el derecho actúe en contra de las víctimas y 
aparezcan claramente diseñadas políticas de impunidad y métodos que se repiten a favor de los 
victimarios. 
 
Los Estados, impulsados por las organizaciones de defensa de los Derechos Humanos han ido 
avanzando paso a paso en la lucha contra la impunidad. Primero, a raíz del asesinato del rey 
Alejandro de Yugoslavia el 9 de octubre de 1934 en Marsella, Francia, se presentaron ante el 
Consejo de la Liga de las Naciones en mayo de 1935, dos anteproyectos de convenios: uno para 
la prevención y represión del terrorismo internacional y otro para la creación de un Tribunal 
Penal Internacional. Los dos fueron aprobados el 16 de noviembre de 1937, quedando abiertos a 
la ratificación. Es lamentable que al estallar la Segunda Guerra Mundial en septiembre de 1939, 
ningún instrumento de ratificación había sido depositado y debió pasar medio siglo antes de que 
la idea de un Tribunal Penal Internacional fuera retomada en las Naciones Unidas, heredera 
directa de la criticada y hoy casi olvidada "Liga de las Naciones". 
 
Pero la semilla estaba sembrada y la idea avanzó en forma lenta pero segura. A partir de los 
artículos 7 y 8 de la "Declaración Universal de Derechos Humanos"; del artículo 2 del "Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos" y de los artículos 4 y 5 de la "Convención contra la 
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Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes"; entre otros instrumentos 
trascendentes, encontramos la "Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio"; 
la "Convención Internacional sobre la Represión y el Castigo del Crimen del Apartheid"; la 
"Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y los Crímenes de Lesa 
Humanidad"; la "Declaración sobre la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones 
Forzadas"; y los cuatro "Convenios de Ginebra" y sus Protocolos I y II, instrumentos estos últimos 
en los que el Derecho Humanitario Internacional codificado tiene el mayor poder vinculante 
para los Estados. 
 
En la lucha contra la impunidad, como medio de acotar y castigar el comportamiento de quienes 
se encuentran en posición de maltratar a sus semejantes, a partir de la Segunda Guerra Mundial 
se manifestó con fuerza emergente la creación de un tribunal penal internacional. Primero 
fueron los Tribunales de Tokio y de Nüremberg mediante los que los Aliados ejercieron en 
1945, en nombre de la comunidad internacional, jurisdicción universal con respecto a los 
crímenes "de Lesa Humanidad" y "de Guerra", cometidos fuera de sus territorios durante el 
conflicto armado y contra personas que no eran ciudadanos suyos ni residentes en esos 
territorios. "A partir de la última posguerra se desarrolló una rama del Derecho Internacional Público 
que cobró importancia vital: el "Derecho Internacional de los Derechos Humanos". La 
internacionalización de los Derechos Humanos no fue un fenómeno secundario sino un cambio de 
paradigma que importó la más importante de las transformaciones jurídicas del siglo XX"  
 
Durante el medio siglo siguiente sólo un reducido número de Estados mantuvo en su derecho 
interno la jurisdicción universal sobre tales delitos: Australia, Canadá, Israel y el Reino Unido, 
ejercieron alguna vez tal jurisdicción, respecto de crímenes cometidos durante la guerra. 
 
Tradicionalmente los tribunales de un Estado sólo tienen jurisdicción sobre las personas que 
cometen crimen en su propio territorio (jurisdicción territorial); pero el derecho internacional ha 
ido reconociendo que los tribunales pueden actuar ciertas formas de jurisdicción extraterritorial, 
como las que se ejercen sobre delitos cometidos fuera de sus fronteras por los nacionales de un 
Estado (jurisdicción respecto de la persona activa); sobre delitos contra los intereses esenciales 
del Estado en materia de seguridad (jurisdicción por el principio de protección); y sobre delitos 
cometidos contra los nacionales del propio Estado (jurisdicción respecto de la persona pasiva). 
No obstante, desde la piratería en alta mar hasta los secuestros de aeronaves y actos de 
terrorismo internacional, el derecho ha venido reconociendo que los tribunales de un Estado 
pueden ejercer, en nombre de la comunidad internacional, jurisdicción sobre ciertos delitos 
graves, motivo de preocupación general al amenazar a la totalidad de la estructura internacional 
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del derecho, por lo que todo Estado donde las personas sospechosas se encontraren, puede 
llevarlas a los tribunales. 
 
Los "Convenios de Ginebra de 1949" para la protección de las víctimas de conflictos armados, 
con amplia vigencia en el mundo, exigen a cada Estado Parte buscar a los sospechosos de 
cometer u ordenar cometer infracciones graves, enjuiciarlos ante sus tribunales nacionales, 
extraditarlos a Estados en los que exista incoada una causa a su respecto o entregarlos a un 
tribunal penal internacional. Se persiguen actos cometidos durante conflictos armados contra 
personas protegidas por los "Convenios". 
 
Se reconoce ya, que en virtud del derecho internacional consuetudinario y de los principios 
generales del derecho, los Estados pueden ejercer jurisdicción universal sobre los sospechosos 
de genocidio, crímenes de lesa humanidad, otros crímenes de guerra distintos de las infracciones 
graves de los Convenios de Ginebra, crímenes de guerra cometidos en conflictos de carácter no 
internacional, ejecuciones extrajudiciales, desapariciones forzadas o tortura. Cada vez más se 
entiende que los Estados no sólo están facultados para ejercer la jurisdicción universal sobre 
estos crímenes sino que tienen el deber de hacerlo o de extraditar a los sospechosos a Estados 
dispuestos a ejercer esa jurisdicción. 
 
La "Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas, Crueles, Inhumanos o Degradantes" 
("Convención contra la Tortura"), adoptada en 1984 (3), exige a los Estados Partes enjuiciar ante 
sus propios tribunales a los sospechosos de tortura que se encuentren en su territorio o 
extraditarlos a un Estado que pueda y quiera hacerlo. Durante años, la mayoría no concedió a 
sus tribunales tal jurisdicción en virtud del derecho interno. Al final, varios Estados, en su 
mayoría latinoamericanos, promulgaron leyes que estipulan el ejercicio de la jurisdicción 
universal sobre ciertos delitos comprendidos en el derecho internacional cometidos con 
posterioridad a la Segunda Guerra Mundial. Entre ellos, Alemania, Austria, Bélgica, Bolivia, 
Brasil, Canadá, Chile, Colombia, Costa Rica, Dinamarca, Ecuador, El Salvador, España, 
Francia, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Noruega, Panamá, Perú, Suiza, Uruguay y 
Venezuela. Muy pocos ejercieron alguna vez tal jurisdicción. 
 
Con el establecimiento de los Tribunales Penales Internacionales para la ex Yugoslavia y 
Ruanda en 1993 y 1994, los Estados comenzaron a cumplir las obligaciones contraídas en virtud 
del derecho internacional, de promulgar leyes que permitan a sus tribunales actuar y ejercer la 
jurisdicción universal sobre delitos graves. En Alemania, Austria, Dinamarca, los Países Bajos, 
Suecia y Suiza, los tribunales la han ejercido sobre delitos cometidos en la antigua Yugoslavia. 
En Bélgica, Francia y Suiza, se ha investigado e iniciado procesos por genocidio, crímenes 
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contra la humanidad o crímenes de guerra cometidos en 1994 en Ruanda, en respuesta a la 
Resolución 978 del Consejo de Seguridad de la ONU, que insta a los Estados a detener y recluir, 
de acuerdo con su derecho interno y las normas pertinentes del derecho internacional, en espera 
de su procesamiento por el Tribunal de Ruanda o por las autoridades nacionales, a las personas 
que se encuentren en su territorio contra las que haya pruebas suficientes de responsabilidad en 
actos de competencia del "Tribunal de Ruanda". Italia y Suiza han investigado casos de tortura, 
ejecución extrajudicial y desaparición forzada ocurridos en Argentina en los años setenta y 
ochenta. España, Bélgica, Francia y Suiza, pidieron la extradición desde el Reino Unido del ex 
Jefe de Estado de Chile, contra quien se dictó acusación. El 24 de marzo de 1999, la Cámara de 
los Lores del Reino Unido resolvió que el requerido no gozaba de inmunidad procesal penal por 
los cargos de tortura y conspiración para la tortura que se le imputaban, permitiendo el Ministro 
del Interior que los tribunales examinaran la solicitud española de extradición. 
 
En América Latina existe una importante resistencia a los cambios y a la apertura hacia la 
internacionalización de determinados aspectos de la justicia, cuyas causas podrían buscarse en 
el ancestral nacionalismo de nuestros países y en un excesivo celo respecto de cada 
"nacionalidad" y territorios, constantemente agredidos por los propios vecinos, sin que se haya 
producido el proceso de maduración jurídica que ha llevado a la formación de la Comunidad 
Europea, por ejemplo, donde Francia, Alemania e Inglaterra y recientemente Polonia, entre 
otros, han dado muestras de madurez en cuanto a comprender la importancia de la unidad, que 
ha llevado a acercar posiciones no sólo a los países citados, sino que a Grecia y Turquía, todos 
protagonistas de antiguas divergencias. 
 
Pero en nuestros países, más allá de integrarse jurídicamente a la nueva realidad, deben 
facilitarse los procesos de cambio en el pensamiento jurídico, valorando y haciendo viable el 
principio de preeminencia de los Derechos Humanos, avanzando en la divulgación, discusión y 
comprensión de los Tratados. Más que un cambio de normas, se trata de una transformación 
cultural hacia la modernización y el desarrollo humano sin cortapisas, prejuicios ni complejos. 
El Profesor (Zaffaroni, Aliaga, & Slokar, pág. 194), explicando el proceso de resistencia al 
cambio, señalan que "En América Latina se pretende minimizar la importancia del derecho 
internacional de los derechos humanos, por parte de cierto sector doctrinario, que se resiste a 
incorporar su normativa a la elaboración dogmática. Esta tendencia desconoce la dimensión jurídica del 
desarrollo de este nuevo ámbito, por lo general por dificultades provenientes de un entrenamiento 
jurídico formalista, o bien por autores que están vinculados a posiciones políticas y a grupos 




Los nuevos tiempos exigen a la comunidad internacional garantizar que se supriman las 
diferencias existentes en la protección del hombre y sus derechos. Los cuerpos legislativos de 
los Estados que han firmado y ratificado el "Estatuto de Roma" deben dictar normas que 
permitan la entrega de personas acusadas a la Corte y obliguen a las autoridades nacionales a 
cooperar con ella. Al promulgarlas, han de asegurarse que sus tribunales puedan ser un 
complemento eficaz de la "Corte Penal Internacional", para lo cual deberán no sólo definir los 
delitos de su competencia tipificándolos en el derecho interno de manera compatible con el 
"Estatuto de Roma", sino también concediendo a sus tribunales jurisdicción universal sobre los 
delitos graves del derecho internacional. Tales medidas, al potenciar un sistema integral de 
investigación y procesamiento por hechos tan graves, contribuirán a reducir y, finalmente, a 
eliminar los paraísos de protección que encuentran todavía los responsables de los peores 
crímenes que se han cometido y se cometen en el mundo. (Aravena Redondo, 2004, págs. 1,2) 
 
4.4. CORTE PENAL INTERNACIONAL 
 
La Corte Penal Internacional es un Tribunal de Justicia Internacional permanente, cuya objetivo 
es juzgar a las personas acusadas de cometer crímenes de genocidio, de guerra, de agresión y de 
lesa humanidad. Es importante referirla de manera correcta ya que no se puede confundir con la 
Corte Internacional de Justicia, órgano judicial de Naciones Unidas, ya que esta tiene 
personalidad jurídica internacional, y no forma parte de las Naciones Unidas, aunque se 
relaciona con ella en los términos que señala el Estatuto de Roma, su norma fundacional. Tiene 
su sede en la ciudad de La Haya, en los Países Bajos. 
 
La historia de la Institución  conocida como Corte Penal Internacional, se extiende por más de 
un siglo. El “Camino a Roma” fue largo y a menudo contencioso. Aunque la Corte tiene sus 
raíces en los inicios del siglo XIX, la historia se inicia firmemente en 1872 cuando Gustav 
Moynier, uno de los fundadores del Comité Internacional de la Cruz Roja, propuso la creación 
de una corte permanente en respuesta a los crímenes de la guerra Franco-Prusiana. El siguiente 
llamado serio vino luego de la I Guerra Mundial con el Tratado de Versalles de 1919. Quienes 
formularon el tratado concibieron una corte internacional ad-hoc para juzgar al Kaiser y a los 
criminales de guerra alemanes, pero esto no llegó a suceder. Después de la II Guerra Mundial, 
los aliados establecieron los tribunales de Nuremberg y Tokio para juzgar a los criminales de 
guerra de las potencias del Eje. El mundo gritó “nunca más” ante conocer los efectos del 
holocausto. El llamado para que una institución internacional juzgue a los individuos 
responsables de los crímenes más graves resonó a través del mundo: muchos pensaron que la 
fundación de las Naciones Unidas acercaría más al mundo a la creación de una corte 
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permanente, pero tuvieron que pasar más de 50 años antes de que los líderes mundiales se 
reunieran para elaborar un tratado estableciendo una Corte Penal Internacional permanente. 
 
En 1948 la Asamblea General de las Naciones Unidas (AG ONU) adoptó la Convención sobre 
la Prevención y el Castigo del Crimen de Genocidio, en la cual se llama a los criminales a ser 
juzgados “por los tribunales penales internacionales que tengan jurisdicción” e invitaron a la 
Comisión de Derecho Internacional (CDI) a “estudiar la posibilidad de establecer un órgano 
judicial internacional para juzgar a las personas acusadas de genocidio.” Mientras que la CDI 
elaboró un borrador del estatuto a principios de 1950s, la Guerra Fría acalló los esfuerzos y la 
Asamblea General abandonó sus esfuerzos hasta acordar una definición del crimen de agresión 
y el Código de Crímenes Internacionales. 
 
En junio de 1989, motivados en parte por un esfuerzo para el tráfico de drogas, Trinidad y 
Tobago revivió la propuesta ya existente del establecimiento de una CPI y la AG ONU le 
solicitó a la CDI a retomar su trabajo de elaborar un estatuto de esta corte. Los conflictos de 
Bosnia-Herzegovina y Croacia y Ruanda a principios de los 90´s y la comisión masiva de 
crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra y genocidio llevaron a que el Consejo de 
Seguridad de la ONU estableciera dos tribunales ad hoc temporales para juzgar a los individuos 
responsables de la comisión de estas atrocidades, resaltando de esta manera la necesidad de 
establecer una corte penal internacional permanente para dar respuesta en estos casos. 
 
En 1995, la CDI remitió un proyecto de estatuto para una corte penal internacional la Asamblea 
General y recomendó que una conferencia de plenipotenciarios fuera convocada para negociar 
el tratado a fin de promulgar el estatuto. La Asamblea General estableció un comité ad-hoc 
sobre la CPI para revisar el proyecto de estatuto, el cual se reunió en dos oportunidades en 1995. 
 
Luego de considerar el informe del Comité, la AG ONU creó el Comité Preparatorio sobre el 
Establecimiento de la CPI para preparar un texto borrador consolidado. De 1996 a 1998 se 
llevaron a cabo seis sesiones del Comité Preparatorio de la ONU en la sede de las Naciones 
Unidas en Nueva York, en las cuales las ONG aportaron su opinión a las discusiones y 
participaron en las reuniones, bajo el auspicio de la Coalición de ONG por una CPI (CCPI). En 
enero de 1998, la Mesa y los coordinadores del Comité Preparatorio llamaron a una Reunión 
entre sesiones en Zutphen, Países Bajos para consolidar técnicamente y reestructurar los 
artículos en un borrador final. 
 
Tomando como base el borrador del Comité Preparatorio, la AG ONU decidió llamar a la 
Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas sobre el Establecimiento 
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de una CPI para “finalizar y adoptar una convención sobre el establecimiento” de una CPI. La 
“Conferencia de Roma” se llevó a cabo entre los días 15 de junio y 17 de julio en la ciudad de 
Roma, Italia, contando con la participación de 160 países en las negociaciones. La Coalición de 
ONG siguió de cerca estas discusiones, distribuyendo información en todo el mundo sobre los 
desarrollos de la misma, y facilitando la participación de representantes de la sociedad civil y 
llevando a cabo actividades de manera paralela para más de 200 ONG. Luego de concluir las 
cinco semanas de negociaciones, 120 naciones votaron a favor de la adopción del Estatuto de 
Roma de la CPI, siete naciones votando en contra (entre los que contaríamos a Estados Unidos, 
Israel, China, Irak y Qatar) y 21 estados se abstuvieron. 
 
La Comisión Preparatoria (PrepCom) fue la encargada de completar lo pertinente en vías al 
establecimiento y el funcionamiento de la Corte, negociando los documentos complementarios, 
incluyendo las Reglas de Procedimiento y Prueba, los Elementos de los Crímenes y el Acuerdo 
de Relación entre las Naciones Unidas y la Corte, las Reglas Financieras, el Acuerdo sobre los 
Privilegios e Inmunidades, entre otros.  
 
El 11 de abril de 2002, se lograron a las 60 ratificaciones necesarias para que el Estatuto de 
Roma entrara en vigor, en una ocasión en especial de depósito conjunto de varias naciones el 
tratado entró en vigor el 1 de julio de 2002.  
 
Luego de completar su mandato la PrepCom y de la entrada en vigor del Estatuto, la Asamblea 
de los Estados Partes (AEP) se reunió por primera vez en septiembre de 2002. 
 
Cabe señalar que la importancia de la Corte Penal Internacional es prioridad absoluta ya que es 
necesario perseguir y castigar a los responsables de los crímenes como el genocidio ya que la 
Corte Internacional de Justicia solo se ocupa de casos entre Estados sin enjuiciar a individuos. 
Sin una corte penal internacional que trate la responsabilidad individual en los actos de 
genocidio y las violaciones graves de derechos humanos, estos delitos quedan a menudo 
impunes. En los últimos 50 años, ha habido muchos casos de crímenes contra la humanidad y 
crímenes de guerra en los que ningún individuo ha sido castigado. En Camboya, Mozambique, 
Liberia, El Salvador, Argelia, la región de los Grandes Lagos de África y otros países. 
 
El establecimiento de un tribunal permanente para castigar a los responsables de crímenes de 
guerra, crímenes de lesa humanidad y genocidio es importante porque evita los retrasos 
inherentes de preparar un tribunal ad hoc que pueden ser aprovechado por los criminales para 
escapar o desaparecer; los testigos pueden ser intimidados o las condiciones políticas y sociales 
pueden empeorar, además de que las investigaciones se encarecen. 
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Los tribunales ad hoc están sujetos a los límites de tiempo o lugar. En el último año, se han 
asesinado los miles de refugiados del conflicto étnico en Rwanda, pero el mandato de ese 
Tribunal se limita a los eventos que ocurrieron en 1994. Los crímenes que sucedieron después 
de esa fecha ya no entran en la jurisdicción de estos tribunales. 
 
La Corte Penal Internacional también puede actuar cuando las instituciones nacionales de 
justicia son involuntarias o incapaces de actuar. Además puede prevenir la comisión de 
crímenes de lesa humanidad deteniendo a delincuentes de guerra futuros. 
 
Consideraciones sobre la Corte Penal Internacional: expuestos los antecedentes de la Corte 
Penal Internacional llega el instante de constituir las líneas más importantes, que ha permitido el 
desarrollo y funcionamiento de la misma, iniciando desde el entendimiento de lo que constituye 
este órgano regulador. 
 
Este órgano: es una organización de justicia internacional independiente, de carácter 
permanente, cuyo objetivo es asegurar que los más graves crímenes internacionales como el 
genocidio, los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra no permanezcan impunes.  
 
El establecimiento de un Tribunal permanente para castigar a los responsables de crímenes 
graves, es de suma importancia porque regula estos atentados contra la seguridad social, y 
previene el abuso de poder de algunos personas, que cometen estos ilícitos, sin pensar en las 
consecuencias, aprovechando la ausencia de un órgano que certifique la imposición de justicia, 
para cometer, escapar y desaparecer.  Los tribunales ad hoc están sujetos a los límites de tiempo 
o lugar. En la última década se han asesinado a los miles de refugiados del conflicto étnico en 
Ruanda, pero el mandato de ese Tribunal se limita a los eventos que ocurrieron en 1994, los 
crímenes que sucedieron después de esa fecha ya no entran en la jurisdicción de esos tribunales. 
Esta Corte también puede actuar cuando las Instituciones Nacionales de justicia son 
involuntarias o incapaces de actuar. Además puede prevenir la Comisión de crímenes de lesa 
humanidad deteniendo a delincuentes de guerra futuros.   
 
La Corte Penal Internacional: ejercerá su jurisdicción de manera complementaria a las 
jurisdicciones nacionales, es decir, que los estados tienen el deber de prevenir los actos contra la 
humanidad investigarlos en caso de ser cometidos y posteriormente sancionarlos. Resulta 
inherente a todo Estado que desee manifestar un compromiso para la Comunidad Internacional, 
y en particular con la humanidad, generar responsablemente métodos de averiguación de los 
acontecimientos, desarrollar un proceso justo y garantizar los derechos que asisten a todo 
imputado, dado que la inacción por parte de los mismos abre la jurisdicción de la Corte, esto 
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quiere decir que cuando un Estado se niega a llevar a cabo las investigaciones, o se vea 
imposibilitado a hacerlo, la investigación y el juzgamiento de estas conductas corresponderán a 
la Corte.  
 
La jurisdicción de la Corte comienza de forma retrospectiva, esto quiere decir que solo puede 
actuar respecto de aquellos crímenes que se cometan luego de la entrada en vigor de Estatuto de 
Roma. 
 
Por ellos es que la Corte no podrá inmiscuirse en las investigaciones, o decisiones que 
desarrollen los Tribunales especiales para la ex Yugoslavia, Ruanda y Sierra Leona. 
 
Cuando un estado ratifica el tratado acepta la jurisdicción de la Corte sobre todos los crímenes 
que son de su competencia, sea que se comentan en el territorio del Estado signatario, o de los 
acusados sean sus nacionales. Esta regla presenta una excepción prevista como cláusula 
transitoria en el artículo 124, que permite a los países la opción de excluir la competencia de la 
corte sobre los crímenes de guerra cometidos durante un periodo no mayor a siete años después 
de la entrada en vigor del Estatuto, esta cláusula operara solo a favor del Estado que haga uso de 
ella; esta dilatación temporal de la jurisdicción de la Corte no podrá prorrogarse, ni renovarse. 
 
La jurisdicción de la Corte Penal Internacional   solo podrá actuar cuando el Estado en cuyo 
territorio se hayan cometido los crímenes, o cuando sus nacionales sean los responsables, y el 
Estado haya ratificado el tratado o aceptado la competencia de la Corte sobre el crimen. Esto 
excluye la competencia de la corte, en aquellos Estados que no hayan ratificado el Estatuto, el 
caso más emblemático es el de Estados Unidos, país que o solo no se ha sometido a su 
jurisdicción, sino que también menoscaba y boicotea esta iniciativa desde su inicio. 
 
Nada impedirá a un Estado  que no es parte en el Estatuto, poder aceptar la jurisdicción de la 
Corte para un crimen determinado que se ha cometido en su territorio, o del cual es acusado en 
nacional de ese Estado. Pero puede darse un supuesto particular, que será cuando un nacional de 
un Estado que no sea parte en el Estatuto y que tampoco acepte la jurisdicción de la Corte, sea 
sometido a juicio ante esta,  cuando la denuncia ante el Fiscal de la Corte la realice el consejo de 
Seguridad de la ONU, dado que este organismo puede presentarse como denunciante legitimado 
contra nacionales de cualquier Estado sea o no miembro del Estatuto. La Corete pondrá en 
marcha su jurisdicción cuando el fiscal reciba una denuncia de un Estado parte, o cuando este 





La competencia de la corte se limitara a los crímenes más graves de trascendencia para la 
comunidad internacional en su Conjunto. La Corte tendrá Competencia de conformidad con el 
Estatuto de Roma, respeto de los siguientes crímenes: 
 
 Genocidio  
 De lesa humanidad  
 Crímenes de guerra  
 Crimen de agresión (sujeto a definición ulterior) 
 
El artículo 6 del (Estatuto de Roma, de la Corte Penal Internacional, aprobada el 17 de julio de 
mil 1998), refiere: 
  
“A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por "genocidio" cualquiera de los 
actos mencionados a continuación, perpetrados con la intención de destruir total o 
parcialmente a un grupo nacional, étnico, racial o religioso como tal:  
 
 Matanza de miembros del grupo;  
 Lesión grave a la integridad física o mental de los miembros del grupo;  
 Sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia que hayan de 
acarrear su destrucción física, total o parcial;  
 Medidas destinadas a impedir nacimientos en el seno del grupo;  
 Traslado por la fuerza de niños del grupo a otro grupo.  
 
Artículo 7: Crímenes de lesa humanidad: 
 A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por "crimen de lesa humanidad" 
cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como parte de un ataque 
generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento de dicho 
ataque:  
 Asesinato;  
 Exterminio;  
 Esclavitud;  
 Deportación o traslado forzoso de población;  
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 Encarcelación u otra privación grave de la libertad física en violación de normas 
fundamentales de derecho internacional;  
 Tortura;  
 Violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización 
forzada o cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad comparable;  
 Persecución de un grupo o colectividad con identidad propia fundada en motivos 
políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género definido en el 
párrafo 3, u otros motivos universalmente reconocidos como inaceptables con arreglo 
al derecho internacional, en conexión con cualquier acto mencionado en el presente 
párrafo o con cualquier crimen de la competencia de la Corte;  
 Desaparición forzada de personas;  
 El crimen de apartheid;  
 Otros actos inhumanos de carácter similar que causen intencionalmente grandes 
sufrimientos o atenten gravemente contra la integridad física o la salud mental o 
física.  
 
A los efectos del párrafo 1: 
  
 Por "ataque contra una población civil" se entenderá una línea de conducta que 
implique la comisión múltiple de actos mencionados en el párrafo 1 contra una 
población civil, de conformidad con la política de un Estado o de una organización de 
cometer esos actos o para promover esa política;  
 El "exterminio" comprenderá la imposición intencional de condiciones de vida, la 
privación del acceso a alimentos o medicinas, entre otras, encaminadas a causar la 
destrucción de parte de una población;  
 Por "esclavitud" se entenderá el ejercicio de los atributos del derecho de propiedad 
sobre una persona, o de algunos de ellos, incluido el ejercicio de esos atributos en el 
tráfico de personas, en particular mujeres y niños;  
 Por "deportación o traslado forzoso de población" se entenderá el desplazamiento de 
las personas afectadas, por expulsión u otros actos coactivos, de la zona en que estén 
legítimamente presentes, sin motivos autorizados por el derecho internacional;  
 Por "tortura" se entenderá causar intencionalmente dolor o sufrimientos graves, ya 
sean físicos o mentales, a una persona que el acusado tenga bajo su custodia o 
control; sin embargo, no se entenderá por tortura el dolor o los sufrimientos que se 
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deriven únicamente de sanciones lícitas o que sean consecuencia normal o fortuita de 
ellas;  
 Por "embarazo forzado" se entenderá el confinamiento ilícito de una mujer a la que 
se ha dejado embarazada por la fuerza, con la intención de modificar la composición 
étnica de una población o de cometer otras violaciones graves del derecho 
internacional. En modo alguno se entenderá que esta definición afecta a las normas 
de derecho interno relativas al embarazo;  
 Por "persecución" se entenderá la privación intencional y grave de derechos 
fundamentales en contravención del derecho internacional en razón de la identidad 
del grupo o de la colectividad;  
 Por "el crimen de apartheid" se entenderán los actos inhumanos de carácter similar a 
los mencionados en el párrafo 1 cometidos en el contexto de un régimen 
institucionalizado de opresión y dominación sistemáticas de un grupo racial sobre 
uno o más grupos raciales y con la intención de mantener ese régimen;  
 Por "desaparición forzada de personas" se entenderá la aprehensión, la detención o 
el secuestro de personas por un Estado o una organización política, o con su 
autorización, apoyo o aquiescencia, seguido de la negativa a informar sobre la 
privación de libertad o dar información sobre la suerte o el paradero de esas 
personas, con la intención de dejarlas fuera del amparo de la ley por un período 
prolongado.” (Articulo 6 y 7, Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional.)  
 
En el artículo 8 nos centramos en los Crímenes de Guerra: 
 
1. “La Corte tendrá competencia respecto de los crímenes de guerra en particular cuando se 
cometan como parte de un plan o política o como parte de la comisión en gran escala de tales 
crímenes. 
2. A los efectos del presente Estatuto, se entiende por "crímenes de guerra":  
 
a) Infracciones graves de los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, a saber, 
cualquiera de los siguientes actos contra personas o bienes protegidos por las 
disposiciones del Convenio de Ginebra pertinente: 
 Matar intencionalmente;  
 Someter a tortura o a otros tratos inhumanos, incluidos los experimentos biológicos;  
 Infligir deliberadamente grandes sufrimientos o atentar gravemente contra la 
integridad física o la salud;  
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 Destruir bienes y apropiarse de ellos de manera no justificada por necesidades 
militares, a gran escala, ilícita y arbitrariamente;  
 Obligar a un prisionero de guerra o a otra persona protegida a prestar servicio en las 
fuerzas de una Potencia enemiga;  
 Privar deliberadamente a un prisionero de guerra o a otra persona de sus derechos a 
un juicio justo e imparcial;  
 Someter a deportación, traslado o confinamiento ilegales;  
 Tomar rehenes;  
b) Otras violaciones graves de las leyes y usos aplicables en los conflictos armados 
internacionales dentro del marco del derecho internacional, a saber, cualquiera de 
los actos siguientes:  
 Dirigir intencionalmente ataques contra la población civil en cuanto tal o contra 
civiles que no participen directamente en las hostilidades;  
 Dirigir intencionalmente ataques contra objetos civiles, es decir, objetos que no son 
objetivos militares;  
 Dirigir intencionalmente ataques contra personal, instalaciones, material, unidades o 
vehículos participantes en una misión de mantenimiento de la paz o de asistencia 
humanitaria de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, siempre que 
tengan derecho a la protección otorgada a civiles u objetos civiles con arreglo al 
derecho internacional de los conflictos armados;  
 Lanzar un ataque intencionalmente, a sabiendas de que causará pérdidas de vidas, 
lesiones a civiles o daños a objetos de carácter civil o daños extensos, duraderos y 
graves al medio natural que serían manifiestamente excesivos en relación con la 
ventaja militar concreta y directa de conjunto que se prevea;  
 Atacar o bombardear, por cualquier medio, ciudades, aldeas, pueblos o edificios que 
no estén defendidos y que no sean objetivos militares;  
 Causar la muerte o lesiones a un enemigo que haya depuesto las armas o que, al no 
tener medios para defenderse, se haya rendido a discreción;  
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 Utilizar de modo indebido la bandera blanca, la bandera nacional o las insignias 
militares o el uniforme del enemigo o de las Naciones Unidas, así como los emblemas 
distintivos de los Convenios de Ginebra, y causar así la muerte o lesiones graves;  
 El traslado, directa o indirectamente, por la Potencia ocupante de parte de su 
población civil al territorio que ocupa o la deportación o el traslado de la totalidad o 
parte de la población del territorio ocupado, dentro o fuera de ese territorio;  
 Dirigir intencionalmente ataques contra edificios dedicados al culto religioso, las 
artes, las ciencias o la beneficencia, los monumentos, los hospitales y los lugares en 
que se agrupa a enfermos y heridos, siempre que no sean objetivos militares;  
 Someter a personas que estén en poder del perpetrador a mutilaciones físicas o a 
experimentos médicos o científicos de cualquier tipo que no estén justificados en 
razón de un tratamiento médico, dental u hospitalario, ni se lleven a cabo en su 
interés, y que causen la muerte o pongan gravemente en peligro su salud;  
 Matar o herir a traición a personas pertenecientes a la nación o al ejército enemigo;  
 Declarar que no se dará cuartel;  
 Destruir o confiscar bienes del enemigo, a menos que las necesidades de la guerra lo 
hagan imperativo;  
 Declarar abolidos, suspendidos o inadmisibles ante un tribunal los derechos y 
acciones de los nacionales de la parte enemiga;  
 Obligar a los nacionales de la parte enemiga a participar en operaciones bélicas 
dirigidas contra su propio país, aunque hubieran estado a su servicio antes del inicio 
de la guerra;  
 Saquear una ciudad o una plaza, incluso cuando es tomada por asalto;  
 Emplear veneno o armas envenenadas;  
 Emplear gases asfixiantes, tóxicos o similares o cualquier líquido, material o 
dispositivo análogo;  
 Emplear balas que se abran o aplasten fácilmente en el cuerpo humano, como balas 
de camisa dura que no recubra totalmente la parte interior o que tenga incisiones;  
 Emplear armas, proyectiles, materiales y métodos de guerra que, por su propia 
naturaleza, causen daños superfluos o sufrimientos innecesarios o surtan efectos 
126 
 
indiscriminados en violación del derecho humanitario internacional de los conflictos 
armados, a condición de que esas armas o esos proyectiles, materiales o métodos de 
guerra, sean objeto de una prohibición completa y estén incluidos en un anexo del 
presente Estatuto en virtud de una enmienda aprobada de conformidad con las 
disposiciones que, sobre el particular, figuran en los artículos 121 y 123;  
 Cometer ultrajes contra la dignidad de la persona, en particular tratos humillantes y 
degradantes;  
 Cometer actos de violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo 
forzado, definido en el apartado f) del párrafo 2 del artículo 7, esterilización forzada 
y cualquier otra forma de violencia sexual que constituya una infracción grave de los 
Convenios de Ginebra;  
 Aprovechar la presencia de civiles u otras personas protegidas para que queden 
inmunes de operaciones militares determinados puntos, zonas o fuerzas militares;  
 Dirigir intencionalmente ataques contra edificios, material, unidades y vehículos 
sanitarios, y contra personal habilitado para utilizar los emblemas distintivos de los 
Convenios de Ginebra de conformidad con el derecho internacional;  
 Provocar intencionalmente la inanición de la población civil como método de hacer 
la guerra, privándola de los objetos indispensables para su supervivencia, incluido el 
hecho de obstaculizar intencionalmente los suministros de socorro de conformidad 
con los Convenios de Ginebra;  
 Reclutar o alistar a niños menores de 15 años en las fuerzas armadas nacionales o 
utilizarlos para participar activamente en las hostilidades;  
c) En caso de conflicto armado que no sea de índole internacional, las violaciones 
graves del artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 
1949, a saber, cualquiera de los siguientes actos cometidos contra personas que no 
participen directamente en las hostilidades, incluidos los miembros de las fuerzas 
armadas que hayan depuesto las armas y los que hayan quedado fuera de combate 
por enfermedad, lesiones, detención o por cualquier otra causa:  
 Actos de violencia contra la vida y la persona, en particular el homicidio en todas sus 
formas, las mutilaciones, los tratos crueles y la tortura;  




 La toma de rehenes;  
 Las condenas dictadas y las ejecuciones efectuadas sin sentencia previa pronunciada 
por un tribunal constituido regularmente y que haya ofrecido todas las garantías 
judiciales generalmente reconocidas como indispensables.  
 El párrafo 2 c) del presente artículo se aplica a los conflictos armados que no son de 
índole internacional, y por lo tanto no se aplica a situaciones de disturbios o 
tensiones internos, tales como motines, actos aislados y esporádicos de violencia u 
otros actos de carácter similar.  
 Otras violaciones graves de las leyes y los usos aplicables en los conflictos armados 
que no sean de índole internacional, dentro del marco establecido de derecho 
internacional, a saber, cualquiera de los actos siguientes:  
 Dirigir intencionalmente ataques contra la población civil como tal o contra civiles 
que no participen directamente en las hostilidades;  
 Dirigir intencionalmente ataques contra edificios, material, unidades y vehículos 
sanitarios y contra el personal habilitado para utilizar los emblemas distintivos de los 
Convenios de Ginebra de conformidad con el derecho internacional;  
 Dirigir intencionalmente ataques contra personal, instalaciones, material, unidades o 
vehículos participantes en una misión de mantenimiento de la paz o de asistencia 
humanitaria de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, siempre que 
tengan derecho a la protección otorgada a civiles u objetos civiles con arreglo al 
derecho internacional de los conflictos armados;  
 Dirigir intencionalmente ataques contra edificios dedicados al culto religioso, la 
educación, las artes, las ciencias o la beneficencia, los monumentos, los hospitales y 
otros lugares en que se agrupa a enfermos y heridos, a condición de que no sean 
objetivos militares;  
 Saquear una ciudad o plaza, incluso cuando es tomada por asalto;  
 Cometer actos de violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo 
forzado, definido en el apartado f) del párrafo 2 del artículo 7, esterilización forzada 
o cualquier otra forma de violencia sexual que constituya también una violación 
grave del artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra;  
 Reclutar o alistar niños menores de 15 años en las fuerzas armadas o grupos o 
utilizarlos para participar activamente en hostilidades;  
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 Ordenar el desplazamiento de la población civil por razones relacionadas con el 
conflicto, a menos que así lo exija la seguridad de los civiles de que se trate o por 
razones militares imperativas;  
 Matar o herir a traición a un combatiente enemigo;  
 Declarar que no se dará cuartel;  
 Someter a las personas que estén en poder de otra parte en el conflicto a mutilaciones 
físicas o a experimentos médicos o científicos de cualquier tipo que no estén 
justificados en razón del tratamiento médico, dental u hospitalario de la persona de 
que se trate ni se lleven a cabo en su interés, y que provoquen la muerte o pongan 
gravemente en peligro su salud;  
 Destruir o confiscar bienes del enemigo, a menos que las necesidades del conflicto lo 
hagan imperativo;” (Artículo 8 del Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional.) 
 
El derecho aplicable por la Corte Penal Internacional: la Corte aplicara el Estatuto, sus Reglas 
de Procedimiento y prueba, cuando sea del caso procedente, utilizara los tratados, los principios 
y normas de Derecho Internacional aplicables, incluidos los principios establecidos del derecho 
internacional de los conflictos armados, los principios generales que exprese la Corte del 
derecho interno de los sistemas jurídicos del mundo, incluido el derecho interno de los estados 
que normalmente ejercerían jurisdicción sobre el crimen, siempre que esos principios no sean 
incompatibles con el presente estatuto, ni con el  Derecho Internacional, ni las normas y 
principios internacionales reconocidos. 
 
También podrá aplicar principios y normas de derecho, respecto de  los cuales hubiere hecho 
una interpretación de decisiones anteriores.  
 
Cabe señalar que no podrán obviarse a la aplicación de algunos principios angulares del 
Derecho Penal, tales como: nullun crimen sine lege, nulla poena sine lege, irrectroactividad del 
Estatuto por crímenes anteriores a su entrada en vigencia, responsabilidad penal individual, la 
exclusión de los menores de 18 años de la competencia de la Corte y la imprescriptibilidad de 




Composición de la Corte Penal Internacional: se aglomera de una Presidencia, una sección 
de apelaciones, una sección de primera instancia, una sección de cuestiones preliminares, la 
Fiscalía y una Secretaria.  
 
Hablemos sobre las penas que puede imponer la Corte:   la Corte puede imponer a los 
imputados que declare culpables, o autores de los delitos cometidos, penas privativas de la 
libertad, y en ningún caso la pena de muerte, en lugar de esta se podrá aplicar penas de 
reclusión, las cuales señalan su máximo en los 30 años, aunque también está facultada de aplicar 
penas privativas de la libertad con carácter perpetuo, cuando se verificara la gravedad extrema 
del delito, también están vinculados otros sujetos condenatorios como son el decomiso, las 
multas entre otros. Cabe señalar que cuando se ejecute una sentencia dictada por la Corte, esta 
decidirá en qué país deberá cumplirla. 
 
En el Estatuto de Roma, consta un elemento que diferencia a la extradición con el mero 
concepto de entrega de un individuo, la extradición referida  dentro de la Corte mantiene un 
carácter de relación entre Estados, y no se debe confundir  con la mera entrega así lo establece 
el artículo 102 del Estatuto, que dice “entrega” “la entrega de una persona por un Estado a la 
Corte” “la extradición”, “ la entrega de una persona por un Estado a otro Estado”.  
 
El Estatuto de Roma establece que los Estados partes cumplirán con la solicitud de detención y 
entrega de conformidad con el procedimiento interno. El Estado no puede en su relación con la 
Corte invocar causales internacionales para denegar la extradición, tales como la posibilidad de 
rechazar asistencia judicial por razones de orden público u otros intereses esenciales. 
 
La entrega es la acción procesal que realiza un Estado a poner a disposición de la Corte Penal 
Internacional, a una persona, acusada de haber cometido un delito tipificado en el Estatuto, para 
que sea juzgada por el Tribunal competente. El proceso de entrega debería ser  más simple y por 
tanto menos costoso. 
 
Para finalizar como conclusión, indicare que la Corte Penal Internacional es la primera corte 
permanente que investiga y lleva ante la justicia a los individuos, no a los Estados, responsables 
de cometer las violaciones más graves a los derechos humanos y al derecho internacional 
humanitario como son el genocidio, los crímenes de guerra, los crímenes de lesa humanidad y 
los de agresión. Fue en  1998 que se adoptó el Estatuto de Roma mediante el cual se creó la 
C.P.I. con personalidad jurídica internacional autónoma, de carácter permanente, independiente 
y vinculada con el sistema de las Naciones Unidas, la misma que tiene competencia para juzgar 
a los individuos responsables por la comisión de los crímenes más graves de trascendencia 
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internacional, entre los que están los ya mencionados, por medio del cual se estableció que entró 
en vigor el 1 de julio del 2002 y se encuentra en funciones desde el año 2003, en lo personal 
debo indicar que este hecho es un hito único en la historia de la humanidad, es la primera  vez 
que se instituyó una jurisdicción penal internacional de carácter judicial y permanente, capaz de 
juzgar a los perpetradores de los crímenes más graves de trascendencia internacional.  
 
Cabe mencionar que si bien ha sido extenso el proceso por medio del cual se ha logrado la 
creación de una Corte Penal Internacional, es necesario tener encuentra que una vez que se 
estableció, la comunidad internacional ha luchado y lo sigue haciendo más que nunca para que 
ésta sea efectiva, justa e independiente y no quede relegada a determinados intereses políticos 
de los Estados, en especial de los G5 o G8 a nivel internacional, pues se podrá lograr como ya 
se lo ha venido haciendo en algunos casos que los responsables de esos crímenes 
internacionales o delitos internacionales tan crueles como el genocidio y los de lesa humanidad, 
incluso en nuestra Constitución consta en su artículo 80, deberán ser juzgados por la Corte, por 
ende, la creación de esta institución jurisdiccional internacional, resulta interesante sus 
características, en especial por que estudia las normas que regulan la entrega y detención, así 
como la ejecución de la pena, sin embargo habrá en su momento que analizar una serie de 
deficiencias y problemas que se han presentado al hacer prácticas sus normas en especial para la 
entrega y la detención de sus procesados. 
 
Casos que resolvió y conoce la Corte Penal Internacional 
 
 Caso Lumbaga: República del Congo, el líder Congoleño Thomas Lubanga Dyilo, 
declarado culpable por la Corte Penal Internacional, por haber cometido crímenes de 
guerra.  
 Caso Bemba: Republica Centro Africana, Jean-Pierre Bemba Gombo acusado por 
delitos de violación, asesinato y saqueo, por la Corte Penal Internacional, está en 
investigación y presentación de testigos por parte de la defensa. 
 Caso Omar Hassan Ahmad Al-Bashir: investigado por la Corte penal Internacional por 
crímenes de Lesa Humanidad y crímenes de guerra cometido en Dafur en los años 
2003 y 2004. 
 Caso Joseph Kony, Vincent Otti, Okot Odhiambo, Dominic Ongwen, y Raska 
Lukwiya: líderes del ejército de Resistencia del Señor (ERS), acusados de crímenes de 
lesa humanidad y crímenes de guerra en el Norte de Uganda, se sigue investigando. 
 Caso William Ruto, Joshua Sang, Francis Muthaura y Uhuru Kenyatta: acusados por 
crímenes de lesa humanidad en Kenia, su estado está en trámite e investigación aun. 
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 Laurent Gbagbo y Simone Gbagbo: acusados por crímenes de lesa humanidad, en 
Costa de Marfil. 
 
4.5. PRINCIPALES TRATADOS Y CONVENCIONES DE EXTRADICIÓN EN 
LA ONU 
 
La comunidad internacional mira con preocupación el desarrollo del delito en el orbe entero, 
para hacerlo frente se han efectuado conferencias y estrategias multilaterales por parte de los 
Estados, así como una intensificación en la cooperación jurídica internacional mediante la 
implementación de tratados de extradición, bilaterales o multilaterales. 
 
En el seno de la ONU, sin duda alguna, la represión a la delincuencia común ha sido prioritaria 
en la actual agenda internacional; declaraciones, resoluciones y suscripción de tratados 
multilaterales de extradición, han sido la tónica de trabajo de sus países miembros.  
 
Las principales convenciones referentes a la extradición: 
 
CONVENCIÓN PARA LA PREVENCIÓN Y LA SANCIÓN DEL DELITO DE 
GENOCIDIO 
 
Aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 9 de diciembre de 1948, que la 
suscribieron 84 Estados y entró en vigor el 12 de enero de 1951. Su artículo 7 se refiere a la 
extradición: 
 
"Art.7.- A los efectos de extradición, el genocidio y los otros actos inhumanos en el artículo 
III no serán considerados como delitos políticos. Las partes contratantes se comprometen, 
en tal caso, a conceder la extradición conforme a su legislación y a los tratados vigentes". 
 
 
LA CONVENCIÓN ÚNICA DE 1961 SOBRE ESTUPEFACIENTES 
 
Aprobada por las Naciones Unidas en Nueva York y posteriormente modificada por el 
Protocolo de 1972, en Ginebra, por las Naciones Unidas, prácticamente constituye el más 





Posteriormente, se dio la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de 
Estupefacientes y Substancias Psicotrópicas (Viena, diciembre de 1988),proporcionando 
protección a bienes jurídicos como la salud, el bienestar de la humanidad, estabilidad, seguridad 
y soberanía de los Estados, con normas efectivas para la represión de estos delitos, como es la 
cooperación internacional con la finalidad de proteger a la sociedad, tipificando formas de 
participación y determinando como agravante trascendental la condición de reincidente, 
buscando la represión a organizaciones delictivas internacionales. 
 
Ricardo Soberón afirma al respecto:  
 
"La reciente Convención de 1988, constituye el más reciente capítulo de este esfuerzo 
mundial dirigido a controlar el tráfico de drogas. 
 
El preámbulo señala algunos aspectos a ser tomados en cuenta. Considera que el tráfico 
ilícito representa una grave amenaza contra la salud y el menoscabo de las bases 
económicas, culturales y políticas de la sociedad, es decir, la ampliación del campo de 
protección. Se afirma que el tráfico ilícito es un riesgo para socavar las economías lícitas y 
amenazar la estabilidad, la seguridad y soberanía de los Estados. El "carácter 
internacional del delito" justifica la necesidad de una mayor cooperación internacional. El 
gran rendimiento financiero del tráfico ilícito pone en riesgo la administración pública, las 
actividades comerciales y financieras lícitas. 
 
El verdadero objetivo de la Convención es el aspecto económico, aunque de manera velada 
está presente el político, los demás aspectos giran alrededor de éstos. Se plantea así una 
protección de un bien jurídico que va más allá de la salud y bienestar de la humanidad. La 
Convención cumple una labor de complementación de los Tratados anteriores, 
manteniendo las Listas de Estupefacientes controlados de la Convención de 1961, 
agregándose los cuadros sobre precursores químicos (Art. 12). Se mantienen los 
organismos anteriores (la Junta y la Comisión). 
 
La Convención prioriza el control penal, se incluyen expresamente tipos penales y 
sanciones (Art.3) que norman todos los aspectos del delito, desde el cultivo hasta la 
adquisición de la sustancia, además de adelantar la punición autónomamente de distintas 
formas de preparatorias o de ejecución imperfecta, y también de participación secundaria. 
Hay una ampliación de las circunstancias agravantes (número de agentes, uso de menores, 
etc.). Viena 88 contiene en materia penal dos figuras que intentan controlar el fenómeno 
del tráfico: el lavado con la finalidad de controlar las ganancias producto del tráfico, y el 




La Convención representa el reforzamiento de los mecanismos de cooperación, 
especialmente a nivel policial y judicial, como los del decomiso (Art.5), la entrega vigilada, 
la extradición (Art. 6), la asistencia judicial que comprende la posibilidad de dar 
testimonios, presentar pruebas, efectuar diligencias. En diversos foros se estimula la 
suscripción y la adhesión a este instrumento"  (Comisión Andina de Juristas, 1994, pág. 
297 y 298) 
 
Este instrumento tiene gran aceptación entre la mayoría de las naciones, pese a criterios 
parcializados que quieren desvirtuarla. 
 
CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA LA DELINCUENCIA 
ORGANIZADA TRANSNACIONAL 
 
Adoptada mediante resolución 55/25 de la Asamblea General del 15 de noviembre de 2000.Se 
la conoce como la Convención de Palermo. En esta resolución se manifiesta que observa con 
profunda preocupación los crecientes vínculos entre la delincuencia organizada transnacional y 
los delitos de terrorismo. Busca impedir que las personas involucradas en la delincuencia 
organizada transnacional hallen refugio propugnando que se las enjuicie donde quiera que 
cometan tales delitos y fomentando la cooperación a nivel internacional. 
 
Igualmente, indica que la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional constituirá un instrumento eficaz para combatir delitos como el 
blanqueo de dinero, la corrupción, el tráfico ilícito de especies de flora y fauna silvestres en 
peligro de extinción, los delitos contra el patrimonio cultural y los crecientes vínculos entre la 
delincuencia organizada transnacional y los delitos de terrorismo. 
 
La Convención tiene tres protocolos: combatir el tráfico de personas, la introducción ilegal de 
migrantes y la fabricación y tráfico ilícitos de armas de fuego. Cada uno de los protocolos se 
concentra en un tipo de actividad criminal organizada para la cual la cooperación internacional 
es fundamental. Ha sido firmado por 148 países y entró en vigor el 29 de septiembre de 2003. 
 
Este tratado obliga a los Estados a cooperar con los demás países en la represión de delitos 
como el lavado de dinero, la corrupción o la obstrucción de la justicia. 
 
La Convención de Palermo, en su artículo 2, da algunas definiciones y señala que el "grupo 
delictivo organizado" comprende un grupo estructurado de tres o más personas que exista 
durante cierto tiempo y que actúe concertadamente con el propósito de cometer uno o más 
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delitos graves o delitos tipificados con arreglo a la presente Convención con miras a obtener, 
directa o indirectamente, un beneficio económico u otro beneficio de orden material. Por "delito 
grave" se entenderá la conducta que constituya un delito punible con una privación de libertad 
máxima de al menos cuatro años o con una pena más grave. 
 
De la definición podemos deducir que el crimen organizado transnacional requiere planificación 
con el propósito de obtener ganancia, tiene una estructura jerárquica, el uso directo o indirecto 
de la violencia e intimidación es una de sus características esenciales, produce impotencia de un 
solo Estado para reprimirlo y tales actos traspasan las fronteras de un Estado pudiendo afectar a 
otros Estados. 
 
El artículo 3, numeral segundo, de la Convención de Palermo, nos indica cuales son las 
características para que el delito sea considerado transnacional, si: 
 
a) Se comete en más de un Estado; 
b) Se comete dentro de un solo Estado, pero una parte sustancial de su preparación, 
planificación, dirección o control se realiza en otro Estado; 
c) Se comete dentro de un solo Estado, pero entraña la participación de un grupo delictivo 
organizado que realiza actividades delictivas en más de un Estado;  
d) Se comete en un solo Estado, pero tiene efectos sustanciales en otro Estado. 
 
En cambio, en los artículos 5, 6, 8 y 23, nos indican qué conductas son ilícitas para efectos de 
esta Convención y menciona la participación de un grupo delictivo organizado, la penalización 
del blanqueo de dinero producto del delito, penalización de la corrupción y la penalización de la 
obstrucción de la justicia. 
 
En páginas anteriores, me referí al Principio de responsabilidad penal individual, que considera 
que las personas jurídicas no tienen capacidad ni posibilidad de cometer infracciones de carácter 
penal porque son entes creados por la ficción de la ley y son representadas por personas 
naturales que sí son responsables por los actos que cometen. Con la Convención de Palermo, en 
su artículo 10, se altera este principio ya que determina responsabilidad de las personas jurídicas 
en la participación de hechos asimilados al crimen organizado transnacional. La responsabilidad 







"Artículo l0.-Responsabilidad de las personas jurídicas: 
 
1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sea necesarias, de 
conformidad con sus principios jurídicos, a fin de establecer la responsabilidad de 
personas jurídicas por participación en delitos graves en que esté involucrado un 
grupo delictivo organizado, así como por los delitos tipificados con arreglo a los 
artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente Convención. 
2. Con sujeción a los principios jurídicos del Estado Parte, la responsabilidad de las 
personas jurídicas podrá ser de índole penal, civil o administrativa. 
3. Dicha responsabilidad existirá sin perjuicio de la responsabilidad penal que 
incumba a las personas naturales que hayan perpetrado los delitos. 
4. Cada Estado Parte velará en particular por que se impongan sanciones 
penales o no penales eficaces, proporcionadas y disuasivas, incluida sanción 
monetaria, a las personas jurídicas consideradas responsables con arreglo al 
presente artículo". 
 
Es innegable que en delitos relacionados con las drogas, en que indudablemente se encuentra el 
lavado de activos provenientes del narcotráfico, se utiliza empresas fantasmas que aparecen en 
cada uno de los países para esconder sus oscuros fines; la responsabilidad debe recaer en estos 
entes. 
 
En temas como el de extradición, la Convención de Palermo es un verdadero tratado de 
extradición ya que da normas para evitar la impunidad de estas acciones delictivas, su artículo 
16 mantiene el mismo esquema de extradición al de la Convención de las Naciones Unidas 
contra el tráfico ilícito de estupefacientes de 1988. 
 
1. “El presente artículo se aplicará a los delitos comprendidos en la presente 
Convención o a los casos en que un delito al que se hace referencia en los apartados a) 
o b) del párrafo 1 del artículo 3 entrarle la participación de un grupo delictivo 
organizado y la persona que es objeto de la solicitud de extradición se encuentre en el 
territorio del Estado Parte requerido, siempre y cuando el delito por el que se pide la 
extradición sea punible con arreglo al derecho interno del Estado Parte requirente y 
del Estado Parte requerido" 
 
Este párrafo se refiere a que la extradición se aplicará a los delitos de participación de un grupo 
delictivo organizado, blanqueo de dinero producto del delito, la corrupción y la penalización de 
la obstrucción de la justicia, así como para delitos graves, es decir: conductas que constituyan 




Entre las principales disposiciones del artículo 16 tenemos: 
 
2. “Cuando la solicitud de extradición se base en varios delitos graves distintos, algunos 
de los cuales no estén comprendidos en el ámbito del presente artículo, el Estado Parte 
requerido podrá aplicar el presente artículo también respecto de estos últimos delitos" 
 
Creo que es lo justo el aplicar esta disposición en virtud del numeral 1 del presente artículo: la 
condición que sean reprimidos como mínimo cuatro años a pesar de que este delito no esté en la 
Convención. Es fundamental, porque se pueden presentar varias acciones delictivas, unas más 
graves que otras y que estén relacionadas con el carácter transnacional y que, por falta de un 
tratado de extradición, no sean juzgadas ni sancionadas eficazmente; mediante esta disposición 
se garantiza el derecho de los países afectados por el delito que se pretende juzgar. 
 
Entre otras disposiciones del referido artículo tenemos: 
3. Cada uno de los delitos a los que se aplica el presente artículo se considerará incluido entre 
los delitos que dan lugar a extradición en todo tratado de extradición vigente entre los Estados 
Parte. Los Estados Parte se comprometen incluir tales delitos como casos de extradición en todo 
tratado de extradición que celebren entre sí. 
 
4.- Si un Estado Parte que supedita la extradición a la existencia de un tratado recibe una 
solicitud de extradición de otro Estado Parte con el que no lo vincula ningún tratado de 
extradición, podrá considerar la presente Convención como la base jurídica de la extradición 
respecto de los delitos a los que se aplica el presente artículo. 
 
5.- Los Estados Parte que supediten la extradición a la existencia de un tratado deberán: 
 
a) En el momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de 
la presente Convención o de adhesión a ella, informar al Secretario General de las 
Naciones Unidas de si considerarán o no la presente Convención como la base jurídica 
de la cooperación en materia de extradición en sus relaciones con otros Estados Parte en 
la presente Convención; y 
b) Si no consideran la presente Convención como la base jurídica de la cooperación en 
materia de extradición, esforzarse, cuando proceda, por celebrar tratados de extradición 





6.- Los Estados Parte que no supediten la extradición a la existencia de un tratado reconocerán 
los delitos a los que se aplica el presente artículo como casos de extradición entre ellos. 
 
7.- La extradición estará sujeta a las condiciones previstas en el derecho interno del Estado Parte 
requerido o en los tratados de extradición aplicables, incluidas, entre otras, las relativas al 
requisito de una pena mínima para la extradición y a los motivos por los que el Estado Parte 
requerido puede denegar la extradición. 
 
8.- Los Estados Parte, de conformidad con su derecho interno, procurarán agilizar los 
procedimientos de extradición y simplificar los requisitos probatorios correspondientes con 
respecto a cualquiera de los delitos a los que se aplica el presente artículo. 
 
9.- A reserva de lo dispuesto en su derecho interno y en sus tratados de extradición, el Estado 
Parte requerido podrá, tras haberse cerciorado de que las circunstancias lo justifican y tienen 
carácter urgente, y a solicitud del Estado Parte requirente, proceder a la detención de la persona 
presente en su territorio cuya extradición se pide o adoptar otras medidas adecuadas para 
garantizar la comparecencia de esa persona en los procedimientos de extradición" 
 
De la lectura de estas normas deducimos que se aplica el principio de la primacía del derecho 
interno, el tratado de extradición no debe interponerse a las normas del Estado requerido, así 
deben actuar los Estados en ausencia de este instrumento jurídico. 
 
10 “El Estado Parte en cuyo territorio se encuentre un presunto delincuente, si no lo 
extradita respecto de un delito al que se aplica el presente artículo por el solo hecho de ser 
uno de sus nacionales, estará obligado, previa solicitud del Estado Parte que pide la 
extradición, a someter el caso sin demora injustificada a sus autoridades competentes a 
efectos de enjuiciamiento. Dichas autoridades adoptarán su decisión y llevarán a cabo sus 
actuaciones judiciales de la misma manera en que lo harían respecto de cualquier otro 
delito de carácter grave con arreglo al derecho interno de ese Estado Parte. Los Estados 
Parte interesados cooperarán entre sí, en particular en lo que respecta a los aspectos 
procesales y probatorios, con miras a garantizar la eficiencia de dichas actuaciones" 
 
En caso de denegar la extradición se aplica el principio aut dedere aut judicare. 
 
11. “Cuando el derecho interno de un Estado Parte le permita conceder la extradición o, 
de algún otro modo, la entrega de uno de sus nacionales solo a condición de que esa 
persona sea devuelta a ese Estado Parte para cumplir la condena que le haya sido 
impuesta como resultado del juicio o proceso por el que se haya solicitado la extradición o 
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la entrega, y cuando ese Estado Parte y el Estado Parte que solicite la extradición acepten 
esa opción, así como otras condiciones que estimen apropiadas, esa extradición o entrega 
condicional será suficiente para que quede cumplida la obligación enunciada en el párrafo 
10 del presente artículo" 
 
Es una extensión del aut dedere aut judicare debido a que la pena sería cumplida en el Estado 
requerido. Pero lo negativo es que ya se viabiliza una extradición de nacionales en Estados que 
se basan en una jurisdicción universal dentro del Derecho Penal Internacional; al efectuarse la 
entrega y juzgamiento, se lesiona el derecho de defensa y demás normas del debido proceso. 
 
Igualmente este artículo señala: 
 
13. “En todas las etapas de las actuaciones se garantizará un trato justo a toda persona 
contra la que se haya iniciado una instrucción en relación con cualquiera de los delitos a 
los que se aplica el presente artículo, incluido el goce de todos los derechos y garantías 
previstos por el derecho interno del Estado Parte en cuyo territorio se encuentre esa 
persona”. 
14. Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá interpretarse como la 
imposición de una obligación de extraditar si el Estado Parte requerido tiene motivos 
justificados para presumir que la solicitud se ha presentado con el fin de perseguir o 
castigar a una persona por razón de su sexo, raza, religión, nacionalidad, origen étnico u 
opiniones políticas o que su cumplimiento ocasionaría perjuicios a la posición de esa 
persona por cualquiera de estas razones" 
 
El numeral 13 nos habla del principio de igualdad ante la ley en que se da el respeto a los 
derechos humanos. El numeral 14 justifica plenamente que la extradición no se dará por 
motivos políticos o por el juzgamiento por razones étnicas, religiosas o de género. 
 
 
CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA LA CORRUPCIÓN, 
MEDIANTE RESOLUCIÓN 55/6,1 DE 4 DE DICIEMBRE DE 2000 
 
La Asamblea General de la ONU señaló que sería conveniente contar con un instrumento 
jurídico internacional eficaz contra la corrupción y reconoció la independencia en relación a la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, por lo 




El texto de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción se elaboró a lo largo de 
siete períodos de sesiones, el mismo que fue aprobado el 31 de octubre de 2003 por la Asamblea 
General. 
 
El 18 de diciembre de 2002, a través de su resolución 57/169, la Asamblea General aceptó el 
ofrecimiento del Gobierno de México de ser el anfitrión en Mérida para la Firma de la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción. La cual se llevó a cabo del 9 al 11 de 
diciembre de 2003, en Mérida, Yucatán, México. 
 
Esta Convención, en lo que respecta a extradición, reafirma el principio de la doble punibilidad, 
es decir que el delito debe ser tal tanto en el Estado requirente como en el Estado requerido pero 
da la posibilidad de que podrán conceder la extradición de una persona por cualesquiera de los 
delitos comprendidos en la Convención que no sean punibles, con arreglo a su propio derecho 
interno si la legislación interna del Estado requerido lo permite. El numeral 4 del art.44 
establece el compromiso de los Estados partes de tipificar diversos hechos antijurídicos en 
futuros tratados de extradición que celebren entre sí, es decir incorporar dichos delitos a tratados 
bilaterales. 
 
Igualmente, reafirma la no extradición por delitos políticos. Esta Convención puede 
considerarse como la base jurídica de la extradición, en caso de que un Estado Parte con el que 
no lo vincula ningún tratado de extradición con otro Estado; pienso que de esta manera no se 
podrá fomentar la impunidad por erróneas interpretaciones jurídicas. También se da primacía al 
derecho interno del Estado requerido. El principio aut dedere aut judicare se lo encuentra en el 
numeral 11 del art.44, garantizando el cumplimiento de la justicia en caso del respeto al 
principio de la no extradición de nacionales. No comparto el criterio del numeral 13 del art.44, 
en razón de que atenta a la jurisdicción y soberanía del Estado requerido y a las normas que 
rigen el debido proceso. 
 
Este numeral señala: 
 
"13. Si la extradición solicitada con el propósito de que se cumpla una condena es 
denegada por el hecho de que la persona buscada es nacional del Estado Parte 
requerido, éste, si su derecho interno lo permite y de conformidad con los requisitos de 
dicho derecho, considerará, previa solicitud del Estado Parte requirente, la posibilidad 
de hacer cumplir la condena impuesta o el resto pendiente de dicha condena con arreglo 




El respeto a los derechos humanos se encuentra garantizado en los numerales 14 y 15 del art.44 
de dicha Convención. 
 
Veamos algunas disposiciones de este trascendental artículo: 
 
“Artículo 44 Extradición 
 
1. El presente artículo se aplicará a los delitos tipificados con arreglo a la presente 
Convención en el caso de que la persona que es objeto de la solicitud de 
extradición se encuentre en el territorio del Estado Parte requerido, siempre y 
cuando el delito por el que se pide la extradición sea punible con arreglo al 
derecho interno del Estado Parte requirente y del Estado Parte requerido. 
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo, los Estados 
Parte cuya legislación lo permita podrán conceder la extradición de una persona 
por cualquiera de los delitos comprendidos en la presente Convención que no 
sean punibles con arreglo a su propio derecho interno. 
3. Cada uno de los delitos a los que se aplica el presente artículo se considerará 
incluido entre los delitos que dan lugar a extradición en todo tratado de 
extradición vigente entre los Estados Parte. Éstos se comprometen a incluir tales 
delitos como causa de extradición en todo tratado de extradición que celebren 
entre sí. Los Estados Parte cuya legislación lo permita, en el caso de que la 
presente Convención sirva de base para la extradición, no considerarán de 
carácter político ninguno de los delitos tipificados con arreglo a la presente 
Convención. 
4. Si un Estado Parte que supedita la extradición a la existencia de un tratado recibe 
una solicitud de extradición de otro Estado Parte con el que no lo vincula ningún 
tratado de extradición, podrá considerar la presente Convención como la base 
jurídica de la extradición respecto de los delitos a los que se aplica el presente 
artículo. 
5. Los Estados Parte que no supediten la extradición a la existencia de un tratado 
reconocerán los delitos a los que se aplica el presente artículo como causa de 
extradición entre ellos. 
6. La extradición estará sujeta a las condiciones previstas en el derecho interno del 
Estado Parte requerido o en los tratados de extradición aplicables, incluidas, 
entre otras cosas, las relativas al requisito de una pena mínima para la 
extradición y a los motivos por los que el Estado Parte requerido puede denegar 
la extradición. 
7. Los Estados Parte, de conformidad con su derecho interno, procurarán agilizar 
los procedimientos de extradición y simplificar los requisitos probatorios 
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correspondientes con respecto a cualquiera de los delitos a los que se aplica el 
presente artículo. 
8. El Estado Parte en cuyo territorio se encuentre un presunto delincuente, si no lo 
extradita respecto de un delito al que se aplica el presente artículo por el solo 
hecho de ser uno de sus nacionales, estará obligado, previa solicitud del Estado 
Parte que pide la extradición, a someter el caso sin demora injustificada a sus 
autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento. Dichas autoridades 
adoptarán su decisión y llevarán a cabo sus actuaciones judiciales de la misma 
manera en que lo harían respecto de cualquier otro delito de carácter grave con 
arreglo al derecho interno de ese Estado Parte. Los Estados Parte interesados 
cooperarán entre sí, en particular en lo que respecta a los aspectos procesales y 
probatorios, con miras a garantizar la eficiencia de dichas actuaciones. 
9. Si la extradición solicitada con el propósito de que se cumpla una condena es 
denegada por el hecho de que la persona buscada es nacional del Estado Parte 
requerido, éste, si su derecho interno lo permite y de conformidad con los 
requisitos de dicho derecho, considerará, previa solicitud del Estado Parte 
requirente, la posibilidad de hacer cumplir la condena impuesta o el resto 
pendiente de dicha condena con arreglo al derecho interno del Estado Parte 
requirente. 
10. En todas las etapas de las actuaciones se garantizará un trato justo a toda 
persona contra la que se haya iniciado una instrucción en relación con cualquiera 
de los delitos a los que se aplica el presente artículo, incluido el goce de todos los 
derechos y garantías previstos por el derecho interno del Estado Parte en cuyo 
territorio se encuentre esa persona. 
11. Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá interpretarse como la 
imposición de una obligación de extraditar si el Estado Parte requerido tiene 
motivos justificados para presumir que la solicitud se ha presentado con el fin de 
perseguir o castigar a una persona en razón de su sexo, raza, religión, 
nacionalidad, origen étnico u opiniones políticas o que su cumplimiento 




CONVENIO INTERNACIONAL PARA LA REPRESIÓN DE LA FINANCIACIÓN DEL 
TERRORISMO APROBADO POR LA ASAMBLEA GENERAL, EL 9 DE DICIEMBRE 
DE 1999 
 
Se desarrolló en Nueva York. En este Convenio, se da la posibilidad de extraditar a las personas 
acusadas de financiar actividades terroristas y requiere a los bancos promulgar medidas para 
identificar transacciones sospechosas. 
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Los artículos 9, 10 y 11, se refieren a la extradición y a la aplicación del principio aut dedere aut 
judicare. El numeral 5, del artículo 11, es un poco sorprendente debido a que las disposiciones 
de todos los tratados de extradición vigentes entre Estados Partes con respecto a los delitos 
enumerados en el artículo 2 se considerarán modificadas entre esos Estados Partes, en la medida 
en que sean incompatibles con el presente Convenio, dando supremacía con respecto a tratados 
bilaterales y leyes internas, en caso de incorporar nuevas conductas delictivas en sus 
legislaciones. 
 





1. Comete delito en el sentido del presente Convenio quien por el medio que fuere, directa 
o indirectamente, ilícita y deliberadamente, provea o recolecte fondos con la intención 
de que se utilicen, o a sabiendas de que serán utilizados, en todo o en parte, para 
cometer: 
 
a) Un acto que constituya un delito comprendido en el ámbito de uno de los tratados 
enumerados en el anexo y tal como esté definido en ese tratado; o 
b) Cualquier otro acto destinado a causar la muerte o lesiones corporales graves a un 
civil o a cualquier otra persona que no participe directamente en las hostilidades en 
una situación de conflicto armado, cuando, el propósito de dicho acto, por su 
naturaleza o contexto, sea intimidar a una población u obligar a un gobierno o a una 
organización internacional a realizar un acto o a abstenerse de hacerlo. 
2.  
 
a) Al depositar su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión al 
presente Convenio, un Estado que no sea parte en alguno de los tratados enumerados 
en el anexo podrá declarar que, en la aplicación del presente Convenio a ese Estado 
Parte, el tratado no se considerará incluido en el anexo mencionado en el apartado a) 
del párrafo 1. La declaración quedará sin efecto tan pronto como el tratado entre en 
vigor para el Estado Parte, que notificará este hecho al depositario; 
b) Cuando un Estado Parte deje de serlo en alguno de los tratados enumerados en el 
anexo, podrá 'efectuar una declaración respecto de ese tratado con arreglo a lo 




3. Para que un acto constituya un delito enunciado en el párrafo 1, no será necesario que 
los fondos se hayan usado efectivamente para cometer un delito mencionado en los 
apartados a) o b) del párrafo 1. 
 
4. Comete igualmente un delito quien trate de cometer un delito enunciado en el párrafo 1 
del presente artículo. 
 
5. Comete igualmente un delito quien: 
 
 
a) Participe como cómplice en la comisión de un delito enunciado en los párrafos 1 ó 4 
del presente artículo; 
b) Organice la comisión de un delito enunciado en los párrafos 1 ó 4 del presente artículo 
o dé órdenes a otros de cometerlo; 
c) Contribuya a la comisión de uno o más de los delitos enunciados en los párrafos 1 ó 4 
del presente artículo por un grupo de personas que actúe con un propósito común. La 
contribución deberá ser intencionada y hacerse: 
i. Ya sea con el propósito de facilitar la actividad delictiva o los fines delictivos del 
grupo, cuando esa actividad o esos fines impliquen la comisión de un delito enunciado 
en el párrafo 1 del presente artículo; o, 
ii. Ya sea con conocimiento de la intención del grupo de cometer un delito enunciado en el 
párrafo 1 del presente artículo". 
 
En la Carta de la ONU, artículo 13, se establece un mandato para la Asamblea General y es el 
de promover estudios y sugerir recomendaciones con el fin de fomentar la cooperación 
internacional en el campo político e impulsar el desarrollo progresivo del Derecho Internacional 
y su codificación y fomentar la cooperación internacional en materias de carácter económico, 
social, cultural, educativo y sanitario, así como ayudar a hacer efectivos los derechos humanos y 




En 1947, la Asamblea General creó la Comisión de Derecho Internacional inicialmente 
integrada por 15 miembros y, a partir de 1981, la componen 34 que duran cinco años en sus 
funciones. Está integrada por juristas de los cinco continentes, elegidos de las listas que 
presentan los Estados y buscan con ello representar los diversos sistemas jurídicos y 




“La Asamblea General de la ONU es la que determina los temas y la Comisión de Derecho 
Internacional realiza los estudios correspondientes. Para cumplir esto, primero encargan a 
un Relator Especial el hacer un estudio preliminar, presenta al resto de la Comisión y lo 
discuten. Después, la Comisión elabora el proyecto de Convención y presenta a la 
Asamblea General para que lo consideren los Estados. Sesionan anualmente durante doce 
semanas”  (Carrillo Salcedo, 1982) 
 
La Comisión de Derecho Internacional preparó el proyecto de Estatuto para una Corte Penal 
Internacional permanente (en 1994) y el Proyecto de Código de Crímenes contrala Paz y la 
Seguridad de la Humanidad (en 1996). Ambos instrumentos influyeron, a su vez, en la 
redacción del Estatuto de la Corte Penal Internacional (CPI) permanente, conocido como 
Estatuto de Roma, de 1998. 
 
El Proyecto de Código de Crímenes contra la Paz y la Seguridad de la Humanidad, de 1996, 
trata sobre la responsabilidad individual y la responsabilidad de los Estados como la 
responsabilidad del superior que ordenó la ejecución de ciertos actos que van en contra de la paz 
y seguridad mundial. 
 
Los artículos 9 y 10 tratan sobre la extradición, determinando que el Estado donde se encuentre 
el presunto delincuente debería juzgarlo o conceder la extradición. En caso de concurrencia de 
solicitudes se dará privilegio al Estado en donde se cometió el crimen. Igualmente, en los 
artículos 12 y 13, resaltan la importancia del principio non bis in ídem y el de la irretroactividad 
de la ley penal. 
 
“Los delitos por los cuales tipifica el Proyecto de Código de Crímenes contra la Paz y la 
Seguridad de la Humanidad son los crímenes de agresión, genocidio, contra la humanidad, 
contra las Naciones Unidas y su personal asociado, crímenes de guerra. Igualmente se 
establecen garantías judiciales como la aplicación del principio de presunción de 
inocencia”  (Zuppi, 2002) 
 
Asimismo, la Comisión de Derecho Internacional de la ONU, en su 56 período de sesiones, en 
el 2004, comenzó a tratar el tema "La obligación de extraditar o juzgar (aut dedere aut iudicareV'. 
“La Asamblea General, en noviembre del 2005, mediante resolución 60/22, la incluye como tema de su 
programa de trabajo; en julio del 2006, recibió un informe preliminar por parte del Relator Especial, 
Zdzislaw Galicki, sobre este punto fundamental en el derecho extradicional. 
 
Entre los puntos fundamentales del presente informe preliminar consta que el objetivo de la 
obligación es evitar que se dé la impunidad de personas presuntamente responsables del 
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cometimiento de hechos ilícitos privándolas de refugios seguros. Se discutió si la obligación se 
origina del tratado o se daba en base al derecho consuetudinario; en lo que respecta a 
determinadas infracciones internacionales, la doctrina establecía que se debía aplicar 
conjuntamente las disposiciones de los tratados, así como las normas del derecho internacional 
consuetudinario. 
 
Otro punto fundamental que encontramos en el informe preliminar es que la Comisión sugirió 
analizar la relación entre el principio de jurisdicción universal y el principio aut dedere aut 
judicare. Recordemos que la jurisdicción universal consiste en que los Estados tienen 
jurisdicción penal por la comisión de delitos internacionales (en los cuales obviamente se 
incluye a los crímenes de derecho internacional), sin importar el lugar de su comisión, la 
nacionalidad del sujeto activo, la nacionalidad de la víctima o si se han lesionado bienes 
jurídicos de un determinado Estado, pues se entiende que estos delitos lesionan bienes jurídicos 
de la comunidad internacional por parte de todos sus miembros. Y que este principio de 
jurisdicción universal es complementado por el principio aut dedere aut judicare, que consiste 
en que un Estado en cuyo territorio se hallare el presunto responsable de un crimen de derecho 
internacional, se encuentra frente a dos posibilidades, bien de juzgarle o bien de extraditarlo a 
algún otro Estado que tenga jurisdicción para juzgarlo y que así lo solicite. Actúa en un 
principio en correlación del otro. 
 
En la obligación de extraditar o juzgar se entiende que si se cumple con el primer postulado el 
segundo no sería exigible para el Estado requerido, esto en virtud de la lógica jurídica. 
 
La situación se complica si se da una competencia jurisdiccional ejercida por un tribunal penal 
internacional; fue desechada por la Comisión en virtud de que los tribunales existentes tenían 
sus propias normas constitutivas de leyes especiales, es decir las norméis del Estado requerido 
como del requirente, a pesar de que el Relator Especial manifestó que este tema debía ser 
abordado con mucha cautela. 
 
Posteriormente, la Comisión de Derecho Internacional trató sobre algunos problemas que se 
generaban en el procedimiento de la extradición, como el que “varios tratados de extradición 
contenían vacíos con respecto a la ejecución de penas y la falta de un sistema de vigilancia para 
el cumplimiento de la obligación de juzgar. Otros problemas tratados fueron suficiencia de 
pruebas, leyes internas y tratados multilaterales y bilaterales no actualizados (algunos del siglo 
XIX) y la discusión referente a la extradición de nacionales y la falta de garantía para hacer 




4.6. PRINCIPALES TRATADOS Y CONVENCIONES DE EXTRADICIÓN EN 
EUROPA 
 
Antes de la constitución de la Unión Europea en esta parte del mundo ya existían tratados 
multilaterales al respecto. Así tenemos: 
 
La Convención Europea sobre extradición, que fue suscrita en París, en 1957 y que entró en 
vigor el 18 de abril de 1960. La suscribieron Austria, Chipre, Dinamarca, España, Grecia, 
Irlanda, Italia, Licchtenstein, Luxemburgo, Noruega, Países Bajos, Portugal, República Federal 
de Alemania, Suecia, Suiza y Turquía. Contiene 32 artículos que regulan a esta institución 
jurídica. Entre sus disposiciones tenemos la aplicación del principio de reciprocidad, la 
determinación de los hechos que dan lugar a la extradición y son aquellos que las Leyes de la 
Parte requirente y de la Parte requerida castiguen, bien con pena privativa de libertad o medida 
de seguridad privativa de libertad cuya duración máxima sea de un año por lo menos, o bien con 
pena más severa. Si la solicitud de extradición se refiere a varios hechos distintos castigados, 
cada uno de ellos, por la Ley de la Parte requirente y por la Ley de la Parte requerida con pena 
privativa de libertad o medida de seguridad privativa de libertad, pero si algunos de tales hechos 
no cumplieren el requisito relativo a la duración mencionada de la pena, la Parte requerida 
tendrá la facultad de conceder también la extradición. 
 
Seguidamente, la Convención trata sobre la no extradición de delitos políticos, militares y 
fiscales. El artículo 6 da normas sobre la extradición de nacionales que por este motivo la 
deniega. Los artículos 10 y 11 nos hablan de la prescripción y la denegación de la extradición 
por pena capital a menos que se den medidas que garanticen la vida del imputado.  
 
El artículo 15 regula la reextradición a un tercer Estado en que es necesario el consentimiento de 
la Parte requerida para permitir a la Parte requirente entregar a otra Parte o a un tercer Estado a 
la persona que le hubiese sido entregada a aquella por causa de delitos anteriores a la entrega. 
He aquí algunas de sus normas: 
"Artículo 3. Delitos políticos. 
 
1. No se concederá la extradición si el delito por el cual se solicita es considerado por la 
Parte requerida como delito político o como hecho conexo con un delito de tal 
naturaleza. 
2. Se aplicará la misma regla si la Parte requerida tuviere razones fundadas para creer 
que la solicitud de extradición, motivada por un delito de naturaleza común, se ha 
presentado con el fin de perseguir o castigar a una persona por consideraciones de 
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raza, religión, nacionalidad u opiniones políticas, o que la situación de dicha persona 
corre el riesgo de verse agravada por una u otra de tales consideraciones. 
3. Para la aplicación del presente Convenio, no se considerará como delito político, el 
atentado contra la vida de un Jefe de Estado o de un miembro de su familia. 
4. La aplicación del presente artículo no afectará a las obligaciones que las Partes 
hubieren contraído o contrajeren en lo futuro con arreglo a cualquier otro Convenio 
internacional de carácter multilateral. 
 
Artículo 6. Extradición de nacionales. 
 
1.  
a) Toda Parte contratante tendrá la facultad de denegar la extradición de sus nacionales. 
b) Cada Parte contratante podrá, mediante declaración hecha en el momento de la firma o del 
depósito de su instrumento de ratificación o de adhesión, definir, por lo que respecta a la 
misma, el término «nacionales» en el sentido del presente Convenio. 
c) La cualidad de nacional se apreciará en el momento de la decisión sobre la extradición. Sin 
embargo, si dicha cualidad hubiere sido concedida entre la fecha de la decisión y la fecha 
prevista para la entrega, la Parte requerida podrá también acogerse a lo dispuesto en la letra 
(a) del presente párrafo. 
 
2. Si la Parte requerida no accediese a la extradición de un nacional, deberá, a instancia de la 
Parte requirente, someter al asunto a las autoridades competentes a fin de que pueda 
procederse judicialmente, en su caso, contra aquél.  
 
A tal efecto, los documentos, informaciones y objetos relativos al delito se remitirán 
gratuitamente por la vía prevenida en el párrafo 1 del art. 12. Se informará a la Parte 
requirente del resultado que hubiere obtenido su solicitud. 
 
Artículo 10. Prescripción. 
 
No se concederá la extradición si se hubiere producido la prescripción de la acción penal o de la pena, 
con arreglo a la legislación de la Parte requirente o a la de la Parte requerida. 
 
Artículo 11. Pena capital. 
 
Si el hecho que motivare la solicitud de extradición estuviere castigado con pena capital por la Ley de la 
Parte requirente y, en tal caso, dicha pena no se hallare prevista en la legislación de la Parte requerida, 
o generalmente no se ejecutare, podrá no concederse la extradición sino a condición de que la Parte 




Artículo 15. Reextradición a un tercer Estado. 
 
Salvo en el caso previsto en el párrafo 1, letra b del art. 14, será necesario el consentimiento de la Parte 
requerida para permitir a la Parte requirente entregar a otra Parte o a un tercer Estado a la persona que 
le hubiese sido entregada a aquélla y que fuere reclamada por la mencionada otra Parte o tercer Estado 
a causa de delitos anteriores a la entrega. La Parte requerida podrá exigir el envío de los documentos 
previstos en el párrafo 2, del art. 12. 
 
Artículo 17. Concurso de solicitudes de extradición. 
 
Si la extradición fuere solicitada concurrentemente por varios Estados, bien por el mismo hecho, o por 
hechos diferentes, la Parte requerida resolverá teniendo en cuenta todas las circunstancias y 
especialmente la gravedad relativa y lugar de los delitos, las respectivas fechas de las solicitudes, la 
nacionalidad de la persona reclamada y la posibilidad de una ulterior extradición a otro Estado. 
 
CONVENIO EUROPEO DE ASISTENCIA JUDICIAL EN MATERIA PENAL, SE LO 
SUSCRIBIÓ EN ESTRASBURGO EL 20 DE ABRIL DE 1959 
 
Entró en vigor el 13 de junio de 1962 a partir de la tercera ratificación. Está conformado por 30 
artículos. El Convenio en su primer artículo establece que los Estados parte se prestarán la 
mayor colaboración posible, si bien no será aplicable a las infracciones de carácter militar que 
no sean infracciones comunes. 
 
También podrá denegarse la asistencia cuando las infracciones tengan carácter político o su 
ejecución perjudique a la soberanía, la seguridad, el orden público u otros intereses esenciales 
del Estado requerido. Criterios que sirven para aplicar a los procedimientos de extradición. 
 
 
PROTOCOLO ADICIONAL DE LA CONVENCIÓN EUROPEA SOBRE 
EXTRADICIÓN, SUSCRITO EN ESTRASBURGO, EN 1975 
 
Entró en vigor en 1979, con la participación de Chipre, Dinamarca, Países Bajos, Portugal y 
Suecia. Está conformado por nueve artículos cuyas disposiciones se refieren a que no se 
considerará como delitos políticos: 
 
a) Los crímenes de lesa humanidad previstos en el Convenio para la prevención y la 
sanción del delito de genocidio aprobado el 9 de diciembre de 1948 por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas. 
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b) Las infracciones previstas en los artículos: 50 del Convenio de Ginebra, de 1949, para 
mejorar la suerte de los heridos y enfermos de las Fuerzas Armadas en Campaña; 51 del 
Convenio de Ginebra, de 1949, para mejorar la suerte de los heridos, enfermos y 
náufragos de las Fuerzas Armadas en el Mar; 130 del Convenio de Ginebra, de 1949, 
relativo al trato de los prisioneros de guerra y 147, del Convenio de Ginebra, de 1949, 
relativo a la protección de personas civiles en tiempo de guerra. 
 
c) Cualesquiera violaciones análogas de las leyes de la guerra, en vigor, cuando empiece a 
aplicarse el presente Protocolo y de las costumbres de la guerra existentes en ese 
momento, que no estén ya previstas por las susodichas disposiciones de los Convenios 
de Ginebra. 
 
SEGUNDO PROTOCOLO ADICIONAL DE LA CONVENCIÓN EUROPEA SOBRE 
EXTRADICIÓN (1978) 
 
En Estrasburgo, siendo parte del mismo: Austria, Chipre, Dinamarca, España, Finlandia, 
Islandia, Italia, Países Bajos, Suecia y Suiza. 
 
Este Segundo Protocolo se encuentra conformado por doce artículos que dan normas para 
delitos fiscales, sentencias en rebeldía, indicando que cuando una Parte Contratante pida a otra 
Parte Contratante la Extradición de una persona con el fin de ejecutar una pena o una medida de 
seguridad impuesta, en virtud de una resolución dictada contra ella en rebeldía, la Parte 
requerida podrá denegar dicha extradición si, en su opinión, el proceso que dio lugar a la 
sentencia no respetó los derechos mínimos de defensa reconocidos a cualquier persona acusada 
de un delito. 
 
No obstante, se concederá la extradición si la Parte requirente diese la seguridad que se estimare 
suficiente para garantizar a la persona cuya extradición se solicita el derecho a un nuevo proceso 
que salvaguarde los derechos de la defensa. 
 
Igualmente, el Segundo Protocolo manifiesta que no se concederá la extradición por un delito 
objeto de una amnistía en el Estado requerido si éste tuviera competencia para perseguir dicho 






CONVENCIÓN EUROPEA SOBRE LA SUPRESIÓN DEL TERRORISMO, DADA EN 
ESTRASBURGO 
 
En1977. Entró en vigor el 4 de agosto de 1978, suscrita por Austria, Dinamarca, República 
Federal de Alemania, Reino Unido y Suecia. Su texto lo conforman 16 artículos. 
 
En esta Convención, se señala que, entre los Estados contratantes: no serán consideradas 
infracciones políticas, infracciones relacionadas con una infracción política o infracciones 
inspiradas por motivos políticos, las siguientes: las infracciones comprendidas en el campo de 
aplicación de la Convención para la captura ilícita de aeronaves, firmada en La Haya el 16 de 
diciembre de 1970, las infracciones comprendidas dentro del campo de aplicación de la 
Convención para la represión de actos ilícitos, dirigidos contra la seguridad de la Aviación Civil 
(firmada en Montreal el 23 de septiembre de 1971), las infracciones mayores constituidas por un 
ataque contra la vida, la integridad corporal o la libertad de las personas que tienen derecho a 
una protección internacional, incluyendo a los agentes diplomáticos, las infracciones que 
conllevan la desaparición, la toma de rehenes o el secuestro arbitrario; las infracciones que 
conllevan la utilización de bombas, granadas, rifles, armas de fuego automáticas, o de sobres o 
paquetes conteniendo explosivos en caso de que dicha utilización presente peligro para las 
demás personas; el atentado de cometer una de las infracciones antes mencionadas o la 
participación como autor o cómplice de una persona que haya cometido o intentado cometer una 
infracción de esa índole. 
 
Para efectos de la Extradición entre Estados contratantes, un Estado contratante no puede 
considerar como infracción política o como infracción inspirada por motivos políticos todo acto 
grave de violencia que no esté cubierto por las disposiciones antes citadas y que esté dirigido 
contra la vida, la integridad corporal o la libertad de personas. 
 
Lo mismo ocurre en lo concerniente a todo acto grave contra los bienes cuando se ha creado un 
peligro colectivo para las personas y en lo relativo al intento de cometer alguna de las 
infracciones arriba indicadas o la participación en calidad de coautor o intentando cometer una 








EL CONVENIO DE ESTRASBURGO DE 21 DE MARZO DE 1983, SOBRE 
TRASLADO DE PERSONAS CONDENADAS 
 
Se lo suscribió por parte de todos los países europeos y entró en vigor el 14 de febrero del 2007. 
Este instrumento internacional sirve de ayuda para la aplicación más eficiente de los tratados de 
extradición; es un complemento esencial en esta área. Contiene 25 normas que tratan sobre la 
aplicación de principios generales de Derecho Penal Internacional, las condiciones para la 
transferencia, la obligación de facilitar informaciones, el trámite en sí, consecuencias del 
traslado para el Estado que condena y para el Estado de cumplimiento, indulto, amnistía, 
conmutación, etc. 
 
Entre las principales disposiciones tenemos: 
 
"Artículo 2. Principios generales. 
 
1. Las Partes se obligan, en las condiciones previstas por el presente Convenio, a prestarse 
mutuamente la más amplia colaboración posible en materia de traslado de personas 
condenadas. 
2. Una persona condenada de una Parte podrá con arreglo a lo dispuesto en el presente Convenio, 
ser trasladada a otra Parte para cumplir la condena que se le haya impuesto. A tal fin, podrá 
expresar, bien al Estado de condena bien al Estado de cumplimiento, su deseo de que se le 
traslade en virtud del presente Convenio. 
3. El traslado podrá solicitarse bien por el Estado de condena bien por el Estado de cumplimiento. 
 
Artículo 3. Condiciones de la transferencia. 
 
1. Un traslado podrá llevarse a cabo con arreglo al presente Convenio solamente en las 
condiciones siguientes: 
 
a) El condenado deberá ser nacional del Estado de cumplimiento; 
b) La sentencia deberá ser firme; 
c) La duración de la condena que el condenado tendrá que cumplir aún deberá ser al menos de 
seis meses el día de la recepción de la petición o indeterminada; 
d) El condenado, o su representante, cuando por razón de su edad o de su estado físico mental uno 
de los dos Estados así lo estimare necesario, deberá consentir el traslado; 
e) Los actos u omisiones que hayan dado lugar a la condena deberán constituir una infracción 
penal con arreglo a la ley del Estado de cumplimiento o la constituirán si se cometieran en su 
territorio; y 
f) El Estado de condena y el Estado de cumplimiento deberán estar de acuerdo en ese traslado. 
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2. En casos excepcionales, las partes podrán convenir en un traslado, aunque la duración de la 
condena que el delincuente tenga aún que cumplir sea inferior a la prevista en el párrafo 1, c). 
 
3. Cualquier Estado, en el momento de la firma o depósito de su Instrumento de Ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión, podrá indicar, mediante una declaración dirigida al 
secretario general del Consejo de Europa, que tiene la intención de excluir la aplicación de uno 
de los procedimientos previstos en el artículo 9, 1, a) y b), en sus relaciones con las otras 
Partes. 
 
4. Cualquier Estado, mediante una declaración dirigida al Secretario general del Consejo de 
Europa, podrá en cualquier momento definir, en lo que a él respecta, el término "nacional" a los 
efectos del presente Convenio. 
 
Artículo 8. Consecuencias del traslado para el Estado de condena. 
 
1. E1 hecho de que las autoridades del Estado de cumplimiento tomen a su cargo al condenado 
tendrá como efecto suspender el cumplimiento de la condena en el Estado de condena. 
2. El Estado de condena no podrá hacer que se cumpla la condena cuando el Estado de 
cumplimiento considere el cumplimiento de la condena como terminado. 
 
Artículo 12. Indulto, amnistía, conmutación. 
 
Cada parte podrá conceder el indulto, la amnistía o la conmutación de la pena de conformidad con su 
Constitución o sus demás normas jurídicas. 
Artículo 22. Relaciones con otros Convenios y Acuerdos. 
 
1. E1 presente Convenio no afectará a los derechos y obligaciones derivados de los tratados de 
extradición y otros tratados de cooperación internacional en materia penal que prevean el 
traslado de detenidos a los efectos de careo o de testimonio" 
 
 
EL CONVENIO DE BRUSELAS RELATIVO AL PROCEDIMIENTO SIMPLIFICADO 
DE EXTRADICIÓN ENTRE LOS ESTADOS MIEMBROS DE LA UNIÓN EUROPEA, 
DE 10 DE MARZO DE 1995 
 
Tiene por objeto facilitar la aplicación del Convenio europeo de extradición de 13 de diciembre 
de 1957 entre los Estados miembros, completando las disposiciones de dicho Convenio. Tiene 
17 artículos referentes a la obligación de entrega, condiciones de entrega, datos a comunicar, 
consentimiento y acuerdo, información a la persona, manifestación del consentimiento, 
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comunicación del consentimiento, comunicación de la decisión de extradición, plazo de entrega, 
reextradición a otro Estado miembro, tránsito, etc. 
 
Se aplica principalmente a dos circunstancias: la primera es cuando se ha formulado una 
solicitud de detención preventiva a efectos de extradición y la persona, que consiente en ella ya 
en el momento de la detención (o en los diez días siguientes a ésta), no es buscada ni se 
encuentra detenida por otra causa en el Estado requerido. La segunda situación es aquella en que 
la persona da su consentimiento una vez vencido el plazo de diez días pero antes de que expire 
el plazo de cuarenta días que estipula el artículo 16 del Convenio Europeo de Extradición, de 13 
de diciembre de 1957 y antes de que se presente una solicitud de extradición. 
 
El procedimiento simplificado se da bajo la doble condición de que la persona interesada dé su 
consentimiento a la extradición y que el Estado del que se solicita exprese su acuerdo. En 
consecuencia, ya no es necesaria la presentación de una solicitud de extradición y demás 
documentos del Convenio Europeo de Extradición, de 1957. 
 
Solo es necesario para el Estado requeriente presentar la siguiente documentación: 
 
 la identidad de la persona buscada; 
 la autoridad que solicita la detención; 
 la existencia de una orden de detención 
 el carácter y la tipificación legal de la infracción; 
 la descripción de las circunstancias de la infracción; 
 las consecuencias de la infracción. 
 
El Estado requerido está en la facultad de pedir información adicional si su legislación lo exige. 
 
EL CONVENIO DE DUBLÍN RELATIVO A LA EXTRADICIÓN ENTRE LOS 
ESTADOS MIEMBROS DE LA UNIÓN EUROPEA, DE 27 DE SEPTIEMBRE DE 1996 
 
Está constituido por 20artículos que tratan sobre los hechos que dan lugar a la extradición, 
conspiración y asociación con propósito delictivo, delitos políticos, delitos fiscales, extradición 
de nacionales, prescripción, amnistía, reextradición, extradición de tránsito, etc. 
 
Se dieron cambios fundamentales en el sentido que dan lugar a extradición los delitos 
sancionados solo con penas privativas de libertad o de medidas de seguridad privativas de 
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libertad de un máximo de al menos doce meses y, según el Derecho del Estado miembro 
requerido, los sancionados con una pena privativa de un máximo de al menos seis meses. 
 
La Comisión Jurídica de la Unión Europea da un importante criterio sobre esta Convención, el 
cual comparto plenamente en la mayoría de sus puntos: 
 
"La extradición no podrá denegarse cuando se trate de una infracción suficientemente 
grave y/o calificada como conspiración o asociación de malhechores, incluso cuando el 
Derecho del Estado requerido no establezca que estos mismos hechos sean constitutivos de 
una infracción (excepción al principio de la doble incriminación). No obstante, la 
conspiración o la asociación deberán tener como objetivo el cometer actos terroristas o 
infracciones en ciertos ámbitos sensibles, como el tráfico de estupefacientes y otras formas 
de delincuencia organizada u otros actos de violencia. 
 
Como alternativa a esta norma, los Estados miembros que no estén preparados para 
conceder la extradición de personas no obstante el principio de la doble incriminación 
(incriminación en el Estado miembro requirente y en el requerido) deberán establecer en 
su legislación nacional la descripción del comportamiento de toda persona que contribuya 
a la perpetración, por un grupo de personas que actúen con un objetivo común, de una o 
más infracciones de las arriba mencionadas, según las condiciones que se precisan en el 
Convenio. 
 
El Convenio establece que no se podrá denegar la extradición por el hecho de que la 
persona objeto de la solicitud de extradición sea nacional del Estado miembro requerido. 
Sin embargo, este principio no se podrá aplicar inmediatamente en todos los Estados 
miembros dado que en algunos la Constitución prohíbe la extradición de sus nacionales. 
 
El Convenio establece otras disposiciones, en particular en lo que concierne a las 
infracciones fiscales, la prescripción, la amnistía, la reextradición a otro Estado miembro, 
el tránsito y el intercambio de información". 
 
Precisar que muchos autores no comparten en lo que respecta a la posibilidad de la extradición 
de nacionales, en virtud de los argumentos que se esgrimió al analizar este principio. En cambio, 
otros tratadistas se inclinan a favor del principio de la imprescriptibilidad de la ley penal, a pesar 
que la excepción se da por conflictos de competencia, debido a que el Convenio de Dublín, al 
referirse a la determinación de la prescripción, expresa que de conformidad con la normativa de 
uno u otro Estado, el artículo 8 preceptúa que no se podrá denegar la extradición por el motivo 
de que la acción o la pena hayan prescrito con arreglo a la legislación del Estado miembro 
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requerido, salvo cuando la solicitud de extradición esté motivada por hechos en los que éste sea 
competente, según su propia legislación. 
 
 
CONVENIO SOBRE LA CIBERDELINCNENCIA, SUSCRITO EN BUDAPEST, EL 23 
DE NOVIEMBRE DE 2001 
 
El Capítulo III del Convenio se refiere a la cooperación internacional, en su título II se 
enmarcan a los Principios relativos de la extradición. 
 
Su Art.24 manifiesta que los hechos siempre deben estar castigados en la legislación de las dos 
Partes implicadas, con una pena privativa de libertad de una duración mínima de un año, o con 
una pena más grave. También manifiesta que cuando una Parte que condicione la extradición a 
la existencia de un tratado reciba una solicitud de extradición de otra Parte con la que no haya 
celebrado ningún tratado de extradición, podrá aplicar el presente Convenio como fundamento 
jurídico de la extradición respecto de cualquier delito mencionado en este instrumento 
internacional. 
 
El procedimiento de extradición estará sujeto a las condiciones establecidas en el derecho 
interno de la Parte requerida o en los tratados de extradición aplicables, incluidos los motivos 
por los que la Parte requerida puede denegar la extradición. Da la posibilidad de aplicar el 
principio aut dedere aut judicare. 
 
 
LA ORDEN EUROPEA DE DETENCIÓN Y ENTREGA (EURO ORDEN).- 
 
En Europa se encontró la salida para enfrentar las constantes deficiencias de la extradición. A 
partir de los años noventa se buscó nuevos procedimientos que agilicen la detención y entrega 
de las personas requeridas, en especial para enfrentar el crimen organizado transnacional que ha 
tenido su auge en los últimos tiempos. 
Para ello, inicialmente se dio el tratado suscrito entre España e Italia el 28 de noviembre de 
2000, para la represión de delitos graves mediante la superación de la extradición en un espacio 
de justicia común. Este tratado buscó sustituir la extradición por un régimen más práctico de 
ejecución de resoluciones de detención y entrega de toda persona que fuese requerida por 
encontrarse procesada o condenada por delitos sancionados con penas privativas de libertad no 
menores de 4 años. Se sugirió la supresión de los procedimientos de extradición para los delitos 
graves de terrorismo, crimen organizado, tráfico de estupefacientes, tráfico de seres humanos, 
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abuso sexual contra menores y tráfico ilícito de armas, por un procedimiento más eficaz para 
enfrentar estos delitos. 
 
"El articulado de este tratado bilateral concretaba en sus contenidos el novedoso propósito 
expresado en su preámbulo. Así, por ejemplo, el artículo 2° decretaba la eficacia de las 
resoluciones judiciales y de su ejecución en ambos territorios. Además, establecía que para 
efecto de la calificación legal de los hechos sub judice primaría con carácter vinculante la 





 a la vez que limitaba a lo indispensable la documentación que se debía anexar a la 
solicitud de ejecución, instituía como Autoridad Central a los Ministerios de Justicia. Sin 
embargo, limitaba su campo de acción al proceso de recepción de la solicitud no dándoles 
injerencia alguna sobre la tramitación y decisión del pedido. Esta facultad era reservada por el 
artículo 5
o
 a la autoridad judicial competente y debía ejercerse en un plazo no mayor de 90 días. 
 
Un aspecto adicional que debemos destacar es que las causales de denegatoria definidas en el 
inciso 2 del mismo artículo 5
o
 se reducirían significativamente a dos supuestos: 
 
a) “Cuando la solicitud y la documentación anexa no cumplan los requisitos del presente tratado. 
b) Cuando el ordenamiento de la Parte requerida otorgue una inmunidad a la persona objeto de la 
solicitud de entrega. 
 
Ratificando una posición ya asumida por los países de la Unión Europea, este tratado establecía 
expresamente que "La condición de nacional de la Parte requerida no será obstáculo para la entrega" 
(Artículo 5
o, inciso 3)” (Prado Saldarriaga, págs. 41-42) 
 
 
En el 2001, se suscribió entre España y el Reino Unido un nuevo tratado en que se extendía la 
efectividad de las órdenes de detención y entrega para todo delito que mereciera pena privativa 
de libertad no inferior a doce meses; y para toda condena firme a pena privativa de libertad no 
menor de cuatro meses. 
 
El 13 de junio de 2002, la Unión Europea suscribió la DECISIÓN MARCO (2002/584/JAI) 
DEL CONSEJO RELATIVA A LA ORDEN DE DETENCIÓN EUROPEA Y A LOS 




Se la dio con el fin de que se dé la entrega directa de las personas. La Euro Orden contiene 35 
artículos que nos dan principios generales, procedimientos de la entrega, efectos de la entrega, 
entre otros. 
 
Prácticamente, con este instrumento internacional se suprimió la práctica de la extradición en el 
viejo continente, las disposiciones contenidas en los diversos Convenios de la Unión Europea 
fueron sustituidas, a partir del 1 de enero de 2004, por las disposiciones contenidas en la 
Decisión Marco y las solicitudes de extradición recibidas a partir de esa fecha comenzaron a 
regir en base a la normativa de la Decisión. 
 
La Euro Orden es un instrumento jurídico que consiste en la creación de un espacio de justicia, 
seguridad y libertad, que permita la superación del clásico procedimiento de extradición. Es un 
procedimiento por el cual agiliza enormemente la entrega de delincuentes de un país a otro, a 
través de una resolución judicial dictada por un Estado y con el fin de detener y entregar a otro 
Estado a una persona, con el objetivo de continuar la acción penal, la ejecución de una pena o 
una medida de seguridad. 
 
A las Partes que se encuentran inmersas en este nuevo procedimiento se las denomina Estado 
Emisor: el que emite la orden y, por otro lado, tenemos el Estado Ejecutor que es quien debe 
ejecutarla. 
 
Es efectiva la Euro Orden por aquellos hechos para los que la ley del Estado miembro Emisor 
señale una pena o una medida de seguridad privativas de libertad cuya duración máxima sea al 
menos un año o, cuando la reclamación tuviere por objeto el cumplimiento de condena a una 
pena o medida de seguridad no inferior a cuatro meses. 
 
 
Una de las características fundamentales es que esta orden no aplica el principio de doble 
incriminación para determinados delitos, en especial los sancionados con al menos tres años, 
como: el de pertenencia a organización delictiva, terrorismo, trata de seres humanos, 
explotación sexual de niños y pornografía infantil, tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias 
psicotrópicas, tráfico ilícito de órganos y tejidos humanos, racismo y xenofobia. Esto con el fin 
de evitar la impunidad. Para otro tipo de delitos, la entrega podrá subordinarse a la condición de 
que el hecho por el cual se pide la entrega constituya una infracción en aplicación del derecho 




Un punto fundamental es lo que determina el artículo 3 de la Decisión Marco, en lo referente a 
las causas por las cuales se puede denegar la ejecución de la entrega. No se podrá ejecutar 
cuando se pronunció una sentencia definitiva para la misma infracción y la misma persona, o 
cuando la infracción está cubierta por una amnistía en el Estado miembro de ejecución o cuando 
la persona interesada no puede ser considerada responsable por el Estado miembro de ejecución 
debido a su edad. En caso de que existan otras condiciones (prescripción de la acción penal o de 
la pena en aplicación de las disposiciones del Estado miembro de ejecución, sentencia definitiva 
por un mismo hecho emitida por un país tercero, etc.) el Estado miembro de ejecución puede 
rechazar dar ejecución a la orden. 
 
En lo que respecta al procedimiento, éste se encuentra regulado por los artículos 9 al 25 y 
comprende tres etapas: 
 
1. La emisión de la orden. 
2. La ejecución de la orden. 
3. La entrega de la persona reclamada.  
 
1. La Emisión de la Orden.- Se inicia con la solicitud que formula el órgano 
jurisdiccional competente del Estado emisor. Debe acompañar un formulario tipo cuyo 
contenido deberá contener los siguientes datos conforme lo contempla el artículo 8 de la 
Euro Orden: 
 
 La identidad y nacionalidad de la persona cuya detención y entrega se requiere. 
 Los datos de identificación y ubicación de la autoridad judicial que emite la orden  
(nombre, dirección, teléfono, fax y e-mail) 
 Referencias sobre la existencia de una sentencia firme que condena a la persona 
requerida o de una resolución judicial que ordena su detención 
 La naturaleza y la tipificación jurídica del delito. Al respecto, es importante precisar que 
el numeral 1 del artículo 2
o
 de la Decisión Marco establece que debe tratarse de delitos 
cuya penalidad conminada privativa de libertad no sea menor de 12 meses o de 
condenas que impongan como mínimo 4 meses de pena privativa de libertad o medida 
de seguridad de la misma naturaleza. Cabe señalar, además, que el numeral 2 del citado 
artículo establece que no será necesaria la doble incriminación cuando se trate de delitos 
vinculados a la criminalidad organizada y cuya pena o medida de seguridad conminada 
no sea inferior a tres años. Entre este tipo de delitos se encuentran la pertenencia a una 
organización delictiva, el terrorismo, la trata de seres humanos, la explotación sexual de 
niños y pornografía infantil, el tráfico de drogas, el tráfico de armas, el lavado de 
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activos, los delitos de alta tecnología, la corrupción, la ayuda a la entrega y residencia 
en situación ilegal. 
 Descripción adecuada de las circunstancias en que se cometió el delito con referencia 
expresa al momento y lugar; así como el señalamiento del grado de intervención en el 
delito de la persona requerida 
 La pena impuesta en caso de tratarse de una condena firme; así como la penalidad 
conminada para el delito en el país emisor 
 Otras consecuencias jurídicas del delito (penas accesorias, consecuencias accesorias.)" 
 
En lo que respecta a la transmisión de la orden de detención europea cuando se conozca el 
paradero de la persona buscada, la autoridad judicial emisora podrá comunicar la orden de 
detención europea directamente a la autoridad judicial de ejecución (que será la autoridad 
judicial del Estado miembro de ejecución que sea competente para ejecutar la orden de 
detención europea en virtud del Derecho de ese Estado). Si el domicilio de la persona buscada 
fuere desconocido, la autoridad judicial emisora podrá introducir sus datos y descripción en el 
Sistema de Información de Schengen (SIS) que es una base de datos que contiene las referencias 
de las personas cuya detención es requerida en extradición o entrega por las autoridades 
judiciales de los países suscriptores conforme el Acuerdo de Schengen (Luxemburgo), 1985. 
También interviene la INTERPOL cooperando judicialmente mediante la difusión de las 
órdenes europeas de detención, hacia los Estados que no hayan suscrito el mencionado Acuerdo. 
 
La autoridad judicial emisora podrá transmitir la orden de detención europea por cualesquiera 
medios fiables que puedan dejar constancia escrita en condiciones que permitan al Estado 
miembro de ejecución establecer su autenticidad (Art. 10.4. °). 
 
Si la autoridad que recibe una orden de detención europea no es competente para darle curso, 
transmitirá de oficio dicha orden a la autoridad competente de su Estado miembro e informará 
de ello a la autoridad judicial emisora (art. 10.6.). 
 
2. La Ejecución de la Orden.- Al analizar esta etapa el tratadista e internacionalista 
peruano Víctor Prado Saldarriaga manifiesta: 
 
"La etapa de ejecución de la orden de detención europea es muy similar en su secuencia a la que 
corresponde a la audiencia de cotejo en el proceso extradicional clásico. En efecto, una vez ubicada y 
detenida la persona requerida se le informará de la causa de su intervención asegurando el ejercicio de 




Posteriormente, la autoridad judicial evaluará si el detenido debe permanecer en tal condición. Para 
esta decisión y para la aplicación de medidas contra cautelares como la libertad provisional, se tomarán 
en cuenta las previsiones sobre el particular del derecho interno del Estado miembro de ejecución 
(Artículo 12) 
 
En este momento inicial de la etapa ejecutiva de la orden es posible el allanamiento a la entrega 
del requerido. Es decir, puede producirse una situación análoga a la que corresponde a los casos 
de extradición anticipada. En efecto, el artículo 13 de la Decisión Marco establece que: 
 
 "Si la persona detenida indica que consiente en su entrega, el consentimiento y, en su caso, la 
renuncia expresa a acogerse al principio de especialidad 
 deberán manifestarse ante la autoridad judicial de ejecución 
 Los Estados miembros adoptaran las medidas necesarias para que el consentimiento y, en su 
caso, la renuncia contemplados en el apartado 1 se obtengan en condiciones que pongan de 
manifiesto que la persona lo ha formulado voluntariamente y con plena conciencia de las 
consecuencias que ello acarrea. Con este fin, la persona buscada tendrá derecho a la asistencia 
de un abogado. 
 Se levantará acta del consentimiento y, en su caso, de la renuncia contemplada en el apartado 1, 
con arreglo al procedimiento establecido por el Derecho interno del Estado miembro de 
ejecución. 
 El consentimiento será, en principio, irreversible. Todo Estado miembro podrá establecer que 
dicho consentimiento y, en su caso, la renuncia podrá revocarse de conformidad con las normas 
aplicables en sus respectivos derechos internos" 
 
Si no media consentimiento del reclamado el procedimiento en su etapa de entrega continuará. 
En este supuesto, tendrá lugar la "Audiencia de la persona buscada" que implica el ejercicio del 
derecho del requerido a ser escuchado por la autoridad judicial de ejecución Art. 14 del cuerpo 
legal en mención. 
 
Luego de la audiencia de la persona buscada, la autoridad judicial de ejecución deberá resolver 
en tomo a la entrega. Para ello, se tomarán en cuenta las reglas previstas en los artículos 17 y 22 
de la Decisión Marco. En estas disposiciones, entre otras cosas, se establece: 
 
 Que la orden de detención europea debe resolverse con carácter de urgencia. 
 Si existe consentimiento de la persona requerida deberá decidirse sobre su entrega 
dentro de los 10 días siguientes de haber consentido. 
161 
 
 La decisión sobre el pedido de ejecución de la orden deberá emitirse dentro de los 60 
días posteriores a la detención de la persona requerida. En casos especiales este plazo 
podrá ampliarse por 30 días más. 
 La denegación de ejecución de una orden de detención europea debe estar justificada 
adecuadamente. 
 La reiterada postergación de la decisión sobre la ejecución de la orden puede dar lugar a 
un informe formal ante el Consejo a efecto de que se evalúe la eficacia de la aplicación 
de la Decisión Marco. 
 Se deberá notificar de inmediato a la autoridad judicial emisora la decisión adoptada"  
(Prado Saldarriaga) 
 
3. La Entrega de la Persona Reclamada.- La autoridad judicial de ejecución decidirá la 
entrega en los plazos y condiciones previstos en la Decisión Marco. Si la decisión es 
positiva, la etapa siguiente se concreta con la entrega de la persona reclamada que 
deberá efectuarse dentro de los 10 días siguientes de haberse decidido la ejecución de la 
orden de detención europea, dentro de una fecha precisa. El numeral 5 del artículo 23 
determina que si los plazos de 10 días se vencieran, para cualquiera de los supuestos 





















5. PROPUESTA JURIDICA SOBRE EXTRADICION Y SU 
APLICACION EN EL ECUADOR  
 
5.1. LA CONSTITUCION DEL ECUADOR. 
 
La Extradición es una Institución jurídica, que ha estado presente en el Estado Ecuatoriano, ha 
visto la transformación del País bajo la sabiduría jurídica; este se ha desarrollado y 
evolucionado a fin de precautelar los derecho humanos, incluyendo así, una amplia gama de 
instrumentos jurídicos aplicables en este ámbito, finalizando actualmente en la 
conceptualización de extradición, que es el procedimiento por el cual una persona acusada o 
condenada por un delito conforme a la ley de un Estado es detenida en otro y devuelta para ser 
enjuiciada o a su vez que cumpla una pena ya impuesta. 
 
Cabanellas, decía que “la Segunda Guerra Mundial introdujo, en cuestiones de extradición, cambios 
importantes al terminar con la derrota de los beligerantes totalitarios”. 
 
Hasta entonces, el mando o la provocación de las guerras modernas no había supuesto 
responsabilidades para los jefes vencidos, amparados quizás excesivamente en la inmunidad de 
los delitos políticos cometidos en países extranjeros. Pero acusados de delitos contra la 
humanidad determinados cabecillas alemanes, italianos, japoneses y de sus satélites, las 
autoridades de los aliados vencedores reclamaron de ciertos países más o menos neutrales  la 
entrega, la extradición de los culpables; a veces, por traición, En los recursos de la diplomacia la 
entrega se iniciaba en ocasiones con la prohibición de residencia, hasta que el buscado tenía que 
pisar un territorio donde no le alcanzaba amparo alguno. 
 
Naturalmente, los vencidos en 1945 protestaron airados contra las extradiciones expresadas, 
tratando, luego de haber despreciado todos los derechos de los pueblos y de los individuos, de 
encontrar un amparo jurídico en revueltas de las leyes procesales y en el principio generalizado 
de la irretroactividad de la ley penal. Esto último caía por su base, primeramente por no existir 
leyes mundiales; y segundo, porque los aliados habían proclamado reiteradamente, y esto 
equivalía a un bando de guerra con plena eficacia, que concluidas las hostilidades juzgarían a 




De lo procedente difiere por completo otro género de extradiciones, que luego se concretarían, 
por cuanto si acaso se trataba de delitos internos de rebelión y no de atrocidades contra la 
humanidad. Por eso constituyen auténticos delitos las extradiciones, entregas clandestinas en 
todos los casos, por el rubor que suscitaban, de múltiples refugiados españoles por Hitler, 
Mussolini, Petain y Oliveira Salazar al régimen franquista con la conciencia absoluta de que 
iban a ser ejecutados en masa, contra el principio que rige en la materia de no ser aplicable 
nunca la pena capital a los entregados así a otro país. Entre estos crímenes sobresale, por su 
hondo significado histórico, el presidente de la Generalitá de Cataluña, Luis Companys, fusilado 
en los foros de Montjuich; a más de otros calificados dirigentes republicanos, también 
ejecutados. 
 
Pero no ahondemos más en historia mundial, ya que el Ecuador también evoluciono a nivel 
jurídico internacional, y sus pasos se notaron a través del tiempo como verificaremos en este 
estudio. 
 
La historia del Ecuador ha amparado Constituciones que han referido en la descripción de la 
extradición como elemento sustancial, y fue en la:  
 
 
CONSTITUCIÓN DEL 6 DE MAYO DE 1945 
 
Que por primera vez se menciona un punto importante acerca de la extradición, misma que en 
su artículo 156 tipificaba: 
 
“No se concederá ni pedirá extradición por delitos políticos.  
Sólo en virtud de una Ley o en cumplimiento de tratados se podrá ordenar la extradición de extranjeros 
por delitos comunes”. 
 
Concepto constitucional, que recoge uno de los elementales principios de la extradición que es 
la no aprobación de la misma por delitos políticos, sino únicamente por delitos comunes. 
 
Dentro de las Constituciones de 1906 y la de 1945, fue ratificado el Código Sánchez de 
Bustamante, el mismo que fue aprobado en La Habana por la Sexta Conferencia Panamericana, 






CONSTITUCIÓN DEL 31 DE DICIEMBRE DE 1946 
 
Dentro de la misma recoge en su artículo 188 numeral 5, que se da como garantía de los 
nacionales, otro principio fundamental y que es muy discutido en la actualidad, que indica a la 
no extradición de nacionales, mismo que textualmente manifiesta: 
 
“Queda prohibido la pena de destierro, y en ningún caso un ecuatoriano será expatriado contra su 
voluntad. El ecuatoriano no necesita pasaporte para regresar a su Patria, y ningún Cónsul de la 
República podrá negarlo al ecuatoriano que lo solicite para volver al Ecuador. En ningún caso se 
concederá la extradición de un ecuatoriano”. 
 
 
CONSTITUCIÓN DEL 25 DE MAYO DE 1967 
 
En esta Constitución se enmarca dentro de un plano compartido, la extradición y el asilo son 
recogidos en el mismo artículo y es así que en el Art. 80 dice: 
 
“El Estado, con arreglo a la Ley y a los Convenios Internacionales, garantiza a los ecuatorianos el 
derecho a buscar asilo en caso de persecución no motivada por delitos comunes. La extradición de un 




CONSTITUCIÓN DE 1978 APROBADA POR REFERÉNDUM 
 
Esta Constitución expresa en su artículo 42  
 
“En ningún caso se concederá la extradición de un ecuatoriano. Su juzgamiento se sujetará a las leyes 
del Ecuador”. 
 
Esta Constitución ratifica acciones a favor de los delitos Políticos, y es así como lo describe en 
su  en el artículo 43 referente a los delitos políticos manifiesta: 
 
“Los ecuatorianos perseguidos por delitos políticos, tienen derecho de asilo que se ejercerá de 






CONSTITUCIÓN APROBADA EL 5 DE JUNIO DE 1998  
 
Esta constitución ratifica de forma exacta en su artículo 25 lo que describe  la Constitución de 
1978. Y que ya estudiamos en párrafos anteriores 
 
 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DE 2008 
 
Esta constitución mantiene la última descripción y tipificación de lo que es la extradición y su 
aplicación, en su artículo 79 a la extradición, sin cambios de mayor trascendencia que las dos 
Constituciones anteriores en mención, de esta forma: 
 
“En ningún caso se concederá la extradición de una ecuatoriana o ecuatoriano. Su juzgamiento se 
sujetará a las leyes del Ecuador”. 
 
Es de esta forma que en el ámbito constitucional ecuatoriano, con ligeros cambios sobre el tema, 
se fue desarrollando la extradición de una manera general; hasta el total afianzamiento de esta 
institución jurídica del Derecho Internacional como herramienta válida y eficaz para evitar la 
impunidad de graves delitos comunes que de una y otra forma afectan los distintos 
ordenamientos jurídicos y que por lo mismo es menester tomarlo en consideración y relevancia 
desde la amplitud de la Carta Magna y como no desde normas jerárquicamente inferiores. 
 
El Tratado de Extradición es un tratado internacional, es decir: un acuerdo internacional 
celebrado por escrito entre Estados, conforme a las normas del Derecho Internacional. 
Igualmente, como en los tratados en general, puede ser bilateral o multilateral. 
 






Es la parte inicial y muy importante dentro del proceso de celebración del tratado internacional; 
todo Estado soberano tiene la capacidad de negociar. En esta fase, los Estados que se encuentran 
negociando exponen sus puntos de vista a través de los plenipotenciarios que son funcionarios 
acreditados por el gobierno; ellos, al inicio de la negociación, deben presentar la Carta de Plenos 
Poderes que le corresponde otorgar al Jefe de Estado, conforme al Derecho Diplomático. 
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En la negociación se trata de todos los aspectos fundamentales. 
 
 El Texto del Tratado debe contener un preámbulo en donde se hacen constar los 
nombres de las partes, los nombres de los representantes que se encuentran negociando, 
los motivos por los cuales elaboran ese tratado, etc. o  
 El Cuerpo del Tratado.- Es la parte esencial del tratado. Se hace constar, de forma 
articulada o por parágrafos, los acuerdos finales a los que las partes hayan llegado sobre 
la materia que verse ese tratado; igualmente, la forma de ratificación, el plazo o la 
movilidad para su vigencia, o  
 El cierre o finalización del Texto.- Este término empieza con las palabras: "En fe de lo 
cual" (la constancia de suscripción por parte de los plenipotenciarios), el idioma, el 
número de ejemplares, etc. 
 
 
SUSCRIPCIÓN DEL TRATADO.- 
 
 Es la fase en que los negociadores aceptan el texto del tratado y lo suscriben, pero esa 
suscripción es generalmente ad referéndum que no es otra cosa que tiene que ser ratificado por 
su gobierno y, de acuerdo con nuestra legislación interna, ratificado por la Asamblea Nacional. 
Existen tratados internacionales que se perfeccionan con la sola firma y que no necesitan ser 
ratificados por los Congresos de los países. 
 
Nuestra Constitución, en su artículo 419, indica los tratados que requieren de aprobación previa 
de la Legislatura para su posterior ratificación por parte del Presidente de la República, los 
demás, en cambio, pueden ser ratificados directamente por el Primer Mandatario, luego de su 
suscripción. Estos son los tratados de límites, de soberanía, los tratados que garanticen los 
derechos fundamentales, los tratados de derechos humanos, los tratados que modifiquen leyes 
internas”.  
 
"Art. 419.- La ratificación o denuncia de los tratados internacionales requerirá la aprobación previa de 
la Asamblea Nacional en los casos que: 
 
 Se refieran a materia territorial o de límites. 
 Establezcan alianzas políticas o militares. 
 Contengan el compromiso de expedir, modificar o derogar alguna ley 
 Se refieran a los derechos y garantías establecidas en la Constitución. 
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 Comprometan la política económica del Estado establecida en su Plan Nacional de Desarrollo a 
condiciones de instituciones financieras internacionales o empresas transnacionales. 
 Comprometan al país en acuerdos de integración y comercio. 
 Atribuyan competencias propias del orden jurídico interno a un organismo internacional o 
supranacional. 






Se la conoce con el nombre de aceptación o aprobación y tiene lugar cuando el tratado así lo 
requiere o cuando el representante firma ad referéndum, en este caso es necesario la ratificación 
por parte de la Asamblea Nacional y, como consecuencia de esa ratificación, se formula la Carta 
de Ratificación. 
 
CANJE O DEPÓSITO DE RATIFICACIONES 
 
El canje se da cuando se trata de tratados bilaterales y el depósito, de tratados multilaterales. En 
esta fase, se perfecciona el consentimiento del Estado en obligarse. 
 
PROMULGACIÓN DE LOS TRATADOS 
 
Tal como expresan las legislaciones internas, los gobiernos promulgan ese tratado en el Registro 
Oficial; y, forman parte de sus ordenamientos jurídicos y en el caso nuestro prevalecen sobre 
leyes y normas de menor jerarquía. (TERAN Mario, el Derecho Internacional Público pág. 136) 
 
REGISTRO Y PUBLICACIÓN EN LA ONU 
 
Una vez promulgado el tratado, de acuerdo al artículo 102 de la Carta de la Organización de 
Naciones Unidas, necesariamente debe remitirse el texto del tratado a la Secretaría General, para 
su registro y publicación en el anuario de la Organización. 
 
La Constitución de la República Ecuatoriana tiene supremacía sobre las demás leyes internas y 
tratados internacionales, éstas no pueden contravenir preceptos constitucionales y deben guardar 
conformidad con la ley suprema. Ni los tratados ni las leyes jerárquicamente inferiores pueden 
modificar la Constitución que es más fuerte que todo tratado y convención internacional. 
168 
 
Incluso los tratados y convenios internacionales, antes de su aprobación por parte de la 
Asamblea Nacional, requieren de un dictamen de constitucionalidad dado por la Corte 
Constitucional, según lo dispone el Art. 438 numeral 1 de la norma suprema; si no pasa por 
dicho dictamen, se lo declara inconstitucional. Finalmente el principio de supremacía 
constitucional lo encontramos en el Art.425 de nuestra Constitución que manifiesta lo siguiente: 
 
"Art. 425.- El orden jerárquico de aplicación de las normas será el siguiente: La 
Constitución; los tratados y convenios internacionales; las leyes orgánicas; las 
leyes ordinarias; las normas regionales y las ordenanzas distritales; los decretos y 
reglamentos; las ordenanzas; los acuerdos y las resoluciones; y los demás actos y 
decisiones de los poderes públicos. 
 
En caso de conflicto entre normas de distinta jerarquía, la Corte Constitucional, las 
juezas y jueces, autoridades administrativas y servidoras y servidores públicos, lo 
resolverán mediante la aplicación de la norma jerárquicamente superior. 
 
La jerarquía normativa considerará, en lo que corresponda, el principio de 
competencia, en especial la titularidad de las competencias exclusivas de los 
gobiernos autónomos descentralizados”. 
 
Recalco que la doctrina y la filosofía del Derecho coinciden en señalar que la Constitución es, la 
suprema norma jurídica que es dictada por el pueblo en el ejercicio pleno de su soberanía, y a la 
que, voluntariamente se somete de manera irrestricta, una vez que ha sido expedida.  
 
En el caso ecuatoriano, habiéndose encontrado en vigencia la Constitución de 1988, el Soberano 
eligió y nombró Constituyentes encargados de elaborar una nueva Constitución, la que una vez 
redactada fue sometida a consulta popular, habiendo, el mismo Soberano aprobado y puesta en 
vigencia, en Octubre de 2008, por lo que el principio criterio doctrinario no solamente quedó 
avalado sino plenamente ratificado por la manera como la Carta Suprema ecuatoriana entró en 
vigencia.    
 
El Constituyente, ha introducido la doctrina del constitucionalismo (neo), que pretende 
perfeccionar el modelo de Estado Social de Derecho, sometiendo los poderes a la 
constitucionalidad –principio de juridicidad- por sobre la legalidad; en corroboración con el 
aserto emitido, el profesor (Rentería Díaz, pág. 11), señala:  
 
“En el Estado Constitucional de Derecho, la irrupción del nuevo constitucionalismo, el 
neoconstitucionalismo, como se le suele llamar, rompe con la imagen en la que prevalece 
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la voluntad del legislador, pues la afirmación de la rigidez constitucional y de los órganos 
de justicia constitucional significa un redimensionamiento sustancial del poder legislativo, 
al cual para decirlo mediante la fórmula simplificadora, se le substrae del carácter de 
omnipotencia en cuanto a la producción jurídica.- El legislador, en el Estado 
Constitucional de Derecho, ya no es omnipotente sino que constituye un poder limitado 
‘acotado’ como se suele decir.- Y no sólo encuentra límites en su acción institucional sino 
que encuentra vínculos, pues la esfera, de lo indecible de la cual hablamos antes, contiene 
dos aspectos. Uno negativo, relacionado con los límites que el legislador encuentra en la 
distinción entre ley constitucional y ley ordinaria (para proteger los principios y valores 
inscritos en la constitución como aspiraciones colectivas); y otro positivo, relativo a los 
vínculos que la misma constitución en sus principios y valores fundacionales, impone al 
legislador como tareas a cumplir”.  
 
La acotación que me he permitido hacer sobre el neoconstitucionalismo, me permite ratificar 
que el Ecuador históricamente ha sido una República que ha guardado un absoluto respeto a los 
Derechos Humanos, privilegiando la vida y la libertad de las personas, de tal suerte que a lo 
largo de la República, las diferentes constituciones han respetado el derecho de asilo como la no 
extradición de los ecuatorianos.  
 
La Constitución que nos rige, en el Art. 1 define al Estado como: “El Ecuador es un Estado 
constitucional de derechos y justicia, social, democrático soberano, independiente, unitario, 
intercultural, plurinacional y laico”. Es decir que se define al Estado como una unidad de derechos 
y justicia, entre otras características, de tal forma que todos los ciudadanos, tanto de forma 
individual como por medio de las instituciones que conforman la actividad social, sean éstas 
públicas como privadas se encuentran obligadas a adecuar su conducta en búsqueda de la 
realización de los derechos individuales y colectivos, así como alcanzar la justicia.    
 
Consagrado el principio fundamental del Ecuador, es decir, de alcanzar los derechos y la 
justicia, bien cabe puntualizar que a diferencia de los catecismos y proclamas ideológicas, la 
Constitución es una norma jurídica con absoluta capacidad de obligar y someter al resto del 
ordenamiento jurídico, no en vano en su texto se ha destinado un capítulo para determinar la 
supremacía de la Ley de Leyes.  
 
Ahora bien, para enmarcar la extradición en la Constitución en actual vigencia, es necesario 
efectuar un análisis de la Carta Magna; y, para ello es preciso remitirnos a su Art. 3 en que se 
concreta los deberes primordiales del Estado, destacando entre ellos, el de que, sin 




Lo cual quiere decir que toda la organización estatal con todos sus poderes ha de coincidir en la 
estructuración legal y administrativa necesaria para que no se tenga que discutir sobre la falta o 
inexistencia de normativas o procedimientos que impidan o menoscaben el pleno ejercicio de 
los derechos referidos en la Carta Suprema.  
 
Pero si el ejercicio de los derechos, aparentemente se refiere a los ciudadanos ecuatorianos, 
quienes hemos promulgado la Carta Suprema, y a la que, como dijimos antes, nos sometimos, es 
preciso señalar que el Art. 9 establece que las personas extranjeras que se encuentren en  el 
territorio ecuatoriano tendrán los mismos derechos y deberes que las personas ecuatorianas, lo 
cual guarda armonía con lo previsto en el Art. 40, cuyo tenor literal es: “Se reconoce a las 
personas el derecho a migrar. No si identificará ni se considerará a ningún ser humano como ilegal por 
su condición migratoria.” 
 
De lo reseñado y transcrito resulta que los derechos que señala la Carta Magna no solamente es 
aplicable para los ecuatorianos, sino también para los extranjeros aún, cuando su condición sean 
transitoria y por ende precaria, ya que prioriza la vida y ella en la máxima expresión que es la 
vida del ser humano, de tal suerte que como queda transcrito, ningún ser humano es ilegal por 
su estatus migratorio. Claro está que su permanencia puede ser ilegal o sus actividades pueden 
ser ilegales, más la individualidad del ser humano, de manera alguna puede ser considerada 
como ilegal.  
 
Cuando habla de los derechos de los seres humanos, se refiere a la vida como un bien intangible 
e irrenunciable, y con ello a todo el conjunto de elementos que permitan que ella no solamente 
se constriña a respirar y vegetar, sino que sea digna y de calidad entendiéndose por tal a la 
salud, la alimentación, la educación, el bienestar y con ello todo lo que comprende el 
denominado “buen vivir” que comprende elementos materiales e inmateriales que buscan la 
plena realización del ser humano como persona.  
 
Pero la Constitución no solamente que determina cuales son los derechos, sino que consagra el 
hecho de que tales derechos pueden ser ejercidos, ya no exclusivamente por la buena voluntad 
del aparato estatal y de sus servidores, sino que  es el propio ciudadano quien se encuentra 
posibilitado y en libertad de exigirlos plenamente. En efecto, el  Art. 11  se refiere al ejercicio 
de los derechos, y el numeral 3 determina: “Los derechos y garantías establecidos en la Constitución 
y en los instrumentos internacionales de derechos humanos serán de directa e inmediata aplicación por y 




La transcrita norma abre la posibilidad de que los derechos pueden ser judicializados, es decir 
que su cumplimiento puede abarcar medias coercitivas por parte de los mismos estamentos 
estatales.  
 
Como lo hemos destacado, para la Constitución, aquello que merece máxima protección y 
cuidado es la vida en todas sus manifestaciones, no en vano ha destacado todo un capítulo sobre 
los derechos de la naturaleza y el respeto y su conservación a la que estamos obligados todos los 
ciudadanos.  
En este orden de cosas, es oportuno estudiar algunas garantías singularizadas en el  Art. 66 que 
se refiere a reconocer y garantizar en favor de las personas varios derechos, así:  
 
“1. El derecho a la inviolabilidad de la vida. No habrá pena de muerte. 
 
3. El derecho a la integridad personal, que incluye: 
 
c) La prohibición de la tortura, la desaparición forzada y los tratos y penas crueles. 
Inhumanos o degradantes. 
 
La expresa consagración de la prohibición de la pena de muerte y por ende de la 
inviolabilidad de la vida, nos pone en el umbral de detallar sobre el ordenamiento jurídico 
constitucional y legal respecto a la situación de las personas frente a las circunstancias 
legales y judiciales requeridas por otras naciones.   
 
El Art. 41 dispone: “Se reconocen los derechos de asilo y refugio, de acuerdo con la ley y los 
instrumentos internacionales de derechos humanos. Las personas que se encuentren en condición de 
asilo o refugio gozarán de protección especial que garantice el pleno ejercicio de sus derechos. El 
Estado respetará y garantizará el principio de no devolución, además de la asistencia humanitaria y 
jurídica de emergencia. 
 
No se aplicará a las personas solicitantes de asilo o refugio sanciones penales por el hecho de su 
ingreso o de su permanencia en situación de irregularidad. El Estado, de manera excepcional y 
cuando las circunstancias lo ameriten, reconocerá a un colectivo el estatuto de refugiado, de acuerdo 
con la ley.” 
 
Lo dispuesto en la transcrita norma constitucional hace énfasis en lo que se ha venido 
señalando, cual es el respeto a la vida, y con ello a la supremacía de los derechos 
humanos, respecto de los cuales y su vigencia se hace énfasis en varios pasajes de la 
Constitución, incluyendo aquel en el que se jerarquiza a la Carta Magna como la Suprema 




Es tal imperativa la norma constitucional que como ya lo reseñamos antes, para las 
personas que soliciten asilo o refugio, no se las penalizará por su irregular condición 
migratoria, bien por su ingreso o por su actual situación, y, solamente será analizada su 
situación jurídica respecto a lo central de su pedido, asilo refugio, de tal suerte que si es 
pertinente la concesión de esa solicitud, deberá ser extendida tal calidad, la que le otorga 
una especial condición migratoria, la que obvia el antecedente migratorio de permanencia.  
 
A manera de ejemplo, muchas de las personas que se encuentran o se encontraban en el 
territorio ecuatoriano debido al desplazamiento producto de las incursiones guerrilleras 
que se han dado y se dan en el vecino Colombia, se han encontrado en condiciones 
irregulares y con una situación de hecho, el haberse radicado en territorio ecuatoriano, sin 
haber obtenido de las autoridades migratorias ninguna autorización ni calificación. 
Empero, ellas una vez en nuestro territorio han solicitado asilo por el peligro que corre su 
vida en el suelo colombiano. Y, el Ecuador les ha concedido el asilo y su calidad 
migratoria es la de asilada.  
 
La misma situación no es aplicable a los combatientes colombianos que han venido al 
Ecuador bien sea a clandestinos campos de descanso o a pretexto de recuperar su salud, 
en cuyo caso, no solamente que su condición migratoria es irregular, sino que deviene en 
ilegal porque se encuentran requeridos por la justicia colombiana.  
 
La situación últimamente descrita se encuentra contemplada en el numeral 5 del Art. 77, 
cuyo texto es:  
 
5. Si la persona detenida fuere extranjera, quien lleve a cabo la detención informará 
inmediatamente al representante consular de su país.” 
 
La situación descrita, es la antípoda, por la condición jurídica de quien ha cometido un delito, 
con respecto del principio general que sobre los derechos de las personas determinados por el 
Art. 66 de la Constitución y, la expresa singularización que al respecto hace el numeral 14. “El 
derecho a transitar libremente por el territorio nacional y a escoger su residencia, así como a entrar y 
salir libremente del país, cuyo ejercicio se regulará de acuerdo con la ley. La prohibición de salir del 
país sólo podrá ser ordenada por juez competente.  
 
Las personas extranjeras no podrán ser devueltas o expulsadas a un país donde su vida, libertad, 
seguridad o integridad o la de sus familiares peligren por causa de su etnia, religión, nacionalidad, 




Se insiste en el derecho a la vida y a la libertad, de tal suerte que, independientemente de la 
situación migratoria, se prohíbe la devolución o la expulsión de una persona hacia otro territorio 
o país en el que peligre su vida.   
 
El criterio que venimos subrayando y con ello la consagración de la Carta Suprema al derecho a 
la vida, se vuelve a manifestar en el  Art. 42  que dice:  
 
“Se prohíbe todo desplazamiento arbitrario. Las personas que hayan sido desplazadas 
tendrán derecho a recibir protección y asistencia humanitaria emergente de las 
autoridades, que asegure el acceso a alimentos, alojamiento, vivienda y servicios médicos y 
sanitarios. 
 
Las niñas, niños, adolescentes, mujeres embarazadas, madres con hijas o hijos menores, 
personas adultas mayores y personas con discapacidad recibirán asistencia humanitaria 
preferente y especializada. Todas las personas y grupos desplazados tienen derecho a 
retornar a su lugar de origen de forma voluntaria, segura y digna.” 
 
De todo lo analizado hasta este momento, podemos colegir que la Ley Suprema da una 
superlativa importancia a la vida y por ende a los Derechos Humanos, mismos que fueron 
rescatados y aún judicializados a raíz de la Segunda Guerra Mundial y el origen de la 
comunidad de Naciones, denominada Naciones Unidas.  
 
La extradición, es sin lugar a dudas un mecanismo de ausencia y de extraterritorialidad que tiene 
que ver con el ser humano en su total integridad que va desde lo físico a lo moral y aún 
espiritual, por ello, y de manera previa a referirme a la extradición en la Constitución de la 
República del Ecuador, ha de remarcar sobre los principios que en ella se sientan frente al ser 
humano:  
 
El principio de aplicación de lo más favorable a los derechos (Pro Homine) o conocida también 
como “Cláusula Favorable en la Interpretación de los Derechos Humanos”.- Consiste en interpretar y 
aplicar la norma que más favorezca los derechos humanos, ora que su reconocimiento sea 
nacional, ora que su reconocimiento sea internacional; de ahí que, es preciso identificar los 
siguientes aspectos: a) Los derechos, materia del proceso; y, b) Las partes que intervienen en el 
mismo. El juez tiene la obligación de acoger la interpretación que conceda mayores 
prerrogativas vinculadas con los derechos fundamentales. 
 
“El principio pro homine es un criterio de interpretación del derecho de los derechos 
humanos, según el cual se debe dar a las norma  la exégesis más amplia posible, es decir, 
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se debe preferir su interpretación extensiva, cuando ellas reconocen derechos 
internacionalmente protegidos. A contrario sensu,  debe optarse por la interpretación 
más restringida cuando se trata de establecer restricciones o suspensiones al ejercicio de 
tales los derechos”.  (Corte Constitucional de Colombia)  
 
La Convención Americana de Derechos Humanos o Pacto de San José, en su artículo 29 
(Normas de Interpretación), dispone:   
 
“Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido 
de:  a) permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, suprimir el goce y 
ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Convención o limitarlos en mayor 
medida que la prevista en ella.- b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o 
libertad que pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados 
Partes o de acuerdo con otra convención en que sea parte uno de dichos Estados.- c) 
excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que se derivan de la 
forma democrática representativa de gobierno.- d) excluir o limitar el efecto que puedan 
producir la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre y otros actos 
internacionales de la misma naturaleza”.  
 
Optimización de los principios constitucionales.- La creación, interpretación y aplicación de las 
normas jurídicas debe procurar la optimización y el progreso de los derechos fundamentales. 
El Estado tiene la obligación de ejecutar todos los mecanismos tendentes al cumplimiento de los 
principios establecidos en la Constitución; es más tiene el deber de ejecutar programas, políticas 
y proyectos para satisfacer las necesidades sociales; en este sentido es impensable que, el Estado 
retroceda en el cumplimiento de las obligaciones asumidas, toda vez que, su tarea es la 
optimización y el progreso en la emisión de políticas públicas que favorezcan a todos los 
sectores sociales. 
 
Obligatoriedad del precedente jurisprudencial.- “Los parámetros interpretativos de la Constitución 
fijados por la Corte Constitucional en los casos sometidos a su conocimiento tienen fuerza vinculante.- 
La Corte podrá alejarse de sus precedentes de forma explícita y argumentada garantizando la 
progresividad de los derechos y la vigencia del estado constitucional de derechos y justicia”.-  
 
El fundamento del carácter vinculante que la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales, otorga 
al precedente, se atribuye a los principios de: igualdad ante la ley; y, seguridad jurídica, en aras 
de precautelar la unidad y armonía del ordenamiento jurídico; tanto más cuanto que,  no basta 




En lo que respecta al tópico de la interpretación constitucional, la Corte Constitucional de 
Colombia, señala:  
 
“la interpretación constitucional tiene efectos vinculantes sobre las actuaciones de las 
autoridades y los particulares, y su desconocimiento implica un desajuste sistemático de la 
totalidad del ordenamiento jurídico.  Sobre la naturaleza y el alcance de la jurisprudencia 
proferida por esta Corporación se ha definido que tiene “como propósito principal, 
orientar el ordenamiento jurídico hacia los principios y valores constitucionales 
superiores. No reconocer entonces el alcance de los fallos constitucionales vinculantes, sea 
por desconocimiento, descuido, u omisión, genera en el ordenamiento jurídico colombiano 
una evidente falta de coherencia  y de conexión concreta con la Constitución, que 
finalmente se traduce en contradicciones ilógicas entre la normatividad y la 
Carta,  que  dificultan  la unidad intrínseca del sistema, y afectan la seguridad jurídica” 
(Sentencia No. T-693-2009, dictada por la Corte Constitucional de Colombia.) 
 
Como he venido sosteniendo,  la consagración del Ecuador como un Estado de derechos y 
justicia, se convierte a lo largo de la Carta Suprema en eje transversal respecto a todas las 
instituciones reconocidas y reguladas por la Constitución. De tal suerte que, si la Constitución 
establece reglas de control referidas a la forma en que el Estado conduce sus relaciones 
internacionales, empero, no produce disposiciones jurídicas de Derecho Internacional ni de sus 
especializaciones, y menos que la contraigan.  
 
En este ámbito y para reforzar lo dicho, es preciso transcribir el  Art. 79. “En ningún caso se 
concederá la extradición de una ecuatoriana o ecuatoriano. Su juzgamiento se sujetará a las leyes del 
Ecuador.” 
 
Si como señalamos anteriormente, la extradición contempla un extrañamiento del ser humano, y 
por ende una afección a él, en la diferentes formas de su comportamiento que va desde la salud 
hasta su psiquis, es obvio que el Estado protegerá al ciudadano impidiendo tal extrañamiento, y 
rescatando que sea la justicia ecuatoriana la que juzgue al infractor cuya movilización extra 
nacional ha sido requerida. 
 
Advertida esta situación, y para confirmarla, el Art. 82. Señala que, “El derecho a la seguridad 
jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, 




Las afirmaciones efectuadas coinciden con el pensamiento de César Montaño Galarza, en su 
colaboración en la obra La Nueva Constitución del Ecuador, editada por la Universidad Andina, 
quien dice:  
 
“A lo largo de su articulado la nueva Constitución ecuatoriana reconoce la proyección internacional de 
varios ámbitos materiales que antes se abordaban total o parcialmente dentro del sistema jurídico 
doméstico o nacional; prueba de lo afirmado son los siguientes: derecho de asilo y refugio (art. 41); 
derechos colectivos de las común as, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas (art. 57); pueblo 
afroecuatoriano (art. 58)”. Si el principio constitucional de que no existe la extradición para los 
ciudadanos ecuatorianos y que los extranjeros se someten a las leyes ecuatorianas y que su 
condición migratoria no les excluye de la protección de sus derechos, hemos de colegir que la 
extradición de un extranjero, solamente es posible si la acción u omisión punible por la que es 
requerido en el extranjero ha sido cometida antes de su internación a suelo ecuatoriano, y que tal 
hecho se encuentre enmarcado en lo que nuestra Carta Suprema denomina –el derecho a la 
seguridad jurídica-, es decir, la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y 
aplicadas por autoridades competentes.     
 
Estas disposiciones son de obligatorio cumplimiento por parte de nuestras autoridades, así como 
delos administrados, como de manera expresa lo determina el Art. 83 que se refiere a las 
responsabilidades y deberes que tenemos todos los ecuatorianos, que entre otros dice: 
 
“1. Acatar y cumplir la Constitución, la ley y las decisiones legítimas de autoridad 
competente.” 
El sometimiento de las y los ciudadanos a la Constitución permite que la aplicación de 
todos sus principios y garantías puedan ser requeridas, como lo prevé el Art. 86 que se 
refiere a las garantías jurisdiccionales, y al hacerlo, señala: 
 
“1. Cualquier persona, grupo de personas, comunidad, pueblo o nacionalidad podrá 
proponer las acciones previstas en la Constitución.” 
2. Será competente la jueza o juez del lugar en  el que se origina el acto o la omisión o 
donde se producen sus efectos….” 
 
Dentro de este ámbito protector y de vigencia de los derechos, podemos encasillar al hábeas 
corpus que se encuentra detallado en el Art. 89. 
 
Así como se lo ha venido señalando de forma sistemática, el Título IX  de la Constitución 




Art. 424. “La Constitución es la norma suprema y prevalece sobre cualquier otra del 
ordenamiento jurídico. Las normas y los actos del poder público deberán mantener 
conformidad con las disposiciones constitucionales; en caso contrario carecerán de 
eficacia jurídica.  
La Constitución y los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por el 
Estado que reconozcan derechos más favorables a los contenidos en la Constitución, 
prevalecerán sobre cualquier otra norma jurídica o acto del poder público.” 
 
Art. 425. “El orden jerárquico de aplicación de las normas será el siguiente: la 
Constitución; los tratados y convenios internacionales; las leyes orgánicas; las leyes 
ordinarias; las normas regionales y las ordenanzas distritales; los decretos y reglamentos; 
las ordenanzas; los acuerdos y las resoluciones; y los demás actos y decisiones de los 
poderes públicos.” 
 
Y el Art. 426 que habla de que todas las personas e instituciones están sujetas a la 
Constitución; y, de manera concreta el inciso tercero dice: “Los derechos consagrados en 
la Constitución y los instrumentos internacionales de derechos humanos serán de 
inmediato cumplimiento y aplicación. No podrá alegarse falta de ley o desconocimiento de 
las normas para justificar la vulneración de los derechos y garantías establecidos en la 
Constitución, para desechar la acción interpuesta en su defensa, ni para negar el 
reconocimiento de tales derechos.” 
 
De todo lo dicho se colige que es claro y contundente el tratamiento que la Carta Magna da a la 
extradición y éste como un medio de afectación al ser humano, mismo que tiene especial 
protección y reconocimiento por parte del Estado.  
 
 
Que dice el Código Penal Ecuatoriano (vigente al 2013) y Código de Procedimiento Penal  
en materia de extradición.-  
 
El Código Penal Ecuatoriano (vigente al 2013) refiere a este estudio un artículo que es el No. 6, 
que dice “(extradición), la extradición se realizara en los casos y en la forma determinados por la 
Constitución, la Ley de la materia y el Código de Procedimiento Penal.”.  
 
Propone una Institución jurídica basada en lo que establece las múltiples fuentes, que aportan en 
cierto sentido un poco de cada uno, para llegar a un entendimiento y aplicación basadas en todas 
estas normas; el (Código de Procedimiento Penal) Sección I doc. 2, configura dentro de su 
tipificación el articulo 7 y que refiere así “art 7 Extradición.- Es obligación del Juez solicitar en la 
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forma prevista por la Ley y los Convenios Internacionales, la extradición del prófugo en los casos de 
prisión preventiva o sentencia condenatoria ejecutoriada”  
 
Poco demostración de aporte aunque todo se organiza, de acuerdo a la reforma, que dio paso a 
la Ley de Extradición, que estudiaremos en el siguiente punto.  
 
El Código Penal y Procedimiento Penal, dan un punto centrado sobre a donde se debe aplicar la 
extradición, y pormenorizan en lo que es la extraterritorialidad de la Ley, y su configuración en 
el exterior,  
 
Que dice el Código Orgánico Integral Penal, sobre la extradición.-  
 
El Código Orgánico Integral Penal, no hace referencia específica al tema de la extradición como 
tal; como lo mencionaba el Código Penal Ecuatoriano (vigente hasta el 2013),  en su artículo 6,  
 
“En su Artículo 404.- Reglas de la competencia.- Para determinar la competencia de la o el juzgador”.  
En este artículo la Ley establece ciertas reglas de juzgamiento que recae en la jurisdicción de 
donde se comete el delito solamente sin referirse a la extradición como punto principal. 
 
5.2. LEY DE EXTRADICION 
 
Esta es la norma reguladora de la Institución Jurídica como tal y su debido proceso, contiene 
definiciones, principios, y demás, instrumentos que solidifican a la extradición dentro del 
Ecuador,  
 
LEY DE EXTRADICION   
TITULO PRIMERO  
DE LA EXTRADICION PASIVA  
CAPITULO PRIMERO  
DE LAS CONDICIONES DE LA EXTRADICION  
 
Art. 1.- La extradición se concederá preferentemente atendiendo al principio de reciprocidad. El 
Gobierno podrá exigir una garantía de reciprocidad al Estado requirente.  
 
Art. 2.- Se podrá conceder la extradición, con los límites señalados en la Constitución Política 
de la República, por aquellos delitos para los que las leyes ecuatorianas y las del Estado 
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requirente señalen una pena o medida de seguridad cuya duración no sea inferior a un año de 
privación de libertad en su grado máximo o a una pena más grave; o cuando la reclamación 
tuviere por objeto el cumplimiento de condena a una pena o medida de seguridad no inferior a 
un año de privación de libertad por delitos también tipificados en la legislación ecuatoriana; sin 
embargo, la concesión de extradición podrá incluir otros delitos referidos en la solicitud aun 
cuando tengan una penalidad inferior.  
 
Art. 3.- Si la solicitud de extradición se basa en sentencia dictada en rebeldía del reclamado, en 
la que éste haya sido condenado a pena que, con arreglo a la legislación ecuatoriana, no puede 
ser impuesta a quien no haya estado presente en la etapa del juicio o su equivalente, se 
concederá la extradición condicionándola a que la representación diplomática en el Ecuador del 
país requirente, en el plazo que se le señale, ofrezca garantías suficientes de que el reclamado 
será sometido a nuevo juicio en el que deberá estar presente con el cumplimiento de las demás 
garantías del debido proceso.  
 
Art. 4.- En ningún caso se concederá la extradición de un ecuatoriano, su juzgamiento se 
sujetará a las leyes del Ecuador. La calidad de ecuatoriano será apreciada por el Juez o Tribunal 
competente para conocer de la extradición en el momento de la decisión sobre la misma, con 
arreglo a los preceptos correspondientes del ordenamiento jurídico ecuatoriano, y siempre que 
no hubiera sido adquirida con el propósito de hacer imposible la extradición, en cuyo caso, el 
Presidente de la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia) o la Sala de lo Penal 
competente, según corresponda, solicitará al Presidente de la República la cancelación de la 
Carta de Naturalización en la misma sentencia del juicio de extradición. 
 
 
En estos primeros cuatro artículos refieren a la aplicación de las normas referentes a este tema, 
coincidiendo que la Carta Magna es la que promueve este precepto legal y se concederá la 
extradición siempre y cuando se sustancie en ciertas condiciones que exige nuestro Estado como 
sujeto solicitado, aplicando a principios fundamentales como es el ejemplo del principio de 
reciprocidad, que no es más que el apoyo mutuo entre los estados implicados, propone la 
extradición condicionada que establece la Constitución del Ecuador, también habla de que no se 
concederá la extradición de un ecuatoriano en ningún caso, como lo sucedido  
 
Art. 5.- No se concederá la extradición en los casos siguientes:  
  
1. La de extranjeros por delitos cuyo juzgamiento corresponda conocer a los jueces y 
tribunales ecuatorianos, según la ley interna.  
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Cuando proceda denegar la extradición por el motivo del inciso anterior, si el Estado en 
el que se hayan ejecutado los hechos así lo pidiere, el Gobierno ecuatoriano, dará 
cuenta del hecho que motivó la demanda al Ministerio Fiscal General a fin de que 
proceda judicialmente contra el reclamado. Si así se procediere, se solicitará al Estado 
requirente para que remita las actuaciones practicadas con el objeto de continuar el 
juzgamiento en el Ecuador.  
 
En el caso de que el delito se hubiere cometido fuera del territorio del país requirente, 
la extradición podrá ser denegada si la legislación ecuatoriana no autoriza la 
persecución de un delito del mismo género, cometido fuera del Ecuador.  
 
2. Cuando se trate de delitos de carácter político. No serán considerados como delitos 
políticos los actos de terrorismo; los crímenes contra la humanidad previstos por el 
Convenio para la prevención y penalización del crimen de genocidio adoptado por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas, ni el atentado contra la vida de un Jefe de 
Estado o de algún miembro de su familia. Tampoco serán considerados como delitos 
políticos los delitos comunes aun cuando hayan sido cometidos con móviles políticos.  
3. Cuando se trate de delitos militares tipificados por la ley penal militar ecuatoriana y sin 
perjuicio de lo establecido al respecto en los Tratados Internacionales suscritos y 
ratificados por el Ecuador, de los cometidos a través de los medios de comunicación 
social en el ejercicio del derecho a la libertad de expresión: y de los delitos de acción 
privada.  
4. Cuando la persona reclamada deba ser juzgada por un Tribunal de excepción.   
5. Cuando se hubiere verificado la prescripción de la acción o de la pena, según la Ley 
ecuatoriana o la del Estado requirente.   
6. Cuando la persona reclamada estuviere bajo proceso o haya sido juzgada, condenada o 
absuelta en el Ecuador por los mismos hechos en que se fundamente la solicitud de 
extradición. Podrá, no obstante, acceder a la extradición cuando se hubiere dictado auto 
inhibitorio que ponga fin al proceso penal por los referidos hechos y no haya tenido 
lugar por sobreseimiento firme o cualquier otra resolución que deba producir el efecto 
de cosa juzgada.  
7. Cuando el estado requirente no diera la garantía de que la persona reclamada de 
extradición no será ejecutada o que no será sometida a penas que atenten a su 
integridad corporal o a tratos inhumanos o degradantes.  
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8. Cuando el Estado requirente no hubiera dado las garantías exigidas en el artículo 3 de 
esta ley.  
9. Cuando a la persona reclamada le hubiere sido reconocida la condición de  asilado, 
siempre y cuando no sea perseguida por otro delito que amerite la extradición. El no 
reconocimiento de la condición de asilado, cualquiera que sea su causa, no impedirá la 
denegación de la extradición por cualquiera de las causas previstas en esta ley.  
Art. 6.- Podrá denegarse la extradición:  
 
1. Si se tuvieran razones fundadas para creer que la solicitud de extradición, motivada  
por un delito de naturaleza común, se ha presentado con el fin de perseguir o castigar a 
una persona por consideraciones de raza, religión, nacionalidad, opinión política u 
orientación sexual, o que la situación de dicha persona corra el riesgo de verse 
agravada por tales consideraciones.  
2. Cuando la persona reclamada sea menor de dieciocho años en el momento de la 
demanda de extradición y teniendo residencia habitual en el Ecuador, se considere que 
la extradición puede impedir su reinserción social, sin perjuicio de adoptar, de acuerdo 
con las autoridades del Estado requirente, las medidas más apropiadas.   
El artículo 5 y 6 refieren a los casos y particularmente las causas que pueden tomarse 
para negar la extradición a un país solicitante, y deduce las causas por la cuales no se 
concederá la extradición, incluyendo las de menor de edad y de nacionales. 
 
CAPITULO SEGUNDO  
DEL PROCEDIMIENTO  
  
 Art. 7.- La solicitud de extradición se formulará por vía diplomática, o en caso de falta de 
representante diplomático del Estado requirente en el Ecuador, de Gobierno a Gobierno, 
debiendo acompañarse:  
 
a) Copia certificada de la sentencia condenatoria o del auto de prisión preventiva o 
resolución análoga según la legislación del país requirente, con expresión sumaria de 
los hechos, lugar, fecha, naturaleza y circunstancias en que fueron realizados.   
b) Cuantos datos sean conocidos sobre la identidad, nacionalidad y residencia del sujeto 
reclamado y, de ser posible, su fotografía y huellas dactilares.  
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c) Copia de los textos legales con expresión del delito, la pena y la prescripción aplicables 
al caso.  
d) Si el delito estuviere castigado con alguna de las penas a que se refiere el numeral 7 del 
artículo 5 de esta ley, el Estado requirente dará seguridades suficientes, a juicio del 
Gobierno ecuatoriano, de que tales penas no serán ejecutadas.   
 
Los referidos documentos, originales o en copia certificada, se acompañarán de una  traducción 
oficial al español cuando sus textos estuvieren en otro idioma. Cuando el trámite se realice por 
vía diplomática no será necesaria la autenticación de los documentos presentados.  
 
Art. 8.- En caso de urgencia, el Presidente de la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional 
de Justicia) podrá ordenar la detención del sujeto reclamado en extradición, como medida 
preventiva, de oficio o a solicitud expresa del Juez o Tribunal competente, funcionario 
diplomático o consular del Estado requirente, en la que deberá hacerse constar expresamente 
que ésta responde a una sentencia condenatoria o mandamiento de detención con expresión de la 
fecha y hechos que lo motiven, tiempo y lugar de la comisión, datos y filiación de la persona 
cuya detención le interesa, con ofrecimiento de presentar seguidamente demanda de extradición.  
 
La solicitud de detención preventiva se remitirá por vía postal, telegráfica o cualquier otro 
medio que deje constancia escrita, bien por vía diplomática, bien directamente al Ministerio de 
Gobierno, bien por conducto de la correspondiente organización internacional de policía 
criminal, y si en ella constaren todas las circunstancias necesarias, la Policía procederá a la 
localización y arresto del reclamado, poniéndolo a disposición del Presidente de la Corte 
Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia), en el plazo no superior a veinticuatro 
horas para que, si lo estima procedente, decrete la prisión preventiva, que quedará sin efecto si 
transcurridos cuarenta días desde aquel en que se produjo la detención, el Estado requirente no 
hubiere presentado en forma la solicitud de extradición.   
 
El Presidente de la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia) podrá, en 
cualquier momento y en atención a las circunstancias del caso, ordenar la libertad del detenido, 
adoptando alguna o algunas de las medidas siguientes para evitar su fuga; vigilancia a 
domicilio, orden de no ausentarse de un lugar determinado sin la autorización del Presidente de 
la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia), orden de presentarse 
periódicamente ante la autoridad designada por el Presidente de la Corte Suprema de Justicia 
(hoy Corte Nacional de Justicia), retiro de pasaporte y prestación de una fianza. El 
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incumplimiento de estas medidas dará lugar a la prisión preventiva dentro del plazo establecido 
en el inciso anterior.  
 
La libertad del detenido, con o sin medidas alternativas de la prisión preventiva, no será 
obstáculo para una nueva detención ni para la extradición, si la solicitud de ésta llegará después 
de la expiración del plazo mencionado en el inciso segundo de este artículo. En todo caso, se 
informará al Estado reclamante de las resoluciones adoptadas, especialmente y con la urgencia 
posible, de la detención y del plazo dentro del cual deberá presentarse la demanda de 
extradición.  
 
 Art. 9.- Cuando la solicitud se hubiera formulado por vía diplomática, el Ministerio de 
Relaciones Exteriores examinará si se han acompañado a la misma, los documentos que 
establezca el respectivo tratado o, en su falta, los del artículo 7 de esta ley. Si el Ministro 
estimare que falta alguno de los requisitos de forma, devolverá la solicitud para que sean 
presentados, sin perjuicio de que el Ministerio de Relaciones Exteriores pueda considerar dicha 
solicitud incompleta como simple pedido de detención preventiva a cuyo efecto comunicará y 
enviará los antecedentes al Ministerio de Gobierno. El Ministro de Gobierno, atendidas las 
circunstancias de la solicitud y cuando el reclamado no estuviera ya detenido, previamente, 
podrá disponer que la Policía proceda a la detención de la persona reclamada y, en el plazo 
dispuesto en el artículo anterior, la ponga a disposición del Presidente de la Corte  
 
Suprema de Justicia, remitiendo a esta autoridad los antecedentes y la demanda de extradición. 
Puesto a disposición judicial el reclamado y a la vista de la información  recibida, el antes 
indicando Juez podrá ordenar la prisión preventiva del detenido.  
 Art. 10.- La autoridad gubernamental, remitirá el expediente al Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia) y si el reclamado no estuviere en prisión, el 
Ministro de Gobierno ordenará a la Policía para que se practique el arresto, y en el plazo de las 
veinticuatro horas siguientes pondrá al detenido, con los documentos, efectos o dinero que le 
hubieren sido aprehendidos, a disposición de la misma autoridad judicial.  
 
 Art. 11.- El Presidente de la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia), 
siempre que el reclamado estuviere a su disposición, ordenará la inmediata comparecencia de 
éste, quien deberá hacerlo asistido de abogado y, si fuere del caso, de intérprete. Al efecto y si el 
reclamado no los hubiere designado, el Presidente de la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte 
Nacional de Justicia) designará a un defensor de oficio, y a un intérprete si fuere necesario. Se 
citará siempre al Ministro Fiscal General.  Identificado el detenido el Presidente de la Corte 
Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia) le invitará a que manifieste, con expresión 
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de sus razones, si consiente en la extradición o intenta oponerse a ella; si consintiera y no se 
suscitarán obstáculos legales que a ello se opongan, el Presidente de la Corte Suprema de 
Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia) podrá acceder a la demanda de extradición. En caso 
contrario, dicho Juez adoptará la resolución que proceda, bien sea ordenando la libertad del 
detenido o bien dictando el auto de prisión preventiva, si antes no la hubiera dictado, con o sin 
fianza u otras medidas previstas en el artículo 8 de esta ley para continuar con el procedimiento. 
La resolución antes indicada se adoptará en la forma de auto, que se dictará dentro de las 
veinticuatro horas siguientes a la comparecencia y del que se dará trasladado inmediato al 
Ministro de Gobierno. Contra este auto sólo procederá el recurso de apelación para ante la Sala 
de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia), a la que 
corresponda por sorteo, la que resolverá en el término improrrogable de siete días.  
 
El Presidente de la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia), de oficio o a 
instancia del Ministro Fiscal General o del reclamado, podrá disponer que se complete la 
información aportada con los datos necesarios referentes a la identidad del reclamado y a los 
presupuestos de hecho y de derecho justificativos de la solicitud de extradición, pudiendo 
señalar un plazo que en ningún caso excederá de treinta días. Las resoluciones del Presidente de 
la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia), en esta materia, serán recurribles 
conforme a lo establecido en el inciso anterior.  
 
 Art. 12.- Dentro de los quince días siguientes al de la ejecutoria del auto de procesamiento, el 
Presidente de la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia) señalará día y hora 
para la audiencia oral que tendrá lugar con intervención del Ministro Fiscal General, del 
reclamado de extradición asistido del abogado defensor y, si fuera necesario, del intérprete. En 
la audiencia podrá intervenir, y a tal efecto será notificado, el representante del Estado 
requirente cuando así lo hubiere solicitado. Si lo quisiere, el reclamado prestará declaración sin 
juramento durante la audiencia, pero solamente se admitirá y practicará la prueba pertinente con 
las condiciones exigidas por el Tratado aplicable o por esta ley.  
 
 Art. 13.- En el plazo improrrogable de tres días siguientes al de la audiencia, el Presidente de la 
Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia) pronunciará sentencia, concediendo 
o negando la extradición y, al propio tiempo, sobre si ha lugar a la entrega al Estado requirente, 
de los valores, objetos o dinero que hubiesen sido ocupados al reclamado. En caso de sentencia 
que acepte la pretensión de extradición, se hará constar el tiempo que la persona reclamada ha 
permanecido privada de libertad por razones de la extradición, y que la entrega quedará 




Contra esta sentencia sólo cabe el recurso de apelación, que deberá ser resuelto por la Sala de lo 
Penal de la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia), a la que corresponda por 
sorteo el conocimiento de la causa, si antes no se hubiere radicado ya la competencia, en el 
plazo improrrogable de treinta días contado desde que se le remitió el proceso.   
 
 Art. 14.- La resolución firme del Presidente de la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte 
Nacional de Justicia) o de la Sala competente de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia 
declarando improcedente la extradición, será definitiva y vinculante para el Gobierno quien no 
podrá concederla.  
 
La resolución del Juez o Tribunal declarando procedente la extradición no será vinculante para 
el Jefe de Estado ecuatoriano, quien directamente o a través del Ministro de Gobierno, por 
delegación de aquel, podrá denegarla en el ejercicio de la soberanía nacional, atendiendo al 
principio de reciprocidad o a razones de seguridad, orden público u otros intereses esenciales 
para el Ecuador.  
 
Negada la extradición de una persona no se admitirá nueva solicitud por el mismo delito que fue 
materia de la primera solicitud. Contra la decisión del Jefe de Estado no hay recurso alguno.  
 
 Art. 15.- Cuando más de un Estado solicite la extradición de una misma persona, bien por el 
mismo hecho o por hechos diferentes, el Presidente de la República o el Ministro de Gobierno 
por delegación de aquel, decidirá la entrega del reclamado, teniendo en cuenta todas las 
circunstancias concurrentes y, especialmente, la existencia o no de Tratado, la gravedad relativa 
y lugar de la comisión del delito, fechas de las respectivas solicitudes, nacionalidad de la 
persona reclamada y posibilidad de una ulterior extradición a otro Estado. Si hubiera duda, la 
preferencia queda a discreción del Gobierno del Ecuador.  
 
 Art. 16.- Ejecutoriada la sentencia que deniegue la extradición, el Presidente de la Corte 
Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia), sin dilación, ordenará que se notifique 
con la misma al Ministro de Gobierno y al Ministro de Relaciones Exteriores para su 
notificación a la representación diplomática del país que formuló la demanda de extradición. 
Asimismo, El Presidente de la Corte Suprema de Justicia ordenará la inmediata libertad de la 
persona requerida de extradición.  
 
 Art. 17.- Si la sentencia declarare procedente la extradición, el Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia), sin dilación, ordenará que se notifique con la 
misma al Ministro de Gobierno.  
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El Ministro de Gobierno por delegación del Presidente de la República, decidirá la entrega de la 
persona reclamada o denegará la extradición de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 
de esta ley. Resuelta la entrega de la persona requerida de extradición, el Ministro de Gobierno, 
comunicará de tal particular al de Relaciones Exteriores para su notificación a la representación 
diplomática del país que formuló la demanda de extradición. Dicha resolución será comunicada 
asimismo a la persona requerida de extradición.  
 
Si el Ministro de Gobierno por delegación del Presidente de la República denegare la 
extradición de conformidad con el artículo 14 de esta ley. Dicho funcionario lo comunicará al 
Presidente de la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia) para que disponga 
la libertad de la persona reclamada, sin perjuicio de su deportación del Ecuador, de conformidad 
con la legislación de extranjería. Igualmente, lo comunicará al Ministro de Relaciones 
Exteriores para su notificación a la representación diplomática que formuló la solicitud de 
extradición.  Art. 18.- La entrega de la persona cuya extradición haya sido resuelta se realizará 
por agentes de la Policía ecuatoriana, previa notificación del lugar y fecha fijados. Con aquella, 
se entregarán a las autoridades o agentes del Estado requirente acreditados a tal fin, los 
documentos efectos y dinero, que deban ser igualmente puestos a su disposición.  
 
Si la entrega del individuo reclamado no puede efectuarse, se procederá a la de dichos 
documentos efectos y dinero, quedando a salvo, en todo caso los derechos que pudieren 
corresponder sobre los mismos a otros interesados. El lugar y fecha fijados para la entrega serán 
comunicados asimismo al Presidente de la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de 
Justicia).  Si la persona reclamada se encontrara sometida a procedimiento o a cumplimiento de 
una condena por los jueces o tribunales ecuatorianos o sancionada por cualquier otra clase de 
organismos o autoridades nacionales, la entrega podrá aplazarse hasta que deje extinguidas sus 
responsabilidades en el Ecuador o, efectuarse temporal o definitivamente en las condiciones que 
se fijen de acuerdo con el Estado requirente.   
 
Si la persona reclamada no hubiera sido recibida en la fecha y lugar fijados podrá ser puesta en 
libertad transcurridos quince días a contar de dicha fecha y necesariamente a los treinta, y se 
podrá denegar su extradición por el mismo hecho si de nuevo se solicitara.  
 
Art. 19.- El Gobierno del Ecuador, previa solicitud del Estado requirente, podrá autorizar el 
tránsito por su territorio de personas cuya extradición se tramite entre otros estados. Tránsito 




Art. 20.- Para que la persona que haya sido entregada pueda ser juzgada, sentenciada o sometida 
a cualquier medida que afecte a su libertad personal, por hechos anteriores y distintos a los que 
hubieran motivado su extradición, será necesario autorización ampliatoria de la extradición 
concedida, a cuyo fin se presentará otra solicitud acompañada de los documentos previstos en el 
artículo 7 de esta ley y la declaración judicial de la persona entregada, que se tramitará como 
nueva demanda de extradición.  
 
Iguales requisitos serán necesarios cumplir para conceder la reextradición de la persona 
entregada a un tercer Estado.   
 
No será necesaria esta autorización cuando la persona entregada, habiendo tenido la posibilidad 
de abandonar el territorio del Estado al que se entregó, permanezca en él más de cuarenta y 
cinco días o regrese al mismo después de abandonarlo.    
 
Art. 21.- Los gastos ocasionados por la extradición en territorio nacional serán, en régimen de 
reciprocidad, por cuenta del Gobierno ecuatoriano. Los causados por extradición en tránsito 
serán por cuenta del Estado requirente. 
 
Estos artículo enmarcan lo que es el proceso en sí, refiere a que la extradición como institución 
Jurídica será solicitada con vía diplomática, y configura los preceptos a conllevar, para que el 
proceso tenga plena valides, y no si es del caso sea tomada de forma positiva, y que surta los 
efectos jurídicos legales pertinentes,   también habla de los sujetos incluidos como elementos 
procesales, como las Instituciones a quienes va dirigido el trámite, los funcionarios que deberán 
responder por el proceso. 
 
TITULO SEGUNDO   
CAPITULO UNICO  
DE LA EXTRADICION ACTIVA  
  
 Art. 22.- El procedimiento de la extradición activa en el Ecuador se regirá por la presente Ley, 
excepto en lo que fuere aplicable y estuviere expresamente previsto en los Tratados que el 
Ecuador sea Parte.  
 
Art. 23.- Para que el Juez de la causa eleve los antecedentes al Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia), o para que éste, en los casos de fuero de Corte 
Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia), inicie el procedimiento de extradición, 
será necesario que se haya dictado previamente auto de prisión preventiva o recaído sentencia 
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ejecutoriada contra el procesado cuya extradición se pretende. Sólo para efectos indicativos 
deberá mencionarse el país y el lugar en que el prófugo se encuentre, pero no se afectará el 
pedido de extradición si el prófugo cambia su estadía a otro país o ciudad, lo cual deberá ser 
establecido dentro del procedimiento que debe cumplirse, de conformidad con los artículos 
siguientes.  
 
Art. 24.- El Presidente de la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia) 
dictaminará, si es o no procedente la extradición, de conformidad a los Tratados celebrados 
entre el Ecuador y el Estado en el que el prófugo se encuentre o, en defecto de Tratado, con 
arreglo a los principios del Derecho Internacional.  
 
Art. 25.- En caso afirmativo, el Presidente de la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional 
de Justicia) se dirigirá al Ministro de Relaciones Exteriores acompañando una copia del auto de 
prisión preventiva o sentencia ejecutoriada y pidiendo que se practiquen las gestiones 
diplomáticas que sean necesarias para obtener la extradición del prófugo.  
 
Acompañará, además, una copia autorizada de los antecedentes que hayan dado mérito para 
dictar el auto de prisión preventiva en contra del indicado o, de la sentencia firme que haya 
recaído en el proceso, si se trata de un reo condenado, los demás documentos señalados en el 
artículo 7 de esta ley o los que señalen los Tratados aplicables o las leyes del Estado requerido.  
 
Art. 26.- El Ministro de Relaciones Exteriores, después de legalizar los documentos 
acompañados, hará practicar las gestiones necesarias para dar cumplimiento a la resolución del 
Presidente de la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia).  
 
Si se obtiene la extradición del prófugo, solicitará al Ministerio de Gobierno que lo haga 
conducir del país en que se encuentre hasta ponerlo a disposición del Presidente de la Corte 
Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia).  
 
Art. 27.- En el caso a que se refiere el artículo precedente, el Presidente de la Corte Suprema de 
Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia) ordenará que el extraditado sea puesto a disposición 
del Juez de la causa a quien devolverá el proceso respectivo, o procederá directamente, según 
sea el caso, a fin de que el juicio siga su tramitación o de que el reo cumpla su condena si 
hubiere sentencia ejecutoriada.  
 
Art. 28.- Si el Presidente de la Corte Suprema de Justicia (hoy Corte Nacional de Justicia) 
declara no ser procedente la extradición o si ésta no es concedida por las autoridades del Estado 
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en que el prófugo se encuentre, se devolverá el proceso al Juez de la causa para que proceda 
como lo determina la ley respecto de los ausentes.  
 
Art. 29.- Si el proceso comprende a un individuo que se encuentre en el extranjero y a otros 
individuos presentes, se observarán las disposiciones anteriores en cuanto al primero y sin 
perjuicio de su cumplimiento seguirá la causa sin interrupción en contra de los presentes. El 
proceso, en tal caso, será elevado en copia al Presidente de la Corte Suprema de Justicia (hoy 
Corte Nacional de Justicia).  
 
Art. 30.- Los jueces y tribunales se hallan obligados a solicitar la extradición del prófugo que se 
encuentre en territorio de otro Estado, contra quien hayan dictado o dicten auto de prisión 
preventiva en cualquier etapa del juicio penal, o sentencia penal condenatoria que imponga pena 
privativa de libertad. Por la supremacía de la ley sobre el reglamento, se declara que, en el 
primer caso, para proceder a la extradición, basta el auto de prisión preventiva, sin que se 
requiera auto de apertura del plenario o de llamamiento a juicio.  
 
Art. 31.- Para los casos de extradición sustentada en un auto de prisión preventiva dictado con 
anterioridad al 13 de enero del 2000, fecha de la vigencia del artículo 7, entre otros, el nuevo 
Código de Procedimiento Penal, se entenderá en el sentido de que el único requisito es el auto 






Las condiciones, los procedimientos y los efectos de la extradición se regirán por la presente 
Ley, excepto en lo que fuere aplicable y estuviere expresamente previsto en los tratados o 
convenios internacionales en los que el Ecuador sea Parte.  
  
DISPOSICIONES FINALES  
 
PRIMERA.- Sustituyese el artículo 7 del Código Penal, por el siguiente: "El ecuatoriano que, 
fuera de los casos contemplados en el artículo anterior, cometiere en país extranjero un delito para el 
que la ley ecuatoriana tenga establecida pena privativa de libertad mayor de un año, será reprimido 




SEGUNDA.- La presente Ley entrará en vigencia a partir de la fecha de su publicación en el 
Registro Oficial. En caso de conflicto, sus disposiciones prevalecerán sobre las demás de 
carácter ordinario o especial. 
 
Este capítulo de la Ley refiere a la extradición activa como elemento fundamental, mencionando 
los principios fundamentales de la solicitud, y el contexto de la misma, indicando el domicilio 
del prófugo requerido, sin modificar la solicitud en el caso de que el delincuente cambie de 
residencia en el transcurso del proceso, indica también la legalidad de los documentos 
presentados por el Estado solicitante debe ser proba, y que los dos sujetos el solicitante como el 
solicitado se debe regir  a la Ley. 
 
 
5.3 TRAMITE DE EXTRADICION PASIVA  
 
A continuación detallare los pasos tanto como la extradición pasiva como la activa. 
 
Primero definiré la extradición pasiva logrando un entendimiento que nos permita captar la 
necesidad de su estructura. 
DEFINICION DE EXTRADICION PASIVA 
 
Es aquella en que el Estado requerido que tiene en su poder a una persona lo entrega para su 
juzgamiento o el cumplimiento de una condena, esto es cuando un Estado extranjero le solicita 
al Ecuador la entrega de una persona que se encuentra en dicho territorio. 
 
Tiene carácter jurídico y administrativo y por tal aquí se presentan los problemas, pues la 
decisión final queda en manos del Presidente de la República, quien a la final decide sobre la 
realidad del motivo iniciado en la demanda o petición de extradición, cuando ésta es aceptable 
por el Presidente de la Corte Nacional de Justicia. 
 
La extradición es un proceso de gobierno y por ello el derecho de concederle o de negarla 
pertenece al Presidente de la República del país requerido por ser uno de los atributos inherentes 
a su soberanía, cuando esta es aceptada por el Presidente de la Corte Nacional; en todo caso hay 
2 instancias que son: 
 
 Sistema que obliga al gobierno a someterse a la decisión judicial tanto en caso de ser 
ésta favorable o desfavorable a ella; 
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 Sistema de Garantía Jurisdiccional que no obliga al Poder Ejecutivo a entregar en caso 
de decisión afirmativa; esta última es el sistema seguido en nuestra legislación 
ecuatoriana. 
 
Se debe tener en consideración que el Presidente de la República debe tomar muy en cuenta al 
momento de su decisión el principio de cooperación internacional en la identificación, 
detención, extradición y castigo de los culpables de delitos sancionados con más de un año de 
prisión y que sin duda alguna el procedimiento de extradición debe ser examinado desde el 
punto de vista del gobierno que lo reclama y del que lo concede, pues a la final y hemos podido 
constatar que en la práctica la entrega es un acto de soberanía del Estado requerido. 
 
PRIMER PASO EN EL TRAMITE DE EXTRADICION PASIVA 
 
La solicitud de extradición se presenta en todos los casos por escrito, de forma diplomática y 
según algunos tratados puede ser presentado por los funcionarios consulares. En esta petición 
debe formar una relación tan precisa como sea posible del hecho imputado.  
 
PETICIÓN FORMAL DE EXTRADICIÓN 
 
Se la hace así: 
 
1. La presenta el Estado solicitante cuando tiene ya reunidos todos y cada uno de los 
requisitos que marca el tratado respectivo. 
2. Con esta petición se comunicará al detenido el contenido de la misma y los documentos 
que se acompañaron. 
 
Así se forma el procedimiento de la extradición como tal; esto es la petición: 
 
a) Debe imputar el Estado requirente a la persona reclamada la comisión de un delito. 
b) La imputación debe ser como autor, cómplice o encubridor. 
c) Debe tener por causa y hecho que tanto el Estado requirente como el Estado requerido 
consideran delito. 
d) El delito debe ser de especial importancia. 
e) Debe tratarse de delito común y no de carácter político. 




DOCUMENTOS QUE HAY QUE ACOMPAÑAR A LA DEMANDA DE 
EXTRADICION 
La demanda debe contener los siguientes documentos: 
 
 La sentencia de la condenación según la forma prescrita por la legislación respectiva si 
se tratare de un condenado, o el mandato de prisión expedido por Tribunal competente 
con la designación exacta y la fecha del delito que lo motivare si se tratare de un 
procesado o presunto delincuente. Estos documentos deben acompañarse en originales o 
en copias certificadas. 
 Todos los datos y antecedentes necesarios para justificar la identidad de la persona 
requerida. 
 La copia auténtica de las disposiciones legales aplicables al hecho acusado según la 
legislación respectiva; pues como tengo manifestado: 
 
La extradición de los condenados se otorga en virtud de la sentencia condenatoria por tal hay 
que agregar la respectiva sentencia condenatoria ejecutoriada en copia certificada. 
 
La extradición también se otorga de los acusados que se encuentran con orden de prisión 
preventiva, por lo tal hay que acompañar a la demanda copia certificada de dicha medida 
cautelar personal 
 
Hay que agregar la identificación exacta del condenado reclamado o sobre el cual se dictó 
prisión preventiva, esto es todos los datos y antecedentes necesarios para justificar la identidad 
de la persona requerida. 
 
Hay que agregar copia del texto de la ley aplicable al caso que se imputa, esto es copia 
certificada de las disposiciones legales aplicables al caso según la legislación del país 
requirente. 
 
En resumen se deben seguir los siguientes lineamientos en este primer paso para obtener la 
extradición pasiva: 
 
 Se debe por vía diplomática y solo en casos excepcionales por la consular o de gobierno 
a gobierno presentar la solicitud. 




1. Copia o transcripción auténtica de la sentencia o de la orden de prisión preventiva. 
2. Indicación exacta de los actos que determinaron la solicitud de extradición y del lugar y 
la fecha en que fueron ejecutados. 
3. Todos los demás datos que se posea y que sirven para establecer la plena identidad de 
la persona reclamada. 
 
Los documentos mencionados serán expedidos en la forma prescrita por la legislación del 
Estado requirente y de ser del caso traduciendo al castellano, esto es los documentos señalados 
en el Art. 7 de la ley de Extradición. 
 
SEGUNDO PASO EN EL TRÁMITE DE LA EXTRADICIÓN PASIVA 
 
El Ministerio de Relaciones Exteriores en este caso debe dar estricto cumplimiento a lo señalado 
en el Art. 9 de la Ley de Extradición que dispone lo siguiente: 
 
"Art.9. Cuando la solicitud se hubiera formulado por vía diplomática, el Ministerio de 
Relaciones Exteriores examinará si se han acompañado a la misma, los documentos 
que establean el respectivo Tratado o, en su falta, los del artículo 7 de esta Ley. Si el 
Ministro estimare que falta alguno de los requisitos de forma, devolverá la solicitud 
para que sean presentados, sin perjuicio de que el Ministerio de Relaciones 
Exteriores pueda considerar dicha solicitud incompleta como simple pedido de 
detención preventiva a cuyo efecto comunicará y enviará los antecedentes al 
Ministerio de Gobierno El Ministro de Gobierno, atendidas las circunstancias de la 
solicitud y cuando el reclamado no estuviera ya detenido, previamente, podrá 
disponer que la Policía proceda a la detención de la persona reclamada y, en el plazo 
dispuesto en el artículo anterior, la ponga a disposición del Presidente de la Corte 
Nacional de Justicia, remitiendo a esta autoridad los antecedentes y la demanda de 
extradición. Puesto a disposición judicial el reclamado y a la vista de la información 
recibida, el antes indicado Juez podrá ordenar la prisión preventiva del detenido" 
 
TERCER PASO EN EL TRÁMITE DE LA EXTRADICIÓN PASIVA 
 
Se da cumplimiento a lo señalado en el Art. 10 de la Ley de Extradición que dispone lo 
siguiente: 
 
"Art.10. La autoridad gubernamental, remitirá el expediente al Presidente de la Corte 
Nacional de Justicia y si el reclamado no estuviere en prisión, el Ministro de 
Gobierno ordenará a la Policía para que se practique el arresto, y en el plazo de las 
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veinticuatro horas siguientes pondrá al detenido, con los documentos, efectos o 
dinero que le hubieren sido aprehendidos, a disposición de la misma autoridad 
judicial" 
 
De modo que señalare que solo una vez que se califica la demanda por parte del Ministerio de 
Relaciones Exteriores se da trámite a la demanda de extradición y aquí entra la legislación 
interna en su objetividad; y la intervención del Ministerio de Gobierno y del Juez; de este modo 
comienza la parte más difícil y compleja, esto es la resolución jurídica que culmina en el 
acuerdo que concede o niega la extradición del detenido. 
 
CUARTO PASO EN EL TRAMITE DE EXTRADICIÓN PASIVA  
 
El Presidente de la Corte Nacional de Justicia; una vez que avoca conocimiento del proceso de 
extradición que se le ha enviado por parte del Ministerio de Relaciones Exteriores, tiene una 
serie de obligaciones que cumplir, esto es unas preliminares y otras de procedimiento. 
 
QUINTO PASO EN EL TRÁMITE DE LA EXTRADICIÓN PASIVA 
 
Tenemos que el Presidente de la Corte Nacional de Justicia tiene la obligación de convocar a la 
AUDIENCIA ORAL DE JUZGAMIENTO a la persona cuya extradición se solicita, así lo 
señala el art. 12 de la Ley de Extradición que manifiesta lo siguiente: 
 
"Art.12. Dentro de los quince días siguientes al de la ejecutoria del auto de 
procesamiento. El Presidente de la Corte Nacional de Justicia señalará día y hora 
para la audiencia oral que tendrá lugar con intervención del Ministro Fiscal 
General, del reclamado de extradición asistido del abogado defensor y, si fuera 
necesario, del intérprete. En la audiencia podrá intervenir, y a tal efecto será 
notificado, el representante del Estado requirente cuando así lo hubiere 
solicitado. Si lo quisiere, el reclamado presentará declaración sin juramento 
durante la audiencia, pero solamente se admitirá y practicará la prueba 
pertinente con las condiciones exigidas por el Tratado aplicable o por esta Ley." 
 
Derechos del acusado: La persona sobre la cual se solicita la extradición, tiene el derecho a 
saber de qué se le acusa, derecho de explicación, presentar pruebas, familiarizarse con los 
documentos, tener un abogado a su lado presente, participar en el proceso de extradición; y 
apelar de la resolución que dicte en su contra el Presidente de la Corte Nacional de Justicia. 




La declaración del detenido: Hay que tener en cuenta que la declaración de la persona que se 
solicita extradición, no es versión ni declaración, sino sólo para conocer su identidad, pero debe 
estar asistido con un Abogado de su confianza o en caso contrario por un Abogado de la 
Defensoría Pública, pues así lo exige el numeral 5to del art. 24 de la Constitución Política. 
 
Esta persona además goza de los derechos señalados en nuestra Constitución sobre el Debido 
Proceso y lo indicado en el art. 36 de la Convención de Viena sobre Tratados. 
 
Actuación del ministro fiscal general: La actuación y opinión del Ministro Fiscal General es 
obligatoria, así lo señala el Art. 12 de la ley de Extradición, por ser una cuestión de orden 
público y el dictamen debe ser fundamentado. 
 
Defensa de la persona que se requiere la extradición: Debe oponer la defensa de los derechos 
subjetivos individuales frente al Estado, consistente como dice Manzini en el derecho de la 
persona de no convertirse en sujeto pasivo de la extradición o de no sufrir sus consecuencias y 
fundamentalmente debe excepcionarse sobre la ilegalidad de la extradición, obviamente esto 
deberá probarlo. 
 
SEXTO PASO EN EL TRÁMITE DE LA EXTRADICIÓN PASIVA 
 
El Presidente de la Corte Nacional luego de concluida la prueba, tiene la obligación de dictar 
sentencia, así lo señala imperativamente el Art. 13 de la Ley de Extradición que dice: 
 
"Art.13. En el plazo improrrogable de tres días siguientes al de la audiencia, el 
Presidente de la Corte Nacional de Justicia pronunciará sentencia, concediendo o 
negando la extradición y, al propio tiempo, sobre si ha lugar a la entrega al Estado 
requirente, de los valores, objetos o dinero que hubiesen sido ocupados al reclamado. 
En caso de sentencia que acepte la pretensión de extradición, se hará constar el 
tiempo que la persona reclamada ha permanecido privada de libertad por razones de 
la extradición, y que la entrega quedará condicionada al compromiso de que tal 
tiempo sea computado al de la condena. Contra esta sentencia sólo cabe el recurso de 
apelación, que deberá ser resuelto por la Sala de lo Penal de la Corte Nacional de 
Justicia, a la que corresponda por sorteo el conocimiento de la causa, si antes no se 
hubiere radicado ya la competencia, en el plazo improrrogable de treinta días 




5.3. TRAMITE DE EXTRADICION ACTIVA 
 




 Mixto.  
 
En el Ecuador funciona el sistema mixto, como lo menciona el señor doctor Ernesto Albán 
Gómez "es decir hace falta una decisión judicial a nivel de Corte Nacional de Justicia y luego una 
decisión-del gobierno que puede negar la extradición atendiendo al principio de reciprocidad o a 
razones de seguridad, orden público u otros intereses esenciales" 
 
El art. 22 de la Ley de Extradición dice que se rige pe esta ley, excepto en lo que fuera aplicable 
y estuviere expresamente previsto en los Tratados que el Ecuador ser parte, debiendo señalar 
que este trámite jamás puede v lar las reglas del Debido Proceso, constantes en el Art. I- de la 
Constitución Política, por tal es un procedimiento: especial, aquí se aplica el Tratado de 
Extradición corre; pendiente, o la ley de la materia, además del Tratado Inte- nacional 
respectivo. 
 
De lo anotado se desprende que la extradición de un extranjero por delitos comunes no puede 
acordarse sino por autoridad competente, de conformidad con los trámites y requisitos 
establecidos al efecto por los Tratados Internacionales suscritos por el Ecuador y que estén en 
vigor, y a falta de estos por la ley ecuatoriana. 
 
Generalidades sobre la extradición activa y definición de extradición activa: Es cuando se 
pide la extradición de un reo a otro país si existe mandamiento de prisión o sentencia contra 
éste, así podemos pedirla cualquiera que sea la nacionalidad del reo con la limitación de lo que 
al respecto dispongan los Tratados Internacionales sobre esta materia. 
 
Es decir que la extradición activa, es la extradición del interior al exterior y esto es lo que 
interesa a nuestros jueces al aplicar el art. 7 del Código de Procedimiento Penal, porque esta 
extradición lo es cuando un Estado requiere la entrega de un delincuente a otro Estado donde 
reside, en nuestro caso cuando el Ecuador es quien lo solicita. 
 




PRIMER PASO EN EL TRAMITE DE EXTRADICIÓN ACTIVA  
 
Previamente a que el Ecuador presente formal solicitud de extradición de una persona a un país 
extranjero, requiere que se dé cumplimiento a lo señalado en el Art. 7 del Código de 
Procedimiento Penal que dispone: "Es obligación del juez solicitar en la forma prevista por la ley y 
los convenios internacionales, la extradición del prófugo en los casos de prisión preventiva o de 
sentencia condenatoria ejecutoriada" 
 
Entonces refiero en este tema que principalmente es obligación del Juez Penal o Tribunal Penal 
que cuando contra una persona que se encuentra en el exterior se haya proferido orden de 
prisión preventiva o sentencia condenatoria ejecutoriada, por delito cuya pena sea superior a un 
año debe dirigirse al Presidente de la Corte Nacional de Justicia a fin de que se solicite la 
extradición del imputado, acusado o sentenciado, para lo cual remitirá copia del auto respectivo 
y demás documentos que considere conducentes, debiendo tener en cuenta que las reglas 
señaladas en el art. 7 están divididas en 2 fases: 
 
 La tutela del derecho objetivo; y 
 La constitución de garantías individuales. 
 
SEGUNDO PASÓ EN EL TRAMITE DE EXTRADICIÓN ACTIVA 
 
Si el Presidente de la Corte Nacional de Justicia considera que es procedente, envía oficio al 
Ministerio de Relaciones Exteriores en el que debe acompañar lo siguiente: 
 
1. Copia del auto de prisión preventiva dictada en contra del prófugo; o 
2. Copia de la sentencia condenatoria ejecutoriada. 
3. En forma expresa pide que se practiquen las gestiones diplomáticas que sean necesarias 
para obtener la extradición del prófugo. 
4. Acompaña copia autorizada de los antecedentes, esto es del juicio penal correspondiente 
que motivó la orden de prisión preventiva o de sentencia en firme condenatoria. 
5. Los que señala el literal a) del art. 7 de la Ley de la materia. 
6. Lo que señala el literal b) de dicho artículo 
7. Lo que señala el literal c) del mismo artículo. 
8. Hay que tener en cuenta lo que señala el inciso final del art. 7 de la Ley de Extradición. 
 




“Art.7. La solicitud de extradición se formulará por vía diplomática, o en caso de 
falta de representante diplomático del Estado requirente en el Ecuador, de 
Gobierno a Gobierno, debiendo acompañarse: 
 
a) Copia certificada de la sentencia condenatoria o del auto de prisión preventiva o 
resolución análoga según la legislación del país requirente, con expresión sumaria 
de los hechos, lugar, fecha, naturaleza y circunstancias en que fueron realizados. 
b) Cuantos datos sean conocidos sobre la identidad, nacionalidad y residencia del sujeto 
reclamado y, de ser posible, su fotografía y huellas dactilares. 
c) Copia de los textos legales con expresión del delito, la pena y la prescripción 
aplicables al caso. 
d) Si el delito estuviere castigado con alguna de las penas a que se refiere el numeral 7 
del artículo 5 de esta Ley, el Estado requirente dará seguridades suficientes, a 
juicio del Gobierno ecuatoriano, de que tales penas no serán ejecutadas. 
 
Los referidos documentos, originales o en copia certificada, se acompañarán de una traducción 
oficial al español cuando sus textos estuvieren en otro idioma. Cuando el trámite se realice por 
vía diplomática no será necesaria la autenticación de los documentos presentados. 
 
 
TERCER PASO EN EL TRÁMITE DE LA EXTRADICIÓN ACTIVA 
 
El Presidente de la Corte Nacional de Justicia debe dar cumplimiento a lo señalado en el Art. 25 
de la Ley de Extradición que dispone: 
 
"Art.25. En caso afirmativo, el Presidente de la Corte Nacional de Justicia se 
dirigirá al Ministro de Relaciones Exteriores acompañando una copia del auto de 
prisión preventiva o sentencia ejecutoriada y pidiendo que se practiquen las 
gestiones diplomáticas que sean necesarias para obtener la extradición del prófugo. 
 
Acompañará, además, una copia autorizada de los antecedentes que hayan dado mérito para 
dictar el auto de prisión preventiva en contra del sindicado o, de la sentencia firme que haya 
recaído en el proceso, si se trata de un reo condenado, los demás documentos señalados en el 
artículo 7 de esta ley o los que señalen los Tratados aplicables o las leyes del Estado requerido. 
 
Hay que tener muy en cuenta que la detención provisional debe ceñirse estrictamente a las 
disposiciones de los respectivos Tratados, y la petición debe ser presentada en tal forma que no 
dé lugar para que el detenido haga valer la garantía constitucional del Hábeas Corpus. De lo 
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anotado se desprende que una vez cumplido esto el Presidente de la Corte Nacional de Justicia 
debe remitir al Ministerio de Relaciones Exteriores para que éste adelante las gestiones 
diplomáticas necesarias para obtener del gobierno extranjero la extradición, sujetándose a lo 
señalado en los Tratados y Convenios Internacionales sobre esta materia. 
 
CUARTO PASO EN EL TRÁMITE DE LA EXTRADICIÓN ACTIVA 
 
El Ministerio de Relaciones Exteriores legaliza los documentos acompañados: y luego realiza 
las gestiones diplomáticas para dar cumplimiento a la resolución del Presidente de la Corte 
Nacional de Justicia, esto es el Ministro de Relaciones Exteriores debe adelantar las gestiones 
que fueren necesarias ante el Gobierno extranjero a fin de que proceda el trámite de la 
extradición, conforme señala el Art. 26 de la Ley de Extradición que dice: 
 
"Art.26. El Ministro de Relaciones Exteriores, después de legalizar los documentos 
acompañados, hará practicar las gestiones necesarias para dar cumplimiento a la 
resolución del Presidente de la Corte Nacional de Justicia. Si se obtiene la 
extradición del prófugo, solicitará al Ministerio de Gobierno que lo haga conducir 
del país en que se encuentre hasta ponerle a disposición del Presidente de la Corte 
Nacional de Justicia" 
 
QUINTO PASO EN EL TRAMITE DE EXTRADICIÓN ACTIVA 
 
Si el Estado requerido luego de que se practique todo el procedimiento que señala la 
Constitución y las Leyes respectivas, y si considera del caso concede la extradición; en este caso 
el Ministerio de Relaciones Exteriores del Ecuador se dirige al Ministerio de Gobierno para que 
haga conducir al prófugo del país donde se encuentra, hasta el nuestro. 
 
SEXTO PASO EN EL TRÁMITE DE LA EXTRADICIÓN ACTIVA 
 
En este momento procesal hay que tener muy en cuenta dos situaciones que se pueden presentar, 
esto es: 
 
a) Que el país requerido haya concedido la extradición de la persona solicitada por el 
Ecuador; y 





Entonces tenemos que aplicar las disposiciones contenidas en los arts. 27, 28 y 29 de la Ley de 
Extradición que señalan lo siguiente: 
 
"Art.27. En el caso a que se refiere el artículo precedente, el Presidente de la Corte 
Nacional de Justicia ordenará que el extraditado sea puesto a disposición del Juez 
de la causa a quien devolverá el proceso respectivo, o procederá directamente, 
según sea el caso, a fin de que en juicio siga su tramitación o de que el reo cumpla 
su condena si hubiere sentencia ejecutoriada" 
 
"Art.28. Si el Presidente de la Corte Nacional de Justicia declara no ser procedente 
la extradición o si esta no es concedida por las autoridades del Estado en que el 
prófugo se encuentre, se devolverá el proceso al Juez de la causa para que proceda 
como lo determina la Ley respecto de los ausentes" 
 
"Art.29. Si el proceso comprende a un individuo que se encuentre en el extranjero y a otros 
individuos presentes se observarán las disposiciones anteriores en cuanto al primero y sin 
perjuicio de su cumplimiento seguirá la causa sin interrupción en contra de los presentes. El 
proceso, en tal caso, será elevado en copia al Presidente de la Corte Nacional de Justicia "O sea 
que una vez que el prófugo llega al país, se procede a ponerle a disposición de Presidente de la 
Corte Nacional de Justicia, quien obviamente si es juez por fuero queda en su poder el detenido  
se continúa el trámite respectivo; si no es juez por el fuero el Presidente de la Corte Nacional de 
Justicia dispone mediante auto o mediante un oficio que el extraditado sea puesto a disposición 
del Juez de la causa a quien devuelve el proceso; pero si el Presidente de la Corte Nacional 
declara que no es procedente la extradición devuelve e proceso al juez de la causa para que 
proceda como lo determina la ley respecto de los ausentes, esto es en los casos del art. 121 de la 
Constitución Política. 
 
Así concluye el trámite de la Extradición Activa y continúa el proceso penal correspondiente. 
 
Concluimos diciendo que:  
 
Los Tratados de Extradición no necesariamente deben ser recíprocos, ni aun siquiera en lo que 
respecta a la entrega de ciudadanos nacionales solo así el delito no encontrará refugio contra la 
sanción de las leyes en ninguno de los países de un mundo civilizado, pues considero que la 
extradición debe defender valores positivos y ponerse al servicio de la justicia, además no se 




Conforme consta en recortes de prensa que acompaño el Presidente Constitucional de la 
República Ing. Lucio Gutiérrez casi todos los días señala que va a traer mediante la extradición 
a los banqueros corruptos, sin embargo debo señalar que no hay política gubernamental para 
solicitar la extradición; y concuerdo con el Doctor Juan Larrea Holguín quien dice que es 
necesaria la extradición, porque una comunidad jurídica internacional debe realizar la justicia 
por encima de las divisiones fronterizas del mundo. 
 
En caso de ser negada la extradición, el imputado puede continuar siendo juzgado y en el evento 
de ser condenado en el país requirente éste remita copia certificada de la sentencia para que allí 
se ejecute. 
 
Como resultado tenemos las siguientes conclusiones: 
 
 La Extradición se norma por medio de Tratados Internacionales y solo cuando no lo hay 
se debe aplicar las leyes nacionales. 
 Los delitos deben ser expresamente señalados en el Tratado y deben tener una categoría 
igual o equivalente en que el Estado que lo solicite o la ofrezca y en el que la otorga o 
niegue. 
 Se debe aplicar La reciprocidad interna tanto en relación con los tratados específicos 
sobre extradición, como la aplicación de la ley nacional a falta de aquellos. 
 La extradición solo debe proceder en relación a los delitos comunes no a los políticos 
siempre y cuando no sean comunes disfrazados de políticos; y los delitos comunes 
deben ser de cierta gravedad. 
 No se concede extradición de nacionales, en el Ecuador por mandato constitucional art. 
79. 
 
5.5. CASOS DE EXTRADICION IMPLICANDO AL ECUADOR COMO 
SUJETO PROCESAL  
 
Extradiciones activas que se encuentran en trámite: 
 
FRANCISCO LOZA VALVERDE: requerido por el Primer Tribunal Penal Chimborazo, cuyo 





ROBERTO Y WILLIAM ISAÍAS: requerido por la Presidencia Corte Nacional de Justicia, 
(hoy Corte Nacional de Justicia),  con fecha 8 de junio de 2010, se remitió al ministerio de 
relaciones exteriores copias certificadas con la correspondiente traducción al inglés de las 
providencias expedidas por los conjueces ocasiones de la primera sala de lo penal de la corte 
nacional de justicia, cumpliendo ordenado providencia 24 de agosto del 2010. El 4 de enero del 
2011: se dispone realizar traducción al idioma ingles documentación contiene información 
solicitada departamento de Estado de los Estados Unidos de América. 12 de enero del 2011: se 
dispone remitir cancillería documentación debidamente certificada traducida al inglés, la misma 
que fue entregada el 19 de enero del 2011. 28 de marzo del 2011: dispone que embajada 
ecuador realice gestiones necesarias obtener extradición de los requeridos. 06 de abril del 2011. 
La embajada del Ecuador informa que previa consulta en embajada del Líbano en Washington, 
han confirmado que no han recibido ni tramitado ningún pedido de nacionalidad por parte de 
Roberto y William Isaías. 02 de mayo del 2011: consta nota diplomática cancillería 
comunicando que los encargados de negocios del ecuador en estados unidos de américa han 
realizado todas las gestiones necesarias en procura de que los requeridos sean extraditados. 
 
ARTURO QUIROZ MARTÍN: requerido por los jueces 9 Penal Pichincha y Tribunal 4 Penal 
Guayas,   02 de marzo del 2001: dictaminada procedencia Estados Unidos de América, 28  de 
febrero del 2004: en virtud del cambio de país que ha operado el requerido se dispone al amparo 
lo previsto ley extradición y convenio con chile la procedencia del pedido de extradición y se 
ordena que juez noveno penal pichincha ratifique su pedido de extradición y remita 
inmediatamente copias certificadas y actualizadas de providencias, orden de prisión preventiva 
y más documentación necesaria para organización expediente extradición, 28 de febrero del 
2008: nuevamente se dispone solicitar la extradición al gobierno de la republica de chile.30 de 
julio del 2008: por existir otros juicios en contra del requerido se dispone oficiar jueces primero 
y cuarto de lo penal pichincha y quinto de lo penal guayas remitan documentación fin completar 
pedido por todos y cada uno de los delitos por los cuales se encuentra enjuiciado Arturo Quiroz; 
y mediante providencias del 21 de agosto y 24 de septiembre se insiste a jueces envíen las 
copias solicitadas. 24 de septiembre del 2008: jueces confieren copias del de otros juicios en su 
contra, para insistir trámite extradición en virtud de que el requerido ya no se encuentra el dicho 
país. 
 
FABIOLA BOADA ALMEIDA: requerido por la Juez Primera Zona Militar, el 23 de 
septiembre del 2011: dictaminada procedencia extradición al gobierno de los estados unidos de 
américa 16 de febrero del 2012: se remitió documentación ministerio relaciones exteriores. 




CARLOS JULIO MIRANDA ALCÍVAR Y JOSÉ FAGIN MIRANDA ALCÍVAR: 
requerido por Juez Segundo Penal Guayas, dictaminada procedencia Estados Unidos América. 
12 de abril del 2005: se declara no vigente pedido extradición Carlos Julio Miranda Alcívar por 
haber sido aprehendido en la ciudad de Guayaquil y se lo pone ordenes tercer tribunal penal 
guayas.12 de enero del 2007 y 15 de octubre del 2009: providencias negando pedido de archivo 
de José Fagin miranda Alcívar y dispone continúe el trámite de extradición contra el requerido. 
Pendiente revisar pedido de jueza segundo temporal garantías penales guayas de dejar 
insubsistente pedido extradición. 
 
ALVARO GUERRERO FERBER: requerido por Juez 24 Penal Guayas previo tramite,  oficio 
tercera sala Guayaquil informe estado juici0.18 de enero del 2005 oficie al señor presidente de 
la Tercera Sala de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia Guayaquil, a fin si a resuelto la 
causa penal que motiva la extradición. 
 
EDITH EULALIA GUAMÁN NARVÁEZ: requerida por Juez Décimo Octavo Penal 
Pichincha presentación pedido extradición, remita oficio a jueza décimo octavo de garantías 
penales de pichincha solicitando se informe si el auto de prescripción de la acción dictada el 13 
de diciembre del 2011, dentro de la causa penal; 30 de diciembre del 2011 auto de fecha 13 de 
diciembre del 2011 se dictó el auto de prescripción de la acción, dispone se consulte dicho auto 
al Superior a la sala de sorteos de la Corte Provincial de Pichincha. 
 
RAFAEL BOTERO Y OTROS: requerido por Juez Tercero De Lo Penal De Pichincha, 
dictaminada procedencia- estados unidos de América, enviado pedido de extradición a 
Ministerio de Relaciones Exteriores.- 15 octubre 2009 cancillería comunica que el pedido de 
extradición fue aprobado en primer nivel por el departamento de estado y actualmente se 
encuentra en análisis en departamento de justicia.05 de octubre del 2011 director asuntos 
jurídicos internacionales del ministerio de relaciones exteriores informa que no ha podido 
completar la revisión de los procesos extradición en razón la traducción de la documentación no 
es la adecuada, por lo que solicita se la vuelva a traducir. 
 
JACQUELINE MENÉNDEZ DÍAZ: requerido por Juez Cuarto Penal Guayas previo a 
dictaminar, pendiente resolver pedido de dejar sin efecto extradición.24 de julio del 2012 
delegación diplomática de nuestro país acreditada en los estados unidos de América entrego la 





PATRICIO EDMUNDO BACA DÁVALOS: requerido por Presidencia Corte Nacional 
dictaminada procedencia extradición. País requerido estados unidos de América, 18 de febrero 
del 2009 la primera sala de lo penal de la corte nacional de justicia remite copias certificadas de 
piezas procesales requeridas por el departamento de estados de los estados unidos de américa. 
 
SOLIMAN IBRAHIM ELAASER: requerido por Tribunal Segundo De Lo Penal De 
Pichincha, en estudio documentación requerida a jueces, tribunales para ser enviado a la 
embajada del ecuador en Cairo fin sean agregados juicios que se tramitan en dicho país 
conforme lo solicitado por ministerio relaciones exteriores, 24 de abril del 2012 se efectuó la 
primeras audiencia oficina de peritos del ministerio de justicia de la república árabe de Egipto 
comité tripartito; 11 de mayo del 2012 solicita información al presidente del tribunal segundo de 
garantías penal de pichincha en termino 3 días remita a presidencia la información solicitada; 16 
mayo del 2012 oficie al señor superintendente de bancos y seguros remita información 
solicitada; 22 de mayo del 2012 gestiones diplomáticas necesarias para audiencia a efectuarse 
con el comité tripartito de Egipto para hacer llegar la documentación veinte días; 21 de junio del 
2012 enviado al ministerio relaciones exteriores anexos y documentación para audiencia ante 
comité tripartito del ministerio justicia; 27 de junio del 2012 agrega oficio al ministerio de 
relaciones exteriores; 03 de julio del 2012 remisión de la documentación vinculada con el 
proceso de extradicion;20 de julio del 2012 nuevo señalamiento audiencia de día y hora, oficie a 
la unión gestión y ejecución de derecho público fideicomiso, a la señora superintendente de 
compañías , al superintendente de bancos movimientos económicos; 01 de agosto del 2012 por 
competencia se manifiesta interrogaciones por el comité tripartito en Egipto respecto del 
contenido inquietudes formuladas superintendencia de bancos y seguros 09 de agosto del 
2012¡nformacion presentada, por vía diplomática sea a puesto en conocimiento de autoridades 
competentes egipcias; 26 de octubre del 2012 traducción del registro oficial que hace referencia 
de reclamo e información entregada por procurador judicial de superintendencia de bancos y 
seguros, gerente general de corporación financiera nacional , director de recuperación y 
liquidación del banco central vía diplomática puesta a conocimiento autoridades egipcias. 
 
CAROLINA Y JOSÉ MANUEL CABRERA GALLARDO: requerido por Presidente Corte 
Provincial Machala 21 de julio del 2009 Ministerio de Relaciones Exteriores.  Remite copia de 
la sentencia del tribunal supremo de justicia de Venezuela en la que declara que debido a que al 
no verificarse la ubicación de los requeridos, se encuentra impedida a la fecha de resolver la 





ZEAITER RADI SOHB: requerido por Juez Décimo Tercero De Garantías Penales De 
Pichincha resuelto, 16 de junio del 2007 auto se solicita al gobierno de Brasil extradición, 
requerido enviada al ministerio de relaciones exteriores el 05 de junio del 2007. Se remitió 
documentación a cancillería el 4 de junio de 2007.y el 23 junio 2010, cancillería informa que el 
ministerio de estado y relaciones exteriores de Brasil comunica sobre la imposibilidad inmediata 
de entrega en extradición del requerido debido a que tiene pendiente dos condenas impuestas 
por la justicia brasileña además de un proceso en trámite. 
 
IVAN LANDES GUERRERO: requerido por Tribunal Cuarto Penal Pichincha dictaminando 
procedencia, 16 noviembre 2010 cancillería informa resolución tribunal penal del primer 
circuito judicial de San José costa rica que declara sin lugar recurso apelación presentado en 
representación ecuador por procurador José castro y ordena el archivo material y definitivo de la 
extradición y solicita se informe sobre actual situación jurídica del requerido en el ecuador fin 
comunicar autoridades de Costa Rica. 
 
JUAN ELÍAS OÑA CAYO: requerido por Juzgado Décimo De Garantías Penales De 
Pichincha 29 de noviembre del 2007 auto se solicita al gobierno de España extradición 
requerida enviada al ministerio de relaciones exteriores el 12 de diciembre del 2007. 
Autoridades judiciales españolas comunican que proceso se encuentra en archivo provisional 
hasta que se detenga alreclamado. Pendiente para proveer petición presentada. 
 
WASHINGTON FERNANDO AGUIRRE FREILE: requerido por Presidente Corte 
Provincial De Pichincha, resuelto, 23 de junio del 2008 auto se solicita al gobierno de estados 
unidos extradición requerido enviada al ministerio de relaciones exteriores el 30 de octubre del 
2008. Ministerio de justicia recibe copias certificadas de piezas procesales solicitadas. El 
reclamado estaba detenido con fines de deportación en EE.UU. Con providencia de 19 
noviembre. 2010, se remitió información solicitada por cancillería, y el 17 de enero de 2011 se 
remitió información sobre el cierre del pedido de extradición del requerido por parte de las 
autoridades judiciales de los estados unidos de américa en virtud de haber sido deportado 
Washington Aguirre por resolución de un juez de la corte de migración de dicho país quien 
resolvió de manera independiente al pedido de extradición solicitado por el gobierno del 
ecuador, por lo que solicita instrucciones al respecto por parte de la presidencia;25 enero del 
2011 se remite información al ministerio de relaciones exteriores el cual informa que el 
requerido no se encuentra en EEUU por lo que no continua pedido extradición, oficie a 
autoridades policiales que proceda la difusión roja; 09 de febrero del 2011 oficie jefe de oficina 
central nacional interpol quito, solicitado búsqueda internacional del requerido; 31 de marzo del 
2011 informa acciones emprendidas oficina central nacional interpol localización y captura. 
206 
 
HELEN AUXILIADORA MOREIRA SALINAS: requerido por Presidente Del Tribunal 
Penal De Morona Santiago, tramite resuelto, el 05 de junio del 2008 auto se solicita al gobierno 
de España extradición requerida enviada al ministerio de relaciones exteriores el 19 de junio del 
2008. Aceptada a trámite la petición de extradición por las autoridades españolas. 12 de junio 
del 2009 se pone en conocimiento de las mismas el auto que concede garantía de realizarse un 
nuevo proceso a la reclamada. 
 
MARIO ABEL MAGNO BENAVIDES: requerido por Juez Tercer Penal Sucumbíos resuelto, 
12 de octubre del 2011 auto se solicita al gobierno de Colombia requerido enviada al ministerio 
de relaciones exteriores el 30 de noviembre del 2011. Traslado de información de su similar de 
colombia.13 de marzo del 2012 en atención al pedido formal de extradición que hizo el 
gobierno ecuatoriano, ha ordenado la captura con fines de extradición. 
 
MIGUEL EDUARDO SORIA ESTRADA: requerido por Juez Noveno Penal Guayas 
pendiente de resolver pedido de extradición, 20 de mayo del 2011 auto se solicita al gobierno de 
estados unidos requerido enviada al ministerio de relaciones exteriores el 08 de junio del 2011. 
Informa representación diplomática del ecuador traslado la solicitud formal y documentación 
sustentadora de extradición; 28 de octubre del 2011 escrito presentado por el Ing. Danilo Icaza 
Navas es improcedente y remite oficio al señor Ricardo Patiño, ministerio de relaciones 
exteriores solicitando se digne agilitar gestiones diplomáticas necesarias.21 de diciembre del 
2011 se agrega documentación y oficio cancillería comunica se va analizar técnicamente por los 
funcionarios encargados. Actualizar gestiones diplomáticas.  
 
SILVIO GONZALEZ PIÑEIRO: requerido por Juez Cuarto De Lo Penal De Pichincha 
resuelto, 12 de marzo del 2009 auto se solicita al gobierno de Perú extradición requerida 
enviada al ministerio de relaciones exteriores el 13 de marzo 2010. Ministerio de relaciones 
exteriores informa que las autoridades han concedido la extradición del requerido, el mismo que 
llegó al país el 21 de enero de 2011 encontrándose a órdenes del presidente. 31 de enero del 
2011 se lo pone a órdenes del juez cuarto de garantías penales fin continúe el trámite de la causa 
penal seguida en su contra 14 de abril del 2011 dispone oficiar juez con información emitida 
autoridad judicial de Colombia sobre el tiempo que permaneció el extraditado detenido en 
Colombia. Pendiente ordenar archivo. 
 
LUCIA ANDREA MORETT ÁLVAREZ, DORIS BOHÓRQUEZ O DORIS JOHANA 
TORRES BOHÓRQUEZ Y MARTHA PÉREZ: requeridos por Juez Tercero Penal De 
Sucumbíos   resuelto, 23 de abril del 2009 en  auto se solicita al gobierno de México y 
Nicaragua extradición requerido, enviado ministerio de relaciones exteriores 04 de mayo del 
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2009. Se dispuso solicitar a las autoridades mexicanas informen los argumentos para devolver 
solicitud de extradición. No existe contestación. 22 de febrero del 2011 si la decisión de 
devolución del expediente de extradición constituye o no una negativa de otorgar la extradición 
de Lucia Andrea Morett Álvarez. 
 
JOSE ANTONIO ALBIÑANA ARÍZAGA: requerido por Primera Sala De Lo Penal De La 
Corte Nacional De Justicia  08 de septiembre del 2011 auto se solicita al gobierno de España 
extradición requerido, enviado ministerio de relaciones exteriores 30 de agosto del 2011 
.indicado que el consejo de ministros del reino de España, acordó la continuación, vía judicial, 
nuestra representación diplomática en el ejercicio de su función realice gestiones necesarias 
hasta alcanzar la extradición 17 de noviembre del 2012 se agrega documentación y oficio 
cancillería comunica que han dado cumplimiento disposición dada por la presidencia corte 
nacional. Actualizar gestiones diplomáticas. 
 
DAVID EDUARDO HELMUT MURCIA GUZMÁN: requerido por juez 14 Penal de 
Pichincha resuelto, 19 de octubre del 2011 auto se solicita al gobierno de Colombia extradición 
requerido, enviado ministerio de relaciones exteriores 07 de diciembre del 2011.se oficio a 
director nacional de migración remita movimiento migratorio y juez de garantías de penales de 
pichincha, para que requiera la localización y captura del reclamado. No hay contestación del 
juez; 16 de octubre del 2012 hacer todas las gestiones diplomáticas en la embajada de Bogotá 
para extradición del requerido. 
 
CESAR ANDRES BOHÓRQUEZ OROZCO: requerido por Juez Séptimo De Garantías 
Penales Del Guayas  se dispuso oficiar al juez requiriéndole envíe copia del juicio como lo 
dispone ley de extradición, el 10 junio 2010 se dispuso oficiar al juez para que bajo 
prevenciones legales remita una nueva copia certificada del juicio al igual que se ofició al 
consejo de la judicatura dándole a conocer sobre la falta incurrida por funcionarios esa 
judicatura. Consejo comunico que dio inicio a la investigación a dichos funcionarios. Hasta la 
fecha el juez no remite el juicio solicitado. 20 de septiembre del 2012 informe el estado de la 
causa al tribunal cuarto de garantías penales del Guayas. 
 
JOSE YESID MARTINEZ AGUILAR Y LUIS GABRIEL RODRIGUEZ: requerido por 
Jueces De La Segunda Sala De Lo Penal Corte Nacional De Justicia resuelto, 08 de noviembre 
del 2010 auto se solicita al gobierno de Colombia extradición requerido, enviado ministerio de 
relaciones exteriores 10 de febrero del 2010. El 20 diciembre de 2010 cancillería informa que 
Colombia resolvió dar por con concluido el trámite en contra de Luis Gabriel Rodríguez por 
haberse acreditado su fallecimiento; y continuar el trámite del pedido de extradición con 
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relación al requerido José Yesid Martínez.; 14 de abril del 2011 se anexa documentación que 
ofrece garantías para el ciudadano requerido.  
 
VANESA GABRIELA RUILOVA ORELLANA: requerido por Jueza Del Juzgado Tercero 
De Garantías Penales De Cuenca 20-1-11 auto se solicita al gobierno de España extradición 
requerida, enviado ministerio de relaciones exteriores 21 de enero del 2011. El 25 de noviembre 
del 2011 se dispone agregar información sobre entrega documentación pedido extradición ante 
las autoridades españolas. 05de julio del 2011 dispone agregar información de que actuaciones 
penales contra requerida se encuentra conocimiento autoridad judicial española para la 
sustanciación del pedido de extradición. 15 de noviembre del 2012 se insta a la representación 
diplomática ecuatoriana solicite a la autoridad judicial española información sobre el estado del 
trámite de extradición de la requerida.  
 
NERI ROBERTO SALAS NAVARRETE: requerido por Tribunal Penal Cuarto De Pichincha 
resuelto 28 de junio del 2011 auto se solicita al gobierno de estados unidos extradición 
requerido, enviado ministerio de relaciones exteriores 11de julio del 2011. el 05 de septiembre 
del 2011 por cuanto solicitud formal extradición se encuentra conocimiento departamento de 
estados unidos de américa se dispone que representación diplomática ecuatoriana realice 
gestiones necesarias fin obtener extradición requerido. Actualizar gestiones. 
 
SILVIO GONZALEZ PIÑERO: requerido por Juez Suplente Del Juzgado Octavo De 
Garantías Penales De Pichincha resuelto, 06 de septiembre del 2011 auto se solicita al gobierno 
de Colombia ampliación extradición requerido, enviado ministerio de relaciones exteriores. El  
10 de septiembre del 2012 en atención información resolución autoridad judicial colombiana 
dispone insistir representación diplomática ese país fin realice gestiones fin alcanzar aceptación 
ampliación pedido extradición para que delito no quede en impunidad; con oficio de 08 de 
octubre del 2012 cancillería remite resolución sala de casación penal Corte Suprema de Justicia 
de Colombia que resuelve abstenerse tramitar solicitud ampliación extradición pues para que sea 
procedente una solicitud de extensión de extradición concedida es necesario que la persona 
requerida aún se encuentre en territorio colombiano, y como ya se efectuó su salida de dicho 
país el trámite de ampliación carece de objeto. Pendiente despachar referido oficio. 
 
PABLO DANIEL BASTIDAS ERAZO: requerido por Juez Cuarto De Garantías Penales De 
Pichincha 10 de octubre del 2011 auto se solicita al gobierno de España extradición requerido, 
enviado ministerio de relaciones exteriores 25 de octubre del 2011. El  12 de enero del 2012 se 
agrega información cancillería que pedido extradición se encuentra conocimiento ministerio 
asuntos exteriores reino España. 
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HÉCTOR DE JESÚS RAMIREZ MARTINEZ Y/O OCTAVIO LEON RODRIGUEZ Y/O 
HENRY JOSE BETANCOURT MOLERO: requerido por Juez Temporal Encargado Del 
Juzgado 3ro Garantías Penales De Esmeraldas 6 de noviembre del 2012: auto se solicita al 
gobierno de México extradición requerida, enviado ministerio de relaciones exteriores 15 de 
noviembre del 2012. El  19 de marzo del 2012: dispone hacer conocer al juez que solicitó 
extradición, que la documentación que sustenta el pedido de extradición fue entregada ante las 
autoridades mexicanas. 24 de octubre del 2012: por cuantas autoridades mexicanas solicitan se 
proporcione datos recientes que permitan identificar y localizar al reclamado en extradición, se 
dispone oficiar interpol quito que en el menor tiempo posible informen sobre gestiones 
realizadas para la localización y captura del reclamado. Actualizar gestiones de lo que no se ha 
obtenido respuestas. Insistir gestiones. 
 
DAYANARA ALEJANDRA CUEVAS MARTIN Y NADREM ASLAM: requerido por Juez 
Décimo Octavo De Garantías Penales De Pichincha, auto se solicita al gobierno de Francia 
extradición requerida, enviado ministerio relaciones exteriores 16 de noviembre del 2012. Con 
providencia de 3 de mayo del 2012 se dispone que misión diplomática ecuatoriana realice 
gestiones necesarias para conseguir extradición en virtud de que interpol parís hace conocer que 
la sala de instrucciones de la corte de apelaciones de Cheyenne, emitió dictamen favorable para 
la extradición de Dayanara Alejandra Cuevas Martin. 28 de diciembre del 2012: por cuanto 
interpol informa que agentes de esa unidad se trasladaran hacia Guyana Francia para recibir a 
Dayanara cuevas quien será entregada en extradición por las autoridades francesas, dispone que 
al arribo de la extraditada al ecuador, sea trasladada al centro de rehabilitación social respectivo. 
8 de enero del 2013: al haber arribado la extraditada al país el 8 de enero del 2013, se dispone 
girar la correspondiente boleta de encarcelamiento. Pendiente poner al extraditada a órdenes del 
juez de la causa. 15 de enero del 2013 se pone a órdenes del Juez Décimo Octavo de Garantías 
Penales a la referida extraditada. Pendiente realizar gestiones para obtener extradición del 
requerido Nadrem Aslam. 
 
ALBERTO ISAIAS AYALA PEÑAFIEL: requerido por Tribunal Cuarto De Garantías 
Penales Pichincha resuelto, 11 de enero del 2012: auto se solicita al gobierno de España 
extradición, reclamado. Enviado ministerio relaciones exteriores 25 de enero del 2012. 
Mediante oficios de 16 y 27 de abril de 2012 interpol y de cancillería, hacen conocer que se ha 
oficializado el pedido de extradición en dicho país y que se encuentra en conocimiento del 
tribunal supremo de justicia del estado plurinacional de Bolivia para su análisis y 




FELIBERTO FABIAN CUENCA ROJAS: requerido por Primer Tribunal De Garantías 
Penales Pichincha resuelto 13 de marzo 2012 auto se solicita al gobierno de Italia extradición, 
reclamado. Enviado ministerio de relaciones exteriores 24 de mayo del 2012. El  29 de mayo del 
2012 providencia dispone oficiar consejo judicatura fin ordene pago perita traductora. Pendiente 
actualizar gestiones país requerido. 
 
CARMEN TOM WONG DE LOPEZ: requerido por Juez Primero De Garantías Penales De 
Manabí resuelto, 17 de octubre del 2012 auto se solicita al gobierno de Perú extradición, 
reclamado. Enviado al ministerio de relaciones exteriores 23 de octubre del 2012. Pendiente 
actualizar gestiones país requerido,  
 
MARCO ALBERTO VASQUEZ DOMINGUEZ: requerido por Tribunal Segundo de 
Garantías Penales de Tungurahua, resuelto, 8 de abril del 2012 auto se solicita al gobierno de 
Perú extradición, reclamado. Enviado al ministerio de relaciones exteriores 14 de agosto del 
2012. El  26 de septiembre del 2012 dispone remitir oficio interpol y migración fin remitan 
información sobre localización y lugar de residencia actualizada del requerido, por cuantas 
autoridades de Holanda informan que el requerido no aparece en Ningún registro del estado 
holandés. 11 de diciembre del 2012 dispone oficiar presidente tribunal segundo garantías 
penales Tungurahua fin que dentro causa penal adopte las medidas estime pertinentes fin hacer 
efectiva localización y captura del requerido particular que deberá ser comunicado a la 
presidencia de la corte nacional. 
 
ROLANDO DAVID CARRASCO ANGULO: requerido por Juez Vigésimo De Garantías 
Penales De Guayas 19 de julio del 2012 auto se solicita al gobierno de Perú extradición, 
reclamado. Enviado al ministerio de relaciones exteriores 23 de julio del 2012. El 19 de 
diciembre del 2012 providencia dispone agregar información sobre trámite pedido extradición 
en Lima- Perú. Pendiente realizar nuevas gestiones autoridades judiciales peruanas.,  
 
FRANCISCO JOSE QUEZADA COLLAHUAZO: requerido por Juez Primero De Transito 
De Pichincha: 01 de junio del 2012 auto se solicita al gobierno de España extradición 
reclamado. Enviado al ministerio relaciones exteriores 11 de junio del 2012. 31 de julio del 
2012 dispone agregar documentación que informa sobre la presentación ante las autoridades 
judiciales de España de la solicitud de extradición del requerido. 26 de octubre del 2012: por 





ANDRES PRADA CAYCEDOO ANDRES PADRA CAICEDO: requerido por Primera Sala 
De La Corte Provincial De Justicia De Quito, resuelto, el 12 de septiembre del 2012 auto se 
solicita al gobierno de Colombia extradición, reclamado. Enviado al ministerio relaciones 
exteriores 12 de septiembre del 2012; el 13 de diciembre del 2012 dispone notificar al fiscal 
general de Colombia fin revoque o deje sin efecto resolución que ordena libertad del reclamado 
y se adopte las medidas necesarias para evitar su evasión y que de acuerdo con el pedido de 
extradición de la presidencia de la corte nacional de fecha 12 de septiembre del 2012, disponga 
su detención con fines de extradición Notificar al secretario nacional jurídico presidencia de la 
republica del ecuador con contenido providencia, así como al fiscal general del estado realice 
investigaciones pertinentes. Pendiente despachar oficios interpol, ministerio relaciones 
exteriores y de la fiscalía de pichincha. 
 
ANDRES LIRA GARCIA: requerido por Jueces 10 Y 19 De Garantías Penales Del Guayas 
resuelto 09 de agosto del 2012 auto se solicita al gobierno de Perú extradición, reclamado. 
Enviado al ministerio relaciones exteriores 14 de julio del 2012.pendiente actualizar gestiones 
país requerido. 
 
ANTONIO BOLIVAR CADENA ESPAÑA: requerido por Juez Segundo De Garantías 
Penales De Pichincha resuelto 24 de septiembre del 2012 auto se solicita al gobierno de 
Colombia extradición del reclamado. 
 
ANA MILENA ORDOÑEZ VALLEJO: requerido por Tribunal Cuarto De Lo Penal De 
Pichincha resuelto, 09 de diciembre del 2012 auto se solicita al gobierno de Colombia 
extradición del reclamado. Enviado al ministerio relaciones exteriores 18 de octubre del 2012. 
  
WAIN RADFORD JOHN: requerido por Tribunal Noveno De Garantías Penales De Pichincha 
resuelto. 14 de diciembre del 2012 en auto se solicita al gobierno de Perú extradición del 
reclamado. Enviado al ministerio relaciones exteriores, pendiente actualizar gestiones país 
requerido 
 
FERNANDO RICARDO SUAREZ MUÑOZ: requerido por Tribunal De Garantías Penales 
De Pichincha resuelto 13 de diciembre del 2012 en auto se solicita al gobierno de argentina 
extradición reclamado. Enviado al ministerio relaciones exteriores 14 de diciembre del  2012, 





ANGEL GONZALO YUPAGUIINGUIL: requerido por Juez Tercero De Garantías Penales 
Y Transito De Chimborazo-Alausi, resuelto, 10 de diciembre del 2012 auto se solicita al 
gobierno de España extradición del reclamado. Enviado al ministerio relaciones exteriores 14 de 
diciembre del 2012, pendiente actualizar gestiones país requerido. 
 
GUIDO GUALBERTO SALTOS MARTINEZ, requerido por Juez vigésimo De Garantías 
Penales De Pichincha en trámite, 08 de enero del 2013 dispone oficiar jueza requirente fin 
termino de 8 días remita copias certificadas, piezas procesales de la causa penal 04-2012 
seguida contra el requerido; y solicitar registro civil enviar datos sobre identidad reclamado 
 
JAMIL MAHUAD WITT: requerido por Sala Especializada De Lo Penal De La Corte 
Nacional De Justicia en trámite, 28 de diciembre del 2012: dispone solicitar la sala penal corte 
nacional remita copias certificadas piezas procesales juicio penal contra requerido; y solicitar 
registro civil enviar datos sobre identidad del requerido. Condenado en primera instancia a 12 
años de cárcel, por el delito de peculado, esperando aprobación de extradición del imputado. 
 
Extradiciones pasivas que se encuentran en trámite: 
 
JAVIER AGUDELO CALDERÓN: requerido por Embajada Colombia, por homicidio 
agravado, oficiar ministro gobierno insistiendo captura, se dispone oficiar estado requirente para 
que indique si requerido ha obtenido sentencia condenatoria en firme y si subsiste o no la 
solicitud de extradición; 22 de mayo del 2012: ordena oficiar a las autoridades de la república de 
Colombia, a través del ministerio de relaciones exteriores. Informen si insisten o no solicitud de 
extradición de la misma que no recibido contestación. 
 
KEITH SIMPSON Y OTHNIEL SIMPSON: requerido por Embajada de Estados Unidos, por  
lavado de dinero y tráfico de estupefacientes, oficiar policía migración para captura, dispone 
remitir oficios autoridades policía para localización y captura, así como solicitar embajada 
americana recabar autoridades competentes datos identidad requeridos. Igualmente se indique 
fundamentadamente si subsiste o no petición extradición, de los cuales no se recibido ninguna 
respuesta. 
 
IVANNO ATOLINO/ROBERTO FRANCO MALCONE: requerido por Embajada de Italia, 
por  trafico y posesión ilícita de estupefacientes, para audiencia art. 11 ley extradición, hace 
conocer dirección rehabilitación social del guayas sobre fallecimiento requerido con parte 
levantamiento cadáver. 19 de enero del 2012 .se remite oficio al señor director provincial del 
centro de rehabilitación social del guayas. Informe si en los archivos a su cargo reposa la partida 
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de defunción. Quien habría fallecido el 3 de febrero de 2005. De lo cual no recibido ninguna 
respuesta. 
 
GILBERTO PIÑEIROS GONZALEZ: Requerido por embajada del Perú, por tráfico ilícito 
de estupefacientes, concedida la extradición. Reclamado se halla cumpliendo sentencia en 
Ecuador, sentencia concede la extradición. Se ofició al director de rehabilitación social informe 
fecha en que Gilberto Piñeiros cumplirá su condena en ecuador. Cuya entrega se aplazara hasta 
cuando el extraditable cumpla la pena impuesta por primera sala penal Corte Provincial Quito 
26 de julio del 2011 se inste al director nacional de rehabilitación social informe tiempo 
privación libertad debe cumplir el requerido. 27 de marzo del 2012: dispone oficiar a embajada 
de Perú informando tiempo permanece privado de libertad es de 10 años 6 meses 10 días. 
 
IGNACIO OSEGUERA OROZCO O AARON ZAMORA PADILLA: Requerido por 
embajada del Perú, por tráfico de estupefacientes, concedida la extradición. Reclamado se halla 
cumpliendo sentencia en ecuador., sentencia concede extradición del requerido. Cuya entrega se 
aplazara hasta que cumpla las penas impuestas en el ecuador. 10 de junio del 2011 segunda sala 
penal corte nacional confirma la sentencia de la presidencia, 26 de junio del 2011 dispone 
oficiar jefe misión diplomática peruana informando que extraditable se encuentra recluido en el 
centro de rehabilitación social de Guayaquil cumpliendo penas impuestas autoridades judiciales 
ecuatorianas 02 de marzo del 2012 se oficia dirección nacional rehabilitación social informen el 
o los procesos por los que se encuentra privado de libertad requerido cuya la misma Que será 
comunicada a embajada de México en ecuador de lo que hasta la fecha no se ha obtenido 
respuesta. 
 
ANDRE FERNANDO RIQUELME: Requerido por embajada de Canadá, por  homicidio, 
insistir localización y captura, remítase oficios autoridades policial insistiendo en la localización 
y captura. 16 de noviembre del 2011 dado tiempo transcurrido sin que se haya logrado 
detención requerida se dispone remitir oficio director nacional migración informe movimiento 
migratorio del reclamado. Oficiar embajada Canadá fin obtenga autoridades judiciales sobre su 
situación jurídica. Si persiste aun pedido extradición y si se encuentra vigente orden de prisión 
preventiva dictada en su contra vuélvase a insistir captura. 
 
RAMÍREZ CHOLARES PARMENIO: Requerido por embajada de Italia, por tráfico de 
estupefacientes: insistir localización y captura, se acepta trámite petición extradición y se ordena 
la detención preventiva del requerido para lo que se oficiara a autoridades policiales respectivas. 
5 de enero del 2012 sin que hay sido posible su localización y captura, dispone oficiar a la 
embajada del estado requirente para que informe si continúe vigente la solicitud del requerido. 
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ALVAR ALVARO FARRÉ: Requerido por embajada de España, tráfico de estupefacientes, 
concedida la extradición. Reclamado se halla cumpliendo sentencia en ecuador, el requerido fue 
puesto a órdenes del presidente del tribunal de garantías penales de ñapo. Para que cumpla una 
pena de ocho años de reclusión extraordinaria. Luego de lo cual deberá ser devuelto a España. 
 
DENIS ALEKSANDROVICH VASILIEV, MAXIM VIKTOROVICH MVASNIKOV Y 
IGOR VASILIEVICH OSTAPCHENKO: EN TRAMITE CON RELACION A IGOR 
VASILIEVICH OSTAPCHENKO; requerido por la embajada Rusa, con Sentencia concede 
extradición a Denis Alexandrovich Vasiliev, quien fue entregado al estado requirente. Con 
sentencia concede extradición a Maxim Viktorovich myasnikov. Resolución que esta 
conocimiento presidencia republica fines art.17 ley extradición., 9 de noviembre del 2010 
sentencia concede extradición Denis Aleksandrovich Vasiliev ouien fue extraditado y entregado 
al estado requirente. 28 de abril del 2010: el 09 de marzo del 2012 concede extradición maxim 
viktorovich myasnikov. La cual es confirmada sala penal corte de justicia:26 de septiembre del 
2012 se notifica con sentencia a ministerio de interior fines previstos art. 17 ley de 
extradicion.05 de noviembre del 2012 se toma en cuenta la garantía ofrecida por las autoridades 
de la fiscalía general Rusia exigidas en sentencia de esta causa. 
 
ROBERTO CONOCCIARI: Requerido por embajada de Italia, por  tráfico de estupefacientes, 
sentencia concede extradición en conocimiento presidencia de la república, sentencia concede 
extradición ; 17 de octubre del 2012: por ejecutoriada sentencia y para fines previstos art. 17 ley 
de extradición se notificó al ministro del interior y presidente de la república, pendiente proveer 
garantías ofrecidas por el gobierno de Italia del cómputo condena con el tiempo que ha 
permanecido privado de su libertad por motivo extradición. 
 
BELIAYEV ALBERT FANISOVIXH: Requerido por embajada de Rusia, por fraude, 
sentencia concede extradición en conocimiento presidencia de la república, sentencia concede 
extradición, requerido la cual es confirmada por la segunda sala de lo penal corte nacional de 
justicia; 26 de enero del 2012 se notifica con sentencia a ministerio de interior fines previstos 
art. 17 ley de extradición. 
 
GRIGORIY VIKTOROVICH BASALYGUIN: Requerido por embajada Rusia, por  robo y 
tráfico de estupefacientes, auto procesamiento extradición. En apelación sala penal, auto de 
procesamiento de extradición, 13 de septiembre del 2012 se concede el recurso de apelación 
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interpuesto; 19 de septiembre del 2012 se envía a oficial mayor a fin de que pase a 
conocimiento de la sala penal 
 
KONSTANTIN STARODUBTSCU NIKOLAYEVICH ALIAS ALEXEI KOSTIN: 
Requerido por embajada Rusa, por delincuencia organizada transaccional y fraude, insistir 
localización y captura, se acepta tramite petición detención fines de extradición y ordena oficiar 
autoridades policía para localización y captura; 05 de enero del 2012: se insiste el pedido de 
localización y captura 26 de junio del 2012 se informa embajada federación de Rusia sobre 
estado actual proceso extradición. 
 
VLADIMIR KRASAVCHIKOV: Requerido por embajada Rusa tráfico de estupefacientes, 
insistir en localización y captura, se acepta trámite petición detención fines de extradición y 
ordena oficiar autoridades policía para localización y captura; 26 de mayo del 2011 se agrega 
formalización solicitud de extradiciones providencias de fechas 06 de octubre del 2011. El 02 de 
julio del 2012 se insiste el pedido de localización y captura requerido. 
 
ADAM FRANCISZEK UTSCHIK: Requerido por embajada de Polonia, por tráfico de 
estupefacientes, insistir en captura, se acepta a trámite petición detención fines extradición y 
ordena oficiar autoridades policía para localización y captura.31 de julio del 2012: se vuelve a 
insistir autoridades policía en localización y captura requerido. 
 
LUIS ALAIS ZAMBRANO: Requerido por embajada de Canadá, por fraude, 28 de junio del 
2012 se ordena oficiar ministerio relaciones exteriores y dirección general registro civil que 
certifiquen si el requerido a solicitado recuperación nacionalidad ecuatoriana y si como tal está 
inscrita; el 19 de diciembre del 2012 niega la extradición por ser ecuatoriano 
 
ALFONSO SERVANDO CACABELOS RODRIGUEZ: Requerido por embajada de 
Portugal en Bogotá, por tráfico de estupefacientes 24 de febrero del 2012 se acepta tramite 
petición detención de extradición, y ordenase oficiar autoridades policía para localización y 
captura requerido; 24 de julio del 2012 atento pedido embajada Portugal en Bogotá se ordena 
remitir información sobre el estado procesal pedido de extradición del requerido, así como los 
oficios cursados a las autoridades de policía para la localización y captura. 
 
FLONTA VALERIU DOREL ODOREL CARLOS VILLAMARIN VILLAMARIN Y 
FLONTA FLOAREA: Requerido por embajada de Rumania en Lima, por tráfico de drogas, en 
auto procesamiento extradición. En apelación sala penal, 14 de septiembre del 2012: la 
presidencia de la corte nacional por haberse cumplido los requisitos formales y toda vez que os 
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reclamados no consienten en ser extraditados. Se dictó auto de procesamiento de extradición; el 
26 de septiembre del 2012: concede recurso apelación de auto 14 de septiembre del 2012 
interpuesto por Flonta Valeriu Dorel o Dorel Carlos Villamarin Villamarin y Flonta Floarea. 
 
JHON FABER: República de Colombia, por homicidio agravado, 28 de junio del 2012 la 
embajada de la república de Colombia, solicita la detención preventiva con fines de extradición. 
Por encontrarse detenido por otro delito gírese boleta encarcelación fin que permanezca 
detenido a órdenes de presidencia. 30 de octubre del 2012 se realizó la audiencia. 12 de 
noviembre del 2012 se solicita al estado colombiano en el plazo 30 días complete información 
prevista en inciso final del art. 11 de la ley de extradición. 27 de noviembre del 2012 se solicita 
a la sala penal de la corte nacional confiera copias certificadas de la sentencia expedida por la 
sala de lo penal de Sucumbíos. Para resolver en el despacho del Dr. Bolívar Torres. 
 
CLAUDE GAUTHIER ALIAS LE GROS: Requerido por embajada de Canadá, por tráfico de 
estupefacientes entre la republica del ecuador y el reino unido solicita la detención provisional 
con fin de extradición. Ordena la detención remite oficie a autoridades policiales con fin de 
localización y captura. 
 
OVHARENKO ALEKSANDER VALENTINOVICH O YURIY BOSHCHENKO, 
requerido por federación rusa por fraude masivo, 16 de julio del 2012 acepta tramite y dispone 
detención preventiva 18 de julio del 2012 dispone se gire la boleta constitucional de 
encarcelamiento; 23 de julio del 2012 convocase al requerido audiencia; 13 de agosto del 2012 
nuevo señalamiento de fecha y hora; 24 de agosto del 2012 se agrega documentación 
formalización pedido extradición; 27 de agosto del 2012 se difiere y se convoca a nueva 
audiencia; 31 de agosto del 2012 se niega el pedido de libertad formulado; 17 de septiembre del 
2012 a nuevo señalamiento audiencia; 20 de septiembre del 2012 se realiza la audiencia oral. 
Pendiente proveer oficio y documentación anexo remitido por interpol quito. 11 de octubre del 
2012 la sala de lo penal de la corte constitucional, disponen su libertad aplicando el habeas 
corpus que interpuso el requerido 
 
DANIEL AVELLANEDA RODRIGUEZ: Requerido por Republica de Colombia, por 
homicidio agravado, se acepta la petición del estado requirente y dispone la detención 
preventiva remite oficie a autoridades policiales con fin de localización y captura. 
 
ALFREDO TREJA ATRI, ALFREDO ATRI SAAD Y SION CHEJA CHAYA: Requerido 
por embajada de México, por  defraudación fiscal, traslada el pedido de extradición de los 
ciudadanos mexicanos. Obteniendo la detención de Alfredo Cheja Atri. A ordenes dela 
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autoridad, comparece en audiencia. 09 de octubre del 2012 acta de audiencia de comparecencia, 
el 13 de diciembre del 2012 se dicta auto de procesamiento de extradición. El  27 de diciembre 
del 2012 se concede el recurso de apelación ante los jueces de lo Penal de la Corte Nacional. 
 
LUIS ALFONSO MARTINEZ FONSECA: Requerido por Colombia, por hurto -fabricación- 
tráfico de armas, el 22 de octubre del 2012 se acepta trámite petición detención fines de 
extradición y ordena girar boleta constitucional y se pone a órdenes de esta presidencia. Se 
oficia al director nacional del centro de rehabilitación social, para mantener detenido al 
requerido; se oficia al director del centro de rehabilitación de Sucumbíos para que disponga 
traslado requerido; se comunica al .ministerio de relaciones exteriores para que ponga en 
conocimiento a la república de Colombia en Quito.  
 
IVAN SAVKIC (SAUKICH): Requerido por embajada de Rusia, por tráfico de 
estupefacientes, localización y captura del requerido con fines de extradicion.15 de diciembre 
del 2012 se dispone la prisión preventiva en el Centro de Rehabilitación Social de Varones de 
Quito No. 1. Se gira la correspondiente boleta constitucional de encarcelamiento y el estado 
requerido formalice el pedido de extradición en 40 días. Pendiente proveer oficio interpol sobre 
identidad humana de  y escrito requerido solicitando copias. 
 
MAYRA YOLANDA MONTENEGRO PASPUEL: Requerida por embajada de España, por  
desobediencia grave continuada, oficiar al registro civil dispone oficiar registro civil envíen 
copias certificadas de la tarjeta índice y de cuantos datos sean conocidos sobre la nacionalidad y 
residencia de la requerida ciudadana ecuatoriana pendiente proveer oficio. 
 
5.6. TRATADOS Y CONVENIOS CELEBRADOS POR EL ECUADOR  
 
INSTRUMENTOS BILATERALES.-  
 
Australia:  
 Tratado de Extradición. R.O. 430 de 30 de marzo de 1990. Ratificado R.O. 410 de 4 de 
abril de 1990. 
 
Bélgica  
 Convención de Extradición, suscrita en mayo de 1887, Ratificado en febrero de 1889.- 
Convención que extiende al Congo Belga y a Ruanda Urundi la aplicación de la 
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Convención de 1887. Suscrito en junio de 1933. Sancionado por el Poder Ejecutivo en 
julio de 1934. R.O. 3 septiembre 4 de 1934. 
 
Bolivia 
 Tratado de Extradición. Suscrito en julio de 1913. Sancionado por el Poder Ejecutivo en 
octubre de 1913. R.O. 369, noviembre 26 de 1923. 
 
Brasil 
 Tratado de Extradición. Suscrito en noviembre de 1853. Desahuciado por el Ecuador en 
julio de 1892. 
 Tratado de Extradición. Suscrito en mayo de 1937. Sancionado en octubre de 1937. 
R.O. 50, octubre de 1937. 
 
Canadá 
 Tratado de Extradición. Suscrito en Quito en septiembre 20 de 1880. 
 
Colombia 
 Tratado de Paz, Comercio, Extradición y Navegación. Suscrito en abril de 1850. No fue 
aprobado. 
 Tratado sobre Derecho Internacional Privado, Suscrito en junio de 1903. Sancionado 
por el Poder Ejecutivo en 1904. R.O. 909 octubre 11 de 1904. 
 
Costa Rica  
 Tratado de Amistad, Comercio, Navegación y Extradición. Suscrito en 1890. 
 
Chile 
 Convención sobre Extradición. Suscrito en 1897. Sancionado en 1898. 
 
España 
 Se ha firmado un tratado de extradición pero aún no se ha seguido el procedimiento 
constitucional para su ratificación. 
 
EE. UU 
 Convención de Extradición, suscrito en 1872. Ratificado en 1873. 
 Tratado Complementario de Extradición. Suscrito en 1939. Sancionado por el Poder 




 Tratado de Extradición. Suscrito en 1937. R.O. 20 del 24 de diciembre de 1938. 
 
Kenia 
 Tratado de Extradición. Suscrito en 1965. No necesita ratificación porque ha sido 
celebrado mediante intercambio de notas. 
 
Pakistán 
 Tratado de Extradición. Suscrito en 1880. Este tratado fue concluido entre Ecuador y 
Reino Unido. La embajada del Ecuador en Washington dirigió a la embajada de 
Pakistán en junio de 1954 una comunicación en la que en el Tratado de Extradición de 
1880, se los aplicaría en las relaciones con el Pakistán en virtud de que según la ley de 
independencia de 1947, “los derechos y obligaciones conferidos por acuerdos 
internacionales de los cuales la India formó parte con anterioridad a su independencia, 
fueron transferidos a la India y Pakistán. 
 
Panamá 
 Tratado de Extradición. Suscrito en junio de 1910. No fue aprobado. 
 
Perú 
 Convención de Extradición, suscrito en marzo de 1897. No fue aprobado. 
 
Reino Unido 
 Tratado de Extradición. Suscrito en enero de 1875, sancionado en octubre de 1875. 
 Tratado de Extradición. Suscrito en 1880. Se extendieron las estipulaciones de este 
tratado a los territorios de Palestina, Camerún, Togo Británico. 
 Protocolo y memorándum adicional a los tratados de 1880, suscrito en julio de 1885. 
Sancionado en agosto de 1885. 
 Convención suplementaria al tratado de 1880, suscrito en 1934. R.O. 1 de octubre 23 de 
1937. Esta convención extiende la aplicación del tratado de 1880 a Australia, Nueva 
Zelandia, África del Sur, los Protectores Británicos y los territorios bajo tutela británica. 
 
Suiza 
 Convención de Extradición, suscrito en junio de 1888. Sancionado en agosto de 1888. 










 Tratados de Extradición con: Perú, Chile, Argentina y Bolivia del 27 de marzo de 1880. 
Aprobado el 2 de octubre de 1880. 
 Tratado Bolivariano del 17 de julio de 1911, suscrito en Caracas entre: Ecuador, 
Bolivia, Perú, Colombia y Venezuela. Aprobado por Decreto Legislativo del 31 de 
octubre de 1912. El instrumento de ratificación tiene fecha 30 de junio de 1914 y el 
depósito del mismo tiene fecha 2 de junio de 1914. “Este Tratado tiene como anexo un 
Acuerdo interpretativo de 10 de agosto de 1935”. 
 El Código llamado Sánchez de Bustamante o de Derecho Internacional Privado 
celebrado en la Habana, Cuba en el año de 1928, durante la Sexta Conferencia 
Interamericana; que trata sobre la extradición desde el Art. 344 al 381, en el título III. 
Fue suscrito por 21 países y ratificado por 15. Entre ellos el Ecuador el 11 de noviembre 
de 1932, con la reserva que éste no contradiga al ordenamiento jurídico del país, ni a la 
Constitución. 
 Convención sobre Extradición, firmada en Montevideo el 26 de diciembre de 1933, 
durante la Séptima Conferencia Interamericana. El Ecuador ratificó con reservas el 3 de 
octubre de 1936. 
 Convención Interamericana de Extradición, se firmó el 25 de febrero de 1981 en la 
ciudad de Carácas, Venezuela. 
 Convención Interamericana contra la Corrupción, adoptó en Caracas, el 29 de marzo de 
1996, la Asamblea General de la OEA, entrando en vigor el 6 de marzo de 1997. Busca 
la cooperación entre los países para combatir la corrupción y se dio con el fin de 
promover los mecanismos necesarios para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la 
corrupción. 
 
5.7. PROPUESTA JURIDICA DE APLICACIÓN  LEGAL EN EL ECUADOR 
 
El Ecuador, ha mantenido relaciones diplomáticas con muchos países en materia de derecho 
internacional, y también en materia de extradición, lo que ha convenido a los intereses de las 
naciones actoras del proceso, como es del caso de todos los convenios bilaterales y 
multilaterales que ha firmado y se ha ratificado nuestro país los cuales ya mencionaremos en 
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este mismo capítulo de la investigación, adentrándose cada vez más en el mundo de la 
diplomacia y la cooperación mutua  entre naciones, se puede llevar a la memoria  algunos casos 
como la firmada con la Republica de Colombia, Tratado sobre Derecho Internacional Privado, 
Suscrito en junio de 1903. Sancionado por el Poder Ejecutivo en 1904. R.O. 909 octubre 11 de 
1904, entre muchos otros convenios que los citaremos más adelante; pero mi propuesta no viene 
encaminada a los convenios solamente, sino al proceso en sí, convirtiéndolo en eficaz y rápido; 
como ya se ha visto en la historia se han dado muchos casos en que la extradición no surte todos 
los efectos legales que contiene en sí, sino solamente los que en su momento convienen a una de 
las partes, esta propuesta verifica la lentitud del proceso en sí, y los efectos que tienen dentro de 
las legislaciones internacionales; los pensamientos internacionales, de los legisladores, han 
estancado la institución de la extradición, dentro de un marco legal obsoleto, que no hace sino, 
ser aprovechado por la delincuencia, para obtener más tiempo y planear su huida y la impunidad 
queda marcada. 
El proceso en si tiene varios elementos principales, y que son el Estado solicitante, el Estado 
Requerido, el sujeto que ha sido solicitado por la justicia, el delito impune. 
 
El estado solicitante: es el Estado que ha sido agraviado, que su estructura jurídica y justicia 
social ha sido quebrantada por el delito impune, y que ha acudido al derecho para restructurar su 
orden jurídico legal. 
 
El estado requerido: es el Estado donde se ha domiciliado el prófugo de la ley. 
 
El sujeto solicitado por la justicia: es el individuo que ha cometido el delito sea cual sea su 
categoría y ha emigrado a otro país para no responder por su responsabilidad en el delito 
cometido y así evitar su posible consecuencia. 
 
Como sujetos principales que intervienen en el proceso, dos de estos sujetos tienen el vínculo 
con el proceso de extradición,  pero aquí radica el problema, porque son dos sujetos, que 
siempre pueden estar en contra posición, y jamás ponerse de acuerdo por no convenir a sus 
intereses. 
 
Por un lado el estado que ha sido agredido, que propone su necesidad, en el cumplimiento de la 
justicia como tal, y que no ha logrado establecer ese cumplimiento por que el estado requerido 
se lo ha negado, por una u otra razón, aun cuando se evidencia la ruptura del esquema jurídico 
por parte del delito y su actor, ahondando en pruebas fehacientes en contra del procesado y 
demostrando la responsabilidad, el dolo y la fuerza con que se han cometido los delitos 
impunes, aun con todos los elementos a favor para proponer la extradición de manera favorable, 
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los estados agraviados deben esperar el estudio y la investigación que haga el estado requerido, 
y aun después de todo el informe favorable, deben atenerse a su resolución que puede sea 
favorable o negarse a la misma.  
 
Por otro lado el estado que ha sido requerido, que expone su punto de vista en base a la 
calificación del delito, y a su vez en la mayoría de los casos apoyando al quebrantamiento de la 
ley y negando proceso de extradición que son necesarios y justos. 
 
Dos puntos de vista diferentes pueden adentrarse en la inequidad de justicia, y la falencia de la 
ley se hace evidente.  
 
Por eso mi propuesta viene centrada en la agilidad del proceso y convertirlo en eficaz, con 
carácter de urgente y rompiendo la contraposición con un tercer punto de vista que sería el voto 
dirimente en este esquema, una tercera opinión que sería la finalización del camino con el 
enfoque correcto. 
 
Esta tercera opinión sobre el proceso de extradición en el que estén vinculados dos estados, 
debería ser una dependencia dentro de la Corte Penal Internacional, conformada por expertos en 
la materia; dependencia aprobada y ratificada por todas las naciones del mundo que han sido 
objeto del proceso en sí y que han firmado innumerables convenios de extradición con el resto 
de países miembros de la comunidad internacional, esta dependencia organizada y estructurada 
con el fin de realizar un estudio e investigación exhaustiva de la causa, y que no solo se limite a 
un voto o a una forma de objetar una decisión, sino que como institución creada para cubrir la 
necesidad que tiene la ley para surtir su efectos jurídicos aun fuera de las fronteras, se centre en 
una verdadera opinión que certifique el cumplimiento de la Ley en toda su forma y fondo, y que 
garantice que el proceso sea eficaz y probo, que no sea incompleto y que verifique el efecto y el 
enfoque en el que validara su informe que servirá para que la extradición sea la institución 
jurídica que irrumpe a la impunidad de los delitos cometidos.  
 
Finalizare diciendo que el proceso contiene innumerables pasos que ya estudiamos 
anteriormente, y que muchos de ellos podrían obviarse, o limitarse, para que se inicie por un 
cambio  de modelo de estructura, que configure las mejores características en un proceso 
necesario, y que son; proceso ágil, eficaz, seguro, correcto, y equitativo, que base sus 








1. El estudio y la importancia de la extradición no se sujetan a una simple realidad actual, 
sino ha venido evolucionando a través de la historia; mientras exista sujetos que 
rompan los esquemas jurídicos, y quebrante las normas, la extradición como institución 
de ejecución de justicia, tendrá que continuar evolucionando, para seguir garantizando 
el cumplimiento del esquema jurídico social. 
 
2. Sería ilegal que los individuos que han cometido delitos pudieran gozar de impunidad 
por el solo hecho de traspasar la frontera del Estado donde se refugia el delincuente, le 
conviene a este Estado devolver al perseguido al lugar donde cometió el delito para que 
sea juzgado, y así también no rompa el esquema judicial del nuevo Estado. 
 
3. La extradición es el órgano ejecutor de justicia que puede fomentar su desarrollo y su 
correcta aplicación, en base de los principios de reciprocidad, ayuda internacional y 
equidad entre los sujetos implicados. 
 
4. La extradición, como Institución Jurídica, estructurada en base a los Estados del 
mundo, es un organismo del Derecho Internacional Público que comprende el camino 
correcto y bien marcado para impedir la impunidad de un delito y sus actores, que 
migran de un Estado a otro con la intención de evitar la ejecución de justicia.  
 
5. La fuente más prospera y eficaz para superar las limitaciones legales del esquema 
jurídico interno de cada Estado, son los tratados y convenios internacionales que 
constituyen, la base para que la extradición surta los efectos legales necesarios.  
 
6. La reciprocidad garantiza que los delitos cometidos no queden impunes, por ausencia 
de un tratado que norme la relación entre los Estados, la cooperación internacional es el 
sujeto detonante de carácter diplomático, que apoya a la extradición como institución 








7. La celebración de convenios y tratados internacionales abiertos en materia de 
extradición, sin pormenorizar el procedimiento a seguirse, resulta contraproducente 
para los Estados Parte, en la medida en que permite la aplicación de la normativa 
jurídica interna de cada uno de ellos en la tramitación, pudiendo generarse 
desigualdades y desequilibrios entre los mismos. 
 
8. Mediante las reformas constitucionales y la unificación de la norma suprema de cada 
Estado con las disposiciones consagradas en los convenios internacionales sobre 
extradición, podrá hacer de esta institución jurídica un mecanismo universal de 
combate eficaz contra la delincuencia y la impunidad mundiales. 
 
9. Las instituciones aliadas a la extradición, deben contener un organigrama jurídico 
complementario a las normas nacionales de cada estado, ya que fomentar la unidad de 
la norma y los tratados y convenios internacionales ayudarían a la extradición a que 
aplique sus efectos en todo sus ámbitos, permitiendo a la Corte Penal Internacional 
ejecutar las penas en base a la calificación y gravedad de los delitos. 
 
10. la extradición se extiende a lo largo del mundo, ofreciendo a los Estados, erradicar la 
impunidad de los delitos de gran trascendencia, realizados por individuos 
inescrupulosos, que aprovechando su condición, político, económico o social, abusaron 
de su poder y acometieron contra la clase más débil y vulnerable; es por esta razón que 
la extradición debe tener el carácter de urgente, e inapelable, en consideración al delito 

















1. Implantar el principio de publicidad a la extradición como política de Estado de la 
República del Ecuador, con absoluto carácter urgente, necesario y funcional, a través de 
la suscripción de convenios y tratados internacionales para el efecto. 
2. Reforzar la calidad de las normas nacionales y acoplando la misma de forma favorable 
en los respectivos convenios internacionales sobre extradición, haciendo constar un 
mecanismo equitativo, sencillo y solvente para la concesión mutua de esta institución 
jurídica, de tal manera que, incluso, se llegue a establecer un proceso común y 
universal. 
3. La extradición es una estrategia para imponer la norma a los evasores de la misma, más 
aun si el Estado tiene un esquema político débil.  
4. La elaboración de los convenios y tratados internacionales sea lo suficientemente 
explícita y entendible, sobre todo en cuanto al procedimiento se refiere.  
5. Es importante implementar una cultura de respeto y conocimiento de la extradición a 
nivel de los ciudadanos en general y de los juristas en particular, mediante una 
organización educativa que bien puede empezar desde la etapa primaria, pasar por la 
secundaria y llegar a las superiores de tercero y cuarto nivel, con la finalidad de sostener 
la prioridad y aplicación de tan trascedente institución jurídica internacional. 
6. La oportuna ratificación de los tratados y convenios internacionales que permitirán una 
ofensiva mundial legitima contra la impunidad de los delitos. 
7. Es fundamental que las relaciones entre los Estados, en todos los asuntos 
internacionales y entre ellos los de extradición, actúen al margen de intereses políticos o 
particulares, haciendo prevalecer en todo momento los principios de reciprocidad, 




8. El Estado ecuatoriano contemple la posibilidad de efectuar las reformas y 
restructuraciones constitucionales y legales con la finalidad de robustecer y efectivizar 
el ejercicio y aplicación de la institución Jurídica de la Extradición. 
9. La administración de justicia, debe centrarse en la finalidad del Estado soberano como 
tal, sin dejarse influenciar por los Estados Internacionales, que contienen una jerarquía 
mundial superior, proponiendo reciprocidad en las relaciones internacionales, sin 
vincularse en el apoyo, producto de la amenaza y la intimidación de los estados 
solicitantes. 
10. El respeto de las Leyes internas y a la dependencia del derecho internacional por parte 
de los Estados, constituirán siempre el camino más apto y lógico, para culminar en un 
Estado, de características legales, sostenido por la seguridad jurídica, integridad 
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Trámites de extradición activa durante el último trimestre 2010 
 
Mes octubre noviembre Diciembre total 
Solicitud ingresada 1 1 1 3 
Individuos extraditados 0 1 1 2 
Solicitudes desistidas 0 0 1 1 
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Trámites de extradición activa durante el periodo 2011 
 
mes enero febrero marzo abril mayo junio julio agosto septiembre octubre noviembre Diciembre total 
Solicitud ingresada 3 2 1 3 2 1 1 0 1 1 2 0 17 
Individuo extraditado 1 2 1 1 0 0 0 0 0 0 2 0 7 
Solicitudes desistidas 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 3 0 3 
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Trámites de extradición activa durante el periodo 2012 
 
mes enero febrero marzo abril mayo junio julio agosto septiembre octubre noviembre Diciembre total 
Iniciados 1 1 1 2 4 3 1 2 0 3 0 2 20 
Culminados 2 0 1 2 3 0 0 0 1 1 0 0 10 
Solicitudes desistidas 0 0 0 0 1 0 0 0 1 0 3 1 6 













extradicion activa periodo 2012 




Trámites de extradición activa durante el periodo 2013 
 
mes enero febrero marzo abril mayo junio julio agosto septiembre octubre noviembre Diciembre total 
Iniciados 2 1 2 1 1 4 3 2 0 1 0 2 19 
Culminados 1 0 1 3 3 0 1 0 1 2 0 0 12 
Solicitudes desistidas 0 0 0 0 1 1 0 0 1 0 3 1 7 
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Trámites de extradición pasiva durante el último trimestre 2010 
 
Anexo 6 
mes octubre noviembre diciembre total 
Solicitud ingresada 2 1 1 4 
Individuos extraditados 0 0 1 1 
Solicitudes desistidas 0 0 0 0 
Solicitudes negadas 1 0 0 1 
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Trámites de extradición pasiva durante el periodo 2011 
 
mes enero febrero marzo abril mayo junio julio agosto septiembre octubre noviembre Diciembre total 
Solicitud ingresada 1 4 2 0 3 2 0 1 1 1 1 0 16 
Individuo extraditado 0 0 0 0 0 1 0 0 1 0 0 0 2 
Solicitudes desistidas 0 0 0 0 0 1 0 1 0 0 1 0 3 




Trámites de extradición pasiva durante el periodo 2012 
 
mes enero febrero marzo abril mayo junio julio agosto septiembre octubre noviembre Diciembre total 
Iniciados 1 2 0 0 6 2 1 2 0 2 1 1 20 
Culminados 2 2 1 2 3 1 0 0 1 3 0 0 10 
Solicitudes desistidas 0 0 0 1 1 1 0 0 0 0 0 0 6 
















FUENTE: Corte Nacional de Justicia 
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